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PRESENTACIÓN

Tengo el agradado de poner a disposición de los lectores nuestro décimo 
libro del programa Tesis País: Piensa un País sin Pobreza, el cual reúne 13 
artículos escritos por 15 tesistas de pre y post grado de las más diversas 
disciplinas. Estos trabajos son una síntesis de los principales hallazgos, 
resultados y recomendaciones contenidas en sus respectivas tesis de 
grado, magíster y doctorado.

Estos trabajos de investigación, muy variados en su naturaleza, abordan 
aristas diversas y complementarias del fenómeno de la pobreza, tales 
como los efectos subjetivos que conlleva la participación en los sistemas 
de protección social y transferencias condicionadas; la construcción so-
cial de la noción de desastres socionaturales y los desafíos que encierra 
la gestión del nuevo perfil de riesgos que afecta al país; los problemas 
del hábitat residencial y comunitario de colectivos empobrecidos en 
ciudades del norte de Chile; el derecho al agua y los conflictos que se 
están manifestando en este campo; los imaginarios territoriales tras de-
terminadas políticas públicas, etc.

Como es de conocimiento de nuestros lectores habituales, esta publica-
ción se enmarca en el Programa de Tesis País, cuyo objetivo es incentivar 
la generación y divulgación de conocimiento sobre la pobreza, sus facto-
res asociados y caminos de superación, por medio del apoyo a personas 
que están en la etapa final de sus estudios superiores y deben hacer su 
tesis o la han concluido y quieren compartir sus resultados y hallazgos. 

Con esta nueva entrega, esperamos seguir aportando a la discusión so-
bre pobreza y políticas públicas, en especial en una época como ésta, 
marcada por importantes procesos de cambio y transformación de la 
sociedad chilena, donde resulta impostergable la producción de ideas 
que vayan nutriendo el debate público y la toma de decisiones.

mauricio rosenblüth
Director Área de Propuesta País

Fundación Superación de la Pobreza
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A lo largo de su trayectoria, la Fundación Superación de la Pobreza ha de-
sarrollado un compromiso activo con el mejoramiento de las políticas so-
ciales, tanto por medio de su programa de intervención social Servicio País, 
como también a través de la elaboración de estudios y propuestas en diver-
sos ámbitos de la gestión social del Estado. 

El programa Tesis País surge bajo el sello de dichos propósitos, invitando a 
jóvenes estudiantes de pre y post grado a desarrollar sus tesis en temáticas 
de pobreza, políticas sociales e integración social. Tesis País busca incidir 
en la formación de los estudiantes, estimulando que nuevos profesionales 
y especialistas se interesen por estudiar, comprender la pobreza y propon-
gan recomendaciones que contribuyan a su superación, desde una mirada 
multidimensional. 

Durante el ciclo 2017-2018 postularon 161 tesistas, de los cuales fueron 
seleccionados 81, que a su vez son autores de 68 trabajos de tesis1, en las 
dos modalidades que considera nuestro programa: de tesis terminada y de 
proyecto de tesis. De dichos trabajos, 13 se convirtieron en los artículos que 
contiene esta publicación. En trazos generales, a continuación presenta-
mos sus contenidos:

El primer trabajo se titula Transición al Registro Social de Hogares en 
funcionarios de ministerios y servicios de gobierno, de José Manuel Fa-
rías Pereira. Este artículo recoge los resultados de la tesis presentada por el 
autor, para la obtención del grado de magister, en el programa de Gestión 
en Políticas Públicas  de la Universidad de Chile. En el texto, se presenta un 
análisis del proceso de transición desde la Ficha de Protección Social (FPS) 
al Registro Social de Hogares (RSH), a nivel de prácticas habituales y de la 
subjetividad de funcionarios de ministerios y servicios de gobierno, que 
gestionan y hacen uso de este instrumento para focalizar sus beneficios y 
programas en la población más vulnerable.

El siguiente artículo lleva por nombre Las encrucijadas de la superación 
de la pobreza: experiencias con el Programa Ingreso Ético Familiar, de 
Diego Weinstein Balmaceda. El escrito se sustenta en los resultados y las 

INTRODUCCIÓN

1 La cantidad de trabajos es ligeramente menor a la cantidad de tesistas, puesto que varios de éstos han sido 
realizados en grupos, según las normativas vigentes en cada casa de estudio.
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conclusiones de la investigación presentada por el autor, para obtener el 
grado de magister, en el programa de Ciencias Sociales con mención en So-
ciología de la Modernización, de la Universidad de Chile. Desde un enfoque 
eminentemente cualitativo, el artículo profundiza en los efectos subjetivos 
del programa Seguridades y Oportunidades, conocido como Ingreso Ético 
Familiar, en sus usuarios, para determinar en qué medida este programa 
propicia o no procesos sostenidos de superación de la pobreza.

Por su parte, Osmán Dauvin, realiza una exhaustiva revisión sobre la expe-
riencia chilena en materia de intervención de pobreza en el contexto lati-
noamericano, centrando su análisis en los fundamentos éticos sobre los 
que debe basarse la protección social, tomando como enfoque relevante 
los derechos humanos universales. Su artículo lleva por nombre Progra-
mas de transferencias monetarias condicionadas en América Latina, tra-
yectoria política del caso chileno. Para su elaboración, este paper se basó 
en la tesis presentada por al autor, para la obtención del grado de Magíster 
en Planificación y Gestión de Políticas Públicas para la Sociedad Compleja, 
de la Universidad Central. 

María Ignacia Escudero es autora del cuarto artículo de este libro, que lleva 
por nombre De toma a ciudad intermedia. Implementación de políticas 
urbano habitacionales en Alto Hospicio. Efectos sobre sus habitantes y el 
territorio, elaborado sobre la base de la tesis defendida por la autora, para la 
obtención del grado de Magíster, en el programa de Gobierno, Políticas Pú-
blicas y Territorio, de la Universidad Alberto Hurtado. Este trabajo entrega 
un análisis sobre las transformaciones habitacionales y territoriales vividas 
en la comuna de Alto Hospicio, a raíz de un proceso de urbanización ace-
lerado  entre los años 2001- 2015 y sus efectos en los habitantes del sector.  

El siguiente paper se titula Acceso a la vivienda rural en la región de Arica 
y Parinacota: principales dificultades en la implementación de los pro-
gramas sociales habitacionales, escrito por Karen Valenzuela Castillo. El 
estudio se centra en las barreras surgidas a partir de las diferencias de en-
foques entre las normas sobre adquisición, administración y disposición a 
bienes del Estado (DL 1939) y el Programa de Habitabilidad Rural, que difi-
cultan el acceso a la vivienda rural en el Valle de Azapa. Para desarrollar este 
artículo, la autora se basó en su tesis de Magíster, presentada en el marco 
del programa de Gobierno, Políticas Públicas y Territorio, de la Universidad 
Alberto Hurtado.

Karina Moreno Díaz y Rodolfo Soto González, son parte de una tesis gru-
pal, que se titula Alfabetización temprana en contextos de pobreza: 
experiencia reflexiva de una educadora de párvulos competente desde 
los planteamientos de Donald Schön. A través de un estudio de caso que 
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rescata la experiencia subjetiva de una Educadora de Párvulos, se analizan 
las prácticas de alfabetización temprana desarrolladas en contexto de po-
breza, centrándose en los factores que facilitan u obstaculizan el logro. Se 
pone especial énfasis en la importancia de la reflexión en el trabajo con ni-
ños en el marco de estos programas. Este escrito se basa en los resultados 
de la investigación realizada por los autores, para la obtención del grado de 
Magíster en Psicología Educacional de la Universidad de Chile.

María Catalina Álvarez es la autora de Las ausencias del territorio en los 
discursos políticos asociados a la pesca artesanal, realizado en el marco 
del programa de Magíster en Ciencias Sociales, con mención en Estudio 
de Proceso y Desarrollo de las Sociedades Regionales, de la Universidad de 
Los Lagos. La autora, tomando como modelo la Zona Contigua, figura ad-
ministrativa de recursos marinos que facilita la explotación de especies de 
interés comercial en la región de Aysén por parte de naves provenientes de 
la región de Los lagos, aborda las inequidades que han debido enfrentar los 
isleños ayseninos.

Lo público en disputa: sociedad civil y mecanismos de resolución de con-
flictos, en el contexto del conflicto por el agua en Chile, período 2012-
2016, es el artículo escrito por Eduardo Martínez Arratia, y que resume los 
hallazgos de la del autor para la obtención del grado de Magíster, en el pro-
grama de Gobierno, Políticas Públicas y Territorio, de la Universidad Alberto 
Hurtado. Su investigación, tomando como caso de estudio la experiencia 
del Movimiento Social por la Recuperación del Agua y la Vida problematiza 
el concepto de lo público, y la construcción de nuevas subjetividades y nue-
vas formas de relación y deliberación a través de mecanismos de resolución 
de conflicto que surgen desde este movimiento. 

Daniela Collao Navia es la autora del artículo titulado Sistemas de agua 
potable en el estuario de Maullín: conflictos de acceso y escasez en las 
dinámicas de agua potable en el sur de Chile, región de Los Lagos, realiza-
do en el marco de la obtención del grado de Magíster en Ciencias Sociales 
mención Estudios de Procesos y Desarrollo de las Sociedades Regionales, 
de la Universidad de Los Lagos. Este trabajo aborda la complejidad en el 
acceso al agua dulce por parte de las familias que habitan la cuenca del río 
Maullín, en la región de Los Lagos, tomando como perspectiva el concepto 
de ciclo hidrosocial. Este término hace alusión a enriquecer la tradicional 
mirada con la que se aborda el problema del agua (básicamente como ciclo 
hidrológico) adicionando elementos culturales que influyen notablemente 
en cómo se percibe al agua, cómo se accede a ella y cómo se interviene.
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El décimo artículo lleva por nombre Maternidad y desigualdad. La discri-
minación hacia la mujer en la legislación laboral chilena. Sus autores, 
José Manuel Agüero Núñez y Paulo González Sánchez, abordan los aspec-
tos jurídicos relativos a la maternidad, tomando como caso un conflicto ju-
dicial que enfrentó al casino de juegos de la ciudad de Punta Arenas y a los 
trabajadores, entre los cuales se encontraban madres que usaban el jardín 
infantil de la empresa para poder dejar al cuidado a sus hijos e hijas, pero 
que en el marco de la huelga no pudieron utilizar. Este artículo fue escrito 
en base al trabajo de tesis conducente a la obtención del grado de Licencia-
do en Derecho, de la Universidad de Magallanes. 

Los dos artículos siguientes, abordan importantes problemáticas de los 
riesgos socionaturales y sus efectos subjetivos. El trabajo Construcción 
social del riesgo desde zonas rurales de la comuna de Putre, de Daniela 
Aragón Urtubia releva el análisis subjetivo que los habitantes de la comuna 
de Putre desarrollan en torno a la construcción del riesgo en el territorio, a 
partir de sus experiencias históricas con las lluvias estivales, logrando iden-
tificar sus vulnerabilidades y capacidades como base para la gestión de 
dicho riesgo y el enfrentamiento de posibles emergencias. Dicho artículo 
está basado en la tesis realizada por la autora para la obtención del grado 
de magister, en el programa de Gobierno, Políticas Públicas y Territorio, de 
la Universidad Alberto Hurtado. Por su parte, Luisa Rojas Páez es la autora 
de Dimensión subjetiva del desastre: significados desde las familias vul-
neradas post terremoto Arica, realizado en el marco de la obtención del 
grado de Licenciada en Psicología de la Universidad de Tarapacá. Su autora, 
realiza un análisis interpretativo sobre el vínculo entre vulnerabilidad so-
cial y desastres socio-naturales, a partir de las experiencias de las familias 
desplazadas al barrio de emergencia Héroes del Solar, tras el terremoto de 
Arica en el año 2014.

El último artículo es de Ericka Osses Aravena, con el artículo Encender la 
luz en TAC, ¿inversión o gasto? En este trabajo se da a conocer la realidad 
que deben enfrentar a diario los habitantes de la Isla TAC, ubicada en el 
archipiélago de Chiloé, analizando las ventajas y desventajas que produce 
la instalación de electricidad en estos territorios aislados. Este artículo está 
basado en la tesis realizada por la autora, para la obtención del grado de 
Arquitecta de la Universidad Chile.

Esperamos que esta nutrida y variada colección de trabajos, contribuya a 
mejorar comprensión de la pobreza y a enriquecer el debate sobre sus posi-
bilidades de superación. La invitación continúa abierta: a pensar un país sin 
pobreza, con más integración y equidad social.
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TRANSICIÓN AL REGISTRO SOCIAL DE HOGARES EN 
FUNCIONARIOS DE MINISTERIOS Y SERVICIOS DE GOBIERNO 

José Manuel Farías Pereira 1, Universidad de Chile
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Resumen

El propósito de este estudio fue analizar el proceso de transición desde la 
Ficha de Protección Social (FPS) al Registro Social de Hogares (RSH) a nivel 
de prácticas habituales y de la subjetividad de funcionarios de ministerios 
y servicios de gobierno que gestionan y hacen uso de este instrumento.

Esta indagación es de carácter exploratorio y fue abordada mediante un 
enfoque cualitativo. Los resultados se sustentan en entrevistas semies-
tructuradas (15), ponencias y seminarios relevantes (3) y en el análisis de 
diversas fuentes documentales.

Entre los principales resultados se constata una positiva valoración del 
proceso de transición hacia el RSH. Se considera cumplido un primer ob-
jetivo de instalación y funcionamiento del nuevo instrumento, lo que se 
asocia a la eficacia de adecuaciones técnicas y legales que posibilitan los 
flujos de información administrativa, esenciales para el nuevo instrumen-
to. Se valoran las prácticas de preparación y adecuaciones que fueron parte 
del proceso de transición, así como el resguardo mediático desarrollado. 
Sin embargo, estas acciones son asociadas a una transición que, buscan-
do generar un menor impacto público, logró también menor impacto en 
cuanto a las mejoras e innovaciones propuestas en la etapa de diseño, lo 
que produjo más bien una sensación de continuidad. En efecto, la transi-
ción hacia el RSH todavía no permitiría extraer y articular todas las poten-
cialidades del instrumento. Es valorada como una etapa de instalación en 
que se ha puesto en marcha el nuevo proceso de medición y construcción 
de información más que una de despliegue en total envergadura, tanto del 
instrumento como del sistema en el cual se enmarca.

Palabras clave: Registro Social de Hogares, transición, focalización, políti-
ca social, subjetividad.

1 Sociólogo, Magíster en Gestión y Políticas Públicas. Artículo basado en la tesis " Transición al Registro Social 
de Hogares en funcionarios de ministerios y servicios de gobierno" para optar al grado de Magíster en Gestión 
y Políticas Públicas de la Universidad de Chile, aprobada en 2017. Esta investigación contó con el apoyo per-
manente, como profesor guía, de Juan Carlos Feres.
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Introducción

En Chile es variada la experiencia en la uti-
lización de instrumentos de focalización 
para la asignación de los bienes y servicios 
que ofrece el Estado. En los últimos diez 
años ha funcionado la Ficha de Protección 
Social (FPS) que, más allá de ciertas mo-
dificaciones y del paso desde un ejercicio 
centrado en la noción de pobreza a la de 
vulnerabilidad, no ha implicado grandes 
cambios en la lógica de funcionamiento 
que ha marcado estos instrumentos. 

Durante los últimos años, la Ficha de 
Protección Social enfrentó diversos cues-
tionamientos. En este contexto, durante 
el año 2010 su funcionamiento fue some-
tido al juicio de un Comité Experto que, 
entre sus principales conclusiones, señaló 
que eran decrecientes los niveles de se-
guridad que ofrecían sus resultados, que 
existía una falta de verificación de esta 
información y que había un peso excesi-
vo de la información auto declarada. Por 
todo esto, rediseñar el instrumento surgió 
como una necesidad.

Junto a lo anterior, el nivel de compleji-
dad de la política social y el desarrollo 
creciente del Sistema de Protección Social 
del Estado chileno ha demandado mayo-
res niveles de información y complejidad 
en el ejercicio de focalización. Es por este 
motivo que no sólo surge la demanda 
por información más confiable sino que 
también por artefactos que permitan 
flexibilidad en su uso para, de esta ma-
nera, satisfacer de forma más precisa las 
necesidades de los distintos organismos 
públicos. 

El nuevo instrumento se ha denominado 
Registro Social de Hogares (RSH) y en-
tre sus principales características desta-
ca, primero, que la información con que 
se alimenta proviene en su mayoría de 
fuentes administrativas; segundo, que 
utiliza una clasificación socioeconómi-
ca y tramos para ordenar a la población 
potencialmente beneficiaria; tercero, que 
construye un indicador de ingresos que 
proyecta ingresos reales y no potencia-
les; y cuarto, que ofrece apoyo para que la 
oferta de programas sociales identifique 
y seleccione de manera más eficaz a sus 
beneficiarios (MDS, 2016 B). Al mismo 
tiempo, propone un vínculo más directo 
con la ciudadanía mediante una plata-
forma online que permite el intercambio 
de información, así como solicitudes de 
rectificación, complementación de infor-
mación, etc. Este instrumento, además, es 
parte de un Sistema de Apoyo a la Selec-
ción de Usuarios de Prestaciones Sociales, 
el que potencia el uso, por parte de la ofer-
ta pública, de la información administra-
tiva con que cuenta el Estado. 

La transición entre un instrumento y otro 
es un proceso de alta complejidad. Prime-
ro, técnicamente implica actualizaciones 
a nivel jurídico y programático, así como 
el reemplazo de sistemas operativos y 
plataformas. Segundo, operativamente, 
demanda rediseñar la coordinación entre 
actores de gobierno, municipios y agrupa-
ciones sociales, así como la reconfigura-
ción de la relación que el anterior instru-
mento ha establecido con la ciudadanía. 
Tercero, políticamente, la asignación de 
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los beneficios de la acción del Estado es 
un aspecto crítico, con fuerte impacto en 
la ciudadanía. 

Dada la complejidad de un proceso de 
transición de esta naturaleza y la impor-
tancia de contar con información opor-
tuna para favorecer su éxito, esta investi-
gación se propone responder la siguiente 
pregunta: ¿cómo se ha desarrollado la 
transición desde la Ficha de Protección 
Social al Registro Social de Hogares a nivel 
de las prácticas y significados de funcio-
narios de ministerios y servicios de go-
bierno que gestionan y hacen uso de este 
instrumento? 

Como el énfasis de este trabajo es la 
transición entre la FPS y el RSH, resulta 
pertinente identificar las principales ca-
racterísticas de la FPS y el diagnóstico que 
promovió y justificó su reforma.

1. La Ficha de Protección Social

La elección de instrumentos o métodos 
de focalización depende de las caracte-
rísticas de la pobreza, de las capacidades 
institucionales de un país y de los tipos de 
programas a focalizar (Comité Expertos 
FPS, 2010). De todas maneras, un buen 
instrumento de focalización debe cumplir 
al menos dos condiciones: (1) discriminar 
estadísticamente entre la población para 
identificar a los más pobres o sujetos de 
beneficios sociales; y (2) considerar varia-
bles verificables para evitar el sub reporte 
de la población beneficiaria (Herrera; La-
rrañaga; Telias, 2010).

Los instrumentos de focalización deben 
identificar a los destinatarios de los be-
neficios sociales minimizando los errores 
de inclusión que se producen cuando es 
seleccionada población que no pertene-
ce al grupo objetivo de cierta prestación 
social focalizada, y los errores de exclu-
sión, generados cuando es excluido de un 
beneficio social quien sí pertenece a este 
grupo. Mientras los errores de inclusión 
afectan la eficiencia de un determinado 
programa social, los errores de exclusión 
influyen en su eficacia (Comité Expertos 
FPS, 2010; Larrañaga, Falck, Herrera y Te-
lias, 2014).

En el origen de la FPS se encuentra la de-
cisión política de instalar un Sistema de 
Protección Social. Dicho sistema requería 
de un instrumento de focalización capaz 
de capturar el carácter dinámico de la 
condición socioeconómica de las perso-
nas. Se trata de un salto desde un concep-
to de pobreza asociado a necesidades in-
satisfechas hacia un concepto de pobreza 
asociado a vulnerabilidad, que sintetiza 
en sí la idea de fluctuaciones que pueden 
mover sobre o debajo del umbral de po-
breza a los hogares, en distintos momen-
tos del tiempo. 

La Ficha de Protección Social comienza 
a ser aplicada mediante un cuestionario 
durante el año 2006 y entra en vigencia 
durante mayo de 2007. Al año 2010 son 
parte del registro de este instrumento 
tres millones y medio de familias, lo que 
equivale a once millones de personas, que 
para ese entonces representaban un 65% 
de la población nacional (Comité Exper-
tos FPS, 2010). 
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Las principales falencias asociadas al ins-
trumento fueron, primero, baja confiabi-
lidad de sus resultados (Larrañaga, Falck, 
Herrera y Telias, 2014); segundo, hetero-
geneidad en los procesos y debilidades 
en los equipos comunales (Ramos, 2016); 
tercero, diseño de los programas sociales 
que “al establecer puntajes discretos de 
acceso o retiro abrupto de los beneficios”, 
incentivan comportamientos fraudulen-
tos (Comité Expertos FPS, 2010; 102); cuar-
to, el carácter prácticamente indefinido 
de los puntajes (Larrañaga, Falck, Herrera 
y Telias, 2014); y quinto, el uso que hacían 
los programas sociales de la información 
ofrecida (Comité Expertos FPS, 2010: 71). 

2. El Registro Social de Hogares

El Registro Social de Hogares comenzó a 
operar en enero de 2016. El programa de 
gobierno de Michelle Bachelet enfatizó la 
necesidad de superar la Ficha de Protec-
ción Social con el objetivo de que fuera el 
Estado el que asumiera la responsabili-
dad de identificar y seleccionar a la pobla-
ción beneficiaria de prestaciones sociales 
y no el ciudadano (Programa de Gobierno, 
2013: 161). En este documento se entiende 
que el RSH es un paso necesario para for-
talecer el Sistema de Protección Social. En 
algunas secciones, además, se compren-
de como un paso más para avanzar hacia 
garantías universales. 

El RSH está compuesto por tres elemen-
tos. Primero, información que el Estado 
tiene de las personas y los hogares en sus 
registros administrativos, consolidados 
en bases de datos y que técnicamente son 
en sí mismos el Registro Social de Hoga-
res; segundo, mecanismos, principalmen-
te virtuales, mediante los que los ciuda-
danos pueden complementar, actualizar 
y rectificar información; tercero, apoyo y 
asistencia a la oferta de programas socia-
les para la identificación y selección de sus 
beneficiarios (MDS, 2016); y cuarto, oferta 
de una clasificación socioeconómica2 y un 
indicador de ingresos que proyecta ingre-
sos reales y no potenciales (MDS, 2016 B). 
La denominación real de este conjunto 
de componentes es Sistema de Apoyo a 
la Selección de Usuarios de Prestaciones 
Sociales3. 

Siguiendo estrictamente lo que relata la 
documentación institucional, es posible 
afirmar que el diseño del Registro Social 
de Hogares responde a prácticamente to-
das las falencias identificadas en el instru-
mento anterior.

Objetivos de investigación

El objetivo general de este estudio es in-
dagar en la transición desde la Ficha de 
Protección Social al Registro Social de Ho-
gares a nivel de prácticas y significados de 
funcionarios de ministerios y servicios de 
gobierno que gestionan y hacen uso de 
este instrumento. 

2 Para informarse sobre el procedimiento de construcción de la Clasificación Socioeconómica, ver Ministerio 
de Desarrollo Social (2015). Resolución Exenta N°: 0486. Resolución Exenta, Subsecretaría de Evaluación So-
cial; Fiscalía.
3 No obstante, es mayoritariamente, e incluso de forma pública, denominado como el primero de sus compo-
nentes, es decir, Registro Social de Hogares, y esa es la denominación utilizada en esta investigación.
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Del objetivo general se desprenden los 
siguientes objetivos específicos. Prime-
ro, indagar la transición desde la Ficha 
de Protección Social al Registro Social de 
Hogares desde las prácticas cotidianas de 
funcionarios de ministerios y servicios de 
gobierno que gestionan y hacen uso de es-
te instrumento; segundo, indagar la tran-
sición desde la Ficha de Protección Social 
al Registro Social de Hogares desde las 
valoraciones que atribuyen a sus prácticas 
cotidianas dichos funcionarios; y tercero, 
indagar la transición desde la Ficha de 
Protección Social al Registro Social de Ho-
gares desde las valoraciones que tienen 
de la transición los funcionarios de mi-
nisterios y servicios de gobierno que ges- 
tionan y hacen uso de este instrumento.

Método

Este estudio tiene carácter explorato-
rio –dado lo novedoso y contingente de 
su objeto- y ha sido abordado mediante 
un enfoque cualitativo. Como fuentes 
de información se utilizaron entrevistas 
semi-estructuradas individuales y, com-
plementariamente, análisis de fuentes 
documentales. 

Para el desarrollo de las entrevistas cua-
litativas, los participantes fueron selec-
cionados siguiendo un criterio de trian-
gulación subjetiva y, específicamente, 
mediante un muestreo de tipo intencio-
nado y según casos críticos. La muestra 
fue construida según criterios de inclu-
sión y exclusión, y complementada con 
criterios de pertinencia y de accesibilidad. 
Se excluye toda aspiración de representa-
tividad, priorizando riqueza, diversidad y 
profundidad de la información. 

La muestra representa dos aspectos cen-
trales en el funcionamiento del RSH: la 
demanda sectorial y la gestión del instru-
mento. Respecto al primer elemento, se 
han distinguido dos tipos de demanda, 
aquella que tiene como objeto final la 
transferencia de recursos y otra que tie-
ne como propósito gestionar programas 
sociales de mayor complejidad. Sobre el 
segundo elemento se consideró oportu-
no incorporar al Ministerio de Desarrollo 
Social (MDS) como objeto de la indaga-
ción en tanto organismo responsable de 
la implementación y funcionamiento del 
nuevo instrumento. 

Para indagar en una institución que repre-
senta el uso del RSH con el fin de realizar 
transferencias monetarias, se eligió como 
caso el Instituto de Previsión Social, per-
teneciente al Ministerio de Trabajo y Pre-
visión Social. En relación a la gestión de 
programas sociales con mayor demanda 
al instrumento de focalización para la se-
lección de sus beneficiarios, se seleccionó 
la División de Política Habitacional del 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que 
gestiona programas de alta complejidad 
y con impacto a nivel nacional. Por último, 
el Ministerio de Desarrollo Social ha sido 
abordado a través de direcciones y divi-
siones relevantes para la implementación 
y funcionamiento del Registro Social de 
Hogares. 

El criterio por el que los entrevistados 
fueron seleccionados fue que desarrolla-
ran algunas de las siguientes labores: (1) 
definición política sobre el instrumento y 
su uso para la focalización; (2) implemen-
tación, gestión o asesoría técnica sobre 
el instrumento; y (3) trabajo operativo, 
cotidiano y directo con el instrumento, en 
cualquiera de sus dimensiones4.
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Con el fin de obtener mayor información 
del proceso de transición, así como pro-
fundizar en aquellos aspectos que pue-
dan resultar lejanos al investigador, en el 
curso de la investigación se decidió incor-

4 Un criterio de exclusión fue trabajar en alguna de estas funciones, en cualquiera de los ministerios o servi-
cios seleccionados, desde enero de 2016 y no anteriormente.
5 Siguiendo las normas éticas que rigen la investigación en ciencias sociales, cada participante debió aceptar y 
firmar un consentimiento informado donde se explica el uso de la información, sus derechos como entrevis-
tado, los deberes del investigador, el carácter confidencial y anónimo de la información, entre otros aspectos.
6 El trabajo de levantamiento y análisis de información se desarrolló en dos fases: la primera, que se extendió 
entre diciembre de 2016 y enero de 2017, contó con seis entrevistas, revisión de decretos, dos seminarios y un 
análisis preliminar de información, y redundó en un ajuste al guion temático utilizado para las entrevistas 
cualitativas. La segunda fase, desarrollada entre marzo y abril de 2017, incorporó la realización de las restan-
tes nueve entrevistas, revisión de documentos institucionales y presentaciones diseñadas para la difusión del 
nuevo instrumento durante el proceso de transición.

porar tres entrevistas a expertos. El total 
de participantes fue de 155, tres expertos y 
12 funcionarios. Los doce funcionarios se 
distribuyeron de la siguiente forma6: 

El método de comparación constante fue 
utilizado para el análisis de la informa-
ción. Este método propone la generación 
de explicaciones de forma sistemática 
por medio de la codificación explícita y 
la utilización de mecanismos analíticos. 
Se siguió un análisis de tipo descriptivo 
y según la profundidad de la informa-
ción, relacional. La información recogida 
fue sistematizada mediante codificación 
abierta, axial y clasificación jerárquica, 
según las categorías que emergieron en el 
análisis. Este tipo de análisis sigue un mo-
delo inductivo y emergente (Flores, 2009: 
Strauss, 1984). 

Hallazgos 

En lo que sigue, se presentan los principa-
les resultados de esta investigación, agru-
pados en dos dimensiones: prácticas que 
comprende la transición y significados 
asociados a este proceso. 

1. Prácticas que comprende 
la transición

Las prácticas levantadas en el marco de 
este estudio pueden ser agrupadas en los 
siguientes componentes:

Tipos de funcionarios y número de entrevistas

Fuente: elaboración propia

Rol político
Técnico

Operativo
Total

1
1
2
4

1
1
2
4

1
1
2
4

3
3
6

12

Vivienda TotalTrabajo y Previsión Desarrollo Social
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1.1.  Cambios en la operatoria

Los cambios en la operatoria de focali-
zación que conlleva la transición al RSH 
pueden agruparse en cuatro dimensio-
nes: primero, transformaciones en la 
concepción del ejercicio de focalización; 
segundo, modificaciones en el propio 
ejercicio de focalización; tercero, una rela-
ción diferente con la ciudadanía; y, cuarto, 
cambio en la relación entre el MDS y la 
oferta programática.

1.1.1.  Concepción del ejercicio 
de focalización

Desde su concepción, el RSH se propone 
asumir la condición de vulnerabilidad, 
por tanto, define como propósito ideal 
que toda persona sea parte del sistema. 
Se comprende que cualquier persona 
puede, en algún momento, demandar un 
beneficio de parte del Estado. Entonces, 
un primer cambio identificado está en la 
manera en que el instrumento aborda la 
condición de vulnerabilidad y proyecta la 
oferta pública. No sólo se busca identifi-
car personas pobres sino también asig-
narles un determinado lugar en la fila 
de prioridad y en función de dicho lugar, 
otorgarles una prestación.

Un segundo cambio en la concepción del 
ejercicio de focalización supone evitar el 
error de exclusión por sobre posibles erro-
res de inclusión. La propuesta de clasifica-
ción socioeconómica como insumo a los 
programas y el establecimiento de un pri-
mer corte en el 40% más vulnerable de la 
población es una manera de asumir que 

todos quienes son parte de este grupo tie-
nen características diferentes pero similar 
condición de vida, y que por tanto deben 
ser beneficiarios de los programas públi-
cos. La intención que denota esta clasifi-
cación no enfatiza en la distinción entre 
sujetos sino entre umbrales de corte que 
asumen cierta homogeneidad socioeco-
nómica.

Esta manera de comprender el ejercicio 
de focalización es consistente con el tercer 
cambio identificado, que es la responsa-
bilidad que el Estado busca asumir en la 
identificación de la condición social de las 
personas. Con el RSH es el Estado quien 
asume la labor de, en base a fuentes ins-
titucionales, establecer la condición so-
cioeconómica de las personas. El Estado 
propone al ciudadano una cierta clasifi-
cación y la información que sustenta esta 
definición, pudiendo el ciudadano apelar 
a esta objetivación a través de pruebas 
que justifiquen su reubicación. 

1.1.2. Ejercicio de focalización

El uso de información proveniente de 
fuentes institucionales y la incorporación 
de mecanismos de verificación de la infor-
mación son reconocidos transversalmen-
te por los entrevistados y señalados como 
el principal cambio en el ejercicio de foca-
lización actual.

Más en la esfera técnica de gestión del 
instrumento, se afirma por parte de fun-
cionarios el uso de una “regla de decisión” 
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“[Se trata de] una regla de decisiones. Primero te agarra la información que es más 
fidedigna que AFP y la va a actualizar. AFP, después te agarra la Superintendencia de 
Salud, después te agarra la Aseguradora de Fondos de Cesantía, te agarra el SII y si 
no te va a dar información auto reportada en el Registro Social de Hogares” 
(Entrevistado 1, hombre, nivel técnico).

mediante la cual el sistema asigna como 
válido un determinado dato a una per-
sona. El sistema reconoce ciertas fuentes 
de información como más fidedignas y 
actualizadas y por tanto selecciona aque-
llos datos que provienen de estas fuentes 
y los asigna a las personas. En la medida 
en que una fuente más confiable no con-

Otra transformación señalada por los en-
trevistados refiere a la periodicidad con 
que la información del registro es actua-
lizada. Tanto por el uso de fuentes insti-
tucionales, que por su naturaleza están 
en permanente actualización, como por 
la existencia de una plataforma online 
mediante la que los ciudadanos pueden 
solicitar rectificaciones, el RSH cuenta con 
flujos permanentes de información. A su 
vez, es posible contar con una estimación 
del rezago de aquellos datos atribuidos a 
una persona, lo que permite inferir su ni-
vel de validez.

La entrega de una clasificación socioeco-
nómica y ya no un puntaje continuo es 
otro cambio que ha implicado la transi-
ción al RSH y que es reconocido por fun-
cionarios. Esta modificación, esencial en 
la lógica del nuevo instrumento, resulta 
disruptiva respecto al ejercicio de focali-
zación desarrollado anteriormente. De to-
das formas, se ha dado una lógica de con-
tinuidad arraigada en mecanismos que 
permitan establecer equivalencias entre 
el puntaje cuantitativo de la anterior FPS 
y la clasificación cualitativa del RSH.

tiene información para una determinada 
persona se pasa a la que le sigue y así su-
cesivamente, hasta, en caso de no contar 
con información institucional, asumir 
como válida aquella que es auto reporta-
da. Este aspecto implica la jerarquización 
de las fuentes institucionales según crite-
rios de calidad y pertinencia.

1.1.3. Relación con la ciudadanía

Un tercer cambio en la operatoria de fo-
calización refiere a la relación que en el 
actual ejercicio se establecería con la ciu-
dadanía. Se propone un diálogo directo 
entre los responsables de la clasificación 
socioeconómica atribuida y el ciudadano. 
Para esto, reconocen los entrevistados, es 
clave el rol de la plataforma online, que 
permitiría a las personas conocer la infor-
mación que se ha utilizado para su clasifi-
cación y solicitar rectificaciones.

En palabras de un funcionario del MDS, 
lo que hay tras esto es una lógica política 
en que se asume la posibilidad de error y 
por tanto el ciudadano tiene una manera 
de replicar. Esta posibilidad de visibilizar 
errores en la asignación de información, 
así como la publicación del modelo de 
cálculo del RSH, marca una diferencia 
importante con el anterior instrumento, 
dado que hoy en día una persona tiene la 
posibilidad real de conocer sobre la base 
de qué información y mediante qué me-
canismo el Estado le atribuye una situa-
ción socioeconómica determinada.
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“Antes, como Estado, casi no se interactuaba directamente con el ciudadano. Ahora 
el hecho de haber habilitado la plataforma virtual, por ejemplo, el ciudadano accede 
directamente a sus datos, ya tenemos un vínculo directo con el ciudadano, no tienes 
intermediación de nadie. Además, como nos interesa que ese vínculo se consolide, en 
el fondo para promover ese vínculo también tienes que relacionarte con el ciudadano. 
Yo creo que cambia la relación con el ciudadano en el sentido de que hay una relación 
mucho más directa con la ciudadanía, sin intermediación de otros actores y antes 
[era] exclusivamente desde el municipio. Ahora interactúas directamente con el 
ciudadano (…)” 
(Entrevistado 8, mujer, nivel político).

“(…) El rol que ahora está jugando el MDS gracias a la ley que le otorgó las facultades 
de pedir datos de los distintos servicios, ministerios, hace que, uno por conocimiento, 
otro por facultades legales del ministerio, y que sea el eje, que sea finalmente quien 
coordine la focalización o universalización de algunos beneficios” 
(Entrevistado 7, hombre, nivel técnico).

“La gracia del Ministerio de Desarrollo Social es que cuando era Mideplan no 
tenía el poder de capturar bases de datos y que lo logró al pasar al Ministerio de 
Desarrollo Social. Se creó el Registro de Información Social que está controlado, 
está la posibilidad de manejarlo y gestionarlo, es del Departamento de Análisis de 
Información Social y son ellos los que firman convenios de transmisión de información 
con otros servicios, tanto para la recepción de información como para la entrega de 
información (…)” 
(Entrevistado 6, hombre, nivel técnico). 

1.1.4. Relación entre MDS 
y oferta programática

El funcionamiento de la Ficha de Pro-
tección Social implicaba cierto diálogo 
entre el MDS y los distintos ministerios y 
servicios asociados. El Registro Social de 
Hogares ha profundizado dicho diálogo 
y relación al menos en dos sentidos: por 
un lado, el MDS ha complejizado la oferta 
de productos de información que entrega 
a los distintos servicios que la demandan. 
Por otro, el rol del MDS en el nuevo instru-
mento refleja un mayor nivel de prepon-
derancia y centralidad en la articulación 
del sistema de información utilizado para 
la focalización de programas sociales.

En el caso de este estudio, este mayor ni-
vel de profundización y complejización en 
la información ofrecida se ha constatado 
mediante la disponibilidad de parte del 
MDS para este ejercicio y flujos de infor-
mación hacia el IPS y Minvu.

En consecuencia, en la red de funciona-
miento interministerial que sostiene la 
operatoria del nuevo instrumento, el MDS 
adquirió mayor centralidad y prepon-
derancia. Funcionarios entrevistados lo 
comprenden como un “eje” que “coordina 
la focalización” de beneficios. Las faculta-
des legales y capacidad orgánica para la 
gestión de información son importantes 
soportes.
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2. Significados que comprende 
la transición

Los significados refieren a la forma en 
que los funcionarios interpretan, valoran 
y dan sentido a la transición desde la FPS 
al RSH. Del análisis de la información se 
distinguen dos dimensiones: significados 
vinculados al funcionamiento del sistema 
y significados atribuibles específicamente 
a la transición entre uno y otro instrumen-
to. A raíz de ambos tópicos es que se es-
tructura la sección.

2.1. Significados asociados 
al funcionamiento del sistema

Este punto refiere a cómo los funciona-
rios valoran el actual funcionamiento del 
sistema. La información es presentada de 
acuerdo a sus principales componentes.

2.1.1. El Registro Social de Hogares

Las valoraciones acerca del RSH recogidas 
en este estudio pueden ser agrupadas en 
tres esferas: (1) cambios que se reconocen 
en la concepción del instrumento; (2) lo-
gros en el ejercicio de focalización; e (3) in- 
quietudes respecto a su funcionamiento. 

Respecto a la primera dimensión, junto a 
cambios anteriormente abordados, como 
la definición del RSH como un instrumen-
to para toda la población y la relación que 
este establece con la ciudadanía, se reco-
noce en el instrumento un cambio con-
ceptual en la medida en que deja de lado 
la medición de la capacidad potencial de 

generar aportes financieros, centrándose 
en los ingresos reales que las personas tie-
nen en un determinado momento. Quie-
nes reconocieron este cambio en la forma 
de abordar los ingresos de las personas 
comprenden la capacidad potencial de 
generación de estos, base conceptual de 
la FPS, como una construcción teórica dis-
tante de la realidad y difícil de transmitir 
a los beneficiarios de programas sociales. 
Por otro lado, se comprende el RSH como 
un instrumento más transparente que 
la FPS en la medida en que las personas 
tienen acceso a los insumos con que se ha 
construido su clasificación socioeconó-
mica y a la información en que se basa el 
test de medios, lo que les permite apelar 
si dicha información les resulta alejada de 
la realidad.

En una segunda dimensión se reconocen 
avances que muestra el RSH en tanto ins-
trumento de focalización. Se le considera 
un instrumento de mayor sofisticación 
que los anteriores, aspecto asociado a su 
capacidad para identificar a la población 
distinguiendo características que los an-
teriores instrumentos expresaban de ma-
nera difusa e incorporando su validación 
institucional.

El valor de mayor precisión estaría en un 
ejercicio de focalización más complejo 
y consistente con las necesidades de los 
programas sociales. Estos, por tanto, ten-
drían mayor capacidad para distinguir y 
dirigir su oferta a la población más perti-
nente. 
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Esta confianza radica también en el re-
conocimiento de la capacidad del RSH 
para combatir de manera efectiva el 
falseamiento de información en la me-
dida en que el auto reporte es acotado a 
aquellos casos en que no se cuenta con 
información de fuente institucional. Y de 
utilizarse información auto reportada, 
son diversas las fuentes administrativas 
con las que esta es contrastada. En efecto, 
se concibe el RSH como un instrumento 
más “objetivo” y, además, se propone este 
carácter como un facilitador del proceso 
de transición desarrollado.

Junto con ofrecer mayor precisión, objeti-
vidad y herramientas para favorecer una 
oferta pública más diversa y consistente 
con las necesidades, se confía en que ante 
el error existe la posibilidad de apelación. 
Esta posibilidad es frecuente en el discur-
so y se comprende como “válvula de esca-
pe” ante cualquier error en la información 
utilizada por el sistema.

En una tercera dimensión de análisis se 
identifican inquietudes respecto al fun-
cionamiento del RSH. Especial debate 
concentra la clasificación socioeconó-
mica propuesta. Para algunos es bastan-
te rígida y dificulta la identificación de 
subgrupos. Para otros, dicha clasificación 

es incoherente con el espíritu declarado 
por el nuevo instrumento y más bien re-
fleja continuidad. También están quie-
nes la valoran positivamente, dado que 
asumiría lo que para ellos es un hecho, 
el alto grado de homogeneidad entre la 
población que agrupa el primer tramo de 
clasificación. No es posible asociar estas 
inquietudes a instituciones particulares.

Quienes se posicionan en la primera pos-
tura asumen los tramos de la clasificación 
como un resultado final. Para quienes 
la clasificación socioeconómica implica 
cierta continuidad con el anterior instru-
mento, este argumento es válido para 
cualquier mecanismo que implique la 
prelación de potenciales beneficiarios. 
Las posturas favorables a la clasificación 
la comprenden como algo más complejo. 
La asumen como un producto que debe 
ser cruzado con distintas variables según 
las necesidades de focalización de cada 
programa, para así reconocer de manera 
precisa a la población beneficiaria. Bajo 
este punto de vista, un modelo único es 
insuficiente y no puede responder a las 
necesidades de toda la oferta programáti-
ca. En efecto, no hay una manera unívoca 
de comprender la clasificación socioeco-
nómica y más allá de que pueda ser teó-
rica o ideológicamente discutible, es posi-

“Personalmente, me preocupa la vinculación de la oferta de programas con el 
registro, porque el registro tiene que ser un insumo para que la oferta llegue de 
manera más adecuada a la población. Ahí el riesgo es volver a reproducir el esquema 
que había antes; que la Ficha de Protección Social, que también era un sistema de 
información, en realidad era un tercer o cuarto plano de la información porque lo 
único que importaba era un puntaje y todo el mundo usaba el puntaje. Ahora el 
desafío es que no vuelva a pasar lo mismo y que no se transforme el Registro Social 
de Hogares sólo en una calificación socioeconómica y una calificación que usa todo 
el mundo para lo que se le ocurra. Si sucede eso, el sistema va a estar desvirtuado 
porque en realidad el registro es un sistema de información social” 
(Entrevista 4, mujer, nivel técnico).
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ble inferir que el nuevo instrumento no es 
comprendido en todas sus dimensiones, 
por lo que no estaría siendo abordado en 
su total potencial. En palabras de un en-
trevistado:

La clasificación socioeconómica no es 
el único punto que despierta inquietud. 
Tampoco es clara la comprensión del RSH 
como parte de un sistema mayor. El Siste-
ma de Apoyo a la Selección de Usuarios 
de Prestaciones Sociales, marco general 
que engloba al registro y que ofrece parte 
esencial de sus potencialidades, práctica-
mente no fue mencionado en las entrevis-
tas, lo que permite inferir su ausencia en 
el debate. 

Junto a lo anterior, genera inquietud entre 
los entrevistados la real magnitud que ha 
tenido el instrumento en su intención de 
abordar a toda la población y no sólo a 
aquellas personas actualmente beneficia-
rias. Si bien hay un cambio de perspectiva 
-todos pueden y deberían tener RSH-, esa 
perspectiva del instrumento no habría 
trascendido.

Finalmente, se identifica un importante 
desafío que refiere a cómo el nuevo ins-
trumento aborda la lógica de un Estado 
garante de derechos sociales. Se recono-
ce en el instrumento un avance hacia un 
ejercicio de focalización más objetivo, 
preciso y eficiente. Sin embargo, surge 
una inconsistencia entre los plantea-
mientos iniciales del nuevo instrumento, 
llamado a fortalecer la red de protección 
del Estado de Chile y avanzar hacia la 
consolidación de derechos sociales, y los 
avances constatados y destacados por los 
funcionarios sobre estos aspectos.

2.1.2. Plataforma de atención 
y relación con la ciudadanía

Sobre la base de la información recogida 
es posible identificar la asociación de esta 
plataforma con atributos como transpa-
rencia, fluidez y una relación más simétri-
ca entre Estado y ciudadanía. En síntesis, 
es comprendida como un aporte a un me-
jor ejercicio del derecho a la información. 
Se valora positivamente el hecho de que 
los ciudadanos pueden no sólo solicitar 
rectificaciones sino también llenar vacíos 
mediante trámites de complementación, 
incidiendo directamente en los resulta-
dos de su clasificación. En definitiva, el 
RSH incorpora la noción de “apelable” y 
favorece la construcción de caracteriza-
ciones socioeconómicas más cercanas a 
las realidades de las personas.

Es también comprendida la nueva rela-
ción con la ciudadanía como menos clien-
telar que la establecida por el anterior 
instrumento. Esta valoración se basa en 
la ausencia de un funcionario al que hay 
que “perseguir” y “convencer” de una situa-
ción socioeconómica determinada, como 
también en una mayor distancia respecto 
de los determinantes de la caracterización 
socioeconómica, lo que dificultaría la ins-
trumentalización del RSH.

En consecuencia, se comprende una re-
lación de corresponsabilidad entre el ciu- 
dadano y el Estado en la construcción so-
cioeconómica individual. Son el Estado y 
el ciudadano, a ojos de ciertos funciona-
rios, responsables por el resultado final 
de este proceso de construcción u objeti-
vación. 
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“Toda la información que estaba en la ficha se migra al Registro Social de Hogares, 
pero el Registro Social de Hogares agrega otras cosas, agrega información 
administrativa y hay cambios también como de modelamiento, por ejemplo, para 
determinar de lo que hablaba el indicador de necesidades, se cambia la manera 
de calcularlo, digamos, la escala, qué sé yo. Para nosotros son cajas negras, para 
nosotros la manera como ellos determinan el indicador de necesidades, por ejemplo, 
el indicador de dependencia, es un modelo que ellos tienen y es una caja negra (…)” 
(Entrevistado 2, hombre, nivel operativo).

No obstante, se concibe como un desafío 
dar cuenta a las personas no sólo de la 
información utilizada para la construc-
ción de su condición socioeconómica sino 
también la forma en que esa clasificación 
es calculada y construida por parte del Es-
tado. Para algunos funcionarios, acercar a 
la ciudadanía estos constructos y las con-
secuencias que de ellos se derivan es un 
desafío para alcanzar la transparencia to-
tal en el funcionamiento del instrumento.

2.1.3. Información que 
alimenta el sistema

Si bien el tránsito al uso de fuentes insti-
tucionales es valorado positivamente por 
los funcionarios, no reconocen necesaria-
mente en ello una novedad, dada la ex-
periencia previa en el uso de información 
proveniente de fuentes institucionales. Sí 
valoran como un aporte el ordenamiento 
de parte importante de esa información 
institucional y la definición de mecanis-
mos claros y transparentes para su uso. 
Esta innovación es comprendida como un 
paso relevante para aprovechar la capa-
cidad instalada en pos de un ejercicio de 
focalización más eficiente y preciso. 

Ahora bien, más allá de la calidad que 
puedan tener las fuentes institucionales, 
existe inquietud respecto a factores ex-
ternos que pueden influir en su eficacia, 

particularmente, la informalidad laboral 
existente entre los grupos más vulnera-
bles, que, por ejemplo, repercute directa-
mente en la existencia de registros insti-
tucionales fidedignos de sus ingresos. 

Existe también inquietud respecto al gra-
do de actualización de la información con 
que cuenta el sistema. Si bien existe una 
regla de decisión, donde fuentes más per-
tinentes y actualizadas tienen prioridad, 
en el caso de no ser utilizada la primera 
opción, la segunda o tercera fuente pue-
de no ser del todo pertinente. El ejemplo 
más frecuente en las conversaciones con 
funcionarios fue el del SII que, dado que 
su rol es el cobro de impuestos y no nece-
sariamente establecer los ingresos de la 
población, tendría un desfase en la infor-
mación que ofrece al sistema. 

Por último, más allá de que los entrevis-
tados reconocen con facilidad las fuentes 
de información utilizadas por el sistema, 
se identificó, particularmente entre quie-
nes desempeñan roles más operativos, 
desconocimiento respecto del uso de esa 
información y del cálculo de ciertos com-
ponentes del instrumento. Quienes des-
empeñan roles más operativos lo hacen 
bajo lineamientos y normas que deben 
poner en práctica más allá de su posición 
o grado de acuerdo. Su acercamiento al 
instrumento redunda en su objetivación, 
es decir, asumirlo como un hecho.
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2.2. Significados asociados a la 
transición entre la FPS y el RSH

En general, el proceso es comprendido 
como exitoso en la medida en que el nue-
vo instrumento pudo entrar en funciona-
miento en el momento propuesto por las 
autoridades. Se concibe el instrumento 
como una mejora en el trabajo de focali-
zación, implicando la transición avances 
en el ejercicio desarrollado cotidiana-
mente. Se habría cubierto un importante 
porcentaje de la población y cumplido 
con un objetivo central de esta política, 
que es que el Estado asuma la mayor par-
te de la responsabilidad de ofrecer y veri-
ficar la información para la asignación de 
beneficios sociales. 

Junto a esto, se habría conseguido alcan-
zar la disponibilidad de información y 
convenios que hacen posible su flujo, as-
pecto esencial dada su posición angular 
en un instrumento basado en registros 
institucionales. El éxito en este ámbito 
es asociado por bastantes funcionarios a 
una transición exitosa. Adicionalmente, 
este proceso se ha percibido como orde-
nado y exitoso.

La permanente comparación con el frus-
trado proceso de implementación de la 
Ficha Social (FS) permite comprender 
también la vinculación que hacen tanto 
expertos como funcionarios entre la au-
sencia de escándalos y el éxito del pro-
ceso. Ante la solicitud de evaluar el pro-
ceso de transición, sobre la mesa no se 
desplegaron criterios técnicos o políticos 
de especial complejidad sino más bien la 
constatación de ausencia de escándalos 
mediáticos como muestra de éxito. Esto, 

evidentemente, no supone que los obje-
tivos definidos en la etapa de diseño se 
hayan cumplido.

La percepción de expertos y funcionarios 
sobre el proceso de transición refiere a 
un tránsito tranquilo. Esto se asocia con 
la construcción de la imagen pública del 
instrumento. La información recogida 
permite hablar de un importante grado 
de reconocimiento al manejo comunica-
cional del proceso de transición, así como 
al tratamiento que se dio a la información 
existente y recogida mediante el anterior 
instrumento y a las personas que ya eran 
beneficiarias de algún programa público. 
Una crítica central a la transición entre la 
FPS y la FS fue la persecución y estigma-
tización de los “falsos pobres” (Ramos, 
2016). Al contrario, en esta transición no 
hubo un énfasis similar, más bien, se favo-
reció un tránsito gradual entre anteriores 
y actuales beneficiarios.

Este aspecto de la transición es especial-
mente valorado por funcionarios repre-
sentativos de roles técnicos. Una transi-
ción ausente de grandes polémicas como 
lo ha sido la del RSH generaría espacios 
para que el nuevo instrumento se asien-
te y alcance un nivel de madurez mínimo 
para realizar evaluaciones más acabadas 
de su efectividad. En esta línea, expertos 
y funcionarios coinciden en que dado 
lo reciente de la instalación del RSH y la 
cantidad de cambios producidos en los 
últimos tiempos, es necesario permitir un 
periodo de maduración y asentamiento al 
nuevo instrumento.



27

 josé manuel farías pereira

“Bueno, lo que yo echo de menos es no haber tenido una participación, no haber 
involucrado más a los usuarios desde la etapa de diseño y de conceptualización, 
primero del Registro Social de Hogares, y de diseño y de implementación” 
(Entrevistado 5, hombre, nivel operativo).

En una segunda dimensión se critica el 
nivel de participación que se propició du-
rante el proceso. Esta crítica es especial-
mente sentida entre aquellos funcionaros 
que desempeñan roles operativos. Ellos 

resienten la no inclusión en etapas de 
consulta, las que podrían haber redunda-
do en aportes tanto a la concepción como 
a las innovaciones del nuevo instrumento.

En una tercera dimensión es posible iden-
tificar valoraciones críticas, pero ya no de 
aspectos particulares de la transición sino 
más bien de su resultado global. De estas 
valoraciones se desprenden algunas labo-
res pendientes que resultaría pertinente 
impulsar. Por un lado, expertos entrevis-
tados plantean que existiría una parte 
sustantiva del diseño inicial del nuevo ins-
trumento que no habría sido implemen-
tada en su totalidad, particularmente, la 
apropiación del instrumento por parte 
de la oferta pública, pudiendo distinguir 
de mejor forma su demanda y ofreciendo 
programas públicos con mayor precisión 
y ajuste a los requerimientos específicos 
de la población.

Por otro lado, si bien funcionarios valoran 
la preparación y adecuaciones que fueron 
parte del proceso de transición, así como 
el manejo poco mediático, estas acciones 
son asociadas a una transición que, bus-
cando generar un menor impacto públi-
co, logró menor impacto en cuanto a las 
innovaciones propuestas en la etapa de 
diseño, produciendo una sensación de 
continuidad.

En consecuencia, la transición no habría 
permitido poner en práctica y extraer to-
das las potencialidades del instrumento. 

Se valora como una etapa de afianza-
miento y puesta en marcha del nuevo 
proceso de medición y construcción de 
información más que de desarrollo en su 
total potencial del instrumento y el siste-
ma en el cual se enmarca.

Reflexiones finales

El proceso de transición ha favorecido un 
paso gradual y ordenado al nuevo instru-
mento. Así, el trabajo desarrollado com-
prende acciones, negociaciones y decisio-
nes que han hecho posible la entrada en 
operación del RSH. Es posible inferir que 
estas modificaciones, así como la práctica 
de focalización que propone el RSH, asu-
men un supuesto central: la existencia de 
un Estado capaz de identificar y emitir un 
juicio certero acerca de la condición social 
de los ciudadanos.

La operatoria del nuevo instrumento fa-
vorecería, en alguna medida, la confiabi-
lidad en la información. Mayor capacidad 
y frecuencia de actualización de informa-
ción, preponderancia de fuentes institu-
cionales, así como una relación, en teoría, 
bidireccional con el Estado, favorecen una 
relación más fluida y transparente.
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Por un lado, es destacable el hecho de que 
las valoraciones atribuidas por los funcio-
narios a las modificaciones propuestas 
por el nuevo instrumento sean positivas, 
pero por otro lado se debe tener en cuen-
ta que no es clara la comprensión del RSH 
como parte de un sistema mayor. 

Si bien una primera fase de instalación 
es comprendida como cumplida y exito-
sa, la transición hacia el RSH todavía no 
habría logrado extraer y articular todas 
las potencialidades del instrumento. Es 
valorada como una etapa de instalación 
en que se ha puesto en marcha el nuevo 
proceso de medición y construcción de in-
formación más que de despliegue en total 
envergadura, tanto del instrumento como 
del sistema en el cual se enmarca.

Es factible afirmar que un importante de-
safío ante futuras innovaciones de políti-
ca pública en este ámbito refiere a pensar 
las necesidades del ejercicio de selección 
de beneficiarios en función de las poten-
cialidades que tendría un nuevo ejercicio 
y no exclusivamente desde lo que se hace 
y ha hecho históricamente una determi-
nada institución. 

Es un desafío permanente, al mismo 
tiempo, avanzar en niveles más amplios 
de participación y en mecanismos que fa-
vorezcan la inclusión de un mayor núme-
ro de actores en el intercambio de ideas, 
favoreciendo, de este modo, una política 
pública más precisa y pertinente a los re-
querimientos.

A raíz de todo lo anterior es posible suge-
rir propuestas para abordar los principa-
les desafíos que se han identificado a lo 
largo de este estudio:

1. Diseñar estrategias de socialización e 
implementación diferenciales del nuevo 
instrumento, abordando sus potenciali-
dades. La demanda por un nuevo instru-
mento y su valoración como un aporte no 
es similar entre ofertas públicas centradas 
en transferencias monetarias y aquellas 
que gestionan programas de mayor al-
cance.

2. Ampliar las instancias de capacitación. 
Si bien existen prácticas consistentes con 
su espíritu, no necesariamente hay clari-
dad de las potencialidades que ofrece el 
Sistema de Selección de Beneficiarios en 
su conjunto. Se recomienda priorizar a 
sectores y funcionarios abocados a labo-
res operativas en el ejercicio de selección 
de beneficiarios. 

3. Revisar e identificar mecanismos para 
favorecer la consistencia entre el nuevo 
instrumento y la política social ofrecida. 
Dado que el RSH propone una nueva lógi-
ca para el ejercicio de focalización y trata-
miento de beneficiarios, la política social 
debe acompañar este proceso. De lo con-
trario, se producen inconsistencias que re-
dundan en prácticas de continuidad entre 
el nuevo instrumento y su antecesor. 

4. Establecer un mecanismo para evaluar 
el grado de error del instrumento y defi-
nir el nivel aceptable. Esto, con el fin de 
facilitar y transparentar el debate acerca 
del funcionamiento y efectividad de este 
instrumento. 

5. Evaluar el grado de efectividad de la pla-
taforma online de atención ciudadana. Es 
un desafío establecer cuál es la relación 
que los ciudadanos establecen con esta 
plataforma y cuál es su aporte concreto en 
transparencia y fluidez.
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Resumen

El presente artículo pretende analizar los efectos del programa Seguri-
dades y Oportunidades, conocido como Ingreso Ético Familiar (IEF), en 
sus usuarios, para determinar en qué medida este programa propicia o 
no procesos sostenidos de superación de la pobreza en Chile. El análisis 
demuestra que existen múltiples obstáculos y limitaciones para cumplir 
ese objetivo. Los distintos componentes del programa contribuyen a ali-
viar ciertas condiciones y gracias a él se producen ciertos logros, pero no se 
garantiza la superación de la vulnerabilidad estructural de los hogares po-
bres. Al seguir inscritos en una concepción minimalista de la política social 
en el marco de un Estado subsidiario, estos programas compensan déficits 
transitoriamente, pero no generan procesos de integración duraderos ni 
de movilidad social, ya sea por la vía del acceso a empleos formales esta-
bles o a través de la generación de microemprendimientos sustentables 
para generar ingresos. Para salir de la pobreza no basta con garantizar 
condiciones mínimas ni sólo transferir herramientas a la población pobre 
para que ellos mismos sean capaces de resolver su situación. Es imperioso 
fortalecer la protección pública desde una acción redistributiva que ga-
rantice y universalice derechos sociales, así como mecanismos efectivos 
que permitan acceder a mayores oportunidades de empleos de calidad o 
condiciones más equitativas y seguras para iniciar emprendimientos, con 
el fin de generar procesos de ciudadanía y promoción social para todos, 
propiciando a la vez mecanismos de cohesión social.

Palabras clave: programas sociales, microemprendimientos, alivio a la po-
breza, integración compensatoria, bloqueos a la movilidad social.  

1 Psicólogo de la Universidad Diego Portales. El presente artículo está basado en una investigación que dio 
lugar a la tesis “Las encrucijadas de la superación de la pobreza: experiencias con el programa de Ingreso 
Ético Familiar” para optar al grado de Magister en Ciencias Sociales con mención en Sociología de la Mo-
dernización, Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile. Profesor guía: Carlos Ruiz Encina. Esta 
investigación contó con el apoyo de una Beca Conicyt para Magíster Nacional 2014.  
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Introducción

En los últimos 25 años, Chile ha expe-
rimentado un fuerte y sostenido creci-
miento económico, con un consiguiente 
progreso en las condiciones materiales 
de vida promedio de la población y una 
reducción significativa de los niveles de 
pobreza. La pobreza monetaria absoluta 
por ingresos pasó de un 38,6% en 1990 a 
un 11,7% en 2015, y de un 13% a un 3,5% 
en 2015 si se considera la pobreza extre-
ma o indigencia (Casen, 2015). A su vez, 
la pobreza multidimensional ha ido in-
corporando nuevas dimensiones en su 
medición y confirma esta tendencia a la 
baja desde que comenzó este registro, 
pasando de un 27,5% en 2009 a un 20,9% 
en 2015. Estos avances en materia de lu-
cha contra la pobreza e indicadores de 
desarrollo humano y social están en parte 
ligados a un importante crecimiento en el 
producto interno bruto, pero también a 
políticas sociales implementadas a partir 
de los años ‘90, que incluyeron inversio-
nes en el sistema educativo, sanitario, en 
vivienda y un incremento de las transfe-
rencias monetarias que reciben los hoga-
res vulnerables (Raczynski, 2008 y Cecchi-
ni y Madariaga, 2011).  

No obstante, pese a la modernización ca-
pitalista del país y sus avances, persisten 
altos niveles de desigualdad, medidos en 
términos de pobreza relativa, distribu-
ción del ingreso monetario y barreras a 
la movilidad social. Chile continúa siendo 
uno de los países más desiguales de Lati-
noamérica, con una fuerte segmentación 
social. El coeficiente de Gini de la distri-

bución del ingreso per cápita del hogar se 
eleva sobre un 50%, el más alto entre los 
países de la Oecd, que en promedio pre-
sentan un Gini de sólo 31%. El 1% más rico 
de la población concentra más del 30% 
de los ingresos y si se excluye al 10% más 
rico, la desigualdad se reduciría al pun-
to de transformar a Chile en el país más 
igualitario de Latinoamérica. Hoy, Chile 
es el cuarto país más desigual de la región 
más desigual del mundo (Cepal, 2010 y 
Pnud, 2017). 

Durante la transición democrática se ha 
buscado revertir la fuerte segmentación 
social heredada del periodo dictatorial 
y la introducción del neoliberalismo, el 
cual redujo drásticamente el tamaño del 
Estado y del gasto social (Ruiz y Boccardo, 
2014). Se apuntó a reactivar la red pública 
de protección social y para ello se aumen-
tó el gasto público considerablemente. Se 
tomaron medidas para mejorar la calidad 
de la educación, se introdujo un esquema 
de garantías de salud, un sistema de pro-
tección social exclusivo para la primera 
infancia (Chile Crece Contigo), un siste-
ma de protección integral e intersectorial 
contra la pobreza (Chile Solidario) y una 
reforma previsional que contempla un 
esquema solidario de pensiones (Robles, 
2011). También se intentó mejorar el me-
canismo de focalización de las políticas 
públicas a través del desarrollo de Fichas 
de Protección Social y sistemas de registro 
más eficientes, como es el nuevo Registro 
Social de Hogares, para la identificación y 
acceso de los usuarios, así como incorpo-



33

rar una medición multidimensional de la 
pobreza que incluya nuevas dimensiones 
en su análisis y no sólo los ingresos.

A partir de los años 2000, las reformas 
y nuevas políticas de protección social 
generadas, entre las que se incluyen los 
programas de transferencias monetarias 
condicionadas promovidos por agencias 
internacionales como el Banco Mundial, 
han intentado producir cierta mejoría 
distributiva y conectar a las personas en 
situación de pobreza con los servicios 
públicos. Se ha buscado ir incluyendo a 
más sectores vulnerables al sistema de 
protección social, que a su vez ha ido cre-
ciendo y se ha ido articulando intersecto-
rialmente (Larrañaga y Contreras, 2015). 
El programa Chile Solidario, creado en el 
año 2002, buscó apoyar a las familias en 
extrema pobreza que no estaban eficien-
temente incorporadas a las redes de asis-
tencia. Se propuso abordar las diferentes 
dimensiones en que se expresa la pobreza 
en lugar de concebirla únicamente como 
una carencia de ingresos. Se diseñaron 
dispositivos de apoyo familiar, de acom-
pañamiento psicosocial para el desarrollo 
de las competencias necesarias para su-
perar la pobreza y comenzó la entrega de 
transferencias monetarias condicionadas, 
para así pasar de la asistencia social a la 
generación de capacidades (Robles, 2011). 
Si bien este programa permitió, efecti-
vamente, un puente entre estas familias 
vulnerables y el Estado y sus programas 
sociales, no ayudó ni incidió claramente 
en el aumento de los niveles promedio de 
empleos e ingresos de los participantes2. 

Estos hogares, pese a estar mayormen-
te atendidos y conectados, continuaron 
presentando una alta vulnerabilidad aso-
ciada a las inestabilidades que se experi-
mentan en la situación de empleo. Es por 
esto que a partir del año 2013 comienza 
a implementarse el programa Seguri-
dades y Oportunidades, conocido como 
Ingreso Ético Familiar (IEF), el cual am-
plía las transferencias monetarias hacia 
las familias y genera nuevos dispositivos 
de intervención que buscan potenciar la 
generación autónoma de ingresos como 
herramienta principal para terminar con 
la pobreza extrema, apuntando así a la 
promoción social y no sólo a la protección 
social. El objetivo es potenciar el aspecto 
socio-laboral, que no fue lo suficiente-
mente exitoso en el programa anterior, a 
través de apoyos y herramientas duran-
te dos años de intervención para que las 
personas puedan alcanzar mayores ca-
pacidades para generar ingresos, ya sea 
de forma dependiente o independiente. 
Complementariamente, se hace entrega 
de transferencias monetarias, parte de 
las cuales están condicionadas al cumpli-
miento de deberes en los ámbitos de sa-
lud, educación y trabajo (Henoch y Tron-
coso, 2013). 

Estas nuevas políticas públicas de pro-
tección social creadas en Chile en forma 
sucesiva durante los años 2000 buscan 
ampliar coberturas, incrementar los mon-
tos de las transferencias, otorgar mayores 
beneficios, generar promoción social y 
erradicar definitivamente la pobreza. No 
obstante, continúan siendo políticas de 

2 Al respecto, se han realizado numerosos estudios y evaluaciones: Cohen y Villatoro, 2006; Villatoro, 2007; 
Perticara, 2007; Raczynski, 2008; Trucco y Nun, 2008; Galasso y Carneiro, 2008; Hoces, 2008; Mideplan, 2009 
y Larrañaga, Contreras y Ruiz-Tagle, 2009 y 2012. 
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corte liberal basadas en el paradigma 
de la focalización del gasto social y un 
Estado residual subsidiario que entrega 
asistencia puntual y un set de subsidios 
a los sujetos, gracias a lo que se terminan 
privilegiando intervenciones de tipo indi-
vidual, en algunos casos familiar y en muy 
pocos casos desde enfoques comunitarios 
y participativos. La concepción de “pobre-
za” que está a la base de estos programas 
oficiales, focalizada por lo general en los 
más pobres y en los vulnerables, no incor-
pora la perspectiva relacional ni subjetiva 
para abordar el fenómeno de la pobreza y 
se define de manera normativa y absoluta 
respecto de estándares fijados por exper-
tos pese a la ampliación reciente de sus 
dimensiones. Así, a través de mediciones 
de la pobreza estadística se ha buscado 
obtener índices que permitan definir un 
umbral de pobreza y de esa manera decir 
quiénes son pobres y quiénes no lo son 
(Paugam, 2007 y Ramos, 2016). 

Es necesario entonces evaluar, analizar 
y discutir los logros, avances, resultados 
y deudas de estas políticas públicas de 
intervención en pobreza. Tal como se se-
ñaló, se han hecho evaluaciones de estos 
programas, pero predominan las investi-
gaciones de tipo cuantitativo que refuer-
zan una visión tecnocrática y economi-
cista de la pobreza (Borzutzky, Sanhueza 
y Sehnbruch, 2014). Dado lo reciente del 
programa de Ingreso Ético Familiar, del 
cual están empezando a egresar las pri-
meras cohortes de beneficiarios, es pre-
ciso ir estudiando sus logros, sus avan-
ces, sus fracasos, promesas incumplidas, 
aportes y limitaciones, lo que se ha hecho 
de modo exploratorio e incipiente sin te-
ner aún conclusiones definitivas, lógica-
mente. Siguen faltando más estudios cua-
litativos o mixtos que evalúen el impacto 

y los efectos subjetivos de los programas 
focalizados de intervención en pobreza 
(Martínez y Palacios, 1996; FSP, 2010 y Flo-
res, 2014). En Chile existe poca evaluación 
de impacto integral de la política pública 
implementada, lo que ha incidido en la 
formulación a veces equivocada y sesga-
da de ciertos programas e instrumentos 
que continúan siendo ineficaces (Daher, 
2015). En definitiva, siguen faltando eva-
luaciones que aborden las dimensiones 
subjetivas y relacionales de la pobreza.

Esta investigación se propuso, entonces, 
abordar y estudiar esta brecha, especial-
mente a partir de los significados y las 
percepciones de las personas usuarias y 
que están en situación de pobreza y vul-
nerabilidad social. El interés fue estudiar 
y conocer los significados sociales que 
den cuenta de los sentidos que las perso-
nas construyen desde sus vivencias como 
usuarios de estos programas diseñados 
generalmente desde una lógica tecnocrá-
tica de expertos. Para alcanzar este objeti-
vo se realizó un estudio sobre los efectos 
subjetivos generados por los programas 
públicos focalizados de intervención en 
pobreza en los propios usuarios, los cua-
les significan de diverso modo sus usos, 
sus utilidades, sus eventuales aportes, sus 
limitaciones y promesas, entre otras varia-
bles. Se pretende así aportar a la reflexión 
sobre los factores que generan la pobreza 
y producen su persistencia, avanzar en el 
conocimiento de los efectos subjetivos, 
promesas y expectativas que generan 
estos programas, y discutir sobre las po-
sibilidades y barreras existentes para la 
integración y la movilidad social de estos 
usuarios, con el fin de analizar la pobreza 
en función de su lugar en la estructura so-
cial. En síntesis, interesa indagar respecto 
a: ¿cuáles son los efectos que producen 



35

en los usuarios estos programas de inter-
vención social con población vulnerable? 
¿Qué herramientas y mejoras logran los 
usuarios al ser beneficiarios de las distin-
tas prestaciones contempladas en estos 
programas? ¿Qué limitaciones y barreras 
existen? ¿Se produce un alivio, una reduc-
ción o una superación de la pobreza? 

Estrategia Metodológica 

Para este estudio se realizó una investi-
gación cualitativa de tipo comprensiva e 
interpretativa, que se centró en estudiar 
la significación cultural y los efectos sub-
jetivos de la pobreza, con el objetivo de 
comprender y analizar los significados 
que las personas usuarias de la política 
pública para la superación de la pobre-
za construyen en base a su experiencia y 
participación en estos programas, para 
así poder determinar sus valoraciones, 
expectativas, vivencias y percepciones. El 
análisis se enfocó en la construcción o sig-
nificación cultural actual de la pobreza, 
sus manifestaciones, el sentido y la sub-
jetividad del hablante en su articulación 
con su posición en la estructura social, 
para así aportar a la reflexión sobre las 
formas de concebir y superar la pobreza 
en Chile, vinculándola con la desigualdad 
y la exclusión social en tanto conceptos 
interrelacionados que permiten com-
prender su sociogénesis y su persistencia 
(Tilly, 2000). 

Se buscó conocer qué sentido tuvo el pro-
grama para sus protagonistas a través de 
la descripción y percepción de sus parti-
cipantes, quienes relataron qué significó 
ser usuario y participar en este caso de 
los programas Chile Solidario (en algu-
nos de los entrevistados) y Seguridades 
y Oportunidades (más conocido como 
Ingreso Ético Familiar), del cual todos los 
entrevistado eran usuarios, algunos toda-
vía terminando el programa y otros ha-
biendo egresado hace menos de un año 
al momento de hacer las entrevistas. Se 
privilegió la singularización de estos testi-
monios aportados por medio de entrevis-
tas en profundidad, con consentimiento 
informado, realizadas en cinco comunas 
de la región Metropolitana: El Bosque, 
San Joaquín, Peñalolén, Til Til y San Pedro, 
es decir, tres comunas urbanas y dos rura-
les. En estos relatos se despliegan imagi-
narios en torno a las consecuencias y efec-
tos del programa, así como estructuras de 
valor y orden social (orden, normalidad y 
deber ser), y percepciones sobre desigual-
dad y justicia social, las que aparecieron 
en los distintos relatos de los 19 usuarios 
(12 usuarias y siete usuarios) que fueron 
entrevistados en estas comunas entre los 
meses de septiembre de 2015 y septiem-
bre de 2016. En paralelo, se entrevistaron 
en las mismas comunas a 16 apoyos téc-
nicos de estos programas (ocho apoyos 
familiares y ocho apoyos laborales) para 
contrastar, contextualizar, validar o refu-
tar lo aseverado en los testimonios apor-
tados por los usuarios3. 

3 Complementariamente, se revisaron y analizaron tesis, informes, estudios, bases de datos y documentos de 
instituciones gubernamentales tales como Ministerio de Desarrollo Social y Fosis, encuestas Casen y Panel 
Casen, la Encuesta de Presupuestos Familiares, así como datos del Pnud, Cepal, Ocde, Banco Mundial, Banco 
Interamericano del Desarrollo y FAO, los que fueron integrados en el análisis comprensivo.   

 diego weinstein balmaceda



36

Se optó por un muestreo de tipo cualita-
tivo estructural y se utilizó como estrate-
gia el análisis sociológico del habla o del 
discurso, para captar el sentido del habla 
y la estructura que soporta la generación 
del mismo(Canales, 2014). Esto, pues en 
el habla emerge la subjetividad y la so-
ciedad, es decir, el contexto del hablante 
en tanto posición en la estructura social. 
Las categorías de análisis se construyeron 
y emergieron desde los discursos anali-
zados y desde las insurgencias del obje-
to. Se pasa, entonces, de la escucha a la 
estructuración y a la esquematización de 
relaciones que van emergiendo median-
te el trabajo de análisis que jerarquiza, 
agrupan y organizan tópicos articulados 
y relacionados. Se hacen esquemas entre 
los temas y se organiza y compone así 
un conjunto estructurado y coherente de 
elementos en base a categorías, desde 
lo singular y concreto de la experiencia 
hasta lo abstracto y conceptual susten-
tado en regularidades, redundancias y 
resonancias presentes en elementos del 
material empírico analizado. Por último, 
es necesario señalar que las comunas fue-
ron seleccionadas tanto por la facilidad 
y viabilidad del acceso a ellas mediante 
redes institucionales como por sus niveles 
de pobreza medida con la nueva meto-
dología de estimación de la pobreza por 
ingresos a nivel comunal y por sus dife-
rencias entre sí, dispersión territorial, sin-
gularidad y representatividad estructural, 
entre otros criterios. De los 19 usuarios en-
trevistados, 15 recibieron todas las presta-
ciones y subsidios que contemplan estos 
programas durante los dos años que dura 
su ejecución. Fueron seleccionados y con-
tactados por el equipo técnico ejecutor 
del programa en cada municipalidad en 
tanto representan casos de usuarios que 
completaron el programa en forma ínte-

gra, recibiendo todas o gran parte de sus 
prestaciones y subsidios contemplados. 

Resultados

Esta investigación generó conocimiento 
respecto a la forma en que las personas 
en situación de pobreza llevan su vida, 
cómo sufren y enfrentan las situaciones 
de escasez, cómo toman sus decisiones, 
entre ellas las laborales, y cómo estas se 
ven afectadas por las intervenciones y 
subsidios del Estado. Se analizan sus lo-
gros, fracasos y frustraciones, y cuáles son 
las barreras y obstáculos que enfrentan y 
los medios que utilizan para escapar de la 
pobreza.

1. El reclutamiento 
¿premio o suerte?

El acceso a estos programas para la su-
peración de la pobreza es problemático, 
complejo y genera dudas entre usuarios 
y técnicos. En los testimonios recogidos 
se hacen visibles muchas incertidumbres 
y confusiones respecto a cómo fueron se-
leccionados para acceder a estos progra-
mas, cuáles son los criterios, los requisi-
tos, cómo se estructuran los puntajes, etc. 
Dada la focalización existente, el sistema 
de fichas y encuestas para determinar el 
nivel de pobreza ha permeado profunda-
mente en la subjetividad de las personas, 
incidiendo en sus conductas, en el relato 
que hacen respecto a su situación, en el 
léxico y etiquetas que emplean para sí 
mismos. 

Una parte de los entrevistados señala 
que fueron elegidos y escogidos por el 
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gobierno, seleccionados desde “arriba” 
dado su puntaje; otros, en cambio, fue-
ron a inscribirse, informarse y postular a 
su municipalidad. En algunos casos hay 
conciencia de cierta racionalidad técnica 
que existiría en cuanto a que tener cierta 
situación social permite acceder a benefi-
cios y prestaciones, pero en otros casos el 
azar y lo inesperado parecen predominar 
en sus explicaciones de cómo accedieron. 
Junto al significante “ganarme” o “ganarse” 
un subsidio, aparece con insistencia la ex-
presión “me salió”, “salí ahora en este pro-
grama”, “me saqué la lavadora en este cur-
so”, como si fuera un golpe de suerte o un 
premio aleatorio que se puede o no obte-
ner en un momento, un lugar por el que 
se compite. Nada de esto está relacionado 
con la idea de acceso a un programa que 
responde a ciertos criterios y condiciones 
estipuladas acorde a cierta racionalidad y 
justicia social, a cierta lógica de derechos 
sociales garantizados. Para acceder, los 
usuarios relatan que es necesario conocer 
muy bien los mecanismos de acceso, los 

procedimientos, las llaves que abren las 
puertas. Se recogieron diversos “trucos” y 
mecanismos que se emplean para postu-
lar y acceder a estos programas, muchos 
de los cuales son provistos y transferidos 
por los mismos técnicos de la municipa-
lidad, que conocen los atolladeros admi-
nistrativos e incluso inciden en la gestión 
de las postulaciones de los usuarios. De 
este modo, el sistema de focalización ha 
ido generando problemas, malestares, re-
sentimientos entre los sujetos. Se denun-
cian múltiples acusaciones de corrupción 
burocrática administrativa y perversión 
de este sistema, así como un uso ya insti-
tucionalizado de la mentira por parte de 
los usuarios para acceder a los programas 
y sus beneficios. Entre usuarios se acu-
san de pervertir la lógica y el sentido del 
programa, pues se mostrarían en algunos 
casos como “falsos pobres”, declarando 
cosas ficticias sobre sí, manipulando la 
información, utilizando trucos ilegítimos 
para acceder a los beneficios, aprove-
chándose del sistema: 

“Yo creo que no están bien hechas las fichas, es fácil mentir porque obviamente 
avisan: ¿Va a estar en la casa? Entonces la gente sacaba las teles en ese entonces, 
sacaba todo lo que era de valor, po’, hasta el refrigerador salía de ahí de la casa o se 
conseguían casa y que le fueran a hacer la encuesta a otra casa, si eso pasa” 
(Jacinta, 38 años, El Bosque).

Esto genera desconfianza, un malestar 
y una división entre, por un lado, los que 
quieren surgir desde abajo y dicen operar 
con una lógica más solidaria de distri-
bución de los recursos existentes, con el 
objetivo próximo de dejar de recibir asis-
tencia y subsidios para salir de la pobre-
za; y por otro, los que se aprovechan del 
sistema y acaparan recursos para ellos sin 
escrúpulos. Están los que se auto conci-
ben moralmente como “buenos pobres”, 
que se informan, postulan, se movilizan 

y buscan acceder con medios legítimos y 
por necesidades a estos programas, ape-
lando a una lógica del mérito y de la justi-
cia social, quienes se enfrentan a los “ma-
los pobres” que viven del sistema usando 
“pillerías”, mentiras, trucos deshonestos y 
artilugios. Por lo que se desprende de sus 
experiencias anteriores de frustración al 
intentar acceder, estos “buenos pobres” 
fueron excluidos del apoyo estatal por su 
mayor auto solvencia. No calificaban por 
ser pobres asentados que en el pasado 
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obtenían altos puntajes en las Fichas de 
Protección Social. Pero ahora, con este 
nuevo programa IEF, sí lograron acceder 
al no focalizarse este exclusivamente en la 
extrema pobreza, cuestión que seguirá te-
niendo variaciones con el nuevo Registro 
Social de Hogares, que intenta una nueva 
respuesta al problema de la focalización y 
la estratificación. 

Ahora bien, no sólo es denunciada la 
corrupción horizontal entre pares, sino 
también la corrupción vertical entre lo es-

2. El distanciamiento relacional 
con el semejante

Muchos de los testimonios dan cuenta 
de una falta de red de apoyo y en muchos 
casos existe un contexto familiar adverso 
que no les provee apoyo a las personas 
en tanto red y que incluso puede llegar a 
hundirlas. En algunos casos, las situacio-
nes se vuelven aún más complejas dado 
que el entorno barrial se percibe como in-
seguro, un lugar donde existen conflictos 
y problemas de convivencia. Aparejado a 
lo anterior, se aprecia en los relatos y vi-
vencias de las personas cómo el modelo 

tatal, lo municipal y algunos vecinos que 
obtienen privilegios y pervierten el siste-
ma de focalización, haciendo dudar de la 
transparencia, objetividad y confiabilidad 
de los sistemas de registro. Mediante estos 
mecanismos fraudulentos, algunos “falsos 
pobres” siguen apareciendo como bene-
ficiarios, como si fueran pobres crónicos. 
Se denuncia que en las distintas comunas 
muchos vecinos tienen “santos en la corte” 
y que existirían sistemas de “compadraz-
go” en tanto corrupción institucionalizada 
y clientelar: 

“Me da rabia, impotencia, aquí se arreglan los bigotes unos con otros, aquí es puro 
compadrazgo, la municipalidad es puro compadrazgo, puros arreglos y pillerías. Yo 
buscaba ayuda por varios lados pero a uno no le avisan, llevan a los compadres, el 
vecino amigo, el cuñado” 
(Alicia, 45 años).

“Yo no converso mucho con la gente, soy onda mi casa, mi pega, mi casa y mi pega 
(…) y en mi cuadra cada uno vive su mundo, no se puede salir por la droga. ¿Es más 
sano andar exponiéndose o ‘buenos días, buenas tardes’ y saludar cordialmente a su 
vecino y vivir adentro en su metro cuadrado? (…) me resigné al país, me resigné a lo 
que me den (…) lo que importa es yo tener mi platita en el bolsillo, mis hijos sanitos y 
nada más, po’” 
(Rubén, 46 años).

neoliberal ha permeado profundamente 
en las subjetividades, en las formas de 
convivir con el otro, en la primacía del in-
dividualismo y la hegemonía de la esfera 
mercantil en la sociedad chilena. En las 
distintas comunas, ya sean rurales o urba-
nas, se repite en forma idéntica un patrón 
de pérdida de sociabilidad y solidaridad 
comunitaria, así como un predominio del 
encierro en el mundo privado. Además, se 
instala un miedo que paraliza, desconec-
ta, inhibe el diálogo y el encuentro: 
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Los usuarios que tienen más de 45 años 
atestiguan un cambio brusco que ha su-
frido el país, una transformación donde 
la vocación de solidaridad ha ido desapa-
reciendo. Se producen momentos de soli-
daridad, de unión e interacción sólo ante 
emergencias o desgracias puntuales en el 
barrio, no hay una organización estable 
de la comunidad. A nivel de participación 
en la vida comunitaria por la vía formal 
hay mucha desilusión dada la corrupción 
burocrática municipal estatal que se de-
nuncia en el caso de las juntas de vecinos 
y otras organizaciones sociales a las que 
no se pertenece y que acaparan recursos 
para unos pocos. Se produce así una de- 
sacreditación de la participación social 
y política, así como de los dirigentes so-
ciales. Además, se extiende el miedo a la 
represión policial, lo que trae como con-
secuencia que las personas sólo partici-
pan en acciones e iniciativas que no cues-
tionan las relaciones de poder, que no son 
problemáticas, conflictivas, tales como 
actividades de beneficencia, solidarias 
ante ciertas catástrofes o enfermedades 
que no tienen cobertura. Existe, entonces, 
una desconfianza de base instalada, una 
dificultad para vivir juntos, la cual va ale-
jando a las personas entre sí y dejándolas 
aisladas. De este modo, la pobreza es una 
experiencia individual, en soledad, no es 
una experiencia de clase, no se apela a 
redes comunitarias de apoyo para supe-
rarla, prima el individualismo dada la 
destrucción del tejido social operada en 
el periodo dictatorial y consagrada con 
el neoliberalismo (Ruiz y Boccardo, 2014). 
Hay una desilusión fuerte respecto a lo 
comunitario y su potencia colectiva de 
mejorar un estado de cosas, que produce 
incluso una evitación de cualquier inicia-
tiva que involucre resolver en conjunto 
con otros.

Se denuncia la corrupción estatal munici-
pal, pero la decepción y desconfianza ante 
las juntas de vecinos y ante los mismos 
pares es aún mayor. Al generarse esta di-
visión entre “buenos” y “malos” pobres, re-
forzada por el sistema de focalización del 
Estado que distingue y selecciona entre 
sujetos que están en la misma posición en 
la estructura social, se produce un “miedo 
al otro”. Los entrevistados establecen una 
diferenciación dentro de los iguales, entre 
pares. Pero este “otro”, el “mal pobre”, no es 
un desconocido ni un extraño, es un igual, 
es familiar y extraño a la vez, por ende es 
un miedo intrapopular. Es un “otro” que es 
igual pero negado, lo que se proyecta en 
el extranjero inmigrante. El “mal pobre” es 
nombrado como “flaite”, ligado al tráfico 
de drogas, a la ilegalidad; son los “inde-
centes” o “sinvergüenzas”, son un habla sin 
voz, no dan su testimonio. En cambio, el 
“buen pobre” es aquel que acata el orden 
y se somete para sobrevivir. De este modo, 
el semejante y lo comunitario se desdibu-
jan, prevaleciendo una atomización indi-
vidual y una relación vertical y asimétrica 
con el Estado en desmedro de una reci-
procidad entre vecinos: muchos usuarios 
señalaron que confían más en sus apoyos 
técnicos que en sus vecinos.      

3. Una relación asimétrica: ¿quién 
y desde dónde se establecen los 
problemas a trabajar?

La metodología del programa es percibi-
da como bastante estructurada y tanto 
usuarios como técnicos señalaron que el 
tiempo estipulado para cada sesión no 
está bien planificado. Existe, así, mucha 
dificultad en armonizar y sincronizar lo 
que son las expectativas y la racionalidad 

 diego weinstein balmaceda



40

tanto técnica, estatal, como la del sentido 
común del ciudadano, para generar un 
trabajo mutuamente beneficioso. De este 
modo, lo que se planifica a nivel central 
desde un escritorio no necesariamente 
corresponde a las necesidades cotidianas 
de las personas (Arriagada y Mathivet, 
2007). Esto produce que en muchas de las 
sesiones planificadas, dada la situación 
de vulnerabilidad y de múltiples caren-
cias existente en los usuarios, la sesión se 
desborda de otras problemáticas que los 
técnicos deben intentar contener a nivel 
emocional apelando a otras herramien-
tas y recursos existentes, dejando de lado 
la planificación indicada en la metodolo-
gía. Como veremos, los usuarios han in-
corporado ciertas conductas mediante la 
exigencia de la condicionalidad y corres-
ponsabilidad de derechos y obligaciones, 
lo que no implica que una vez que se ter-
mine el programa mantengan e incorpo-
ren estas conductas en forma perdurable. 

Los usuarios refieren condiciones de haci-
namiento, de no contar con un lugar ade-
cuado para vivir; enfermedades no aten-
didas debidamente; frecuentes periodos 
de cesantía dado algunos cambios en el 
mercado laboral y en las competencias 
requeridas, como es el uso de la tecnolo-
gía; periodos de inseguridad económica; 
acumulación de deudas; subsistencia ba-
sada en el sueldo mínimo o en trabajos 
esporádicos, especialmente en los secto-
res rurales, lo que va profundizando una 
relación de dependencia hacia los sub-
sidios estatales y generando obstáculos 
para la mejora de su situación. Cuando 
estas situaciones se suman, se potencian 
y producen una desestructuración y fal-
ta de control de las personas frente a sus 
circunstancias de vida, un hundimiento. 
Frente a estas problemáticas, el programa 

no entrega soluciones integrales y defini-
tivas en tanto no está articulado intersec-
torialmente con otros programas, lo que 
deja muchas de estas situaciones sin res-
puesta. Dado el presupuesto acotado con 
que cuentan estos programas y su lógica y 
estrategia de intervención, se concentran 
en ciertas temáticas que son abordadas y 
priorizadas desde metodologías elabora-
das por los planificadores de las políticas 
públicas, las cuales no necesariamente 
resuelven el grueso de las problemáticas 
que experimentan cotidianamente los 
usuarios, por lo que no son eficaces. Los 
usuarios que se beneficiarán de estos pro-
gramas y que requieren de ciertos apoyos 
no participan ni inciden con su voz y testi-
monio en el diseño y formulación de los 
programas y sus contenidos (Flores, 2014 
y Ramos, 2016). 

4. El agradecimiento como 
efecto y disposición subjetiva 

Ahora bien, los usuarios expresan un 
agradecimiento y una conformidad con el 
programa en líneas generales, el cual se-
gún ellos les abrió puertas y les generó un 
impulso importante. Cabe recordar que 
se entrevistaron casos “exitosos” que egre-
saron del programa, del cual cumplieron 
todas sus etapas y recibieron globalmen-
te todas las prestaciones que contempla. 
Sienten que aprendieron bastante, en 
algunos casos volvieron a estudiar, se co-
nectaron con redes y servicios y salieron 
del aislamiento en el que se encontraban. 
El programa busca, por un lado, habilitar-
los, transferirles recursos, herramientas y 
habilidades para que puedan trabajar, ac-
ceder a cursos; y por otro lado, genera un 
efecto psicológico afectivo al fortalecer su 
personalidad y su autoestima al ofrecer-
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les un espacio de escucha, de contención, 
de desahogo y de apoyo personalizado. 
Cabe señalar también que este progra-
ma representa un desafío para la mayoría 
de los usuarios que no tienen educación 
secundaria completa: muchos experi-
mentaron una fuerte tensión al inicio y 
durante gran parte del programa, en tan-
to significó una exigencia cognitiva im-
portante de adquisición de aprendizajes 
y conocimientos nuevos, para la que en 
algunos casos les faltó tiempo a la hora de 
asimilar lo nuevo. Algunos de los entre-
vistados logran identificar continuidades 
y también novedades entre los distintos 
programas que han existido, como es el 
caso del programa Puente Chile Solidario 
y luego el programa Seguridades y Opor-
tunidades (IEF). Algunos, incluso, ven un 
complemento y una lógica entre ambos 
para no generar cronicidad en la pobreza 
sino que un avance por etapas que se van 
evaluando. Con el IEF se percibe que el 
foco está en la salida laboral, en generar 
ingresos autónomos, para lo que se re-
quiere un acompañamiento más técnico 
y específico y no sólo asistencia social. 

Las transferencias monetarias son uno de 
los elementos e instrumentos centrales 
de estas nuevas políticas de protección 
social y generan efectos en los usuarios. 
Buscan proveer un ingreso extra durante 
dos años y su magnitud está en función 
de la cantidad de hijos por familia, de sus 
edades, así como de cumplir ciertos requi-
sitos y controles que se exigen mensual-
mente. Estas pretenden estabilizar o ali-
viar la situación económica de la familia 
mientras otros componentes del progra-
ma, como son las capacitaciones, talleres 
y asesorías, van instalando en paralelo 
nuevas capacidades, desarrollando com-
petencias y otorgando otros subsidios, 

como es la postulación a insumos, cursos 
de capacitación y prestaciones, para que 
al finalizar el programa la familia pueda 
mejorar considerablemente su situación 
a través de la utilización de todo el set de 
subsidios y prestaciones entregados. En la 
lógica de la condicionalidad, estos bonos 
operan como incentivos y recompensas 
por cumplir con las exigencias del progra-
ma. Pretenden ir generando cambios de 
comportamientos y nuevas actitudes en 
los beneficiarios. Los usuarios mecanizan 
lo que deben hacer para recibir los bonos, 
que son una motivación importante para 
asistir y pertenecer al programa. 

Durante los dos años que dura el progra-
ma, además de recibir transferencias, los 
usuarios reciben uno o dos de los apoyos 
existentes, el socio familiar (ASF) y/o el 
socio laboral (ASL) dependiendo de los 
casos, los que conforman el corazón de 
la metodología del programa. El trabajo 
con ambos apoyos es en paralelo, tan-
to en el domicilio de la familia como en 
dependencias de la municipalidad, con 
una frecuencia mensual. Con esta suma 
de apoyos e incentivos, para muchos de 
estos usuarios el programa representó un 
avance y un salto que modificó una sen-
sación y una realidad que arrastraron por 
años, un cambio incluso de mentalidad, 
como veremos, que tuvo efectos positivos 
en sus biografías, en su autoestima, auto-
valoración y en sus familias, en algunos 
casos. A nivel de la significación, sentidos 
y experiencia que produce el programa 
para los usuarios, este permite por lo me-
nos sobrevivir, no hay mayor queja ni mo-
lestia con lo que se les ofrece: se acepta y 
se valora. Ahora bien, las expectativas de 
promoción social, ejercicio de derechos y 
superación de la pobreza que constituyen 
la retórica del programa, sus promesas 
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y sus consignas de intervención, no son 
la vara con la que se mide la suficiencia 
y satisfacción con el programa por parte 
de las personas usuarias4. Estas más bien 
se conforman con un alivio de la pobre-
za sustentado en la reducción temporal 
del estrés económico vía bonos, una leve 
mejora respecto a su precaria condición 
anterior y el reforzamiento del auto con-
cepto positivo, basado en el vínculo per-
sonal con el profesional de apoyo, lo que 
atenúa su posible insatisfacción con los 
resultados y logros del programa, como 
veremos. Por su parte, el profesional de 
apoyo cumple un papel en la adaptación 
y modulación de las expectativas hacia el 
programa, apoyando al usuario emocio-
nalmente, suavizando sus condiciones de 
vida y sus exigencias (Rojas, 2010 y León, 
2011). 

5. Disciplinamiento moralizante: 
el valor del esfuerzo individual 
y la libertad tutelada 

Desde ambos apoyos técnicos personali-
zados se van transfiriendo e inculcando 
nociones y conceptos que van siendo in-
corporados como léxico por los usuarios 
(León, 2011). Se va instalando ideológica-
mente la mentalidad de que al final, más 
que la cantidad y calidad de los apoyos 
y subsidios entregados por el Estado, lo 
que importa es el esfuerzo individual que 
se realiza a partir de lo recibido. Ese es el 
mensaje que vehiculizan ambos apoyos 
técnicos: 

“Cada etapa que íbamos haciendo teníamos que ir cumpliéndola, cada meta que 
íbamos proponiendo, cada sueño que queríamos hacer teníamos que irlo cumpliendo 
(…) ese es el esfuerzo que uno tiene que poner, uno, ellos nos ayudan y nos dan el 
empuje mental, psicológicamente, intelectualmente, pero el que tiene que definir eso 
es uno, uno es el que tiene que formalizarse como persona y ponerle empeño” 
(Miguel, 38 años, San Pedro). 

4 La evaluación anual que hace Dipres del programa se enfoca en lo cuantitativo, en el cumplimiento de cier-
tos indicadores de desempeño, cobertura y ejecución presupuestaria; no se evalúa desde un enfoque multi-
dimensional la superación o no de la pobreza extrema, de forma autónoma y permanente, por parte de las 
familias que participan en el programa. Como veremos, se cumple con las sesiones estipuladas, se establece 
un plan familiar y laboral, se transfieren todos los bonos, pero no se asegura ni se logra una mejora sostenible 
de los ingresos a través de empleo independiente y/o dependiente.   

A su vez, un efecto importante de estos 
programas es que generan una morali-
zación en estas personas, un tutelaje, una 
forma de disciplina en tanto cambian 

formas de pensar. Guían, inciden y produ-
cen o modelan subjetividades (Foucault, 
2006 y Rojas, 2010):
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En el marco del plan laboral que se esta-
blece, los usuarios pueden acceder a cur-
sos y capacitaciones junto a la entrega de 
recursos para la compra de equipamiento 
y herramientas para generar microem-
prendimientos o acceder a programas y 
servicios de apoyo destinados a mejorar 
posibilidades de inserción en el mundo 
laboral dependiente. Los usuarios desta-
can el hecho de poder acceder a proyectos 
Fosis que ellos escogieron y que no les im-
pusieron o que hayan tenido que tomar 
por necesidad, como es el caso de trabajos 
dependientes que a veces obtienen, que 
cubren necesidades pero que no necesa-
riamente les interesan. Pese a estos aspec-
tos aparentemente positivos que conlleva 
esta oportunidad a la que pueden optar, 
de mayor libertad y realización, no dejan 
de estar presentes los aspectos de mora-
lización y subjetivación ya comentados: 
se trata de una libertad tutelada, de una 

“Me gustaban todas las ideas que me decía, te dicen cómo puedes seguir, cómo 
pensar, le enseñan, le dan para que uno valore las cosas realmente, uno tiene 
que someterse a lo que le están diciendo (…) nos enseñan a ser ordenados, a 
organizarnos, hasta cómo alimentarnos, lo enseñan como a vivir también a uno, nos 
dan hábitos, te explican las cosas, a uno la centran mucho, la van centrando más 
a uno en las cosas y ponerse más duros también con las cosas, yo antes era más al 
lote. Ellas me encausaron (…) es un reforzamiento para que usted vaya derechito, me 
mostraban una lectura, yo estaba perdida, me encabezaron y me ayudaron”
(Carmen, 43 años, San Joaquín).

“Ella va a mi casa a hacerme las clases, de todo le preguntan a usted, cómo yo hago 
mis cosas en el hogar, cómo me gano mis platas, cómo a los niños los atiendo, cómo 
se portan los niños, esto se trata de todo lo que es dentro de la casa. Ella anotaba 
todo en su carpeta, en mi ficha. Me preguntan qué deseo yo pa’l futuro de mis nietos y 
qué deseo yo” 
(Evelyn, 52 años, Til Til). 

elección controlada y vigilada en tanto 
se hace lo que el programa indica, gene-
rando la ilusión de ciudadanos activos, 
libres, pensantes y preparados pero cons-
treñidos dentro de los estándares que 
fija el programa. Se enfatiza la primacía 
del “orden” para formalizarse, centrarse y 
obtener beneficios. Se los controla y su-
pervisa, se los incita a ser y comportarse 
de un cierto modo (Rojas, 2010). Se incide 
en los sujetos, quienes no ponen dema-
siada resistencia, valoran y agradecen lo 
que se les transmite y se auto conciben 
como desprovistos de saber inicialmente, 
por lo que se someten acríticamente a la 
metodología, a su visión, a su supuesto 
saber técnico. El Estado, por medio de este 
tipo de programas, ordena y gobierna a la 
población, regula, norma, disciplina, con-
trola, somete, programa los deseos y las 
subjetividades, insertándose en la vida 
privada de cada hogar (Foucault, 2006): 
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En síntesis, como vimos, a nivel ideológico 
se instala la concepción moral de que ser 
pobre y su posibilidad de superación pasa 
por un tema de culpa y responsabilidad 
individual, por ordenarse, formalizarse 
y saber ahorrar. El sistema económico, 
el mercado, el modelo de relaciones so-
ciales o las estructuras existentes no son 
factores a considerar en la estrategia de 
superación de la pobreza. Desde la lógica 
de los programas imperantes, la pobreza 
radica en las limitaciones y carencias que 
presentan los sujetos pobres en sus capa-
cidades y medios para satisfacer sus nece-
sidades. Por ende, el objetivo de estos pro-
gramas apunta a entregarles condiciones 
mínimas para aumentar sus capacidades 
deficientes y que así puedan potencial-
mente insertarse en el mercado y como 
consumidores (Bauman, 2000, Murillo, 
2007 y Pérez Sáinz, 2016).

6. Dificultades post-programa: 
la experiencia fallida como 
emprendedores y la frágil 
inserción laboral

En la estrategia del programa, la conexión 
entre los dos apoyos y los subprogramas 
complementarios es fundamental para 
apostar a conseguir los objetivos que per-
sigue el IEF. En ese sentido, la mayoría de 
los usuarios entrevistados pudieron acce-
der a los cursos y capacitaciones de “Fosis/
Capital Semilla” o del “Apoyo Tu Plan La-
boral”, que van en paralelo al trabajo de 
ambos apoyos. Son cursos intensivos que 
duran semanas, donde comparten con 
otros usuarios y obtienen herramientas 

de trabajo para iniciar microemprendi-
mientos; les enseñan estrategias de mar-
keting así como educación financiera cen-
trada en el paradigma del ahorro como la 
gran solución a la pobreza (Bazán Levy y 
Saraví, 2012). En el marco del plan laboral 
que se establece y construye con los apo-
yos, los usuarios pueden acceder a cursos 
y capacitaciones junto a la entrega de re-
cursos para la compra de equipamiento 
y herramientas para generar microem-
prendimientos o acceder a programas y 
servicios de apoyo para mejorar posibili-
dades de inserción en el mundo laboral 
dependiente, estrategias que buscan su-
perar las barreras de entrada al mercado 
laboral. Con esto se pretende incrementar 
la capacidad generadora de ingresos de la 
familia y hacerla sostenible y duradera en 
el tiempo, para que pueda salir y mante-
nerse por sus propios medios fuera de la 
pobreza. Sin embargo, no todos los usua-
rios entrevistados dan indicios de que su 
situación a nivel de ingresos cambió sus-
tancialmente luego de acceder a esto. 

Una buena porción de los usuarios en-
trevistados evidencia lo poco efectivas, 
duraderas e incompletas que son muchas 
de estas estrategias y herramientas que 
se transfieren. Se relatan experiencias no 
exitosas de desmotivación al bajar las 
ventas, casos donde los usuarios acceden 
a un beneficio por tomar algo, sin apro-
vecharlo a cabalidad pues para ello se re-
quieren más elementos y otras condicio-
nes para hacer sustentables en el tiempo 
estos proyectos de microemprendimien-
tos y lo aprendido: 
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“Si yo pedí comprar algo es porque lo necesito, hay gente que le pasan la plata y se 
la gastan, po’. Una vecina en su casa puso un lavaseco y al final parece que después 
se aburrió, po’, no siguió, tampoco puso carteles para promocionarse. Otra vecina no 
enganchó, le dije que no se metiera con el horno para hacer pan amasado porque 
eso es un tiempo, no más, y todos venden, lo mismo que tejer, que además demora 
mucho, le dije que se tirara con cosas plásticas pues allá no se vende eso, no quiso 
(…) a muchos les faltó analizar si valía la pena el negocio o no valía la pena porque 
después muchos quebraban, po’. Me imagino que por eso es que vendían al final las 
cosas que obtuvieron en Fosis, porque al final no les resultó el negocio, no tenían a 
quién venderle, además que el negocio no es para todos, tampoco, o sea, uno puede 
tirarse al negocio y si no nació para eso va a fracasar siempre” 
(Anabel, 37 años, comuna de San Pedro).

“En todos los programas del Fosis yo levanto la mano y pido algo que nunca me ha 
funcionado, que es Photoshop. Si yo supiera Photoshop se me abrirían las puertas 
más, se me amplía el mundo y me iría para arriba porque yo haría maravillas, pero 
no hay ni un curso, si no habría que pagar y no, las condiciones no se me dan a mí 
como para pagar. Siempre traen como lo básico, las máquinas de coser, repostería, 
peluquería” 
(Jorge, 61 años, El Bosque). 

Sin un previo estudio de las posibilidades 
del mercado y sin las habilidades y cono-
cimientos necesarios, hay una probabili-
dad alta de fracasar con estos microem-
prendimientos, que compiten a veces con 
Pymes o grandes empresas establecidas y 
dotadas de múltiples recursos para hacer 
frente a crisis económicas, inflación, con-
tratiempos, obstáculos, accidentes que 
evidencian la inestabilidad y fragilidad de 
estos proyectos financiados con el Capital 
Semilla de Fosis. Algunos usuarios expe-
rimentaron desilusiones con el acceso a 
esta oferta al no quedar en los cursos que 
habían solicitado por falta de cupos o al 
quedar fuera de plazo por problemas de 
negligencias de sus apoyos técnicos. La 

falta de cupos en cada municipio eviden-
cia el presupuesto limitado que se le asig-
na a este tipo de políticas y programas. 
En zonas rurales existe una oferta aún 
mucho más limitada de cursos y servicios, 
además de problemas de transporte y ho-
rarios que dificultan el acceso efectivo. A 
su vez, en todas las comunas, los cursos 
que se ofrecen son muy poco innovado-
res, por lo que la real utilidad de estas 
herramientas a las que se puede acceder 
baja considerablemente y pierde efecti-
vidad al existir mucha competencia en 
ciertos rubros como son peluquería, corte 
y confección, servicios de alimentación, 
lavandería y venta de ropa, que fueron los 
más mencionados:
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Se hace complejo romper con el círculo de 
reproducción de la pobreza y la exclusión 
social si la oferta de cursos que se entre-
ga es limitada y se ofrecen opciones muy 
convencionales, donde ya hay mucha 
competencia y por ende es poco auspi-
cioso lo que podrán hacer con ese insumo 
nuevo, más allá de sobrevivir un tiempo. 
A esto se agrega que mucho de lo apren-
dido durante el programa se olvida una 
vez que se acaba y los usuarios vuelven a 
lo mismo de antes. Así, ideológicamente, 
se busca forjar una actitud emprendedora 
individual a través de la entrega de herra-
mientas individuales agrupadas bajo los 
conceptos de ahorro, inversión, negocio, 
rubro, costos, insumos, planificación, 
marketing y competencia, que aparecen 
frecuentemente destacados en el discur-
so de los usuarios. No obstante, ante el 
egreso y fin del programa, muchos de los 
usuarios sienten que fue muy corto para 
las falencias que ellos traían al inicio y 
no logran internalizar y dominar bien los 
nuevos conceptos. Temen enfrentarse al 
mercado laboral y a la búsqueda de traba-
jo, no se sienten tan preparados ni siquie-
ra para emprender algo propio e intentar 
surgir. No se aseguran condiciones para 
que estos emprendimientos se vuelvan 
sustentables ni para que haya mayores 
chances de obtener trabajos estables en 
un desigual mercado laboral. Desde estos 
programas no se incide y no se aseguran 
condiciones favorables y equitativas para 
el desempeño laboral y tampoco existen 
mecanismos de coordinación interminis-

teriales que pudieran asegurar cierta sus-
tentabilidad y un piso mínimo de condi-
ciones básicas para que puedan al menos 
afirmarse estos nuevos microemprendi-
mientos. Si bien la lógica del capitalismo 
mercantil se internaliza y se adopta, no 
por ello las personas quedan habilitadas 
para competir en el mercado y mantener-
se en él, especialmente con las barreras, 
disparidades y desigualdades que existen 
en su seno.

Como analizábamos, pese a ciertos logros 
del programa, a ciertas adquisiciones de 
contenidos, actitudes, conocimientos 
y herramientas que experimentan los 
usuarios, este presenta fallas y aspectos 
problemáticos que no generan supera-
ción duradera de la pobreza sino más bien 
su alivio momentáneo. Se evidencia en los 
testimonios recogidos una fragilidad post 
programa, especialmente cuando decli-
nan los subsidios, el acceso preferente a 
la red de servicios y el apoyo constante 
de los asesores. Se termina el programa 
y muchos quedan con una sensación de 
desesperación al sentirse nuevamente 
desvalidos, como si el programa hubie-
ra sido meramente un paliativo por un 
tiempo y que una vez que se acaba deja 
al usuario en el mismo lugar en el que 
se encontraba antes. Es así como en una 
importante porción de los testimonios 
se observa un estancamiento en relación 
a los emprendimientos iniciados con los 
fondos del Fosis: 
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“Estuvimos haciendo muebles, pero sinceramente no vi ganancias, lucas no vi, 
honestamente. Mi yerno ya no está trabajando en muebles y yo tampoco, estoy 
haciendo mi pega, no más (…) en el tiempo que nos fueron a supervisar salía algo de 
trabajo, pero ahora salen de vez en cuando, no más, las hacemos, pero no es una cosa 
que usted podría decir como algo complementario como de todos los días, no. No es 
un ingreso mensual, no. La gente ya no te hace tanto, no manda a hacer muebles, 
más los compra hoy en día hechos. Hicimos espacio en la casa para el negocio, pero 
se fue estancando (…) los “pololos” son de repente que salen, son más pa’ vecinos de 
repente que nos piden, nos mandan a hacer muebles de vez en cuando”
(Rubén, 46 años, Peñalolén).

La gran mayoría de estos microempren-
dimientos terminan teniendo poco tiraje 
y vuelo, pues en algunos casos hubo un 
mal análisis previo del mercado poten-
cial y las dificultades de llevar un nego-
cio y competir en el mercado terminan 
siendo irremontables. Como vemos, los 
usuarios intentan incorporar el nuevo 
ethos emprendedor, parecerlo, dado que 
es el nuevo arquetipo de movilidad social 
que se valora por la ideología actual, por 
sobre el antiguo modelo del trabajador 
empleado esforzado. Pero se trata de una 
experiencia fallida. Muchos terminan sin-
tiendo que lo que emprendieron fue un 
poco inútil y reconocen que lo hicieron y 
lo mantuvieron un tiempo para mantener 
y optar a nuevos beneficios. Lo aprendido 
no se usa: los subsidios invertidos, las he-
rramientas transferidas parecieran no ins-
talar algo nuevo y duradero, su aporte ter-
mina siendo marginal en la generación de 
ingresos y se terminan quedando con sus 
trabajos o actividades informales anterio-

res, pese a su precariedad. El nuevo equi-
pamiento adquirido se usa más para lo 
doméstico que para emprender un nego-
cio y se usa en trabajos esporádicos infor-
males, “pololos”. No se perciben cambios 
comportamentales y actitudinales que 
los saquen del patrón anterior, de ciertos 
hábitos y costumbres. La influencia del 
programa es poco significativa y por ende 
es poco probable que algo cambie en sus 
vidas respecto a su situación anterior, tal 
como sucede con el efecto de las transfe-
rencias, aunque sean condicionadas. Al-
gunos, incluso, hacen los cursos sólo por 
algo instrumental, para conseguir el sub-
sidio puntual, por una sola vez o las veces 
que puedan, para aliviar su situación pero 
sin generar cambios duraderos en sus in-
gresos, perpetuándose así un patrón de 
tipo asistencialista. Se cumple con la asis-
tencia, con los cursos, luego se reciben los 
subsidios, se consumen y queda poco de 
la experiencia y de lo aprendido:
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“Uno está criado en otro lado, te va bien un día vendiendo en la feria y uno gasta más. 
Esto era para que yo supiera llevar las platas, pero yo a mi edad nunca voy a saberla 
llevar, po’. Si me va bien yo me pongo a salir, me compro bebidas, yo soy fumador, 
fumo más (…) Ya no aplico nada de eso si ya terminó el curso, jajaja, era por el 
momento, por el curso, no más. Cuando estaba en el Fosis sií registraba, pero ahora 
no anoto nada, sigo igual. De hecho, lo que pedí en Fosis era lo mismo que yo vendía 
antes, yo sigo en la misma de siempre, no más. Yo quería que terminara luego el 
curso para recibir la plata para comprar eso para el negocio. Yo ya sabía del negocio, 
entonces estaba cabreado con las clases”
(Ernesto, 58 años, San Joaquín). 

“Este programa Ético Familiar todo genial, pero cuando hay que hacer un trámite 
para algo: “ah, no sé, po, sálvese solo, no podemos hacer nada”. Yo aprendí harto, 
me ordené con las platas, tengo disciplina, me gané el Fosis, el Semilla, pero ¿qué 
saco con tener tanta sabiduría o cosas así si no dan permiso para trabajar? Este Ético 
Familiar te habla de los compromisos y metas, pero tiene que tener contactos con 
más comunas, con más cosas que abran puertas. Porque te capacitan pero te dejan 
ahí, po’. Entonces yo tuve que ingeniármelas para cómo joder al sistema. Engañé al 
sistema gracias a un contador pillo que tengo. Uno termina engañando al sistema si 
el sistema no quiere por la buena y obtuve así mi permiso de vendedor ambulante” 
(Hugo, 45 años).

Los usuarios saben ordenarse y cumplir 
durante lo que duran los talleres y cursos 
para obtener los beneficios que se ofrecen 
a cambio. Pero una vez que estos cursos 
terminan, no se incorporan realmente los 
nuevos conocimientos transferidos, no 
hay un cambio real de conductas sino un 
uso instrumental de los recursos en mu-
chos de los casos.

Existen, entonces, obstáculos importan-
tes para una superación de la pobreza e 
integración completa y duradera al mer-
cado laboral; estos programas no ofre-

cen respuesta a aquello. Un camino de 
solución más sólido y consistente al pro-
blema de la pobreza requiere de mayor 
coordinación entre distintos programas, 
políticas, ministerios, municipalidades, 
así como leyes y normas que equilibren 
un poco más las condiciones desiguales 
existentes. De este modo, pese a que las 
personas sienten que este programa les 
abrió puertas, saben que otras permane-
cen cerradas y se sienten bloqueadas y es-
tancadas por ello, lo que les vuelve inútil 
lo aprendido y las hace sentirse invalida-
das socialmente: 

Se recurre nuevamente a ciertos trucos 
para evadir obstáculos, rozando la ilega-
lidad, intentando abrirse paso, pero lle-
ga un punto en que ciertas limitaciones 
y barreras, ciertos aspectos burocráti-

co-administrativos no se pueden vencer 
y terminan generando mucha frustración, 
impotencia, desilusión e incluso resenti-
miento: 
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“El sistema al pobre lo bloquea, bloquean a la gente humilde. ¿Sabe cuánto hay 
que pagar por piso para vender churros en el centro? Cuatrocientos mil pesos en la 
comuna de Santiago, por trabajar ahí, por tocar ese suelo. ¿Cómo va a surgir uno así? 
El gobierno debería abrir más puertas, que abran más puertas los sistemas, po’. Todos 
se lavan las manos, yo reclamaba y no, que ‘renta es autónomo a la municipalidad, 
que pertenece a Impuestos Internos y ellos a Contraloría’ y así te tramitan. Sé que 
hay personas flojas. Pero no deberían tramitar tanto. Para todo te tramitan. Para 
que hubiera menos pobreza: abrir puertas, en el sentido de permisos, y no cobrar tan 
caro. No les interesa que el pueblo surja, po’, los quieren mantener ahí. Por ejemplo, 
a los empresarios no les interesa que sus trabajadores, a quienes los capacitó, se 
independicen y surjan. No quiere, po’, quiere mantenerlo ahí, ignorante”
(Hugo, 45 años).

El mito de la igualdad de oportunidades 
se pone en tela de juicio en la experiencia 
de los usuarios en tanto para progresar, 
surgir, salir de la pobreza e integrarse en 
forma estable se requiere otro tipo de 
subsidios y apoyos que no pueden cons-
tituir meramente un alivio momentáneo 
como terminan siendo muchos de estos 
programas (Dubet, 2011). Las condiciones 
de inicio no son las mismas en los distin-
tos sectores de la sociedad, por ende, para 
darle oportunidades reales a los que han 
sufrido situaciones de exclusión, depriva-
ción y que no tienen ingresos económicos 
estables y seguros, es necesario ofrecerles 
un set de subsidios y herramientas com-
pletas, así como ciertas condiciones y au-
torizaciones administrativas especiales 
para que puedan realmente mantenerse 
en el mercado con cierta protección y no 
sucumbir ante la competencia y otros 
factores que pueden hacerlos volver a la 
situación de precariedad inicial, resulta-
do que vuelve inútiles todos los subsidios 
transferidos (Álvarez Leguizamón, 2005 
y 2011). A esto se agrega que en las zonas 
rurales, el problema de la movilización o 
transporte se presenta como un obstácu-
lo importante que frena las posibilidades 
de recibir capacitaciones especializadas 
en usuarios que viven lejos de los centros 

urbanos donde se dictan estos cursos. 
Ante la crudeza de la pobreza y sus múl-
tiples factores, son distintos aspectos los 
que preocupan a los usuarios y generan 
obstáculos a la hora de pensar en su su-
peración: la vivienda, la viudez, las pen-
siones bajas, el cuidado de hijos y nietos, 
la vejez, las enfermedades y una serie de 
factores que dificultan el acceso al trabajo 
o a poder capacitarse, emprender y hacer 
duradero un negocio. El modelo de Esta-
do subsidiario que prevalece ofrece una 
débil protección, las pensiones son muy 
bajas, los subsidios a la vivienda también, 
todo se deja librado a la capacidad indivi-
dual de ahorro y el Estado no se hace res-
ponsable, no protege a las familias a ca-
balidad ni les garantiza derechos (Barba, 
2006). Todos estos elementos generan 
alta vulnerabilidad y desprotección, con-
dicionando a que no se incorporen y prio-
ricen los elementos y herramientas del 
programa. Los usuarios no pueden darles 
preferencia dado que su posible efecto de 
mejora, su promesa de superación y po-
tencial movilidad social, no es inmediata. 
Ante la falta de acceso a servicios básicos, 
de coberturas, hay otras prioridades a re-
solver más urgentes que seguir la meto-
dología del programa. 
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Reflexiones finales 

Las nuevas políticas de protección so-
cial implementadas en Chile a partir de 
los años 2000 han generado cambios y 
efectos en la situación y problemática de 
la pobreza y en la forma de concebir la 
superación de la pobreza. Si bien logra-
ron expandir la cobertura y los montos 
de los beneficios y prestaciones respecto 
de las políticas de los años ’90, aún no 
logran una protección social progresiva 
que garantice derechos sociales universa-
les capaces de cubrir a toda la población 
y sustituir en parte los mecanismos de 
mercado existentes (Sánchez, 2014). Estas 
continúan inscritas en el paradigma de 
la focalización neoliberal. A partir de los 
años 90, a medida que se empieza a erra-
dicar o superar la miseria, la indigencia o 
extrema pobreza, el fenómeno de la “po-
breza” empieza a ser un relato de casos, de 
trayectorias y ya no de clase, lo que corres-
ponde a la lógica de focalización, regula-
ción del gasto social y Estado subsidiario 
en tanto arreglo ideológico prevaleciente. 
No hay conjunto, el programa es caso a 
caso. Entramos en la era de la post miseria 
camino al desarrollo, en tanto se supera 
el problema de la miseria, de los campa-
mentos y de la marginalidad mientras el 
país vive una modernización capitalista 
(Pressacco y Salvat, 2012). Por su parte, 
las formas de la exclusión y la integración 
cambian, generando nuevas distinciones 
sociales. Durante la transición postdic-
tadura, el discurso tecnocrático y buro-
crático de la superación de la pobreza se 
articula en paralelo con la integración de 
los sectores populares al sistema por la 
vía del consumo, el endeudamiento, el 

encadenamiento productivo terciarizado 
de la subcontratación (Camargo, 2007 y 
Ruiz y Boccardo, 2014). Mientras el país 
crece y los recursos aumentan, se supera 
la miseria como dato durante el neolibe-
ralismo, se reduce la pobreza material, 
cada vez hay menos pobres, se sobrevive, 
mejoran las condiciones de vida prome-
dio de los sectores populares, los que se 
integran en forma efectiva al mercado y 
al sistema, pero no se surge. Pese a tener 
mayor cobertura y a estar mayormente 
incorporados a las redes de protección 
y asistencia, estos sectores sociales ex-
perimentan procesos de precarización 
laboral, disparidades en la calidad de los 
servicios, ausencia de equipamiento co-
munitario y áreas verdes en sus lugares 
de residencia, así como procesos de seg-
mentación, aislamiento y exclusión social 
que imposibilitan su movilidad social y 
son fuente de malestar, pues los mantie-
nen viviendo en condiciones vulnerables. 
Todos estos factores se potencian gene-
rando condiciones que no permiten que 
el crecimiento económico sirva, una vez 
que se ha salido de la pobreza, para con-
solidar condiciones económicas seguras 
(Maldonado y Prieto, 2015). De este modo, 
superar la línea de la pobreza no garanti-
za integración social plena y estable. Cada 
vez hay menos pobres; no por eso mejor 
incluidos, siguen siendo pueblo (Canales, 
2007 y Pérez Sáinz, 2016).  

La intervención social pública puede ter-
minar generando efectos adversos, per-
petuando y acrecentando brechas socio-
culturales y determinados patrones de 
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desigualdad. Su acción establece, fija y re-
produce la distancia entre posiciones so-
ciales y contribuye a modular y gobernar 
subjetividades, generando procesos en la 
psiquis de los intervenidos (Álvarez Legui-
zamón, 2005 y 2011). El ejercicio de distin-
ción y focalización que el sistema genera 
entre semejantes, seleccionando a algu-
nos como usuarios y a otros no, pero que 
viven en el mismo barrio y padecen igua-
les riesgos, erosiona el lazo social y produ-
ce procesos de estigmatización (Kaztman, 
2001). Los usuarios detectan fallas en el 
programa relativas a la oferta de cursos 
de capacitación y oportunidades de tra-
bajo. Ante el egreso, temen enfrentarse al 
mercado laboral y la búsqueda de trabajo, 
no se sienten preparados ni siquiera para 
emprender algo propio. Al exacerbar una 
mirada cuantitativa e individualizante, 
focalizada en la extrema pobreza, que in-
visibiliza los componentes relacionales de 
la pobreza y su reproducción, las transfe-
rencias, subsidios y programas de acom-
pañamiento y capacitación implementa-
dos no logran los resultados esperados, 
perpetuando lógicas neoasistenciales y 
paternalistas que no promueven la auto-
nomía y participación de la comunidad. 
En todas las comunas investigadas, los 
usuarios dan testimonio sobre la deses-
tructuración del tejido social y la sociabi-
lidad en el neoliberalismo imperante, la 
cual es perpetuada por los dispositivos de 
intervención que se implementan en este 
tipo de programas focalizados que contri-
buyen a generar una atomización indivi-
dual y una narración individual de nece-
sidades y carencias por casos. Se consagra 
así, ideológicamente, al emprendimiento, 
al ascenso individual y a la competencia 
como las únicas alternativas o arquetipos 
valorados de movilidad socialmente legí-
tima a través del mercado y del consumo 

que colonizan las demás esferas del mun-
do social. Dado que ya no hay un relato 
de clase, toda la culpa y responsabilidad 
recae en el individuo, nunca en el sistema: 
sólo es posible una solución biográfica 
individual a contradicciones estructurales 
y sistémicas existentes pero que se vuel-
ven opacas. Finalmente, estos programas 
no logran erradicar la pobreza sino que 
producen una “pobreza integrada” que 
experimenta una inclusión compensato-
ria limitada y estratificada en el acceso a 
prestaciones, legitimando y perpetuando 
desigualdades y asimetrías sociales. 

Para poder abordar esta encrucijada cabe 
problematizar el concepto de “pobreza” y 
articularlo con los conceptos de desigual-
dad y exclusión social y así no quedarse en 
un mero señalamiento de privaciones, ca-
rencias, o en un ejercicio de contabilidad 
de pobres (Tilly, 2000, Paugam, 2007 y 
Reygadas, 2008). La acción pública focali-
zada en los más pobres y en los vulnera-
bles, separada del universo de inserción 
al mercado laboral y de los derechos so-
ciales, genera una amplia zona de despro-
tección social y reduce la cuestión social 
a una acción no redistributiva, compen-
satoria, selectiva, que gestiona de mane-
ra estratégica la pobreza para evitar que 
se vuelva un problema político (Barba, 
2006 y Foucault, 2006). Por ende, estos 
programas generan una protección ¿de 
qué y para qué? ¿Para contener la peligro-
sidad social y “centrar” a los individuos? 
¿Para que se protejan de ellos mismos? 
Desde un enfoque predominantemente 
económico y tecnocrático, la pobreza es-
tadística ha buscado obtener índices que 
permitan definir un umbral de pobreza y 
de esa manera decir quiénes son pobres y 
quiénes no lo son. Pero cuando concebi-
mos a la pobreza como un fenómeno re-

 diego weinstein balmaceda



52

lacional y se contemplan sus dimensiones 
subjetivas, esta ya no puede definirse de 
manera normativa respecto de estánda-
res fijados por expertos y se entiende más 
bien como producto de fuerzas estructu-
rales que operan al interior de la sociedad 
tales como clase, género, etnia o posición 
ocupacional, las que determinan la distri-
bución de los recursos y pueden implicar 
la vulneración e incumplimiento de un 
conjunto de derechos (Brugué; Gomá y 
Subirats, 2002). Así, la pobreza es enton-
ces una consecuencia de la desigual dis-
tribución de los recursos en una sociedad: 
se genera y persiste por la existencia de 
prácticas institucionalizadas que debili-
tan el lazo social que une a determinados 
grupos con el resto de la sociedad, los que 
experimentan bloqueos y cierres a su mo-
vilidad e integración social. 
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Resumen

América Latina, caracterizada como la región más inequitativa del pla-
neta, en las últimas décadas ha experimentado cambios en su matriz de 
políticas sociales. En la actualidad, 18 países de la región implementan 
programas de transferencia monetaria condicionada, entre los que Chi-
le destaca como la primera experiencia latinoamericana de protección 
social que combina acciones promocionales y asistencia social en la 
intervención con familias en situación de pobreza a través del sistema 
Chile Solidario.

El objetivo de este trabajo es sistematizar la experiencia chilena en ma-
teria de intervención de pobreza en el contexto latinoamericano.

Las principales conclusiones encuentran en los procesos de democrati-
zación de los países de la región el creciente interés de la política social 
en combatir y/o superar situaciones de pobreza. La protección social se 
considera el sello distintivo de la región. Sus principales expresiones, 
desde un enfoque de largo plazo, aparecen en las transferencias mone-
tarias condicionadas, las que centran sus esfuerzos en el potencial de la 
infancia como el espacio a intervenir para superar la pobreza. 

Los enfoques más desarrollados en América Latina han sobrepasado el 
alcance de los programas de transferencia condicionada presentes en la 
mayoría de los países de la región, constituyéndose en sistemas de coor-
dinación programática.

La protección social como política pública posee un fundamento ético. 
Su aplicabilidad se encuentra en sintonía con los derechos humanos 
universales, pues busca que todas las personas puedan tener acceso a 
los recursos necesarios para llevar una vida digna. 

Palabras clave: pobreza, protección social, Chile Solidario, América La-
tina, Chile. 

1 Trabajador Social, Magíster en Planificación y Gestión de Políticas Públicas para las Sociedades Complejas. 
Artículo basado en la tesis “Programas de Acompañamiento Psicosocial desde el Enfoque de Vulnerabilidad 
Social” para obtener el grado de Magíster en Planificación y Gestión de Políticas Públicas para la Sociedad 
Compleja, Universidad Central de Chile. Profesor guía: Gabriel Rodríguez Medina. Santiago, 2016.
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Introducción

América Latina se presenta como la re-
gión más inequitativa del planeta. El in-
greso y el bienestar se distribuyen de ma-
nera desigual entre la población, lo que se 
traduce en altos niveles de pobreza e indi-
gencia (Cecchini, Filgueira y Robles, 2014; 
Palma y Urzúa, 2005; Robles, 2013a). La 
Comisión Económica para América Lati-
na y el Caribe (Cepal) señala que al año 
2014, 167 millones de personas vivían en 
condición de pobreza en el territorio, lo 
que representa un tercio de la población 
latinoamericana (Cecchini, Filgueira y 
Robles, 2014; Cepal, 2015; Palma y Urzúa, 
2005; Robles, 2013a).

La heterogeneidad de América Latina no 
ha sido obstáculo para que los países de 
la región experimentaran un cambio en 
su matriz de políticas sociales, centradas 
en la eliminación o reducción de la pobre-
za, poniendo a prueba diversos enfoque 
conceptuales, desde los más economicis-
tas a los más desarrollistas (Calero, 2013; 
Cecchini, Filgueira y Robles, 2014; Palma y 
Urzúa, 2005).

En América Latina, 18 países implemen-
tan políticas de protección social con una 
cobertura del 19% de la población al año 
2009 y una inversión que representa el 
0,4% del Producto Interno Bruto (PIB) de 
la región (Cecchini y Martínez, 2011; Ro-
bles, 2013a). Las iniciativas en la materia 
se articulan en torno a la promoción so-
cial y abarcan desde programas de trans-
ferencia monetaria con condicionalidad 
blanda y fuerte, cuyo fin es asegurar a las 
familias en situación de pobreza un nivel 

de consumo básico, hasta aquellas que se 
convierten en sistemas de coordinación 
programática para garantizar el acceso 
a las prestaciones ofrecidas por distintos 
programas específicos, lo que permite 
generar un piso de inclusión (Cecchini y 
Martínez, 2011). 

El caso chileno constituye la primera ex-
periencia latinoamericana de protección 
social que combina acciones promocio-
nales y asistencia social en la intervención 
con familias en situación de pobreza, 
centrando su accionar en la formación de 
capital humano a través de la vinculación 
entre la familia y un interventor social. La 
experiencia se denomina programa Puen-
te, posee alcance nacional y forma parte 
del sistema de protección social Chile So-
lidario (Daher y Jaramillo, 2016; Larrañaga 
y Contreras, 2010; Larrañaga, Contreras y 
Cabezas, 2014; Mideplan, 2009; Palma y 
Urzúa, 2005; Robles, 2013b).

Desde la puesta en marcha del programa 
Puente en el año 2002, la política social 
chilena en materia de pobreza se ha ido 
complejizando y especializando en tor-
no a lo que en la actualidad se reconoce 
como Sistema Intersectorial de Protec-
ción Social (Larrañaga, 2010; Larrañaga, 
Contreras y Cabezas, 2014; Robles, 2013a; 
Robles, 2013b).

En 2016 los programas de acompaña-
miento psicosocial cumplieron 14 años 
interviniendo familias en situación de 
pobreza, con un alcance del 10,8% de la 
población nacional (Larrañaga, Contreras 
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y Cabezas, 2014; MDS, 2015a). A pesar de 
lo anterior, la trayectoria de esta política 
social no está organizada. La información 
está fraccionada en diferentes fuentes y 
tiene una distribución desigual de acuer-
do a cada etapa de su formulación, ejecu-
ción, evaluación y rediseño. 

El propósito de este trabajo es sistemati-
zar la experiencia chilena en materia de 
intervención de pobreza en el contexto 
latinoamericano. El análisis se centrará 
en la configuración del programa Puente 
y su evolución en el tiempo, relevando su 
valor como política pública innovadora y 
su efecto irradiador hacia otros países de 
la región, además de África y Asia (Cale-
ro, 2013; Cecchini y Martínez, 2011; Hardy, 
2011; Mideplan, 2009; Palma y Urzúa, 
2005).

Método 

La investigación se desarrolló como un es-
tudio de caso descriptivo intrínseco. Se es-
tableció al programa de acompañamien-
to psicosocial chileno como único objeto 
de estudio, que fue abordado en su con-
texto real, desde múltiples perspectivas 
pero acotado a sus límites, con el propó-
sito de alcanzar una mayor comprensión 
del mismo (Martínez, 2006; Stake, 1999; 
Yin, 1994). 

Este estudio utilizó a las fuentes bibliográ-
ficas secundarias como principal técnica 
de análisis (Borges, 1995). Los documen-

tos seleccionados para esta investigación 
(ver Tabla 1) se obtuvieron por medio de 
dos fuentes. 

1.- Las leyes y mensajes presidenciales a 
través de la Biblioteca del Congreso Na-
cional, en su sitio web https://www.bcn.
cl/. 

2.- Los manuales operativos (documenta-
ción gris) por medio de la inserción labo-
ral del investigador en el Fondo de Solida-
ridad e Inversión Social.

El período de selección de documentos, 
se extendió desde la implementación del 
primer programa de acompañamiento 
psicosocial el año 2002 hasta el año 2015. 
Los criterios de inclusión fueron: la repre-
sentatividad de las miradas: política, legal 
y técnica y la integración de documenta-
ción que refleje hitos en la implementa-
ción de los programas Puente e Ingreso 
Ético Familiar y que representen propor-
cionalidad en el análisis.

Los criterios de exclusión fueron determi-
nados según la naturaleza de los docu-
mentos puestos en revisión. Se prescindió 
del análisis, las publicaciones con un po-
sicionamiento crítico propio de la imple-
mentación de los programas de acompa-
ñamiento psicosocial.
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1. Sistemas de protección 
social en América Latina 

El desarrollo latinoamericano se caracte-
riza por una incipiente democratización 
y fragilidad institucional, bajos niveles de 
industrialización, nulos pactos redistribu-
tivos y una escasa capacidad de recauda-
ción fiscal. En este escenario, las políticas 
de bienestar que se implementaron du-
rante el siglo XX se articulaban en torno 
al empleo formal y la rama ocupacional. 
Considerando que la región se caracteriza 
por altas tasas de informalidad laboral, el 

modelo limitó el acceso universal a servi-
cios básicos, profundizando los estados 
de pobreza (Calero, 2013; Robles, 2013a). 

A finales del siglo XX, la recuperación de 
las democracias y la revalorización del rol 
del Estado en el continente han significa-
do la formulación de políticas sociales ba-
sadas en la universalización de derechos 
sociales, políticos y económicos (Calero, 
2013; Cecchini y Martínez, 2011). 

Tabla 1: Listado Documentos Análisis

Fuente: elaboración propia.

Ley 20.595 Crea el Ingreso Ético Familiar que 
establece bonos y transferencias condicionadas 
para las familias de pobreza extrema y crea subsidio 
al empleo de la mujer.

Ley 19949 establece un sistema de protección social 
para familias en situación de extrema pobreza 
denominado Chile Solidario.

Cuenta Pública, Presidente de la República Ricardo 
Lagos Escobar.

Cuenta Pública, Presidente de la República Ricardo 
Lagos Escobar.

Cuenta Pública, Presidente de la República 
Sebastián Piñera Echeñique.

Cuenta Pública, Presidente de la República 
Sebastián Piñera Echeñique.

Metodología de Trabajo con Familias, Programa 
Puente, entre la familia y sus derechos.

Manual de Trabajo para el Apoyo Familiar del 
Programa Familias Seguridades y Oportunidades.

Manual de Trabajo para el Apoyo Laboral del 
Programa Familias Seguridades y Oportunidades.

NombreInstituciónTipo de 
documento Año

Congreso Nacional

Congreso Nacional

Gobierno de Chile

Gobierno de Chile

Gobierno de Chile

Gobierno de Chile

Fondo Solidaridad 
e Inversión Social

Ministerio de 
Desarrollo Social

Ministerio de 
Desarrollo Social

Ley

Mensaje 
Presidencial

Mensaje 
Presidencial

2012

2004

2002

2004

2012

2013

2009

2014

2014
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América Latina ha sido descrita como 
una región heterogénea, donde se cla-
sifica a sus países según sus brechas de 
bienestar en tres categorías. El primer 
grupo, compuesto por Bolivia, El Salva-
dor, Honduras, Guatemala, Nicaragua 
y Paraguay, con brechas severas de 
bienestar, se caracteriza por tener altas 
tasas de fecundidad, índices de pobre-
za por sobre el 45% de la población y 
un débil mercado del trabajo. El segun-
do, con una moderada brecha, abarca a 
Colombia, Ecuador, México, Perú y Re-
pública Dominicana, naciones que se 
caracterizan por tasas de fecundidad 
más bajas, una incidencia de la pobre-
za de entre 40% y 30%, y un mercado 
del trabajo más formalizado que el del 
grupo anterior. El tercero, compuesto 
por Argentina, Brasil, Costa Rica, Chile, 
Panamá, Uruguay y Venezuela, mues-
tra modestas brechas de bienestar, una 
estructura demográfica más envejeci-
da, tasas de pobreza cercanas al 15% y 
una cobertura en seguridad social cer-
cana al 80% de la población (Cecchini, 
Filgueira y Robles, 2014).

La protección social se entiende como 
el conjunto de transferencias y presta-
ciones contributivas y no contributivas 
destinadas a apoyar a ciudadanos vul-
nerables y protegerlos ante situaciones 
que afectan su capacidad para inser-
tarse socialmente y generar ingresos 

propios (Holzmann y Jorgensen, 2003; 
Mideplan, 2009; Robles, 2013a). Comien-
za a aplicarse en América Latina por reco-
mendación del Banco Mundial, con el fin 
de propender a la estabilidad macroeco-
nómica del continente y como respuesta 
ex post a las crisis económicas de los años 
90 (Banco Mundial, 2001; Palma y Urzúa, 
2005).

De esta manera, la protección social se 
vuelve el eje de las intervenciones socia-
les en América Latina, alcanzando cada 
vez mayor prominencia política en el 
continente. Su orientación es al desarro-
llo humano, aliviando en el corto plazo 
el hambre más urgente y permitiendo en 
el largo plazo el desarrollo de las capaci-
dades de las personas, el ejercicio de una 
ciudadanía plena y la superación de la 
pobreza. Los primeros programas de pro-
tección social se desarrollaron en Brasil y 
México en el año 1997, y consistieron en 
promover el acceso a educación, salud y 
nutrición de los niños por medio de la en-
trega de transferencias a familias (Calero, 
2013; Cecchini y Martínez, 2011; Cecchini, 
Filgueira y Robles, 2014; Robles, 2013a). 
Desde esa fecha ya son 18 países en Amé-
rica Latina los que implementan políticas 
de protección social en el continente (ver 
Tabla 2). 
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Para Cecchini y Martínez (2011), los países 
que presentan mejores programas de pro-
tección social en América Latina son Chile, 
Colombia, Panamá, Paraguay y El Salva-
dor, a los que califican como programas 
de tercera generación o “Sistemas o Redes 
de Coordinación Programática con Condi-
cionalidades”. Estos países han adoptado 
un enfoque cualitativo de pobreza y han 
logrado generar una estructura articu-
lada para garantizar acceso a prestacio-
nes ofrecidas por distintos programas 
específicos. Además han incorporado en 
sus intervenciones un componente de 
acompañamiento psicosocial, relegando 
a segundo plano las transferencias mone-
tarias y las condicionalidades. 

Tabla 2: Programas de protección social en América Latina

Fuente: Basado en Calero (2013); Cecchini y Martínez (2011); Cecchini, Filgueira y Robles (2014); Robles (2013a).

Asignación Universal por Hijo para Protección Social (AUH)
Bono Juancito Pinto (educación) y Bono Juan Azurduy (salud)

Bolsa Familia (anteriormente Bolsa Escuela y Bolsa Alimentación)
Chile Solidario e Ingreso Ético Familiar

Red para la Superación de la Pobreza Extrema (JUNTOS)
y  Familias en Acción

Avancemos
Bono de Desarrollo Humano (BDH)

Comunidades Solidarias Rurales (ex Red Solidaria)
Mi Familia Progresa

Bono 10.000 (anteriormente Programa de Asignación Familiar)
Programa de Avance Mediante la Salud y la Educación (PATH)

Oportunidades (anteriormente Progresa) y Vivir Mejor
Tekoporâ, Abrazos

Red de Oportunidades
Programa Juntos

Solidaridad
Targeted Conditional Cash Transfer Programme

Plan Equidad (anteriormente Plan de Atención Nacional 
a la Emergencia Social e Ingreso Ciudadano)

2009
2006/ 2009

2003
2002

2001

2006
2003
2005
2008
1990
2002
1997
2005
2006
2005
2005
2006

2005

Argentina
Bolivia
Brasil
Chile

Colombia

Costa Rica
Ecuador
El Salvador
Guatemala
Honduras
Jamaica
México
Paraguay
Panamá
Perú
Rep. Dominicana
Trinidad y Tobago

Uruguay

2. Conceptualización y medición 
de la pobreza en Chile 

Chile posee una amplia tradición en la 
implementación de políticas sociales en 
el continente y ha utilizando métodos de 
focalización del gasto social por más de 
30 años (Larrañaga, Herrera y Falck, 2014; 
Robles, 2013). 

La implementación de políticas de protec-
ción social ha significado una revolución 
en la forma de comprender y medir la 
pobreza en el país. A comienzos del siglo 
XXI, la modificación de los instrumentos 
de focalización significó un cambio cuali-
tativo en la forma de intervenir esta con-
dición (Larrañaga, Herrera y Falck, 2014). 
Estos cambios pueden ser sintetizados en 

Programas de protección socialPaís Año inicio
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dos ejes y corresponden al contexto políti-
co institucional necesario para el apogeo 
de los programas de acompañamiento 
psicosocial al alero del sistema de protec-
ción social. 

El primer eje se caracteriza por el cambio 
en la conceptualización de la pobreza, 
desde un enfoque unidimensional a uno 
multidimensional. La Encuesta de Ca-
racterización Socioeconómica (Casen), 
principal instrumento de medición a ni-
vel nacional para obtener información 
agregada de diversas dimensiones de las 
condiciones de vida de la población (Mi-
nisterio de Desarrollo Social, 2015a), basó 
su análisis, desde el año 1987 al 2011, en 
la construcción de una canasta básica de 
alimentos diseñada según los patrones de 
consumo de la Encuesta de Presupuestos 
Familiares del Instituto Nacional de Esta-
dísticas (Ine), es decir, durante este perio-
do se utilizó un método objetivo, indirec-
to y absoluto (líneas de pobreza) (equipo 
de trabajo de la Encuesta de Hogares y 
Empleo, 2010; Ministerio de Desarrollo 
Social, 2015a). El año 2013 la metodología 
de medición de la pobreza se modificó e 
introdujo, a través de la Casen, un método 
de evaluación de la pobreza por ingreso y 
otro multidimensional. La variable mul-
tidimensional, como metodología di-
recta basado en el enfoque de desarrollo 
humano, introduce las dimensiones de 
educación, salud y vivienda, y trabajo y 
seguridad social (Ministerio de Desarrollo 
Social, 2015a).  

El segundo eje caracteriza a la pobreza 
en Chile como un estado dinámico y no 
crónico (Contreras, Cooper, Hermann y 
Neilson, 2005). Este cambio es resultado 
de la evolución de los instrumentos de es-
tratificación social. El primer instrumento 

utilizado en el país, la ficha de Comités de 
Asistencia Social (CAS), entró en vigencia 
el año 1979 y al igual que su versión pos-
terior, CAS 2 (1987), puso énfasis en las 
carencias socioeconómicas, recogiendo 
principalmente información sobre carac-
terísticas de la vivienda, infraestructura 
sanitaria, patrimonio e ingreso de cada 
familia (Larrañaga, Herrera y Falck, 2014; 
Raczynski, 1995). A comienzos del siglo 
XXI este instrumento había perdido poder 
de discriminación en el contexto del cam-
bio en las condiciones de vida del país (La-
rrañaga, 2005; Larrañaga, Herrera y Falck, 
2014), a lo que se sumaba el desconoci-
miento de su cobertura efectiva (error de 
exclusión) en la asignación de beneficios 
sociales e incidencia de la pobreza (Raczy-
nski, 1995). 

En este contexto, el cambio de paradig-
ma derivó de la aplicación de los estudios 
longitudinales, iniciados en el país el año 
2001 a través de la encuesta panel Casen 
a cargo del Ministerio de Planificación 
y Cooperación (A partir del año 2011, la 
ley N° 20.530 reemplazó al Ministerio de 
Planificación por el Ministerio de Desa-
rrollo Social), y se basó en una muestra de 
5.320 hogares de las regiones de Atacama, 
Maule, Biobío y Metropolitana encuesta-
dos en la Casen del año 1996 y su posterior 
seguimiento los años 2001 y 2006 (Con-
treras, Cooper, Hermann y Neilson, 2005; 
Osuah, 2007). Los principales resultados 
de este estudio permiten comprender las 
oscilaciones que experimentan los ingre-
sos de un grupo familiar en el tiempo. Por 
ejemplo, más de la mitad de la población 
que calificó como pobre en el año 1996, el 
2001 tenía ingresos superiores a la línea 
de pobreza; a su vez, casi el 50% de los 
que calificaron como pobres el 2001 no lo 
eran cinco años atrás. Lo anterior permite 
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concluir que la definición estática de la 
pobreza es insuficiente para dar cuenta 
de la realidad social del país y obligó a in-
troducir el enfoque de vulnerabilidad so-
cioeconómica (riesgo de caer en pobreza) 
en el diseño de las políticas públicas (Con-
treras, Cooper, Hermann y Neilson, 2005; 
Herrera, Larrañaga y Telias, 2010). 

Dichos aprendizajes fueron recogidos por 
un nuevo instrumento de focalización 
denominado Ficha de Protección Social, 
que comienza su implementación el año 
2007. Esta nueva ficha basa su estructura 
en el capital humano del grupo familiar a 
través del concepto de capacidad gene-
radora de ingresos (competencias labo-
rales de los miembros del grupo familiar 
según sus características: sexo, años de 
escolaridad, experiencia laboral, tipo de 
afiliación laboral, nivel de dependencia, 
entre otras), sustituyendo las variables de 
tenencia de bienes durables y caracterís-
ticas de la vivienda (Herrera, Larrañaga y 
Telias, 2010; Larrañaga, Herrera y Falck, 
2014).

3. Estrategia de intervención 
integral a favor de familias en 
extrema pobreza. Origen de la 
protección social en Chile

En Chile, el marco de protección social 
para familias en situación de pobreza 
sienta sus bases en la primera década del 
siglo XXI. En materia social, Casen (En-
cuesta de Caracterización Socioeconómi-
ca) 2000 alerta sobre el estancamiento en 
la reducción de la pobreza, característica 
de la década anterior, y enfatiza en el leve 
aumento de la indigencia en el bienio, la 
que alcanzó a un 5,6% de población. De 
esta manera se instala en el Poder Ejecuti-

vo la preocupación por abordar la pobre-
za desde el Estado por medio de nuevos 
modelos de intervención, más pertinen-
tes y de mejor calidad (Mideplan, 2002; 
Mideplan, 2009; Palma, 2005; Palma y 
Urzúa, 2005; Robles, 2013b).

Para lograr el objetivo, el ex Presidente Ri-
cardo Lagos Escobar convocó a una comi-
sión cuya tarea fue diseñar una estrategia 
de intervención integral a favor de fami-
lias en extrema pobreza. Ésta fue presi-
dida por el Ministerio de Planificación 
e integrada por instituciones de Estado 
(Fondo de Solidaridad e Inversión Social, 
Fondo Nacional de Discapacidad, Corpo-
ración Nacional de Desarrollo Indígena, 
Instituto Nacional de la Juventud, Servicio 
Nacional de la Mujer y Departamento de 
Desarrollo Social del Gabinete de la Seño-
ra del Presidente), por ONG´s (Fundación 
Rodelillo, Hogar de Cristo) y por las muni-
cipalidades de Quillota y La Florida. Estas 
últimas aportaron experiencias públicas y 
privadas exitosas en la materia (Larrañaga 
y Contreras, 2010; Mideplan, 2002; Palma 
y Urzúa, 2005).  

El diagnóstico señaló que las caracterís-
ticas de la indigencia habían cambiado 
y que los nuevos patrones sociodemo-
gráficos habían generado un núcleo de 
“pobreza dura” no permeable a los pro-
gramas sociales convencionales. La foca-
lización social de la oferta pública no era 
lo suficientemente exitosa al interior de 
la pobreza, ya que se distribuía en mayor 
medida entre las personas en situación 
de pobreza. Los beneficios sociales se en-
tregaban sobre la base de la demanda, 
lo que dejaba sin acceso a los indigentes 
(Mideplan, 2002; Mideplan, 2009; Palma 
y Urzúa, 2005; Robles, 2013b).
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Las conclusiones del estudio señalaron 
que las intervenciones basadas en trans-
ferencias monetarias no eran suficientes 
para intervenir las causas asociadas a la 
generación, mantención y reproducción 
de la pobreza. Era preciso implementar 
estrategias que abordaran otros aspectos, 
que impactaran simultáneamente los dis-
tintos ámbitos de la vida familiar. Además 
aparecía como indispensable organizar 
las políticas y programas sobre la base de 
la oferta emanada desde el Estado (Mide-
plan, 2002; Palma y Urzúa, 2005). 

La estrategia propuesta se configuró en 
torno a la familia como nueva unidad de 
intervención, reconociendo en ella un es-
pacio privilegiado para generar procesos 
de desarrollo y promoción vinculados a 
la superación de la pobreza. Como satis-
factor principal, estableció la vinculación 
de las familias con un interventor social, 
quien debía ser un conector con las redes 
locales e institucionales y que además 
debía fomentar el desarrollo de procesos 
que permitieran mejorar el capital huma-
no y social de la familia, potenciando su 
autonomía progresiva frente a las condi-
ciones estructurales de pobreza (Mide-
plan, 2002; Palma y Urzúa, 2005).

Los enfoques elegidos como sustento teó-
rico fueron tres: capital social, redes so-
ciales e intervención en crisis. La relación 
entre estos tres permitiría la comprensión 
del fenómeno de la pobreza desde un re-
ferente más amplio, basado en supuestos 
como la comprensión de la pobreza desde 
un enfoque cualitativo, caracterizándola, 
más allá del déficit de ingresos, desde la 
carencia de capital humano y la insatis-
facción de necesidades básicas de todo 
orden. Se trataba de un fenómeno que se 
podía revertir no sólo con transferencias 

monetarias sino que con intervenciones 
que apoyaran el reforzamiento de aspec-
tos psicoemocionales y profundizaran 
en la existencia de recursos en todas las 
personas; aunque estos estén en estado 
de latencia, pueden ser desarrollados con 
ayuda de una intervención externa por un 
tiempo permanente y sostenido (Mide-
plan, 2002; Palma y Urzúa, 2005).

4. Programa Puente: la puerta de 
entrada al siistema de protección 
social Chile Solidario

La definición de la estrategia de inter-
vención integral a favor de familias en 
extrema pobreza es un hito en materia de 
protección social en Chile, de la que una 
primera aplicación concreta es el progra-
ma Puente (Mideplan, 2002; Palma y Ur-
zúa, 2005; Robles, 2013b). 

El programa Puente entre la familia y sus 
derechos (nombre legal de la iniciativa) 
comenzó a implementarse en enero de 
2002 como experiencia piloto a cargo del 
Fondo de Solidaridad e Inversión Social 
(Fosis) en cuatro regiones de Chile (57 co-
munas), con 14 mil familias participantes. 
Su objetivo era generar las oportunida-
des y proveer los recursos que les permi-
tieran a las familias en extrema pobreza 
recuperar o tener acceso a una capacidad 
personal y resolutiva eficaz en su entorno 
personal, familiar, comunitario e institu-
cional (Larrañaga y Contreras, 2010; Mi-
deplan, 2009; Palma y Urzúa, 2005).

Paralelamente, la Dirección de Presupues-
to (Dipres) del Ministerio de Hacienda, 
con asesoría del Banco Mundial, diseñó el 
Sistema de Protección Social Chile Solida-
rio con el fin de mejorar la eficiencia del 
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gasto fiscal por medio de la construcción 
de una red articulada de prestaciones 
sociales que permitiera aglutinar el gran 
número de planes y programas para la 
población en situación de pobreza, los 
que previamente se alojaban en distin-
tas agencias del sector público, e integrar 
criterios homogéneos de focalización, lo 
que evitaría el solapamiento de presta-
ciones. El sistema propuesto debía fun-
cionar como una “ventanilla única”, tener a 
la familia como unidad de intervención y 
contar con un sistema integrado de infor-
mación y gestión institucional (Larrañaga 
y Contreras, 2010; Palma y Urzúa, 2005).

La incorporación del programa Puente al 
nuevo Sistema de Protección Social co-
rresponde a una decisión política que lo 
definió como la puerta de entrada y su 
principal componente. En mayo de 2002 
el Presidente de la República anunció su 
creación y la extensión a todo el territorio 
nacional. Dos años más tarde se transfor-
maría en política de Estado a través de la 
promulgación de la ley N°19.949 del 17 de 
mayo de 2004, aprobada por unanimi-
dad por el Congreso Nacional (Congreso 
Nacional, 2009a; Larrañaga y Contreras, 
2010; Palma y Urzúa, 2005). El año 2009, 
con la promulgación de la ley N° 20.379, el 
sistema Chile Solidario pasó a formar par-
te del Sistema Intersectorial de Protección 
Social como subsistema (Congreso Nacio-
nal, 2009b).

Chile Solidario, debido al diseño institu-
cional de base que permitió coordinar 
presupuesto, información e intervención 
entre diferentes ministerios y servicios 
públicos, no es un programa sino un siste-
ma de protección social (Mideplan, 2009) 
dirigido a familias en extrema pobreza, 
que combina elementos de asistencia y 

promoción social desde una perspectiva 
integradora, articulando el acceso a un 
conjunto de programas y prestaciones so-
ciales adscritas a diferentes ministerios y 
servicios públicos, por un periodo de cinco 
años. Es una iniciativa innovadora que in-
terviene en la pobreza de manera multidi-
mensional, enfocando sus esfuerzos en la 
inversión de capital humano a través de la 
formación de competencias por parte de 
las familias, dejando en segundo plano la 
asistencia social y la suplementación de in-
gresos (Larrañaga, 2010; Mideplan, 2009; 
Palma y Urzúa, 2005).

En tanto sistema, consta de cuatro com-
ponentes. El primero, denominado apoyo 
psicosocial, se traduce en la implementa-
ción del programa Puente, definido como 
un servicio continuo de orientación, con-
sejería e intermediación a través de un sis-
tema de visitas periódicas. La intervención 
tiene una duración de 24 meses, donde un 
interventor social denominado apoyo fa-
miliar se compromete a acompañar en su 
domicilio a las familias, utilizando una me-
todología que consiste en una secuencia 
progresiva de conversaciones (21 sesiones 
de trabajo) que busca abordar diversos as-
pectos de la vida familiar. Comienza con la 
firma de un contrato entre las partes, a tra-
vés del cual el Estado se obliga a entregar 
los bienes y servicios a que tienen derecho 
las familias participantes y éstas se obligan 
a cumplir con las tareas asignadas por sus 
apoyos familiares. Se organiza en torno al 
cumplimiento de 79 condiciones mínimas 
agrupadas en siete dimensiones (identi-
ficación, salud, dinámica familiar, educa-
ción, habitabilidad, trabajo e ingresos). En 
el transcurso de la intervención, el apoyo 
familiar orienta y vincula a la familia con la 
estructura de oportunidades, posibilitan-
do el logro de las condiciones mínimas de 
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calidad de vida y fortaleciendo capacida-
des de autogestión y autonomía, incidien-
do en la forma en que las personas tienden 
a vincularse con sus pares, su entorno y la 
red institucional disponible (Congreso Na-
cional, 2004; Daher y Jaramillo, 2016; Fosis, 
2009; Larrañaga y Contreras, 2010; Larra-
ñaga, Contreras y Cabezas, 2014; Mideplan, 
2009; Palma y Urzúa, 2005; Robles, 2013b). 
La iniciativa  era ejecutada por las munici-
palidades y administrada y asistida técni-
camente por Fosis. El programa Puente se 
extendió entre 2002 y 2014, y el último año 
de ingreso de familias fue el 2012. Duran-
te ese periodo fueron atendidas 546.096 
familias, correspondientes al 8,6% de la 
población nacional (Larrañaga, Contreras y 
Cabezas, 2014).

El segundo componente, denominado 
bono de protección, es una prestación en 
dinero de carácter transitorio pagada direc-
tamente a la familia en montos decrecien-
tes en el tiempo y durante su permanencia 
en el sistema. (Larrañaga y Contreras, 2010; 
Mideplan, 2009; Palma y Urzúa, 2005; Ro-
bles, 2013b). El tercero, subsidios moneta-
rios garantizados, es una prestación a la 
que las familias pueden acceder por el solo 
hecho de pertenecer al sistema (subsidio 
único familiar, de discapacidad mental, a la 
cédula de identidad, al pago del consumo 
de agua potable, subvención preferencial, 
subsidio pro-retención escolar y pensión 
básica solidaria). El último componente, 
acceso preferente a programas sociales, se 
implementa por medio del Ministerio de 
Desarrollo Social, quien suscribe convenios 
para darles prioridad a los usuarios del 
sistema en las áreas de salud, educación, 
trabajo, vivienda y justicia (Larrañaga y 
Contreras, 2010; Mideplan, 2009; Palma y 
Urzúa, 2005; Robles, 2013b).

A partir del año 2006, la consolidación 
de una red de apoyo a la integración so-
cial en todo el territorio nacional y la 
instauración del nuevo instrumento de 
focalización social denominado Ficha de 
Protección Social permitieron incorporar 
de manera paulatina a otros sectores no 
pobres pero con vulnerabilidades espe-
cificas al sistema Chile Solidario a través 
de programas de apoyo psicosocial espe-
cializados. La estrategia de intervención 
integral a favor de familias en extrema 
pobreza tuvo una nueva aplicación prác-
tica en la implementación, el año 2006, 
del programa Vínculos, dirigido a adultos 
mayores de hogares unipersonales; el año 
2007 con el programa Calle, dirigido a la 
población adulta en esa condición; y el 
año 2008 con la creación del programa 
Abriendo Caminos, dirigido a niños con 
padres privados de libertad (Daher y Jara-
millo, 2016; Hardy, 2011; Larrañaga, Con-
treras y Cabezas, 2014; Mideplan, 2009; 
Robles, 2013b). 

La responsabilidad política y técnica del 
sistema Chile Solidario radica en el Minis-
terio de Planificación, entidad que gestio-
na los recursos financieros, coordina la red 
de instituciones participantes, administra 
los registros de información, tiene a su 
cargo los instrumentos de selección de los 
participantes, monitorea el seguimien-
to de la política y recolecta datos para su 
evaluación. A nivel local, los programas 
de apoyo psicosocial son ejecutados por 
las municipalidades o por organismos 
no gubernamentales, previa firma de un 
convenio de cooperación. La utilización 
de un modelo de gestión descentralizado 
aporta simplificando el circuito de provi-
sión y obtención de prestaciones sociales, 
y creando unidades de intervención fami-
liar especializadas en la implementación 
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del componente psicosocial. Desde el 
nivel central se complementa y fortalece 
a los equipos locales, aportando recursos 
técnicos, metodológicos y financieros 
que aseguren la atención oportuna y de 
calidad de las familias y personas más 
vulnerables de los territorios (Larrañaga y 
Contreras, 2010; Mideplan, 2009; Robles, 
2013b).  

Durante su ejecución, las evaluaciones del 
programa Puente fueron encargadas por 
el Ministerio de Planificación en conjunto 
con el Banco Mundial. Las evaluaciones 
de impacto se desarrollaron a través de 
una metodología panel y sus resultados 
señalan que la intervención mejora el ac-
ceso de las familias a educación, salud y 
habitabilidad. En la dimensión de trabajo 
e ingresos se aprecian mejoras considera-
bles en los hogares rurales. Sin embargo, 
en los urbanos no es posible atribuir la 
mejoría de los indicadores a la interven-
ción debido a errores metodológicos en la 
construcción del grupo control (Galasso, 
2006; Galasso y Carneiro, 2008; Larraña-
ga, Contreras y Ruiz Tagle, 2009; Pertica-
ra, 2007). La Dirección de Presupuestos 
dependiente del Ministerio de Hacienda 
no registra evaluaciones del programa 
Puente en ninguna de sus líneas metodo-
lógicas. 

Las evaluaciones cualitativas fueron de-
sarrolladas por universidades y ONG, y 
centran su medición en la satisfacción 
de las familias con el programa (Alcalá 
Consultores, 2005) y en aspectos subjeti-
vos de la intervención (Asesorías para el 
Desarrollo, 2005; Centro de Medición UC, 
2005; Facultad de Ciencias Sociales, Uni-
versidad de Chile, 2005; Huepe, 2011; Sur 
Consultores, 2005). Los resultados dan 
cuenta de una elevada aprobación del 

programa por parte de las familias, sien-
do el apoyo familiar el componente mejor 
evaluado. Ellas rescatan la promoción de 
cambios positivos en las dinámicas fami-
liares, la vinculación con la institucionali-
dad, el empoderamiento y el manejo de 
información. Como debilidad se subraya 
la falta de mecanismos para la genera-
ción y acumulación de capital social co-
munitario. 

5. Ingreso Ético Familiar: 
adecuaciones a la estrategia 
de intervención de familias en 
extrema pobreza

Desde su entrada en vigencia el año 2002, 
el sistema Chile Solidario se mantuvo sin 
mayores ajustes por cerca de 10 años. Los 
dos gobiernos de centro izquierda del 
periodo mantuvieron inalterable la estra-
tegia de intervención con familias en ex-
trema pobreza. Sin embargo, se advierten 
como avance en la consolidación del sis-
tema de protección social la creación de 
nuevos programas de apoyo psicosocial y 
el reconocimiento de nuevos grupos vul-
nerables en la población (Kast, 2013). 

El año 2012 el sistema Chile Solidario 
sufrió una modificación estructural que 
formó parte del programa del gobierno 
del Presidente Sebastián Piñera Echeñi-
que, primero de derecha desde la vuelta 
a la democracia. Ese año se promulgó 
la ley N° 20.595 que crea el subsistema 
Seguridades y Oportunidades que reem-
plazó a Chile Solidario como sistema de 
protección social orientado a las familias 
vulnerables y de extrema pobreza del país 
(Congreso Nacional, 2012a; Larrañaga, 
Contreras y Cabezas, 2014).
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Las bases del nuevo subsistema se plan-
taron el año 2007, con la instalación por 
parte de la Iglesia Católica de la discu-
sión respecto a la transformación del 
sueldo mínimo en un “sueldo ético”. La 
iniciativa apuntaba a sensibilizar sobre 
la capacidad de la sociedad para obtener 
mayores niveles de equidad y particular-
mente sobre la efectividad de los distintos 
instrumentos utilizados para derrotar la 
extrema pobreza (Kast, 2013; Larrañaga, 
Contreras y Cabezas, 2014). 

La reformulación de la estrategia se basó 
en los resultados de las evaluaciones de 
impacto realizadas al sistema Chile Soli-
dario, las que sostenían no haber logrado 
aumentar el nivel de ingreso y acceso al 
empleo de las familias atendidas (Ga-
lasso, 2006; Galasso y Carneiro, 2008; 
Larrañaga, Contreras y Ruiz Tagle, 2009; 
Perticara, 2007). Esto, además del aumen-
to en un 2%, según la encuesta Casen, de 
la indigencia entre los años 2006 y 2009 
(Kast, 2013; Larrañaga, Contreras y Cabe-
zas, 2014). 

Los lineamientos del subsistema Segu-
ridades y Oportunidades surgieron del 
Consejo Asesor Presidencial Trabajo y 
Equidad, instaurado en 2008 en el pri-
mer gobierno de la Presidenta Michelle 
Bachelet, cuyo objetivo era proponer ini-
ciativas en materia de trabajo, salarios, 
competitividad y equidad social. Sus re-
comendaciones apuntaban a la creación 
de un subsidio al ingreso laboral y una 
transferencia focalizada a los niños de las 
familias pobres, planteando que la mejor 
forma de derrotar la pobreza era aumen-
tando la empleabilidad de las personas. 
Sobre estas ideas se comenzó a gestar el 
nuevo subsistema, entregándole mayor 
protagonismo al componente laboral 

(Gobierno de Chile, 2008; Kast, 2013; La-
rrañaga, Contreras y Cabezas, 2014; Ro-
bles, 2013a). 

El primer paso para la instalación de esta 
nueva política fue la implementación de 
un programa piloto denominado Asigna-
ción Social, que comenzó a regir a partir 
de abril de 2011 y consistió en una transfe-
rencia monetaria extraordinaria del siste-
ma Chile Solidario. Su fin era complemen-
tar los ingresos autónomos de las familias 
de extrema pobreza en base a tres pila-
res. El primero, dignidad, consistía en un 
monto base no condicionado; el segundo, 
obligaciones, era un monto condicionado 
por la asistencia a la escuela y controles 
de salud de los niños; finalmente, el terce-
ro, logros, estaba vinculado a la excelencia 
académica de niños y a la inserción labo-
ral de la mujer (Henoch y Troncoso, 2013; 
Larrañaga, Contreras y Cabezas, 2014; Ro-
bles, 2013a). 

La tramitación parlamentaria del pro-
yecto ocurrió entre los años 2011 y 2012. 
El proyecto que ingresó al Congreso fue 
aprobado por unanimidad en su ma-
yoría según la formulación original. El 
principal tema discutido en ambas salas 
fue el nombre del proyecto. “Ingreso Éti-
co Familiar” generaba confusión, ya que 
se relacionaba con la discusión que en el 
año 2007 había planteado la Iglesia Ca-
tólica en torno a un salario más justo. El 
proyecto pasó por diferentes nombres y 
fue aprobado con el título “Establece bo-
nos y transferencias condicionadas para 
las familias de pobreza extrema y crea el 
subsidio al empleo de la mujer”. Sin em-
bargo, la ley fue publicada en el Diario 
Oficial como “Crea el Ingreso Ético Fami-
liar que establece bonos y transferencias 
condicionadas para las familias de pobre-
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za extrema y crea subsidio al empleo de 
la mujer”. Esto llevó a que un grupo de se-
nadores presentara un requerimiento de 
inconstitucionalidad en el Tribunal Cons-
titucional, el cual finalmente fue rechaza-
do (Congreso Nacional, 2012b; Larrañaga, 
Contreras y Cabezas, 2014).

El diseño del subsistema Seguridades y 
Oportunidades posee tres enfoques teó-
ricos que fundamentan su intervención. 
Los enfoques de capacidades; de activos, 
vulnerabilidades y estructura de oportu-
nidades (AVEO); y sistémico familiar per-
miten rescatar la dimensión multidimen-
sional de la pobreza, sostener que todas 
las familias e individuos poseen capacida-
des a pesar de su situación de deprivación 
social y profundizar en la familia como un 
sistema puro en donde se dan las mejores 
condiciones para intervenir (MDS, 2014a; 
MDS, 2014b). La estrategia se basa en el 
supuesto empírico que demuestra que el 
factor laboral es el mayor determinante 
para la movilidad social y es el que en-
trega una salida sostenible de la pobreza 
(Kast, 2013). 

El subsistema se estructura en torno a tres 
componentes. El primero, denominado 
acompañamientos, es integrado por tres 
programas. Acompañamiento a la trayec-
toria familiar, que se define como la puer-
ta de entrada al subsistema, tiene como 
función diagnosticar, planificar, realizar 
seguimiento y evaluar la trayectoria de los 
usuarios. Acompañamiento psicosocial 
tiene por objetivo promover el desarrollo 
de habilidades y capacidades para la in-
clusión social y el desenvolvimiento autó-
nomo. Acompañamiento sociolaboral, en 
tanto, está destinado a mejorar las com-
petencias en materia de empleabilidad, 
formación de capital humano, inserción 

laboral o desarrollo de emprendimiento 
de los usuarios. (Arellano, 2013; Larra-
ñaga, Contreras y Cabezas, 2014; MDS, 
2015a). 

El segundo componente, transferencias 
monetarias, está integrado por tres pi-
lares. Dignidad, compuesto por cuatro 
transferencias no condicionadas: bono 
base familiar, subsidio al pago de consu-
mo de agua potable, subvención pro-re-
tención escolar y bono de protección; de-
beres, conformado por el bono asistencia 
escolar y por el bono controles de salud de 
los niños al día; y logros, compuesto por 
tres bonos: formalización laboral, gra-
duación de enseñanza media y excelencia 
académica, y el subsidio al empleo de la 
mujer. 

El tercer componente, servicios y presta-
ciones sociales, corresponde a oferta pre-
ferente prorrogada desde el sistema Chile 
Solidario que los usuarios del subsistema 
poseen en áreas de salud, educación y 
vivienda, entre otras (Arellano, 2013; Con-
greso Nacional, 2012a; Larrañaga, Contre-
ras y Cabezas, 2014; MDS, 2015a).

El subsistema Seguridades y Oportunida-
des entra en completo funcionamiento 
el año 2013 con la puesta en marcha del 
nuevo programa dirigido a familias en ex-
trema pobreza denominado en un primer 
momento Ingreso Ético Familiar, actual-
mente Familias. Los nuevos programas 
de acompañamiento psicosocial y so-
ciolaboral, si bien son intervenciones de 
distinta naturaleza, trabajan mancomu-
nadamente en la consecución de sueños 
familiares por medio de metas y acciones 
(Arellano, 2013; MDS, 2014a; MDS, 2014b; 
MDS, 2015a). 
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El programa de acompañamiento psico-
social se despliega como una intervención 
que busca promover en las familias el de-
sarrollo de sus habilidades y capacidades, 
cuyo fin es alcanzar la inclusión social y 
desenvolvimiento autónomo en la estruc-
tura de oportunidades. Su busca alcanzar 
el objetivo por medio del apoyo persona-
lizado en el domicilio de las familias por 
parte de un interventor social denomina-
do apoyo familiar. El programa considera 
19 sesiones de trabajo con una frecuencia 
decreciente durante 24 meses. Se trabaja 
en la elaboración y cumplimiento de un 
plan basado en sueños y metas familia-
res, pero el fin último de la intervención 
es la activación o refuerzo de recursos 
pertenecientes a los capitales humano, 
social, familiar, físico y financiero (Arella-
no, 2013; Larrañaga, Contreras y Cabezas, 
2014; MDS, 2014a; MDS, 2015a).

El programa de acompañamiento socio-
laboral, principal innovación introducida 
por el nuevo subsistema, propone que 
las personas que estén en condiciones 
de trabajar ingresen al mundo laboral. 
Promueve el despliegue del capital hu-
mano a través de un proceso de habili-
tación que busca remover los obstáculos 
que dificultan el acceso al empleo, el de-
sarrollo de competencias blandas, la ca-
pacitación en competencias técnicas y la 
intermediación laboral. El programa está 
dirigido a las personas mayores de edad 
y en condiciones de trabajar que no se 
encuentren estudiando o, en caso de es-
tarlo, que sus estudios sean compatibles 
con la participación en el programa (Are-
llano, 2013; MDS, 2015a). Se estructura de 
acuerdo a un proceso de acompañamien-
to y asesoría fuera del domicilio. Consiste 
en 16 sesiones de trabajo periódicas, con 
frecuencia decreciente, durante 24 me-

ses, donde un interventor social llamado 
apoyo laboral promueve la elaboración e 
implementación de un plan de inserción 
laboral definido sobre la base de metas 
individuales que contribuyan al logro de 
las metas familiares (MDS, 2014b; Larra-
ñaga, Contreras y Cabezas, 2014; MDS, 
2015a).

Los programas de acompañamiento psi-
cosocial y sociolaboral son ejecutados 
por las municipalidades y administrados 
y asistidos técnicamente por el Fondo 
de Solidaridad e Inversión Social (Fosis). 
Según el Ministerio de Desarrollo Social 
(2015a), desde el inicio de su ejecución, el 
año 2013, y hasta el año 2015, el programa 
Familias había atendido 137.155 familias 
en situación de pobreza, correspondien-
tes al 2,2% de la población.

La responsabilidad política y técnica del 
subsistema Seguridades y Oportunidades 
se basa en el modelo de gestión instalado 
por el sistema Chile Solidario. La respon-
sabilidad en su administración recae en 
el Ministerio de Desarrollo Social, entidad 
que entre sus funciones debe focalizar las 
prestaciones sociales y coordinar las ac-
tividades de protección social con otros 
ministerios. A nivel territorial utiliza un 
modelo descentralizado en su funciona-
miento y opera en estrecha vinculación 
con los gobiernos locales, principales 
responsables de la ejecución de los pro-
gramas de acompañamiento (Larrañaga, 
Contreras y Cabezas, 2014; MDS, 2015a; 
Mideplan, 2009; Robles, 2013b).

Las evaluaciones del programa Familias 
entre los años 2013 y 2015 son principal-
mente informes de seguimiento y moni-
toreo emanados por el Ministerio de De-
sarrollo Social, asociados al cumplimiento 
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Figura 1: Esquema temporal de programas de acompañamiento psicosocial 

Fuente: elaboración propia. 

Por otra parte, el análisis de la trayectoria 
de los programas de acompañamiento 
psicosocial permite establecer diferencias 
y similitudes entre dos perfiles, progra-

mas Puente y Familias (ver Tabla 3), que 
se implementan en contextos históricos 
políticos diferentes, pero representan la 
continuidad de una misma iniciativa.

de indicadores de desempeño como co-
bertura y egresos de familias, cobro de 
transferencias monetarias y rendiciones 
de cuentas. En los indicadores mencio-
nados, el programa es evaluado como 
destacado (MDS, 2013; MDS, 2014; MDS, 
2015b). No existen evaluaciones cuanti-
tativas ni cualitativas. Los estudios a este 
nivel son generados por las instituciones 
gubernamentales a nivel de documenta-
ción gris, para el rediseño del programa, 
pero inaccesibles al dominio público. 

La Dirección de Presupuestos (Dipres), 
dependiente del Ministerio de Hacienda, 
destaca sólo una evaluación de programa 

nuevo realizada a la asignación social. Los 
resultados señalan el desconocimiento 
de los usuarios respecto a la nueva pres-
tación y se rescata el rol del apoyo familiar 
como fuente de información clave (Di-
pres, 2011). 

A modo de síntesis se presenta la Figura 
1, que expone la temporalidad de los pro-
gramas de acompañamiento psicosocial 
y sus principales hitos durante los catorce 
años de ejecución que comprende esta 
investigación. 

2002      2003      2004      2005      2006      2007      2008      2009      2010      2011      2012      2013      2014      2015

Extensión a 
todo el territo-

rio nacional 

Sistema Chile Solidario

Subsistema Seguridades 
y Oportunidades

Programa Fami-
lias (ex Ingreso 
Ético Familiar)

Programa Puente entre la familia y sus derechos

Promulgación
Ley Nº 20.379 
Crea sistema 

intersectorial de 
protección social

Promulgación
Ley Nº 20.595 

Crea subsistema 
Seguridad y 

Oportunidades
Inicia 

programa 
Familias

Finaliza
programa

Puente

Piloto
programa

Puente

Promulgación
Ley Nº 19.949 

Institucionaliza 
sistema Chile 

Solidario
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Tabla 3. Síntesis de resultados de la investigación

Fuente: elaboración propia.

2013 – a la fecha
Ley N° 20.595
Sebastián Piñera Echeñique

Alianza por Chile

137.155 familias
Enfoque de capacidades, activos, 
vulnerabilidades y estructura de opor-
tunidades (Aveo) y sistémico familiar

Informes de seguimiento y monitoreo
(sin evaluaciones de impacto, cualitati-
vas ni de Dipres)

2002 – 2014
Ley N° 19.949
Ricardo Lagos Escobar
Concertación de Partidos 
por la Democracia

546.096 familias

Capital social, redes sociales e
intervención en crisis

Evaluaciones de impacto y cualita-
tivas (sin evaluaciones de la Dipres)

Puente Familias
Programas

Implementación
Marco Legal
Gobierno

Coalición

Cobertura

Sustento teórico

Evaluaciones

Conclusiones

La configuración histórico-política de los 
programas de acompañamiento psicoso-
cial permiten concluir que su evolución 
técnica se encuentra alineada con los 
cambios surgidos en términos políticos 
durante el periodo. Como resultado de las 
modificaciones en la forma de entender y 
medir la pobreza en el país, se vislumbra 
una perspectiva política que transita des-
de un enfoque tradicional hacia uno mul-
tidimensional, trayendo consigo la intro-
ducción de nuevos grupos susceptibles de 
la acción pública. 

El discurso político que sustenta las in-
tervenciones en pobreza ha avanzado 
considerablemente en la incorporación 
de dimensiones que configuran al fenó-
meno como multicausal. Este avance con-
ceptual establece una relación directa con 
el comportamiento que la reducción de la 
pobreza ha tenido en el país durante los 
años de aplicación de los programas. 

La trayectoria técnica de los programas de 
acompañamiento psicosocial posee una 
tradición multidimensional en su concep-
tualización e intervención de la pobreza, 
que probablemente deriva de la génesis 
de su diseño, que rescata el conocimiento 
y la práctica de instituciones de gobierno 
(Fosis, Municipalidad de Quillota y Muni-
cipalidad de La Florida) y ONG´s (Funda-
ción Rodelillo y Hogar de Cristo) especia-
lizadas en intervenciones innovadoras de 
pobreza.

De esta manera, desde sus inicios, los pro-
gramas de acompañamiento psicosocial 
han sido orientados por marcos teóricos 
que estructuran al fenómeno como mul-
tidimensional, aportando a la interven-
ción nuevas estrategias de combate de la 
pobreza. El programa Puente incorpora 
los enfoques de capital social, redes socia-
les e intervención en crisis, mientras que 
el programa Familias añade los enfoques 

cristóbal dauvin herrera
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de capacidades, activos, vulnerabilidades 
y estructura de oportunidades (AVEO) y 
sistémico familiar.

En los programas de acompañamiento 
psicosocial la pobreza se conceptualiza 
como una configuración negativa resul-
tante de la intersección entre la estructura 
de oportunidades (nivel macro) y los ac-
tivos de las familias (nivel micro). Desde 
el cumplimiento de las condiciones míni-
mas de calidad de vida (programa Puen-
te) hasta la activación de recursos (pro-
grama Familias), estos programas han 
buscado intervenir en ambos conjuntos 
fortaleciendo o diversificando los activos 
de las familias en situación de pobreza, 
principalmente su capital humano y so-
cial. Resalta particularmente la concep-
ción negativa y perniciosa de los sistemas 
familiares empobrecidos.

Del análisis de la trayectoria de los pro-
gramas de acompañamiento psicosocial 
es posible distinguir una innovación cons-
tante en su conceptualización de pobreza 
y diseño de intervención, a partir de la 
que se pueden distinguir dos perfiles. El 
primero, el programa Puente, es una in-
tervención pionera en su materia. Su di-
seño utiliza una estrategia de superación 
con un sistema únicamente provisto por 
el Estado, donde sus principales actores 
son éste (apoyo familiar) y la familia. El 
objetivo es que las familias en situación 
de pobreza cumplan condiciones míni-
mas de calidad de vida y se inserten en la 
red estatal.

El programa Familias es más innovador 
que el primero y la ampliación de las 
prestaciones sociales que establece este 
modelo permite encontrar estrategias 
de prevención, mitigación y superación. 

Éstas son preponderantemente provistas 
por el Estado, pero de manera paulatina 
se han introducido sistemas de merca-
do. Los principales actores presentes en 
la intervención siguen siendo el Estado 
(apoyo familiar y/o laboral), la familia y 
más recientemente las instituciones de 
mercado. El objetivo del programa es la 
activación de recursos y el aumento de 
la capacidad generadora de ingresos por 
medio de la vinculación con la estructura 
de oportunidades (compuesta por la red 
estatal y el mercado).

En este segundo perfil destaca la interven-
ción en materia laboral que se desarrolla 
con personas pertenecientes a familias en 
situación de pobreza, interviniendo en la 
principal causa de vulnerabilidad social. 
En este sentido, fomentar el acceso al 
empleo se vuelve una medida de política 
pública que posibilita la integración social 
y contribuye a la reducción de la pobreza. 
Por último, en ambos perfiles destaca la 
ausencia de la comunidad como actor 
clave en la intervención del Estado en 
materias de pobreza. La superación de 
condiciones de pobreza se visualiza a ni-
vel individual y/o familiar. Lo anterior se 
encuentra en línea con evaluaciones rea-
lizadas al programa Puente que señalan 
que la intervención carece de mecanis-
mos para la generación y acumulación de 
capital social comunitario.
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Resumen

El presente artículo presenta una investigación desarrollada el año 2016 
en el marco del trabajo de tesis de Magister en Gobierno, Políticas Públi-
cas y Territorio de la Universidad Alberto Hurtado, que tuvo como obje-
tivo principal conocer los efectos subjetivos y objetivos que han experi-
mentado los habitantes de Alto Hospicio, región de Tarapacá, a razón 
de las transformaciones del territorio producto de la implementación de 
las políticas urbano-habitacionales entre los años 2001 al 2015. 

Palabras clave: políticas urbano-habitacionales, segregación residen-
cial, exclusión social, planificación, Alto Hospicio.

1 El presente artículo está basado en la investigación “De toma a ciudad intermedia Implementación de po-
líticas urbano-habitacionales en Alto Hospicio, efecto sobre el territorio y sus habitantes”, Tesis para optar al 
grado de Magíster en Gobierno, políticas públicas y territorio, Facultad de Ciencias Políticas de la Universidad 
Alberto Hurtado. Profesora guía: Natalia Hernández, Santiago, 2016. 
2  Arquitecto titulada de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.
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Introducción

Los asentamientos urbanos precarios han 
formado parte de la configuración de las 
ciudades latinoamericanas. Su magnitud, 
sus efectos sobre las personas y el territo-
rio, cobran especial importancia a la hora 
de abordar el tema de la calidad de vida y 
del bienestar en general. 

Fenómenos como la explosión demográ-
fica, la especulación del suelo, la falta de 
planificación, las limitadas capacidades 
de los gobiernos locales, entre otras, han 
entorpecido el funcionamiento de las ciu-
dades como satisfactor de necesidades 
humanas. Esto ha generado asentamien-
tos desiguales, segregados, y alejados de 
los centros productivos y con una débil 
estructura de oportunidades que posi-
biliten a sus habitantes el despliegue de 
sus capacidades para la superación de 
condiciones de vulnerabilidad y pobreza 
(Giraldo, 2004). 

El propósito principal de la investigación 
fue conocer mediante los relatos de los 
sujetos de los sectores de Santa Rosa, El 
Boro y La Pampa, cómo se han visto afec-
tadas  sus categorías del bienestar por las 
transformaciones del territorio producto 
de las políticas urbano-habitacionales 
implementadas en Alto Hospicio desde 
los años 2001 al 2015. 

Entre los objetivos específicos se planteó 
conocer la percepción de los habitantes 
históricos respecto al desarrollo urbano 
y las condiciones de vida de su comuna. 
Además determinar si las políticas en ma-
teria urbano-habitacional han aportado a 

las categorías del bienestar de las perso-
nas, junto con conocer las transformacio-
nes territoriales y los factores sociodemo-
gráficos incidentes en la construcción del 
Alto Hospicio actual.

Dentro de los principales hallazgos se 
pueden mencionar la importancia que 
cobran las relaciones sociales en la satis-
facción con el entorno habitado, la valora-
ción positiva que realizan los hospicianos 
respecto al desarrollo urbano y las obser-
vaciones respecto a la falta de un proceso 
de planificación a largo plazo. 

La conceptualización de calidad de vida 
es fundamental para la orientación hacia 
un modelo de ciudad compartido, en el 
discurso común se identifican cinco fac-
tores cruciales: educación, trabajo, salud, 
vivienda y pertinencia, siendo esta última 
de vital importancia para fortalecer el te-
jido social de la comuna. 

Se identifican a su vez elementos inciden-
tes en la segregación social y residencial 
que afectan las categorías de bienestar. 
Se analizan además las representaciones 
que realizan los habitantes respecto de su 
entorno y los recursos con los que cuen-
tan que les proveen de bienestar, así tam-
bién como los obstaculizadores.

En las reflexiones finales y recomenda-
ciones se exponen conceptos como el 
tránsito de una ciudad segregada a una 
con mayor integración y los modos de 
acceso a la ciudad, los cuales no pueden 
establecer diferencias entre sus ciudada-
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nos. Se analiza además la importancia de 
la definición de un modelo de ciudad que 
responda al anhelo de sus habitantes, el 
fortalecimiento del intersector, y por últi-
mo la relevancia que cobra especialmente 
hoy, la representación social y la influen-
cia de los ciudadanos en las decisiones 
públicas.

1. Metodología

La presente investigación se basa en el 
enfoque cualitativo y es de carácter des-
criptivo. La apuesta por este tipo de meto-
dología se basa en el interés por explorar 
el espacio urbano desde una perspectiva 
sociocéntrica, la cual analiza las percep-
ciones de los habitantes, así como los im-
pactos subjetivos que se producen tenien-
do como soporte la ciudad, red vincular o 
entorno. El  espacio urbano no puede ser 
entendido sin el análisis de las relaciones 
y significados que construyen en torno 
a él sus habitantes, para entender estas 
relaciones una buena opción es hacerlo 
a través de las percepciones, prácticas y 
significados que configuran discursos, 
opiniones y motivaciones.

La estrategia metodológica se basa en el 
estudio de caso de tipo ideográfico, que 
implica la descripción amplia y profunda 
del caso en sí mismo. La técnica de reco-
lección de datos fue la entrevista semi-es-
tructurada, se utilizaron dos cartografías 
de elaboración propia, en base a datos te-
rritoriales y sociales que grafican distintas 
variables del territorio (entorno construi-
do, proyección de expansión habitacional, 
zonas con mayor y menor vulnerabilidad 
social, etc.). Una vez expuesta y explicada 
la cartografía, se procedió con la segunda 
parte de la entrevista, la cual apuntaba a 
la valoración respecto a las políticas ur-
bano habitacionales implementadas y 
el impacto sobre su calidad de vida, para 
esto se indagó en los tres niveles y en las 
dos dimensiones que propone Haramoto 
(2002)3, utilizando la cartografía como 
elemento de apoyo.

2. Resultados y hallazgos

2.1. Los habitantes de Alto Hospicio

Las personas que conforman la comuna 
de Alto Hospicio actual se pueden carac-
terizar en cuatro categorías, según sus 
motivaciones o motivos de asentamiento.

3 E. Haramoto desarrolló una  Matriz  de  Satisfacción  Residencial  que  cuyo objetivo es caracterizar  un  
conjunto  habitacional  desde  una  perspectiva sistémica, y ordenar sus diversos componentes mediante 
los conceptos de lugar, escala y grado de objetividad y subjetividad en los instrumentos para su estudio y 
reconocimiento.
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Figura 1. Perfiles de asentamiento de habitantes de Alto Hospicio

Fuente: Elaboración propia.

Los primeros pobladores fueron los parce-
leros agrícolas descendientes de la etnia 
Aymara, que por tradición se dedicaban a 
cultivar extensas chacras que proveían de 
alimento a la ciudad de Iquique. El modo 
de vida de estos habitantes era más bien 
rural, en un área donde aún no existían 
asentamientos urbanos. 

Los segundos habitantes corresponden 
a los expulsados de Iquique, dentro de 
estos encontramos dos tipos de expulsa-
dos: los erradicados de las tomas y los que 
llegan forzados por los altos costos de las 
viviendas en Iquique. 

Los terceros pobladores son los migrantes 
urbanos. Por un lado están los migrantes 
extra regionales y más adelante encontra-
mos a los migrantes internacionales. Los 
migrantes extra regionales son aquellos 
que llegan a Alto Hospicio desde otras 
regiones buscando oportunidades la-

borales, y si bien las mayores fuentes de 
trabajo se localizaban en Iquique (sector 
pesquero, la zona franca y minería), la po-
sibilidad de asentarse en dicha comuna 
era muy difícil, no sólo por los altos costos 
sino también por el déficit habitacional 
que presentaba  esa ciudad. 

2.2. Configuración socio-territorial 
de Alto Hospicio

Para poder conocer las impresiones res-
pecto a la configuración socio-territorial 
que ha tenido Alto Hospicio se construye 
una tabla que expone las valoraciones 
que realizan las personas sobre los cam-
bios significativos, contrastando el Alto 
Hospicio antiguo con el actual en las cua-
tro categorías existenciales propuestas 
por Max-Neef (1986). 
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Figura 2. Valoración del habitante de Alto Hospicio actual v/s el antiguo

Elaboración propia a partir de las categorías existenciales propuestas por Max-Neef (1986). 

En todos los casos los entrevistados mani-
festaron que el principal motivo de arribo 
a Alto Hospicio respondía a una necesi-
dad de subsistencia. En la mayoría de los 
casos, Alto Hospicio representaba una 
alternativa viable para hacer frente a las 
complejas circunstancias habitacionales 

de Iquique, y posteriormente se converti-
ría en la única alternativa para acercarse 
al sueño de la casa propia, esta migración 
forzada de las familias con menos recur-
sos a la periferia de la capital regional se 
ha mantenido hasta la actualidad. 

“Yo llegué porque no encontré arriendo abajo, a mí no me gustaba Hospicio, no me 
gustaba (…)” 
(Vecina La Pampa, 50 a70 años).

2.2.1. Relaciones sociales y 
satisfacción con el entorno 
habitado

Es interesante notar que dentro del relato 
no se aprecia una representación negativa 
que asocie la experiencia de vivir en una 
toma con la exclusión social y la discrimi-
nación. Marginalmente, algunos entrevis-

tados relatan experiencias relacionadas 
con la segregación urbana y con carencias 
económicas, pero en ningún caso ellas 
adquieren un cariz negativo, sino por el 
contrario, es un motivo de orgullo el ha-
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ber conseguido mediante el esfuerzo 
personal la propiedad de una vivienda 
y el haber participado activamente en la 
construcción de su entorno. 

La organización fue la herramienta social 
más eficaz para hacer frente al escenario 

Existe una correlación entre los poblado-
res que relatan haber tenido buenas rela-
ciones sociales con sus vecinos y  el nivel 

adverso que enfrentaban los pobladores 
de las tomas, pues permitió la provisión 
de agua, luz y en algunos casos incluso 
alimentos, para determinadas  familias. 
Esta estrategia otorgó  cierta seguridad 
ante un panorama lleno de incertidum-
bre.

“Un siete , un 10. Eran excelentes, súper unidos, éramos todos uno. En ese entonces 
no teníamos agua, así que íbamos juntos a buscar a la parroquia o a veces mis papás 
me traían de Iquique, íbamos a las parcelas. Pero no, la convivencia con los vecinos en 
ese entonces era un siete , éramos como familia (…)” 
 (Vecina La Pampa, 30 a 50 años). 

de satisfacción que manifiestan respecto 
a su lugar de residencia. 

Figura 3. Relaciones sociales del habitante satisfecho v/s el habitante insatisfecho

Fuente: Elaboración propia.
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Las relaciones sociales están estrecha-
mente vinculadas con el grado de satis-
facción del entorno habitado. Haber sido 
parte activa de la construcción de su en-
torno otorga  un sentido de pertenencia, 
existe en el discurso una visión más posi-
tiva respecto al desarrollo de la comuna 
y un mayor grado de satisfacción con el 
lugar de residencia. Perciben además que 

Por otro lado, los vecinos que no gozaron 
de buenas relaciones sociales en su en-
torno, ni contaban con redes de apoyo, 
de cierta manera dieron desarrollaron un 
proceso de individualización4 en el que 
centraron su atención exclusivamente en 
su núcleo familiar. De esa manera, se ge-
nera un repliegue hacia la micro escala y 
una desvinculación de su entorno tanto 
en la meso como en la macro escala, es-

su trayectoria depende en cierto grado 
de las circunstancias externas, pero  dan 
mayor importancia a las decisiones pro-
pias que tomaron para transformar su 
realidad, lo que genera un alto grado de 
realización personal y estrecha el vínculo 
con el territorio, lo que facilita  el proceso 
de construcción de identidad en un asen-
tamiento nuevo. 

perando encontrar una mejor alternativa 
en el mercado privado donde al pagar 
dividendo, lo quepuede establecer cierto 
filtro entre sus vecinos, esperando encon-
trar en el mercado un espacio de integra-
ción social selectiva, que le proporcione 
mayor seguridad respecto a su entorno, y 
por ende, mayor satisfacción en la catego-
ría existencial del estar. 

4 Tal como señala Lechner (1999), este proceso de individualización genera individualizaciones negativas, re-
trayendo las relaciones sociales hacia lo privado propiciando la desintegración del tejido social, y la pérdida 
de relevancia de las políticas públicas y el Estado, proceso que obliga al retorno hacia lo local, lo privado y lo 
familiar. 

“Yo hablo. Yo ahora cuando voy a mi casa (Santiago), yo digo que yo vivo en Hospicio 
y me dicen:
- Pero si Hospicio es tan feo.
- No, les digo yo, Hospicio era feo, pero llegué yo y lo puse lindo (risas)” 
(Vecina La Pampa, 50-70 años). 

“Yo por lo menos cuando vivía en La Negra…ohhh que terrible, viví en La Pampa y un 
poquito mejor, pero no dejaba de ser terrible y cuando hicieron las casas en el tiempo 
del presidente Lagos, me vine altiro, dije, si hay que pagar arriendo no importa, pero 
me voy de este lugar, porque muy mal vivir la gente” 
(Ex Vecino de Santa Rosa, 50 a70 años). 
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Dentro del grupo que mantuvo buenas 
relaciones, se menciona que tanto la pro-
blemática gatillada por la falta de vivien-
da como las precarias condiciones del en-
torno, fueron factores aglutinantes para 
la construcción de las buenas relaciones, 
el compartir una causa común facilitaba 
la organización y la empatía dentro del 

grupo. Sin embargo, pareciera ser que 
una vez alcanzado el objetivo principal las 
relaciones tendieron a disolverse, dando 
paso a la primacía de intereses individua-
les por sobre los colectivos, ello  ha tenido 
incidencia directa en la baja participación 
ciudadana actual, según los entrevista-
dos.

“Lo que pasa es que antes, a ver… no me explico, si antes estábamos todos en las 
reuniones, actividad que se hacía estábamos todos, pero es como no sé, consiguieron 
su propósito de su vivienda, su trabajo y ahora ya no es lo mismo” 
(Vecina La Pampa, 30 a 50 años). 

2.2.2. Proceso de 
desarrollo urbano

Uno de los cambios más evidentes y más 
comentados es el acelerado proceso de 
desarrollo urbano que ha tenido la comu-
na pasó de un paisaje agrícola a uno urba-
no en menos de 30 años. En este punto las 
opiniones se dividen, hay quienes piensan 
que Alto Hospicio ha alcanzado un nivel 
de desarrollo admirable y otros opinan 
que no es más que una mejora superficial, 
pues los problemas de fondo persisten in-
cluso con más fuerza que antes. Muchos 
manifiestan que Alto Hospicio está ad 
portas de convertirse en una ciudad y se 
sienten orgullosos que así sea, sin embar-
go la opinión común es que debe seguir 
creciendo, pero con mayor planificación 
e instrumentos adecuados, entendiendo 
que para la construcción de un hábitat 
residencial no basta solamente con cons-
truir viviendas. 

Existen dos hitos importantes en la trans-
formación de Alto Hospicio que genera-
ron un cambio significativo en el entorno. 
El primero fue el proyecto de Autocons-
trucción de Alto Hospicio o Loteo de Auto-
gestión de Alto Molle, impulsado en 1997 
por el Municipio de Iquique, que generó 
alrededor de 900 viviendas. El segundo 
fue el Plan Integral  de Desarrollo de Alto 
Hospicio, que generó alrededor de 3.000 
lotes, focalizados en La Pampa y Santa 
Rosa (ex La Negra). Estos dos programas 
fueron el primer acercamiento del apa-
rato estatal con sus habitantes, y en de-
finitiva, el Plan Integral5es el primer gesto 
formal del Estado por reconocer la escala 
urbana de Alto Hospicio. 

El proceso de urbanización de la comuna 
presenta dos momentos bastante opues-
tos. El primero se configura de manera casi 

5 El plan integral tenía como objetivo central “paliar la situación de extrema pobreza derivada de la segrega-
ción espacial y marginalidad social sumando a la mejora habitacional el desarrollo de las capacidades perso-
nales y organización social de los pobladores” (Memoria Plan Integral Alto Hospicio, 2003). 

maría ignacia escudero muñoz
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“Claro la carretera hoy día... Si yo lo miro desde otro lado, la carretera está hecha 
para quienes no quieren pasar por Hospicio. Sí  es verdad hay semáforos, la caletera 
está mejor, ya no es de una pista, ahora hay tres, sí se mejoró el estándar, pero se 
mejoró para que pasen más rápido”
(Experto 2).  

orgánica, reconociendo y regularizando 
los asentamientos existentes; mientras 
que el segundo momento se relaciona 
con la macro escala, con una planificación 
a nivel urbana que resulta ser casi progra-
mática, se piensa la ciudad desde la circu-

Si lo analizamos desde el punto de vis-
ta del urbanismo, podemos decir que 
el urbanismo moderno abre espacios  y 
encadena situaciones para un encuentro 
colectivo. El urbanismo posmoderno, en 
tanto, toma una lógica casi computacio-
nal, donde se inhiben las relaciones in-
terpersonales, la ciudad se concibe  con 
otros conceptos, y es tal vez el explosivo 
crecimiento de la ciudad el que no per-
mite para dar una respuesta adecuada a 
las necesidades de la comuna o bien se 
relaciona  con el modelo de desarrollo in-
tencionado. 

Alto Hospicio es una suerte de ciudad 
dual que transita entre la escala huma-
na y la escala urbana, pero adolece de la 
meso escala que es donde se gesta prima-
riamente el tejido social, donde se abre la 
posibilidad del encuentro con el vecino. 
Si bien existen intenciones e iniciativas 
proyectadas y en ejecución, Alto Hospicio 
aún no tiene una transición intermedia 
que pueda relacionar estas dos escalas.

Los expertos coinciden en el abandono 
del espacio público por parte de la políti-
ca pública implementada, pues debido a 
las precarias condiciones que enfrentaba 

lación y su relación con los flujos vehicu-
lares, no desde el espacio público, ni del 
encuentro de las personas, sino que por 
las conexiones entre grandes distancias. 
El mejor ejemplo es la carretera, donde se 
plasma esta idea funcionalista.

la comuna en sus albores, todos los pla-
nes, programas y proyectos fueron ma-
yormente dirigidos a subsanar temas de 
habitabilidad. Si bien es entendible que la 
prioridad se haya enfocado en la vivienda, 
la experiencia de otras ciudades ha de-
mostrado que esto puede generar efectos 
nocivos, tanto en la ciudad como en la ca-
lidad de vida de sus habitantes. 

2.3. Conceptualización y las repre-
sentaciones de calidad de vida 

Existen múltiples nociones sobre cómo 
entender y significar el concepto. En pri-
mera instancia los ámbitos identificados 
como incidentes en la calidad de vida 
fueron cinco: educación, trabajo, vivien-
da-hábitat, salud y familia. Dentro de este 
apartado se identifican dos posturas, el 
sorprendido-satisfecho y el insatisfecho. 
Este último  habla de los problemas que 
deben enfrentar a diario, de  las carencias, 
los riesgos y las amenazas, mientras que 
el satisfecho habla de  las capacidades, 
potencialidades y prácticas de protección. 
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Entre los pobladores y expertos se en-
cuentra un amplio consenso en las defi-
niciones y conceptualizaciones de calidad 
de vida, independiente de su postura 
(satisfecho/insatisfecho), aspiran a la sa-

2.4. Factores identificados como 
incidentes en la segregación social 
y residencial que afectan sus 
categorías de bienestar

Existe un reconocimiento de las adver-
sidades que comparten los hospicianos, 
quienes identifican factores de segrega-
ción o exclusión en situaciones cotidia-
nas. Para ellos haber logrado su objetivo 

tisfacción de las mismas necesidades6 e 
identifican los siguientes factores como 
fundamentales e incidentes en su calidad 
de vida:

Figura 4. Conceptualización de calidad de vida

Fuente: Elaboración propia.

6 Necesidades que según Max-Neef et al. (1986), son finitas y clasificables, mientras que los satisfactores de 
estas necesidades son variables, múltiples y están enmarcados según la época y la cultura.

central, la obtención de la vivienda pro-
pia, o estar en el proceso, justifica muchas 
veces enfrentar estas situaciones desfavo-
rables. 
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Figura 5. Factores incidentes en la segregación social y residencial

Fuente: elaboración propia

2.4.1. Discriminación

Todos los entrevistados coinciden que 
la imagen de Alto Hospicio ha sido muy 
estigmatizada por los medios de comu-
nicación, lo que genera una sensación de 
inferioridad ante otras comunas.  Mencio-

Ellos atribuyen esto a dos hechos crucia-
les, el primero se relaciona con el caso 
del psicópata, que por la magnitud de 
los sucesos quedó en la retina de todos. 
En algunos discursos existe una tensión 
con respecto a ese hecho, por un lado se 
repudia  en si mismo y se lamenta que la 
comuna se haya dado a conocer por ello, 
ya que implicó una carga indeseada a sus 
habitantes, pero por otro lado, se conside-
ra que sin ese suceso tal vez la espera de 

nan que  la imagen que muestran al resto 
del país no es la  que atestiguan día a día 
y que esto no contribuye a alcanzar la que 
tienen de su propia comuna. 

“Los medios de comunicación siguen echándole basura a Alto Hospicio, la gente como 
que se convence que son poca cosa (…)” 
 (Ex vecino de Santa Rosa, 50 a 70 años).

ser visibilizados por el aparataje público, 
hubiese sido mucho más larga. 

El segundo hecho tiene que ver con la 
imagen que se construyó en torno a las to-
mas, es más, en algún momento se nom-
bró a Alto Hospicio como “la toma más 
grande de Chile”, asimilando hasta el día 
de hoy su nombre a conceptos como de-
lincuencia e inseguridad, dotando de un 
significado muy distinto  al que le otorgan 
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sus propios habitantes, quienes lo asocian 
más a conceptos como esfuerzo y sacrifi-
cio.

Según los vecinos, el estigma construido 
sobre su comuna ha afectado de forma 
muy negativa su bienestar. Afirman que 
la imagen colectiva construida en torno 
a los sectores que habitan dista mucho 
de la realidad que viven cotidianamente, 
lo que trae consecuencias que impactan 
directamente en su calidad de vida, como 
por ejemplo, el hecho que no llegue loco-
moción colectiva a ciertos sectores en las 
noches o que ciertas empresas no quieran 
instalarse ahí.

2.4.2. Viviendas sociales, 
cantidad v/s calidad

Hasta hace poco tiempo el tema de los 
estándares de calidad en la vivienda 
social no eran prioritarios, lo que trajo 
serias consecuencias a los sectores más 
vulnerables de la población, existiendo 
dos dimensiones seriamente afectadas, 
el hacinamiento y la localización. Una 
de las subdimensiones de calidad más 
afectadas ha sido el emplazamiento de 
la vivienda, ya que la tendencia observa-
da ha sido la ocupación y construcción 
de viviendas sociales en la periferia de las 
ciudades, siendo Alto Hospicio un claro 
ejemplo de esto. 

Sin lugar a dudas la privatización de la 
política de vivienda en Chile es un asunto 
preocupante que, tal como hemos obser-
vado, mantiene el patrón de asentamien-
to impulsado por la dictadura, expulsan-
do a los pobres urbanos a la periferia y 
conformando grandes paños de viviendas 
sociales a razón del costo del suelo. 

2.4.3. Viviendas de bajo costo, 
precio de los suelos y el impacto 
en la tributación

La localización y concentración de las 
viviendas sociales en la comuna, donde 
el suelo urbano es de menor precio, si 
se compara con el de Iquique, ha traído 
como consecuencia procesos de fragmen-
tación y segregación de la pobreza, que se 
traducen en un mayor distanciamiento y 
desigualdades en el acceso a la estructu-
ra de oportunidades entre las comunas 
vecinas. 

Las viviendas sociales de bajo precio están 
exentas del pago de contribuciones, lo 
que genera un dilema para las comunas 
de bajos recursos.  Por un lado existe un 
gran déficit habitacional que palear, pero 
esto significa un costo más alto para la co-
muna, ya que los municipios deben man-
tener las calles, los espacios públicos, etc. 
Esto se suma a las significativas diferen-
cias de ingresos entre municipios, si bien 
existe el Fondo Común Municipal, este no 
llega a suplir las necesidades de las co-
munas más pobres. El financiamiento de 
la comuna proviene en gran medida del 
aporte anual de la Ley de Presupuestos y 
del cobro de algunos derechos municipa-
les e impuestos. Rajevic (2014) lo plantea 
como una contradicción muy compleja 
de resolver, ya que cada municipio debe 
generar sus propios ingresos a partir de 
las riquezas disponibles en sus respecti-
vas comunas, y al mismo tiempo, deben 
promocionar el desarrollo de la comuna 
con tales recursos. 

maría ignacia escudero muñoz
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2.4.4. Las políticas públicas 
segregadoras

Sin duda alguna, podemos afirmar que 
las políticas públicas con incidencia (di-
recta o indirecta) en el territorio son un 
factor relevante en la mitigación o profun-
dización de la segregación. En el caso de 
Alto Hospicio y desde la perspectiva tanto 
de los expertos como de los pobladores, 
se reconoce un gran esfuerzo desde la 

gestión pública, pero ambos coinciden en 
que las políticas urbano habitacionales 
implementadas en la comuna no han he-
cho sino aumentar estas brechas, siendo 
este uno de los mayores problemas iden-
tificados. 

“Yo creo que la política pública ahí fue limitada, la acción e intervención de poder 
transformar. Porque si uno ve o uno plantea la hipótesis o recoge el concepto que la 
política pública busca disminuir brechas entre unos y otros, la posibilidad de generar 
menos distancias… aquí no, no ocurrió” 
(Experto 2). 

Pareciera  que las posibilidades de plani-
ficación y desarrollo urbano quedaron su-
peditadas a la política de vivienda y su ur-
gencia por palear el déficit habitacional, 
lo que sumado a un débil instrumento 
de planificación, dejaron en un segundo 
plano el ordenamiento integral de la ciu-
dad. Esto representa un gran riesgo para 
la comuna, ya que se han dejado de lado 
dimensiones fundamentales que permi-
tan a sus habitantes alcanzar una mejor 
calidad de vida.

Un conflicto actual es precisamente la fal-
ta de un plan regulador7 para la comuna. 
Hoy el único instrumento vigente es un 
plan seccional de la comuna, siendo el 
plan regulador de Iquique el instrumen-
to que establece las normas sobre usos 
de suelos, edificación, urbanización y en 
general, sobre el proceso de desarrollo ur-
bano de Alto Hospicio.  

7 La situación del instrumento presenta contradicciones en su definición y tensiones entre las instituciones 
involucradas, pues según la normativa urbana vigente, el instrumento existente está definido como un sec-
cional del Plan Regulador de Iquique (el cual data de 1989). Sin embargo el Municipio de la comuna afirma 
que el instrumento corresponde al Plan Regulador Comunal vigente y que se está trabajando en el desarrollo 
de antecedentes para solicitar financiamiento y gestionar su actualización.
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2.4.5. Modelo de ciudad difusa

En el caso de la planificación de las ciu-
dades en Chile, un modelo que se ha imi-
tado con frecuencia es el propuesto por 
los países de tradición anglosajona  Por 
la configuración y desarrollo urbano que 
ha tenido Alto Hospicio se puede afir-
mar que el estilo adoptado ha sido el de 
la “ciudad difusa”, la que se conforma en 
base a un conjunto de áreas mono fun-
cionales, especializadas y separadas entre 
sí, áreas de comercio, industria, vivienda, 
etc. “Es de carácter fragmentaria, posee 
escasa conectividad, es segregadora y 
excluyente por naturaleza” (Mawromatis, 
2013), lo que trae como consecuencia una 
planificación urbana más orientada al 
automóvil que al peatón, dificultando la 
emergencia o conservación de modos de 
habitar centrados en el habitante. Esto su-
mado a la facilidad de adquirir un vehícu-
lo por ser zona franca, ha hecho cada vez 
menos sostenible la movilidad, saturando 
la vialidad existente de autos particulares, 
lo que aumenta la demanda por nueva in-
fraestructura vial e incentiva una expan-
sión bajo el mismo modelo.

2.4.6. Generación de núcleos 
de exclusividad

La falta de espacio de crecimiento urba-
no en Iquique ha generado que en los 
últimos años, grupos emergentes hayan 
migrado a Alto Hospicio en busca de la 
oportunidad de adquirir un bien inmue-
ble con el mismo estándar, pero a menor 
costo. Este fenómeno ha desencadenado 
la aparición de diversas inmobiliarias que 
han comenzado a modificar el paisaje ur-
bano aplicando la misma lógica homoge-
neizadora presente en las grandes urbes, 
construyendo torres de edificios o condo-
minios cerrados que ofrecen exclusividad 
a estos grupos. 

Este nuevo panorama presenta una ten-
sión dentro de la comuna y sus habitan-
tes.  Por un lado, es una oportunidad para 
romper con el paisaje homogéneo, que 
genera mayor diversidad social atrayendo 
nuevas dinámicas que pueden facilitar la 
integración y el fortalecimiento de redes, 
y representa además una nueva forma 
de ingreso para el gobierno local produc-
to de las tributaciones. Por otro lado, se 
constituye como un arma de doble filo, ya 
que estos nuevos barrios cerrados o gated 
cities8 son una amenaza a la construcción 
de una ciudad integrada. Este fenómeno 
genera enclaves desvinculados de la ciu-
dad, tanto física como socialmente, lo que 
intensifica los grados de segregación ya 
existentes, aumentando la percepción de 
desigualdad entre los habitantes. 

8 Tal como sostiene Roitman (2003) las gated cities o barrios cerrados son áreas residenciales cerradas que por 
lo general cuentan con vigilancia e impiden el libre acceso a los no residentes y se caracterizan por fagocitar 
el espacio público llevándolo a su interior. Su origen se asocia a diversas causas, siendo la violencia ya la inse-
guridad las más importantes en la actualidad. 
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2.4.7. Inmigrantes extra regionales 
v/s inmigrante internacionales

Un aspecto mencionado reiterativamente 
es la conformación social de Alto Hospi-
cio, al ser un asentamiento nuevo, es que 
no cuenta  con gente oriunda del lugar, 
siendo los más cercanos los habitantes 
de Iquique. Algunas personas atribuyen 
parte de los conflictos sociales persisten-
tes a las marcadas diferencias culturales 
que existen en la comuna producto de 
su confirmación como asentamiento de 
inmigrantes, además atribuyen a este 
fenómeno la dificultad de la creación de 
una identidad netamente hospiciana que 
fortalezca los lazos comunitarios y pro-
mueva el cuidado del entorno.

Reciente en esta conformación social, es 
el fenómeno de los nuevos inmigrantes 
internacionales que han visto en Chile y 
en la región de Tarapacá una posibilidad 
alcanzable para mejorar sus condiciones 
de vida. 

Podemos destacar que la percepción del 
habitante de Alto Hospicio respecto a los 
antiguos v/s los nuevos inmigrantes es 
distinta. Sostienen que los antiguos inmi-
grantes han sido quienes han construido 
Alto Hospicio, enfrentados a condiciones 
de igualdad ante los ciudadanos de la re-
gión. Mientras que la percepción respecto 
a los nuevos inmigrantes tiene un cariz 
más bien negativo, ya que les atribuyen  
problemas tales como el aumento del flu-
jo de drogas, violencia, prostitución, pero 
por  sobre todo, deficientes prestaciones 
de servicios sociales, graficados sobretodo 
en el acceso a subsidios habitacionales, lo 
que genera por un lado un refuerzo en  la 

construcción de una imagen negativa del 
nuevo inmigrante y por otro, la sensación 
de abandono frente a un Estado que privi-
legia a un otro antes que a ellos.

2.5. Representaciones del entorno 
habitado y sus recursos  sobre  
bienestar y satisfacción

Es importante recordar que a pesar de las 
diversas situaciones en las que se desen-
vuelva el ser humano, incluso en las situa-
ciones más marginales, siempre es posi-
ble identificar capacidades y recursos que 
pueden movilizar activos  para proveer 
bienestar y satisfacción. 

2.5.1. La transición de toma a 
ciudad intermedia

El hecho que hoy Alto Hospicio sea consi-
derada casi una ciudad intermedia, por la 
cantidad de habitantes que posee, es un 
factor percibido como positivo, ya no se 
sienten como el “patio trasero” de Iquique. 
Si bien se hace hincapié en la necesidad de 
fortalecer los procesos de planificación, el 
hecho de contar con un área de expansión 
considerable los posiciona de forma aven-
tajada frente a Iquique, para muchos hos-
picianos el hecho que su comuna siga cre-
ciendo es algo positivo, ya que representa 
la posibilidad de consolidación de áreas 
que aún no están del todo consolidadas, 
como la  comercial, así como el sistema de 
transporte, que al verse presionado por el 



95

crecimiento de demanda puede  llegar a 
lugares donde hoy es escaso.  A los ojos de 
los habitantes el desarrollo urbano soste-
nido es un indicador de progreso, ahora 
cabe preguntarse cómo conceptualizan y 
entienden el progreso los hospicianos.

2.5.2. Cohesión social 
y sentido de pertenencia

Tanto la cohesión social como el sentido 
de pertenencia son un eje central para el 
fortalecimiento del tejido social.  Dentro 

Se constata un arraigado sentido de per-
tenencia en el nivel comunitario, donde 
existe una fuerte cohesión social que per-
mite una vinculación efectiva con el espa-
cio habitado. Mientras que a nivel societa-
rio pareciera haber una desestructuración 
que marca distancia entre unos y otros.  

2.6. Intervención del Estado 
en Alto Hospicio

2.6.1. Significación del rol del 
Estado en la conformación 
de Alto Hospicio

Producto del acelerado crecimiento urba-
no las necesidades de los pobladores de 
Alto Hospicio sobrepasaron la capacidad 
de respuesta del Estado,  forzándolos a to-
mar la iniciativa de desarrollar su propio 

de las valoraciones y percepciones de los 
entrevistados se destaca un fuerte senti-
do de pertenencia con su comuna, lo que 
otorga un alto grado de satisfacción. A 
pesar que están conscientes de que falta 
mucho camino por recorrer, se sienten 
parte de un territorio y la mayoría se re-
conoce como protagonista de los avances 
alcanzados en éste. 

“Sí, yo en todos lados hablo de mi comuna y cuando salimos para afuera saco mi 
bandera que me regalaron en el municipio, ando con mi bandera de Alto Hospicio y 
me saco fotos con la bandera (risas), no, me gusta, me gusta Alto Hospicio, cómo ha 
avanzado de lo que como llegamos a cómo es ahora.” 
(Vecina de La Pampa, 30-50 años).

entorno y así satisfacer parte de sus nece-
sidades. Este fenómeno estrechó los lazos 
los habitantes y su territorio, pues existe 
una apropiación funcional y una valora-
ción simbólica construida en el tiempo a 
partir del esfuerzo propio. El paisaje urba-
no de Alto Hospicio ha sido espontánea-
mente desarrollado por su gente y en una 
etapa posterior el Estado ha intervenido 
en este, regularizando, normando y cons-
truyendo sobre lo existente.

La percepción respecto al rol del Estado 
en la conformación de Alto Hospicio es 
ambivalente,  se reconocen los esfuerzos 
realizados a través del plan integral, del 
proceso de urbanización y de la construc-
ción de edificación pública antes inexis-
tente en el territorio, pero a la vez perci-
ben un distanciamiento o más bien una 
ausencia del Estado, la que se identifica 
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“ (…) si haces un análisis de todo lo que se ha invertido en Alto Hospicio, que ha sido 
muchísima plata, debe ser de las ciudades de 100.000 habitantes que más se ha 
invertido en Chile tú  ves que realmente se ve como diluido” 
(Experto 3). 

en el discurso mediante la insatisfacción 
de las expectativas de sus pobladores. Se 
valora de forma positiva únicamente al 
gobierno local, el que  diferencian enfáti-
camente del gobierno regional como del 
central, identificándolo como el primer 
actor al que pueden acudir dentro de la 
estructura de oportunidades. 

Desde el discurso de los expertos se ma-
nifiesta la necesidad de fortalecer las 
atribuciones del Estado para así poder 
dar respuestas más efectivas, así como 
también comprender la importancia de 
que las políticas sociales no sean políticas 
de gobierno, sino políticas de Estado que 
permitan tener una visión y ejecución a 
largo plazo.

Sin duda el proceso en torno a la imple-
mentación de las políticas públicas en 
Alto Hospicio ha significado una alta 
complejidad político-técnica, pero se re-

2.6.2. Pertinencia de las 
políticas públicas implementadas 
en Alto Hospicio

Existen posturas opuestas entre los ha-
bitantes y los expertos en relación a las 
políticas y los proyectos implementados. 
Entre los pobladores entrevistados las 
opiniones se dividen, algunos sostienen  
que han sido pertinentes con las nece-
sidades de la población, mientras otros 
manifiestan que tanto desde el gobierno 
local como del gobierno central las prio-
ridades no han sido bien identificadas. 
Desde la mirada de los expertos se  indica 
que las grandes inversiones realizadas en 
la comuna no se vinculan entre las aspi-
raciones a las que responden y sus conse-
cuencias efectivas. El 90% de la inversión 
urbano-habitacional en la comuna es 
pública (Minvu , 2016), y es por esta razón 
que resulta tan interesante analizar el im-
pacto que ha tenido esa inversión sobre 
los habitantes en la configuración de un 
territorio nuevo. 

conoce que la coherencia, la coordinación 
de políticas y programas públicos, ha sido 
débil.
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2.7. Principales obstaculizadores 
de la política pública implementada

2.7.1. Procesos e instrumentos 
de planificación

Dentro de los obstaculizadores identifica-
dos como importantes en el desarrollo de 
la comuna, el primero se relaciona con los 
procesos y los instrumentos de planifica-
ción, en especial con su poca pertinencia 
y su baja capacidad de respuesta ante la 
realidad de la comuna. Si bien es un he-
cho extrapolable a casi cualquier ciudad 
de Chile, se hace particularmente eviden-
te en Alto Hospicio.

Respecto a la planificación, se sostiene 
que desde las instituciones se actúa más 
bien de forma normativa y regularizado-
ra de lo existente, sin  anticipar  posibles 
problemas o mejoras en  la situación ac-
tual, lo que desemboca en un tipo de po-
blamiento espontáneo constante y en un 
accionar ante contingencias normalizado 
desde la institucionalidad. 

Respecto a los instrumentos de planifi-
cación, mencionan que la realidad local 
acusa la inexistencia de un instrumen-
to que regule el desarrollo urbano de la 
comuna. El cuestionamiento respecto al  
modelo de planificación actual apunta 
básicamente a la funcionalidad, pertinen-
cia y vigencia de este, pero abre una nue-
va interrogante, que es la posibilidad de 
contar en el futuro con un instrumento no 
solamente normativo, sino también con 
uno que permita la administración efecti-
va del territorio y además abra la posibili-
dad de proyectar la ciudad que se quiere.

2.7.2. Participación ciudadana

La participación ciudadana es quizás 
uno de los vacíos que más atenta contra 
la planificación comunal, si bien esta ha 
sido normada a través de la Ley 20.500, 
ha quedado relegada a instancias pun-
tuales, y por lo general, carentes de carác-
ter vinculante, generando una percepción 
de mayor lejanía con la institucionalidad. 
Se menciona  al apoderamiento de las 
instancias de participación ciudadana por 
parte de los dirigentes sociales, por lo que 
se atribuyen  muchas de las decisiones  a 
intereses particulares y a una falta de inte-
rés por parte del Estado por convocar a un 
sector más amplio de la población,  lo cual 
genera  una sensación de impotencia ante 
la poca capacidad de influir en las decisio-
nes relacionadas a su entorno.

Desde la perspectiva de los expertos se re-
conoce la falta de instancias vinculantes 
con los ciudadanos, pero en contraposi-
ción, se hace mención a que hoy ellos se 
enfrentan a muchas exigencias  que no 
cuentan con propuestas, las cuales espe-
ran sean resueltas por un Estado paterna-
lista. 

2.7.3. Focalización: de la ficha CAS 
al Registro Social de Hogares

Uno de los aspectos mencionados como 
obstaculizador fue el sistema de focali-
zación de la política pública, que por un 
lado identifican como subjetiva, y por 
otro, genera una sensación de frustración, 
impotencia e inseguridad, pues se sienten 
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9 Un aspecto importante de mencionar es que a pesar de todos los cambios realizados en las fichas socioe-
conómicas, el nombre y propósito de las ficha CAS , son los  siguen prevaleciendo entre los entrevistados.

obligados a realizar un “perverso ejercicio 
de demostración de la miseria para recibir 
algún apoyo” (Umbrales Sociales para Chi-
le., p. 8,. 2013). 

Los entrevistados atribuyen parte de los 
problemas a los que se han visto enfren-
tados  en relación al acceso de la vivien-
da, al puntaje asignado en su ficha CAS9. 
Consideran que a pesar de reunir todas 
las condiciones para ser beneficiarios de 
un subsidio habitacional, muchas veces 
se ven discriminados por la subjetividad 
de las personas que aplican dichos instru-
mentos.  

2.7.4. Partidismo como 
impedimento para la articulación 
y crisis de confianza 

Se reconoce la imperante necesidad de 
generar un trabajo articulado entre los 
municipios de Iquique y Alto Hospicio, ya 
que ambos comparten necesidades y po-
tencialidades complementarias. Sin em-
bargo,  las marcadas y opuestas tenden-
cias políticas de ambos ediles, dificultan 
el trabajo conjunto entre las dos comu-
nas. Se tribuye   una ausencia de articula-
ción a la primacía de intereses partidistas 
por sobre el bien común, situación que 
genera un impacto negativo en la pobla-
ción. Pese a que los entrevistados mani-
fiestan  confianza y adhesión a la gestión 
del alcalde, esta situación representa un 

distanciamiento de la ciudadanía con la 
clase política, pues se le atribuye al par-
tidismo político la responsabilidad de no 
velar por los verdaderos intereses de la 
población. 

3. Reflexiones finales y 
recomendaciones

En general las investigaciones referidas a 
los efectos de las políticas públicas en Chi-
le se han centrado principalmente en las 
grandes áreas metropolitanas,  las ciuda-
des intermedias han sido estudiados en 
menor medida. Es por esto que se espera 
que la investigación realizada contribu-
ya a dilucidar algunas recomendaciones 
para enfrentar de mejor manera el sos-
tenido proceso de expansión urbana que 
seguirá encarando la comuna.

En referencia al objetivo principal de esta 
investigación, se afirma que si bien se re-
conocen los esfuerzos y recursos inyecta-
dos en la comuna por el Estado, tal como 
han sido formuladas e implementadas las 
políticas y programas en Alto Hospicio, 
han acabado por mantener y agudizar la 
situación que se observa a través de la his-
toria de las grandes urbes, coin  informa-
lidad urbana, segregación socio espacial 
y degradación medioambiental, en lugar 
de promocionar el desarrollo sustentable 
y la integración socioespacial. 
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En muchos casos se han sacrificado algu-
nos bienes colectivos como la movilidad, 
el espacios público y algunos factores 
ambientales, pues la urgencia ha estado 
por mucho tiempo puesta en la reducción 
del déficit habitacional. Se hacentrado la   
atención en la regularización de la ciudad 
informal, demostrando poca capacidad 
de proyección y gestión ante el escena-
rio extremadamente dinámico que se 
enfrenta, olvidando la visión integral del 
territorio, lo que ha afectado en muchos 
casos de forma negativa a las categorías 
del bienestar de su población. A  esto se 
suma la insuficiencia de recursos econó-
micos, una baja capacidad de coordina-
ción intersectorial, y que el incremento de 
las demandas ciudadanas y de servicios 
desbordó la capacidad del gobierno lo-
cal y regional. Sin embargo, hoy los ciu-
dadanos de Alto Hospicio comienzan a 
demandar cada vez más cambios en las 
formas de gestión de lo público.

3.1. Segregación social 
v/s ciudad integrada

El crecimiento de Alto Hospicio ha enfren-
tado problemas similares a los del resto 
de America Latina, pero agravados por 
aspectos como la rapidez del proceso de 
poblamiento, la escasez de suelo en Iqui-
que, la mala calidad del suelo, las políticas 
urbano habitacionales amparadas en un 
contexto neoliberal y la apuesta de accio-
nes netamente paliativas mediante accio-
nes y programas de regularización.

Hoy en día la ciudad muestra un éxodo 
de familias de estratos socioeconómicos 
emergentes.  Históricamente la comuna 
se ha conformado por sectores socioe-

conómicos homogéneos, situación que 
sumada a la dependencia de las dinámi-
cas de valorización del mercado de suelo 
de la política habitacional, ha generado 
enormes extensiones de viviendas socia-
les, que si bien han contribuido a dismi-
nuir el déficit habitacional, a su vez han 
intensificado el proceso de segregación 
socio espacial. Ello ha  sucitado nuevos 
problemas como el abandono del espacio 
público, y por ende, el debilitamiento del 
tejido social, factores que se han converti-
do en una amenaza para avanzar hacia un 
desarrollo integrado. 

Sin duda la segregación profundiza el fe-
nómeno de la pobreza, ya que acentúa 
las dificultades para acceder a mejores 
oportunidades y  para mejorar la calidad 
de vida de las personas. 

Es fundamental revisar y evaluar la im-
plementación de políticas públicas pre-
ventivas y de planificación a largo plazo, 
que puedan anticipar y orientar los efec-
tos del sostenido crecimiento que se pro-
yecta en la comuna. Hoy más que nunca 
urge abordar el desarrollo urbano de Alto 
Hospicio con un enfoque integrador, que 
permita hacerse cargo de las legítimas de-
mandas de sus habitantes y hacer frente 
a uno de los principales desafíos, dar res-
puestas efectivas al agitado dinamismo 
urbano de  la comuna. 

Para promocionar políticas y programas 
sostenibles es necesario crear consensos 
políticos. Se requiere además abrir paso a 
una renovada gestión pública coordinada 
con el intersector, que sea de rápida reac-
ción, flexible ante el escenario particular 
de la comuna e integrada  tanto urbana, 
social, política y jurídicamente. 
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Un punto importante de abordar sería fo-
mentar la entrega de subsidios para pro-
yectos habitacionales que cumplan con 
estándares adecuados y con criterios de 
integración social, evitando los núcleos 
cerrados y los homogéneos. 

El asunto de la tenencia también resulta 
relevante para fomentar mayores grados 
de integración. Uno de los factores pri-
mordiales para mejorar las categorías del 
bienestar es el acceso adecuado a una vi-
vienda digna. En vista del gran déficit ha-
bitacional de la comuna, es posible pen-
sar en la ejecución de proyectos o compra 
de inmuebles donde el Estado sea el 
dueño, pero pueda entregar en arriendo 
o comodato las viviendas, sin implicar el 
traspaso de la propiedad.  

3.2. Concepción de pobreza y 
acceso a la ciudad

El tema de la pobreza urbana toma en 
Alto Hospicio multiples expresiones, en-
tre las cuales encontramos el debilitado 
acceso a la ciudad, y como consecuencia 
de esto, un progresivo aislamiento de los 
grupos más vulnerables. Si bien hasta hoy 
el escaso acceso a la ciudad ha tendido a 
ser más bien uniforme, se comienza a vi-
sualizar el inicio de la polarización espa-
cial de las clases sociales, materializado 
en la aparición de condominios cerrados 
o de edificios que ofrecen exclusividad y 
en un incipiente proceso de gentrificación 
del casco urbano. Estos fenómenos,  apar-
te de modificar el territorio, generan entre 
sus habitantes la sensación de acceder a 
dos ciudades distintas, aumentando la 
percepción de inequidad.

Considerando que a la fecha Alto Hospi-
cio aún cuenta con una extensa area de 
expansión urbana, podemos afirmar que 
esta situación aún está a tiempo de reen-
focar su rumbo, mediante políticas que 
eviten la total liberalización a las lógicas 
inmobiliarias y a la especulación de mer-
cado.  De no ser así, se incrementan las 
posibilidades de fragmentación del espa-
cio urbano, tan observado y estudiado en 
las grandes urbes.  

Para cumplir con el acceso adecuado y 
equitativo a la ciudad es imprescindible 
revisar el sistema normativo actual para 
el tratamiento del suelo, pues este de-
biese cumplir una función social velando 
por el bien común de sus habitantes. No 
todas las acciones deben concentrarse en 
leyes y regulaciones. El l escenario actual 
nos muestra una comunidad altamente 
individualizada, tal como señala Lechner 
(1999) este proceso genera individualiza-
ciones negativas, un retraimiento hacia lo 
privado, la desintegración del tejido so-
cial, y por ende, la pérdida de relevancia 
de las políticas públicas y del Estado, por 
lo que el trabajo de regeneración barrial 
se debe considerar como piedra angular 
para la regeneración y la integración socio 
espacial de la comuna.

La ciudad puede transformarse en satis-
factor de multiples necesidades o bien 
en un elemento prohibitivo. Por esto se 
recomienda centrar la atención en la me-
soescala a través de la construcción y me-
joramiento de los espacios públicos, así 
como en el fortalecimiento de programas 
que apunten a la utilización de estos es-
pacios, pues es aquí donde se encuentra 
el punto de convergencia entre los ciuda-
danos. Un buen espacio público es un es-
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pacio democrático e igualitario,  el mejor 
ejemplo de la acción de políticas urbanas 
redistributivas.

3.3. Modelo de ciudad que muchas 
veces no responde al anhelo 
de sus habitantes

Para orientar la nueva generación de po-
líticas urbanas en el territorio antes que 
todo es necesario consensuar el tipo de 
ciudad que se quiere,  y así determinar el 
modelo de desarrollo urbano que se per-
seguirá. El actual modelo de desarrollo 
observado en Alto Hospicio se relaciona 
con el de ciudad difusa, el  cual según 
Mawromatis (2013) posee un carácter 
fragmentario, segregador  y excluyente 
por naturaleza, realidad que dista bas-
tante del discurso de la institucionalidad, 
pero sobretodo, del anhelo expresado por 
sus habitantes.

En el contexto actual la llegada de las in-
mobiliarias es un arma de doble filo, pero 
con las regulaciones adecuadas y la pro-
moción de políticas integradoras, puede 
llegar a convertirse en una oportunidad 
de desarrollo. Para esto es imprescindible 
limitar la acción de la especulación inmo-
biliaria para evitar la inflación de los pre-
cios del suelo, ya que dicha acción impide 
el desarrollo de proyectos  en  los sectores 
de mayor vulnerabilidad, lo que en Alto 
Hospicio sería un agravante para la com-
pleja situación actual. 

Hoy la política urbano habitacional en 
Alto Hospicio enfrenta la necesidad ur-
gente de limitar la dispersión. En defini-
tiva lo que se requiere es ordenar efecti-
vamente el territorio, para esto pareciera 

ser necesario un replanteamiento integral 
del sistema urbano de Alto Hospicio am-
parado bajo una gestión conjunta y efi-
ciente de los servicios públicos que pue-
dan aunar esfuerzos entre las políticas 
sectoriales y municipales. 

3.4. El  trabajo del intersector

La planificación urbana no puede quedar 
relegada exclusivamente al Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo. El rol del urbanis-
mo tiene relación con el ordenamiento de 
usos y funciones de los distintos espacios, 
en el territorio la coordinación con los 
otros hacedores de política pública tam-
bién es imprescindible, pues incide  deci-
sivamente en los procesos de segregación 
o integración socio espacial.

La política habitacional no puede estar 
únicamente focalizada en entregar vi-
viendas, sino que debe  promover la cons-
trucción de un hábitat más digno y para 
esto es fundamental la coordinación con 
otros programas sectoriales. Sin embar-
go uno de los problemas observados que 
dificultan la coordinación intersectorial 
de inversiones, es el sistema administra-
tivo altamente centralizado que dilata la 
obtención de los recursos en la comuna,  
aumentando los tiempos de respuesta 
a las necesidades locales, generando un 
descalce entre la necesidad y  su solución, 
que en muchos casos se ve sobrepasado 
por el gran dinamismo de la comuna. 
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3.5. Representación social, 
influencia de los ciudadanos 
en las desiciones públicas

La promulgación de la Ley 20.500, Sobre 
Asociaciones y Participación Ciudadana 
en la Gestión Pública, es un gran avance 
en la materia. Sin embargo es necesario 
fortalecer aún más estas instancias, ya 
que hasta hoy éstas han tenido un carác-
ter más consultivo que resolutivo, dificul-
tando la ingerencia efectiva del ciudada-
no común sobre las decisiones y acuerdos 
relativos a su territorio. Fomentar este tipo 
de participación supone una democrati-
zación y desconcentración del poder y de 
los mecanismos para acceder a él.

Para generar ciudades integradas es 
fundamental centrar la atención en sus 
habitantes y en las relaciones y vínculos 
que construyen. Un territorio integrado 
requiere de ciudadanos que se relacionen 
entre sí, es por esto que es tan importan-
te generar mayores grados de equidad en 
los territorios, pues la pobreza no es so-
lamente una situación  socioeconómica, 
sino también es una privación de ciuda-
danía. Esto se vincula  con la falta de par-
ticipación en el desarrollo, ya sea como 
receptor o como ente activo, y por ende, 
con la ausencia de titularidad de derechos 
sociales.  Es indispensable entonces pro-
mover el capital social con el que cuenta 
la comuna, otorgando herramientas y 
fortaleciendo sus competencias para par-
ticipar en el diseño, ejecución y evalua-
ción de las políticas implementadas. Esto 
representa una gran oportunidad para 
robustecer la cohesión social e iniciar un 
proceso de recuperación de confianza  en 
el sector público. 

Otro de los puntos centrales debería ser el 
fortalecimiento de los gobiernos locales, 
mediante herramientas de gestión urba-
na, y a través de procesos de planificación 
participativa del territorio, pues para otor-
gar buenos resultados, las políticas a im-
plementar deben garantizar legitimidad 
en la toma de decisiones. 

No todo son malas noticias, pues según 
la experiencia aquilatada en otros países, 
la segregación no es un fenómeno inevi-
table. Si existen voluntades políticas que 
promuevan la combinación de tanto de 
políticas sociales, como urbano-habita-
cionales y económicas integradoras, que  
fomenten la participación ciudadana, es 
posible transitar hacia un escenario de 
mayor equidad e integración. 



 josé manuel farías pereira
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Resumen

El presente estudio analiza los problemas de implementación de la política 
habitacional rural2 cuando no es comprendida, y las dificultades que ello ge-
nera en la implementación y en los resultados obtenidos. Específicamente el 
objetivo es identificar los obstáculos del proceso de obtención de la vivienda 
definitiva en el sector del Valle de Azapa, comuna de Arica, por parte de los 
solicitantes de viviendas.

Se utilizaron dos lógicas de análisis. En primer lugar, la revisión de informa-
ción secundaria encontrada en el DL 1939, que regula las transferencias de 
terrenos gratuitos por parte de la Seremi de Bienes Nacionales y el Decreto 
N°10, ejecutado por el Serviu, que dictamina el Reglamento del Programa 
de Habitabilidad Rural. Ambas permitieron conocer cómo ha sido el acceso 
a la política de la región de Arica y Parinacota. En segundo lugar, figuran las 
entrevistas semiestructuradas a actores locales vinculados con el funciona-
miento de la política habitacional rural, pertenecientes a comités de vivienda, 
funcionarios a cargo de implementar la política y profesionales del programa 
Servicio País. Esto permitió detectar problemas y áreas de mejoramiento, para 
facilitar el acceso y optimizar la implementación. 

Los resultados apuntan a las diversas dificultades que enfrentan las personas 
para acceder a una vivienda en el sector rural. Los obstáculos identificados en 
la política son: la poca coordinación entre las instituciones públicas pertinen-
tes, la falta de claridad en los objetivos de la política por parte de los funcio-
narios, la sensación de bajo involucramiento de las personas en las decisiones 
de las autoridades, y la continua delegación de responsabilidades hacia las 
personas, que carecen de la información adecuada para cumplirlas.

Palabras Claves: Política habitacional rural, Implementación de la política, 
Enfoque de abajo hacia arriba, Comités de vivienda.

1 Ing. en Recursos Naturales Renovables. Magister en Gobierno, Políticas Públicas y Territorio. Artículo basado 
en la tesis “Acceso a la vivienda rural en la región de Arica y Parinacota: Principales dificultades en la imple-
mentación de los programas sociales habitacionales”, para optar al grado de Magíster en Gobierno, Políticas 
Públicas y Territorio. Aprobada en el año 2017. Universidad Alberto Hurtado. Profesora Guía Cecilia Osorio 
Gonnet. Santiago, 2017.
2 Para fines de este estudio, llamaremos política pública o política habitacional rural, al conjunto de políticas 
sectoriales por parte de Serviu o Bienes Nacionales que permiten a las personas acceder a una vivienda en 
sectores rurales.
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Introducción

Actualmente, son muchas las familias 
que no han podido acceder a una vivien-
da debido a la poca claridad que se tiene 
sobre políticas habitacionales rurales. Los 
pobladores rurales en situación de pobre-
za no conocen ni están lo suficientemen-
te informados sobre estas ofertas (Tapia, 
2006). Por otra parte, sus municipios no 
cuentan con los recursos financieros, hu-
manos ni técnicos, para organizar la de-
manda latente y gestionar programas del 
sector (Tapia, 2006).

Por lo anterior, éstos últimos otorgan 
como primera solución el traslado de los 
pobladores de sectores rurales a urbanos. 
Proceso en que las actividades sociales y 
expresiones culturales que se dan en el 
medio rural tienden a desaparecer como 
consecuencia de la modernidad de la po-
lítica (CLACSO, 2008). Con esto, el sector 
urbano presenta mayores oportunidades 
de acceso a la vivienda dado que, el en-
foque de los decidores ha estado en este 
sector, desplazando el derecho de los 
pobladores rurales a querer vivir en este 
espacio. La vivienda se torna un elemento 
fundamental de lucha, donde el acceso a 
ésta se vuelve una demanda social y re-
presenta un derecho humano establecido 
en más de cien constituciones nacionales 
en todo el mundo (Navarro Moll, 2012).

Esto, sumado a otros factores, ha creado 
asentamientos de pobladores sin tierra 
en localidades rurales, que carecen de 
un adecuado ordenamiento territorial ni 
planificación. Lo que da cuenta de la des-
conexión de las políticas habitacionales 

diseñadas hasta ahora, que se muestran 
sobrepasados en temáticas como la acce-
sibilidad a agua potable, la extracción de 
basura, los sistemas de transporte, entre 
otros. “Desde este punto de vista, las zonas 
rurales se están configurando a un ritmo su-
perior que la gestión local y esto amerita ac-
ciones urgentes” (Tapia, 2006, pág. s.n). 

El estudio pone énfasis en la diferencia-
ción de enfoques utilizados en la imple-
mentación del DL 1939, Normas sobre ad-
quisición, administración y disposición de 
bienes del Estado, y Decreto N°10 que re-
gula el Programa de Habitabilidad Rural. 
Estas dos normativas aportaron informa-
ción necesaria para identificar problemá-
ticas que debieron enfrentar las personas 
al momento de solicitar terrenos y vivien-
das en sectores rurales. 

Problematización

Al revisar los enfoques de implementa-
ción de la política pública, se observa que 
mayoritariamente presentan una mirada 
centralista, es decir, lineamientos técnicos 
dados por el nivel central que determinan 
objetivos, metas, e, incluso, honorarios. 
Los niveles centrales exigen la ejecución 
de ciertas actividades, las cuales no res-
ponden ni a las necesidades locales, ni 
respetan los procesos internos de cada 
organización (Dastres Abarca, 2011).
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Con lo anterior, se da cuenta que uno de 
los factores a potenciar es el rol activo que 
debe cumplir la ciudadanía al momento 
de desarrollar e implementar políticas 
públicas. De lo cual no se excluye a la 
región de Arica y Parinacota, en donde 
gracias al ímpetu de los pobladores, se ha 
creado un espacio en la generación de vi-
viendas sociales. Sin embargo, aún existe 
una enorme desigualdad en temas par-
ticipativos (Fundación Superación de la 
Pobreza, 2016). 

Mario Waissbluth (2010) describe algu-
nas patologías de la gestión pública en 
la implementación de las políticas pú-
blicas, en donde indica que los múltiples 
diseños de leyes, presupuestos, inversio-
nes, programas, etc., no van acompaña-
dos de consideraciones mínimas para la 
factibilidad de su implementación. Esto 
conlleva atrasos, despilfarros, molestias 
ciudadanas e, incluso, grandes daños 
políticos en los gobiernos de turno. Las 
causas, no necesariamente tienen que ver 
con la irresponsabilidad de los ejecutores, 
que en muchos casos son personas muy 
preparadas, sino con los sistemas donde 
están inmersos y con sus múltiples vicios 
estructurales.

Por lo anterior, el estudio buscó conocer 
¿cuáles son los principales obstáculos ad-
ministrativos en la implementación del 
programa habitacional de obtención de la 
vivienda definitiva para pobladores de un 
sector rural de la comuna de Arica? Para 
esto, se identificaron las falencias más re-
levantes en cuanto al diseño centralizado 
e implementación local del modelo de 

gestión del DL 1.939 y Decreto N°10 que 
reglamenta el programa de Habitabilidad 
Rural en la región de Arica y Parinacota. 
Además, se describieron las principales 
experiencias de los actores locales en 
cuanto a la ejecución local del modelo de 
gestión del DL 1.939 y Decreto N°10 en la 
región de Arica y Parinacota.

Se revisó el DL 1.939, que regula las trans-
ferencias de terrenos gratuitos, como el 
primer paso para la obtención de los te-
rrenos por parte de la Seremi de Bienes 
Nacionales y el Decreto N°10, como el 
requisito a seguir para la construcción de 
las viviendas. 

Cabe destacar que, de acuerdo a la in-
formación recabada, la región de Arica 
y Parinacota es una de las pocas, si no la 
única región del país, en implementar el 
DL 1939 para la entrega de terrenos con fi-
nes habitacionales, ya que el decreto res-
ponde principalmente a la asignación de 
terrenos para fines productivos. 

Se da cuenta de la elección particular de 
este estudio, que reconoce una realidad 
local que puede ser implementada a ni-
vel nacional3. Además de su aporte a la 
institucionalidad local y a los comités de 
vivienda. Esto incluye a profesionales que 
implementan la política que se conectan 
entre si y, lo que en el caso de los comités, 
aporta a la organización, ya que la identi-
ficación de obstáculos les permitirá tomar 
mejores decisiones a la hora de acudir a 
las instituciones. 

3 Esta información fue entregada por funcionarios de la Seremi de Bienes Nacionales (en adelante SBN) en-
trevistados para esta ocasión.

karen andrea valenzuela castillo
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Antecedentes del caso de estudio

Para llevar a cabo este estudio, se selec-
cionó el caso de los comités de vivienda 
del Valle de Azapa, localidad rural de la 
comuna de Arica, en donde el hábitat re-
sidencial es una gran demanda de los po-
bladores del sector. Se pueden visibilizar 
las condiciones de hacinamiento en que 
viven personas del valle, o vivenciar la rea-
lidad de los migrantes, quienes vienen a 
trabajar al sector agrícola del valle, siendo 
una potente masa laboral y dinamizadora 
de la cultura (Fundación Superación de la 
Pobreza, 2016). 

El problema habitacional en el valle surge 
con notoriedad en el año 2014, con el naci-
miento de los primeros comités de vivien-
da (tres comités en aquel año), formados 
por personas principalmente provenien-
tes del Valle de Azapa, que presentó una 
gran cantidad de familias sin terrenos4 
donde habitar debido a la inexistencia de 
loteos destinados a viviendas. 

En el año 2014 dichos comités acudieron a 
la Seremi de Bienes Nacionales5 con el fin 
de obtener terrenos para construir sus vi-

viendas. Se les otorgó permisos de ocupa-
ción para habitar el Valle de Azapa, deno-
minados actas de radicación6, amparados 
bajo el DL 1939. Sin embargo, la institu-
ción solo entregó los terrenos (de 200 y 
300 m2 aprox. cada uno, dependiendo 
del comité). Por tanto, no contaban con 
servicios básicos como electricidad y agua 
potable7. Esto dejó a las personas en una 
situación compleja, puesto que deben vi-
vir en este lugar hasta obtener los títulos 
de dominio para ser dueños del terreno. 

En el caso de la ejecución del Decreto 
Nº10 en la región de Arica y Parinacota 
aún no ha comenzado la puesta en mar-
cha, por tanto, ningún comité ha recibido 
ese beneficio hasta ahora. Sin embargo, 
dada la importancia del subsidio de habi-
tabilidad rural como el medio más viable 
para la construcción de la vivienda, en 
este estudio se evaluará el diseño de éste, 
considerando que se encuentra en perio-
do de difusión y, por tanto, las organiza-
ciones conocen los principales requisitos. 

4 De acuerdo a datos recogidos por la Fundación Superación Pobreza (2016) la cantidad de familias son 235 
sólo en el Valle de Azapa.
5 En adelante SBN.
6 El Ministerio de Bienes Nacionales lo define como “permiso de ocupación de un inmueble fiscal por un periodo de 
tiempo determinado y sujeto a ciertas obligaciones de conservación, mantención y/o explotación del mismo. La persona bene-
ficiada por un acta de radicación puede, en forma posterior, ingresar una solicitud de transferencia del predio a título gratui-
to, la cual será evaluada a conformidad a la disponibilidad de inmueble y a los antecedentes socioeconómicos del solicitante” 
(Ministerio de Bienes Nacionales, 2016, pág. s.n)
7 Cabe destacar que la Seremi de Bienes Nacionales, dada sus funciones, solo está facultada para entregar 
terrenos, no siendo la responsable de entregar los servicios básicos mencionados.
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Discusión Teórica

Enfoques sobre implementación 
de políticas públicas

Las primeras indagaciones indican que 
hasta inicios de los 70` la investigación 
estuvo centrada en las etapas previas a la 
implementación de las políticas. Una de 
estas corrientes sostenía que para lograr 
un buen resultado, era necesario mejorar 
la calidad informativa de la decisión. Tras 
estos supuestos existían dos líneas: una, 
que suponía una administración pública 
profesional y subordinada al poder polí-
tico; y otra, que señalaba la existencia de 
una sociedad pasiva sin capacidad para 
obstaculizar la implementación. 

Sin embargo, a partir de los 70 comien-
za a presentarse un mayor interés en lo 
post-decisional, debido a percepciones 
sobre los fracasos de las políticas, que en 
muchos casos ocurrían en la etapa de im-
plementación (Jaime, Dufour, Alessandro, 
y Amaya, 2013).

A continuación se presentan algunos de 
los enfoques propuestos en la implemen-
tación de las políticas públicas: 

Implementación “Top-Down” 
o Arriba hacia abajo

Algunos de los primeros teóricos que pro-
movieron este enfoque fueron Wildavsky 
y Pressman (1973), quienes indican que 
la política pública es una cadena causal 
entre las condiciones iniciales y las conse-

cuencias futuras, dejando clara la distin-
ción entre diseño de la política y el acto de 
implementarla (Delgado Godoy, 2009). 
Sostienen que los problemas de imple-
mentación se generan a raíz de la exce-
siva complejidad de la acción conjunta 
necesaria para la implementación de una 
política, ya que, dado que intervienen 
múltiples actores, es necesario generar un 
consenso con cada participante (Jaime, 
Dufour, Alessandro, y Amaya, 2013). 

Además, se pone énfasis en mecanismos 
de dirección y control, en la comunica-
ción, en la coordinación y en el poder de 
los decidores para obtener la conformi-
dad de los subordinados a través de su-
pervisión e incentivos. Este punto de vista 
establece una línea jerárquica desde car-
gos superiores hasta inferiores (Delgado 
Godoy, 2009).

Es pertinente considerar que este es un 
escenario ideal donde no siempre se 
cumplen estos supuestos, y en el cual mu-
chas veces sólo los decidores tienen los 
objetivos claros. De acuerdo con visiones 
críticas como la de Fuenmayor (2014), este 
modelo privilegia la línea de la autoridad, 
apegada a las reglas y con tareas defini-
das. La implementación se lleva a cabo en 
contextos ideales, donde no puede haber 
problemas de recursos ni de información, 
concibiendo el proceso de diseño separa-
do al de implementación. 

karen andrea valenzuela castillo
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Implementación “Bottom-Up” 
o de abajo hacia arriba

Teóricos como Berman (1978), Elmore 
(1978), Lipsky (1980) y Williams (1980), 
sostuvieron que los problemas radican 
en el último punto de la implementación, 
es decir, en el personal de ventanilla que 
entrega información a la persona intere-
sada. Para solucionar este problema hay 
que diseñar un proceso de implementa-
ción de abajo hacia arriba, es decir, pensar 
en las características que debe tener ese 
personal con el fin de otorgar un servicio 
de calidad. Con estos autores se rompió la 
idea de la política burócrata y jerárquica 
de la administración pública, puesto que 
determinan la necesidad de otorgar auto-
nomía para brindar un servicio de calidad 
(Aguilar, 1996, citado en Jaime, Dufour, 
Alessandro y Amaya, 2013). 

Este enfoque se desplaza hacia el punto 
de prestación del servicio, donde toman 
protagonismo los burócratas de ventanilla8. 
Las decisiones tomadas por cargos altos 
no pueden comprender todas las situa-
ciones que se dan en la práctica, por tan-
to, los implementadores se ven obligados 
a modificar el contenido de las decisiones 
iniciales, en donde el contexto local cons-
tituye una variable para determinar el éxi-
to de la política (Delgado Godoy, 2009). 

Este burócrata de ventanilla juega un rol 
crucial durante la implementación. Mi-
chael Lipsky (1980) propone que los buró-
cratas son quienes conforman la primera 

línea de entrada de la política, dado que 
son quienes la aplican e infieren, produ-
ciendo diferencias entre la política teórica 
y la práctica. Estos burócratas deben ayu-
dar a las personas a tomar decisiones, sin 
embargo, la estructura de sus puestos de 
trabajo lo hace imposible. En su lugar, se 
ven obligados a adoptar prácticas como 
el racionamiento de recursos, la detección 
de solicitudes que favorecen a la institu-
ción, y la rutinización de la prestación del 
servicio por las implicancias del “trabajo 
en masa”.

A partir de lo anterior, algunos autores 
como Jaime, Dufour, Alessandro & Amaya 
(2013), han establecido una serie de fac-
tores o condiciones que necesarias para 
que la implementación de una política 
sea exitosa:
• Razonabilidad: Se refiere a la 
correspondencia entre las causas 
postuladas en la política y aquellas que 
ocurren en la realidad. 

• Legitimidad: Describe al apoyo que ha 
concitado la estrategia. 

• Calidad del diseño: Las políticas 
deben contar con objetivos precisos que 
orienten la implementación. 

• Disponibilidad de recursos: La 
planificación debe suponer movilización 
de poder, recursos y capacidades que 
permitan garantizar la implementación. 

8 Concepto acuñado por Michael Lipsky en el libro “Street-Level Bureaucracy Dilemmas of the Individual in 
Public Services”.
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• Liderazgo del proceso: Durante la 
implementación se debe coordinar 
y articular el comportamiento de los 
actores y las organizaciones presentes. 

• Articulación entre liderazgo del 
proceso, nivel de autoridad y ejecutores.

• Capacidades estratégicas: 
Exige capacidades para anticipar 
consecuencias y diseñar cursos de 
acción en contextos de incertidumbre, 
ambigüedad, tensiones y conflictos.

• Capacidades organizacionales: 
Destaca la comprensión del mandato 
de la política, alineamiento con 
las orientaciones estratégicas y la 
disponibilidad de recursos gerenciales, 
técnicos y operativos.

Este estudio complementa lo que varios 
profesionales proponen: un desarrollo 
progresivo integral, que incorpore la orga-
nización territorial y la acción progresiva. 
Es decir, una metodología de planifica-
ción desde dentro, una relación horizon-
tal de aprendizaje recíproco entre los téc-
nicos y los habitantes que se sustenta en 
las confianzas personales (Castillo Couve, 
2014).

La coherencia y coordinación de 
políticas públicas

A continuación, se presenta la coheren-
cia y coordinación de políticas públicas, 
ya que en el caso del estudio se analizan 
políticas sociales de diferentes órganos 
ejecutores que exigen elementos de co-
herencia con las políticas afines y una 
coordinación entre ambas instituciones.

• Coherencia de la política

Hace referencia a la coherencia de objeti-
vos buscados e impactos esperados y a la 
capacidad para que sean sinérgicos, acu-
mulables y no contradictorios. Las condi-
ciones se localizan tanto en el plano polí-
tico (gobernabilidad, actores, liderazgos, 
capacidades, etc.) como en el técnico (mo-
vilización de conocimientos, sistemas, 
procedimientos para la anticipación, etc.). 
Además, permite distinguir entre cohe-
rencia interna, entre propósitos y medios 
utilizados y la articulación entre los dis-
tintos elementos de la intervención; junto 
con la coherencia externa, en relación con 
otras políticas, así como con la normativa 
vigente (Gomáriz Moraga, 2007).

• Coordinación de la política

Surge a partir de actores que se insertan 
en diversos ámbitos de trabajo, y se pue-
de definir como el proceso de reglas de 
decisión con el que dos o más actores se 
ocupan de un entorno de trabajo com-
partido. Existen diversas formas para la 
coordinación. La posibilidad más simple 
es la coordinación a través de jerarquía, 
que supone una baja complejidad, ya que 
el control de la toma de decisiones radica 
en una autoridad que centraliza las órde-
nes. La más compleja,  está basada en la 
interacción directa entre los operadores y 
los decisores, que pueden complementar 
decisiones a tomar (BID, 2006).

Diferentes actores que actúan en un mis-
mo ámbito de políticas sociales deberían 
coordinar acciones para producir políticas 
coherentes, pero no necesariamente es 
así. Esta falta de coordinación refleja la 
naturaleza poco cooperativa de las inte-
racciones políticas.

karen andrea valenzuela castillo
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La coordinación y coherencia se hace 
esencial en los procesos, ya que las nuevas 
políticas deben ser congruentes con las 
existentes, y a su vez, los encargados de 
formular las políticas deben coordinar sus 
acciones en forma efectiva (BID, 2006).

1 Estrategia Metodológica

Para el desarrollo de este estudio se uti-
lizó la técnica cualitativa, que permitió 
reconocer las frustraciones y las visiones 
de las personas con respecto al proceso 
de implementación de la política habi-
tacional rural. Lo que aportó conocer las 
perspectivas y las valoraciones que da 
el sujeto a los diferentes obstáculos que 
rodean el proceso de obtención de la vi-
vienda, poniendo en valor las visiones del 
individuo, ya que éste es quien interviene 
en la política, y, por tanto, quien puede 
entregar una visión certera del proceso. 

1.1 Técnicas de recolección de 
información

1.1.1 Revisión de material 
secundario

Se revisó el material con información so-
bre las interacciones del Estado en la polí-
tica habitacional rural:
• Decreto Ley 1939, Normas sobre 
adquisición, administración y disposición de 
bienes del Estado9.

• Decreto Supremo N°1010, Reglamento del 
Programa de Habitabilidad Rural.

• Estudios y documentos del sector 
de estudio, como diagnósticos 
y planificaciones relativas a las 
intervenciones comunitarias llevadas 
a cabo en el sector por parte de la 
Fundación Superación de la Pobreza.

1.1.2 Trabajo de campo y muestra

Se realizó una indagación del sector Valle 
de Azapa de la comuna de Arica, donde se 
levantaron entrevistas semiestructuradas 
a los actores públicos y de la comunidad. 
A nivel institucional se encuentra la SBN y 
Servicio de Vivienda y Urbanización11, que 
se relacionan directamente con la política 
de vivienda existente; la primera, a cargo 
de la entrega de terrenos; y la segunda, 
encargada de concebir tipos de asistencia 
para construir la vivienda. 

Se entrevistaron a tres actores de la insti-
tucionalidad, dos representantes de SBN 
y uno de Serviu. Además, dos profesiona-
les del programa Servicio País contribuye-
ron directamente al proceso de obtención 
de la vivienda en el sector y fueron quie-
nes asesoraron a las personas involucra-
das. Como parte de la comunidad, se en-
trevistaron a miembros de tres comités de 
vivienda localizados en el valle. De acuer-
do a lo anterior, la muestra total fue de 11 
mujeres representantes del sector.

9 En adelante DL 1939.
10 En adelante DS 10.
11 En adelante Serviu.
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1.2 Técnicas de análisis de 
información

Para analizar la información primaria y 
secundaria se utilizó el análisis categorial 
de contenido. Esta información fue proce-
sada a través del software de análisis cua-
litativo de datos NVIVO 11.

1.2.1 Matrices de análisis de 
información primaria y secundaria

Para la construcción de las entrevistas se 
generaron matrices con el fin de opera-
cionalizar las categorías, las cuales fueron 
identificadas en el marco conceptual del 
estudio.

Las dimensiones trabajadas fueron: Po-
lítica habitacional rural y Acceso defini-
tivo a la vivienda propia. Las matrices se 
pueden apreciar en la sección anexos. La 
primera, aportó al reconocimiento de las 
falencias del sistema; y la segunda, consi-
dera la parte práctica del proceso, es decir, 
la realidad a la que se enfrentan las perso-
nas al momento de acceder a la política. 

En el caso de las fuentes secundarias las 
dimensiones se aplican a la revisión del 
DL 1939 y DS 10. Se profundiza en las 
categorías presentes en el diseño de la 
política, pero que están ligadas a la im-
plementación, constatando el enfoque 
priorizado. Se verifica la atribución de 
funcionarios y autoridades locales con el 
fin de conocer la influencia que pueden 
tener en adecuaciones de la política. La 
coordinación interna como la interinsti-
tucional es fundamental, ya que se consi-

deran factores provenientes de institucio-
nes que sirven de base para las decisiones 
tomadas por las autoridades. También se 
revisa la aplicabilidad de la política, prin-
cipalmente los objetivos planteados con 
el fin de comprobar el entendimiento por 
parte de los funcionarios. Además de los 
recursos financieros y humanos disponi-
bles para la implementación.

En el caso de la dimensión Acceso definitivo 
a la vivienda propia, se revisó los requisitos 
para tener un acercamiento a los obstacu-
lizadores visibilizados y confrontarlos con 
la realidad local. 

2 Hallazgos

2.1 Revisión de información 
secundaria

2.1.1 Revisión DL 1939 Normas 
sobre adquisición, administración y 
disposición de bienes del Estado

Sobre las funciones otorgadas por el de-
creto ley a funcionarios locales de SBN, no 
hay aspectos explícitos en el DL que indi-
quen que éstos poseen atribuciones para 
adecuar la política al contexto regional. 
No obstante, en el art. 23 de la normativa 
se afirma la delegación de facultades a au-
toridades regionales en caso que corres-
ponda. Con respecto a la implementación 
se puede observar que presenta aspectos 
del modelo bottom up, ya que incorpora el 
poder de decisión que ejerce la autoridad 
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regional para la transferencia de terrenos, 
que, al tener poder de decisión, se espera 
que tome las medidas adecuadas al con-
texto local.

La coordinación intersectorial sí está pre-
sente, a lo que se hace referencia en art. 
97 con la solicitud de informes al SAG en 
caso de transferencia de predios rústicos 
fiscales12, que tiene por finalidad conocer 
la factibilidad productiva de terrenos para 
que el grupo familiar pueda producir lo 
suficiente para el subvenir de sus nece-
sidades. A pesar de esta alusión, deben 
existir menciones a otras instituciones 
públicas dado el uso de los terrenos (fines 
habitacionales), como por ejemplo DOH, 
encargada de proveer infraestructura hi-
dráulica. En último caso, se hace necesaria 
la relación que debe existir con el Serviu, 
pues es quien debe materializar las solu-
ciones habitacionales para las familias, 
siendo fundamental esta alianza, ya que 
no se puede esperar que el trabajo de la 
SBN termine con la entrega de terrenos, 
sino que es el comienzo de un proceso 
que conlleva al acceso de la vivienda en 
zonas rurales.

Los objetivos no están explícitos en la nor-
mativa, pero se subentienden que buscan 
reglamentar el uso de inmuebles fiscales 
por un tiempo determinado por parte de 
personas naturales o jurídicas. En el caso 
de los recursos financieros como huma-
nos, tampoco existe un artículo que lo 
explicite, sin embargo, esta información 
es corroborada con la recopilación de in-
formación primaria.

En cuanto a los requisitos requeridos para 
entregar actas de radicación, el reglamen-
to indica que esos terrenos serán otorga-
dos a personas de nacionalidad chilena, 
que justifiquen una situación socioeco-
nómica que amerite dicha transferencia. 
Tampoco podrán ser radicados ni optar 
a títulos de dominio personas que sean 
dueñas de otro bien raíz13. Con lo anterior 
se da cuenta que éstos son amplios y de 
índole interpretativa, por tanto, la resolu-
ción queda abierta a la interpretación que 
pueda dar la autoridad regional, sobre 
todo en lo que respecta a la condición so-
cioeconómica de las familias, pues no se 
establece qué mecanismos se utilizarán 
para acreditar dicha condición. 

La aplicabilidad de la política se ve difi-
cultada ya que el decreto ley no establece 
claramente objetivos y resultados espera-
dos. Por ello, la información que puedan 
entregar los funcionarios a las personas 
es probable que no sea explícita. En este 
sentido, la coherencia que se pueda dar 
entre objetivos y resultados esperados, 
no se puede concluir de forma tácita. La 
disponibilidad de recursos no es mencio-
nada en la normativa, lo cual implica que 
no se tienen antecedentes precisos para 
apoyar el proceso de implementación en 
este aspecto.

12 Si bien el DL sólo hace referencia al SAG, se tienen antecedentes de que existe coordinación en esta región 
con otras autoridades locales como DOH, con el fin de conocer factibilidad hídrica de terrenos.
13 Revisar art. N°88 y N°90 del DL 1939.
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2.1.2 Revisión del Decreto N°10 
que reglamenta el Programa de 
Habitabilidad Rural14

Para este decreto no se constatan atribu-
ciones precisas que permitan reflexionar 
sobre la capacidad que tienen los ejecuto-
res locales para adaptar la política. La im-
plementación está a cargo del Ministro de 
Vivienda. Cabe destacar que en ocasiones 
fundadas, el Seremi de Vivienda y Urba-
nismo podrá eximir de ciertos requisitos a 
los postulantes. 

Si bien en el Reglamento se plantea la 
necesidad de entenderse con variadas 
entidades como por ejemplo SBN para el 
caso de acreditación del terreno, o el Mi-
nisterio de Desarrollo Social para la acre-
ditación socioeconómica del postulante, 
no se esboza como una forma de comu-
nicación constante y decisional, sino que 
solamente como una manera informativa 
de los requisitos impuestos al postulante. 
En consecuencia, no se puede hablar de 
la existencia de coordinación interinstitu-
cional en este decreto.

El objetivo se presenta de manera precisa, 
y se puede apreciar que el decreto esta-
blece la población a la cual está dirigida 
y lo que se espera. Sin embargo, los resul-
tados esperados no están mencionados, 
y no se puede analizar completamente 
la coherencia entre objetivo y resultados 
esperados. 

Sobre los recursos financieros asignados, 
no hay información precisa. Sin embargo 
como se trata de la aplicación de un sub-
sidio, se explicitan los montos asociados a 
cada tipología de postulación, además de 
los asignados de forma complementaria. 

En el caso de los recursos humanos se 
ilustra sobre la existencia de un Sistema 
de Información y Gestión Territorial de la 
Demanda, “con el objeto de garantizar a 
las familias el acceso a una adecuada in-
formación, además de otorgar a la respec-
tiva Seremi Minvu antecedentes actua-
lizados de la demanda de habitabilidad 
existente en la región (…).” (Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo, 2015, pág. 29)15.

Con la información anterior podemos 
mencionar aspectos que permiten vis-
lumbrar el diseño establecido en esta 
política. Con respecto al enfoque, se pue-
de decir que posee aspectos del enfoque 
top down, sobre todo en lo que tiene que 
ver con las adecuaciones que se podrían 
realizar considerando aspectos regiona-
les. Es un reglamento diseñado en el nivel 
central, aplicado de forma homogénea 
para todo el territorio nacional, lo que se 
evidencia en lo relativo a los requisitos, y 
donde las atribuciones son dirigidas por 
el Ministro de Vivienda y Urbanismo. 

14 Para efectos de este estudio se revisarán principalmente aspectos ligados a la tipología de la construcción 
de viviendas nuevas, ya que es la que se adecúa al caso de los comités de vivienda.
15 Revisar art. N°31 del Decreto N°10 Programa de Habitabilidad Rural.
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De acuerdo a la revisión, no se ofrecen 
motivos para algún ajuste territorial que 
debiese estar contemplado, considerando 
que en la región de Arica y Parinacota hay 
tres comunas rurales, de las cuatro que 
existen. En este sentido, muchas de las 
personas que habitaban estas comunas 
se vieron forzadas a salir de su territorio 
ya que no existía una política habitacional 
rural, obteniendo viviendas en la comuna 
de Arica (única comuna de características 
urbanas). Con este decreto, se dejan fuera 
esas familias que emigraron de su locali-
dad de origen, al poseer una solución ha-
bitacional. También hay que hacer men-
ción de la consideración de un máximo 
de 60 familias para la postulación de con-
juntos habitacionales, pues existen comi-
tés conformados por 80 o más familias, lo 
que produce fragmentación al obligarlos 
a separarse para el proceso de postula-
ción. Los requisitos son específicos y no se 
prestan para interpretaciones. 

2.2 Revisión de información 
primaria

Los principales resultados indican que la 
política habitacional rural se ha manifes-
tado de diversas formas conforme a cada 
ejecutor. En términos generales, en la im-
plementación de la política por parte de 
la SBN, ha predominado el enfoque de 
abajo hacia arriba, dando cuenta del inte-
rés personal de la autoridad por colaborar 
con el proceso habitacional. Lo anterior se 
respalda en la opinión de las entrevista-
das, quienes a pesar de las complicacio-

nes que puede tener el proceso, están de 
acuerdo con las decisiones tomadas y sa-
tisfechas con la obtención del acta de ra-
dicación, legitimando la implementación 
de la política. Sucede lo contario cuando 
el ejecutor es Serviu, en donde predomina 
el enfoque de arriba hacia abajo16. 

En relación con la dimensión Acceso de-
finitivo a la vivienda propia, se puede 
apreciar una visión dividida por parte de 
las entrevistadas de los diversos comités 
de vivienda, ya que muchas destacan el 
cumplimiento de las expectativas y logros 
alcanzados en cuanto a la adjudicación 
de las actas de radicación, sin embargo, 
otra parte da cuenta de lo engorroso y 
dificultoso que ha sido el proceso. En re-
lación con el acercamiento de Serviu, no 
se muestran conformes con la informa-
ción recibida, expresando dificultad en 
la comprensión y el poco interés de las 
autoridades en la implementación del 
subsidio rural.

A continuación se presentan los principa-
les hallazgos por dimensión y categorías.

2.2.1 Dimensión Política 
habitacional rural

Esta dimensión da cuenta de las decisio-
nes que se han tomado en los últimos 
años con respecto a la accesibilidad ha-
bitacional en zonas rurales. Predomina la 
intervención de sectores estatales como 
la SBN, dando alternativas de solución a 
personas que exigen habitar en el medio 

16 Cabe destacar que esta política aún no ha sido implementada en la región de acuerdo a la información 
recabada, ya que hasta ahora no ha habido personas que cumplan con los requisitos, por tanto, solo se eva-
luaron aspectos del diseño de ésta y resultados de la difusión realizada. 
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rural. Y luego el Serviu, quien está a cargo 
de dar dichas soluciones. Se analizan las 
categorías y subcategorías que dan cuen-
ta de la implementación que ha tenido 
esta política en la región, considerando la 
opinión de personas involucradas y ejecu-
tores, que, en conjunto, permiten evaluar 
las características de dicha política.

2.2.1.1 Categoría Implementación 
de la política

2.2.1.1.1 Subcategorías enfoques 
de abajo hacia arriba y de arriba 
hacia abajo

Ha sido la SBN quien ha adoptado el en-
foque de abajo hacia arriba, adecuando 
el decreto ley del año 1977 a la realidad. 
Cuando se les pregunta a los funcionarios 
de dicha institución, dejan clara esta po-
sición y destacan la labor de la autoridad 
regional como principal colaboradora en 
ese proceso. Se da cuenta de una intención 
por parte de la autoridad en colaborar con 
la política habitacional a pesar de no estar 
dentro de sus funciones administrativas. 
Es así como busca adecuar estas faculta-
des con el fin de colaborar con la situa-
ción local de déficit de viviendas y haci-
namiento en zonas rurales17. La autoridad 
tiene la facultad de reorientar la política y 
adecuarla a la realidad local. Al consultar 
sobre las mejoras que se pueden realizar 
al instrumento, las respuestas coinciden 
en que son decretos diseñados por el ni-
vel central y que no se pueden modificar. 
Sin embargo, se pueden hacer ajustes 

para que sean aplicados en la región de-
pendiendo de la visión de la autoridad. Se 
reconoce también, que a nivel nacional es 
una de las pocas autoridades que realiza 
este tipo de adecuaciones.

Las entrevistadas respaldan la visión de la 
autoridad, al señalar que se han tomado 
en cuenta aspectos locales al momento 
de entregar los terrenos, pero sólo en lo 
que respecta con los tamaños. A pesar de 
reconocer la visión consecuente en los ta-
maños de los terrenos, la mayoría indica 
que hay aspectos no visibilizados por la 
autoridad, como son la conectividad y los 
servicios básicos.

Afirman además, que la institución no ha 
considerado sus apreciaciones al momen-
to de tomar decisiones, y pese a la política 
se ha adecuado a aspectos locales, por 
ejemplo, en lo que refiere a los tamaños 
de los terrenos, éstas han sido tomadas 
por la autoridad del servicio más que por 
las apreciaciones de los comités. Las par-
ticipaciones que ocurrieron fueron en el 
marco de la directiva de cada comité, pero 
a pesar de que haya sido con ese grupo 
específico, implica una consideración de 
opiniones locales por parte de la autori-
dad. Desde este punto de vista, se cumple 
con los requerimientos de un enfoque de 
abajo hacia arriba.

La política adoptada por Serviu considera 
formas que van relacionadas a las carac-
terísticas del enfoque de arriba hacia aba-
jo. Desde la mirada de esta entidad, es 
un decreto rígido a cambios, y desde ese 

17 Cabe destacar que, de acuerdo a la información recabada, lo señalado en este punto da cuenta de la volun-
tad de la Seremi que en ese momento actuaba como autoridad regional y no necesariamente corresponde a 
las facultades u orientaciones que pueden tener otras autoridades del país.
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punto de vista ofrece casi nulas opciones 
a recoger las visiones del territorio una 
vez diseñado. Lo anterior concuerda con 
la versión de las entrevistadas, que ase-
guran que el acercamiento que ha tenido 
el servicio para considerar aspectos terri-
toriales ha sido prácticamente nulo. Es 
importante destacar que la información 
que se tiene es escasa, ya que el programa 
aún no es implementado en la región, por 
lo que no se pudo ahondar en otros pro-
cesos que incorporan el enfoque de abajo 
hacia arriba, como mesas de trabajo con 
actores locales. En este sentido, es una 
apreciación hipotética de la implemen-
tación que ha tenido hasta el momento, 
que no corresponde necesariamente a la 
situación del decreto una vez ejecutado.

2.2.1.2 Categoría Coherencia 
de la política

Esta categoría solo consideró información 
obtenida de Bienes Nacionales, ya que 
Serviu aún no ejecuta el programa de ha-
bitabilidad rural.

Al consultar a los funcionarios de Bienes 
Nacionales sobre el cumplimiento de 
los resultados esperados por la política, 
responden que sí se han correspondido 
ampliamente. Desde este punto de vista, 
hay una coherencia entre los objetivos 
proyectados y los resultados esperados de 
acuerdo a la versión de los funcionarios.

2.2.1.3 Categoría Coordinación 
de la política

En esta categoría se destacan los posibles 
vínculos y coordinaciones entre los orga-
nismos que debiesen estar involucrados 
en la política habitacional rural, como por 
ejemplo la DOH, CMN, SAG, entre otros, 
además de posibles reuniones con acto-
res comunitarios del territorio. 

Los funcionarios otorgan importancia al 
trabajo en red y son reconocidos diversos 
actores del territorio, tanto para Bienes 
Nacionales como para Serviu. Sin em-
bargo, solo es algo consultivo que puede 
complementar la decisión. En ningún 
caso son decisiones conjuntas que se va-
yan a abordar. Esto pone de manifiesto 
que la toma de decisiones se siguen rea-
lizando de forma aislada, son tomadas 
unilateralmente, quedando a la discre-
cionalidad del servicio. En ese sentido, el 
programa de habitabilidad rural contem-
pla una serie de factores que otorgan una 
puntuación concreta, entregando objeti-
vidad al proceso.

Se desprende de lo anterior, la necesidad 
e importancia que deben otorgar ambos 
servicios al trabajo conjunto con los acto-
res pertinentes a modo resolutivo, con el 
fin de comprometer acciones pertinentes 
entre todos y evitar la desinformación 
provocada al usuario.
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2.2.1.4 Categoría Aplicabilidad 
de la política

2.2.1.4.1 Subcategorías 
Legitimidad de la política, 
Calidad del diseño de la 
política, Disponibilidad de 
recursos, Liderazgo del proceso, 
Capacidades estratégicas y 
Capacidades organizacionales

En el caso de la legitimidad del proceso se 
pregunta por el apoyo al DL 1939, ya que el 
DS 10 aún no ha sido implementado. Sin 
perjuicio de lo anterior, más adelante se 
revisan otros aspectos de este decreto que 
dan cuenta del pensamiento de la comu-
nidad sobre este instrumento. 

Satura el apoyo percibido por los tres es-
tamentos entrevistados: funcionarios, 
comunidad y profesionales de programa 
Servicio País. En el caso de las entrevista-
das, prácticamente todas coinciden en el 
apoyo a la política, mostrándose muy sa-
tisfechas con el acta de radicación, a pesar 
de todo lo extenuante que puede signifi-
car el proceso. Por lo anterior, la política 
es legitimada por los funcionarios y por la 
comunidad involucrada.

La subcategoría calidad del diseño de la 
política, pretende identificar si los fun-
cionarios conocen dichos objetivos con 
el fin de implementarlos y sociabilizarlos 
correctamente. Tanto funcionarios de Bie-
nes Nacionales como de Serviu conocen 
los objetivos de la política. Sin embargo, 
no ocurre lo mismo con los funcionarios 
de ventanilla que son finalmente los en-
cargados de sociabilizar los programas, lo 

cual es reafirmado por los testimonios de 
las entrevistadas que relatan las innume-
rables veces que fueron mal informadas. 

De acuerdo con la investigación, ambas 
instituciones no han sido capaces de dar a 
conocer el funcionamiento de la política, 
entregando orientaciones erróneas a las 
personas, donde el servicio no se hace car-
go de las respuestas de sus funcionarios. 
Se puede decir que, a pesar de que algu-
nos cargos de las instituciones involucra-
das manejan la información, ésta no ha 
sido transversalizada a los funcionarios 
de atención directa al público. Por tanto, 
en este caso no se puede hablar de exis-
tencia de calidad en la política.

Para la disponibilidad de recursos, ambas 
instituciones difieren de sus respuestas ya 
que ambos apuntan a distintas resolucio-
nes. Mientras el programa de habitabili-
dad rural otorga un subsidio, que asigna 
recursos económicos a la población; el DL 
1939, entrega un permiso de ocupación, 
que no está relacionado a recursos eco-
nómicos. Sin embargo, en este último se 
reconoce el factor humano como necesa-
rio para su correcta implementación. Es 
indispensable incorporar recurso huma-
no calificado y capacitado a ambas insti-
tuciones, capaz de comunicar oportuna 
y correctamente la información a las per-
sonas, que tal como se comprobó, ha sido 
errónea e insuficiente.
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En el punto de liderazgo del proceso, se 
cuestiona la articulación que ha tenido el 
proceso con la comunidad, considerando 
la necesidad de incorporar la opinión de 
las personas en la toma de decisiones, 
quienes habitarán y tienen conocimiento 
del territorio. Se consulta a las entrevista-
das sobre la participación en el proceso 
como una forma de comprender la arti-
culación entre la institucionalidad y los 
actores del territorio. Se aprecia que los 
actores del territorio no se sintieron parte 
del proceso. Si bien reconocen el acceso a 
actas de radicación, cumpliendo sus ex-
pectativas, no se consideran como actores 
relevantes. Esto no se condice con el sentir 
de los profesionales del programa Servi-
cio País quienes observan que la opinión 
de los dirigentes es tomada en cuenta. 

Esta subcategoría se vuelve difusa y no 
logra esclarecer si el DL 1939 cumple con 
los criterios para afirmar si hubo liderazgo 
en el proceso o no, ya que hay visiones dis-
pares entre las entrevistadas. Es probable 
que las personas participen de procesos 
con las autoridades competentes, pero 
éstos no logran visibilizar esas acciones 
como pro-participación. Queda claro que 
las acciones tomadas por la institución 
son más bien puntuales y responden al 
hecho concreto de la entrega de acta de 
radicación. Esta subcategoría se transfor-
ma entonces en un nudo crítico en el cual 
se debe seguir profundizando.

Para las capacidades estratégicas, se 
consulta a los funcionarios sobre la com-
prensión de la política por parte de las 
personas. Con esto se busca conocer la 
apreciación del funcionario en relación a 
la ejecución de la política y a las dificul-
tades presentadas, con el fin de eviden-
ciar las estrategias que utilizan en esos 
momentos. SBN afirma la complejidad 
de ciertos elementos técnicos, pero que 
existen protocolos de difusión que per-
miten revertir la situación. A pesar de que 
ambas instituciones presentan estrate-
gias de difusión para disminuir el um-
bral de duda entre las personas, ellas no 
logran comprender la política de Serviu. 
Así y todo, tomando en cuenta que esta 
subcategoría sólo considera la existencia 
de medidas o estrategias para disminuir 
la incertidumbre, se concluye que ambas 
instituciones poseen capacidades estra-
tégicas para abordar la implementación.

Por último, en el caso de las capacidades 
organizacionales, se recurre a los funcio-
narios para conocer su opinión sobre la 
implementación de la política, con el fin 
de ahondar en los factores considerados. 
Al consultarles a los funcionarios de Bie-
nes Nacionales, señalan comprender y 
adherir a la política, pues valoran el apor-
te social que realiza en la comunidad, y 
desde ese punto de vista, hay capacidades 
organizacionales para la implementación 
del decreto ley18. 

18 Cabe destacar que para hablar de capacidades organizacionales son muchos los factores involucrados. Sin 
embargo, para efectos de este estudio sólo se consideró la adhesión y la comprensión de política.
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2.2.2 Dimensión Acceso 
definitivo a la vivienda propia

Se consultan las diversas experiencias po-
sitivas y negativas que han traído consigo 
la implementación de la política, dando 
cuenta de las impresiones subjetivas de 
las personas. Para fines prácticos, esta di-
mensión se ha categorizado en el proceso 
desarrollado con SBN y Serviu, emergien-
do dos categorías de análisis: Acceso a los 
terrenos y Acceso a la vivienda.

2.2.2.1 Categoría Acceso 
a los terrenos

Contempla el proceso que llevó la pobla-
ción con la SBN. Distingue entre las sub-
categorías, Acceso positivo por parte de la 
comunidad y Acceso negativo. 

Los resultados de esta categoría quedan 
divididos, ya que ambas subcategorías 
saturan por igual. Es decir, que para la 
población entrevistada los aspectos posi-
tivos coinciden con los negativos, no pu-
diendo otorgar una tendencia clara.

2.2.2.1.1 Subcategorías Acceso 
positivo y Acceso negativo

A las entrevistadas se les pregunta sobre 
las temáticas generales del proceso, como, 
por ejemplo, experiencias positivas, re-
quisitos solicitados, rapidez del proceso, 
entre otros; que en su conjunto entregan 
una visión amplia de lo que ha significado 
el proceso desde su experiencia.

Se aprecian experiencias personales que 
van desde lo práctico del proceso, hasta 
el sentir de la población, reflejado en el 
agradecimiento a la autoridad regional 
de Bienes Nacionales por escucharlos y 
darles una solución. Es posible eviden-
ciar actitudes paternalistas por parte de 
la autoridad del servicio, por ejemplo, en 
la noción de protección y dependencia de 
las personas para con ésta. Es probable 
que esta visión de las personas sobre la 
autoridad limite su actuar hacia el futuro, 
tomando decisiones de acuerdo a la opi-
nión de ésta.

En cuanto a experiencias positivas, desta-
can aspectos de desarrollo personal como 
la expresión oral, especialmente en las di-
rigentas de los comités, dada la continua 
movilización con las autoridades regiona-
les. La rapidez del proceso está presente 
en esas entrevistadas y es muy valorada. 
Se puede apreciar que para algunos socios 
el proceso duró seis meses y para otros 
tres años. Sin embargo, todas concuerdan 
en la rapidez ya que muchas conocen y 
comprenden lo que implica acceder a una 
vivienda. En este sentido, desde el punto 
de vista de la temporalidad, ha sido una 
experiencia positiva.

Con respecto a los requisitos solicitados 
también hay un reconocimiento positivo 
por parte de las entrevistadas. Todas coin-
ciden en el fácil alcance de los requeridos 
por el SBN, reconocen que al compararse 
con otros comités, para ellas ha sido fácil 
y rápido, por tanto, se transforma en una 
experiencia satisfactoria. 
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Es necesario destacar que emergieron 
ciertas condiciones que no estaban asu-
midas por el estudio, pero que son im-
portantes considerar dada la condición 
trifronteriza de la región. Tal es el caso de 
la situación de extranjeros que reconocen 
que su condición no fue un impedimen-
to para acceder a las actas de radicación. 
Dentro de los requisitos de entrega de 
dichas actas está la nacionalidad chilena, 
desde este punto de vista el servicio es 
flexible, ya que ha permitido que los ex-
tranjeros accedan a través del permiso de 
ocupación temporal, que se renueva cada 
seis meses. Es posible decir entonces que 
el servicio se ha hecho cargo de ciertos 
aspectos propios del territorio, como es la 
migración.

En el caso del acceso negativo, al consul-
tar sobre los requisitos solicitados por la 
autoridad, se reconoce la poca claridad 
que ha existido en éstos. Se observan las 
presiones institucionales en cuanto a la 
solicitud de habitar en el lugar, las cua-
les en muchas ocasiones no comprenden 
que las personas no cuentan con los re-
cursos económicos para hacerlo. También 
se aprecian complicaciones en cuanto a 
los requerimientos de agua potable para 
acceder a los terrenos, y se entiende que 
para habitar un lugar es necesario acceder 
al agua; sin embargo, se deja esa respon-
sabilidad a las personas, quienes muchas 
veces no entienden los procesos para ad-
quirir este bien y no saben a quién acudir, 
extendiendo los procesos. Asimismo, es 
una responsabilidad del comité buscar el 
terreno que se solicitará, el que no debe 

contar con restos arqueológicos, y se de-
ben dirigir a las entidades correspondien-
tes para realizar esta solicitud. 

En ese sentido, las personas asumen el 
“pinponeo”19 por parte de las autoridades, 
las que tampoco entienden quién es el 
responsable. En ese sentido existe una 
gran debilidad, porque las autoridades no 
han sabido coordinarse con otras institu-
ciones, generando un continuo conflicto 
entre las personas, que se pierden en el 
proceso intentando dar solución a las di-
versas solicitudes de las autoridades. Lo 
anterior también se genera porque los 
funcionarios de ventanilla no están lo 
suficientemente informados, entregando 
una información errónea a las personas.

Vemos dos grandes problemas que su-
ceden en la institucionalidad y que de-
muestran la ineficacia, en este caso de 
SBN. Primero, está la alta rotación de per-
sonal dentro del servicio, generando una 
descoordinación interna que se traspasa 
a las personas. Segundo, lo engorroso 
del proceso, principalmente por el des-
conocimiento de los funcionarios, que 
se reconoce no entregaron información 
completa desde un principio, perjudican-
do a muchos socios quienes se enteraron 
durante el proceso que no cumplían con 
los requisitos para postular. 

Incluso hay aspectos más graves de la ins-
titución, como cuando les han indicado a 
los socios que renuncien a sus antiguos 
beneficios para acceder a este nuevo. Lo 
anterior ha implicado que muchas per-

19 Para el caso de este estudio, se entenderá como “pinponeo”, la tramitación recurrente por parte de una ins-
titución hacia una persona, generando que esta última tenga que estar movilizándose continuamente entre 
varias oficinas, departamentos, instituciones, etc.
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sonas, siguiendo las instrucciones de los 
funcionarios, se dan cuenta que no pue-
den obtener el acta de radicación. Tam-
bién emergen aspectos relacionados a la 
accesibilidad, como la responsabilidad 
que asumen las personas de buscar un te-
rreno que cumpla con los requisitos nece-
sarios para ser habitable, pudiendo pasar 
un año en esa búsqueda. 

2.2.2.2 Categoría Acceso 
a las viviendas

En este apartado se aborda el proceso de 
los comités de vivienda con Serviu. Se dis-
tinguen dos subcategorías: Acceso positi-
vo al servicio por parte de la comunidad 
y Acceso negativo20. Los resultados de 
dicha categoría apuntan en su mayoría a 
una evaluación negativa por parte de las 
entrevistadas, al menos en lo que refiere 
a información recibida por parte de la ins-
titución. 

2.2.2.2.1 Subcategorías Acceso 
positivo y Acceso negativo

Se consulta sobre la existencia de acerca-
miento, ya que como se explicó, el progra-
ma está en etapa de difusión y solo algu-
nas organizaciones han podido conocer 
en qué consiste. También, se pregunta 
sobre la valoración de este acercamiento 
y sobre los requisitos del programa. Se 
desprenden así algunos elementos rela-
cionados a los requisitos, principalmen-
te referidos al dinero que se debe reunir 
para postular al subsidio, que se reconoce 

como un monto alcanzable para familias 
en condición de vulnerabilidad. También 
los profesionales del programa Servicio 
País aportan un elemento positivo en 
cuanto a la disponibilidad horaria del ser-
vicio, comentando que tienen disponibi-
lidad para adecuarse a los horarios de la 
comunidad.

Para el caso del acceso negativo, se apre-
cian las dificultades que tuvieron en el 
proceso de difusión, principalmente 
asociadas a la poca claridad de la infor-
mación entregada, y también, a la des-
coordinación de los funcionarios y al poco 
entendimiento por parte de ellos. Ade-
más, se observan dificultades en las soli-
citudes de la institución hacia las organi-
zaciones, ligadas a exigencias específicas 
para zonas rurales y que no pueden ser 
ejecutadas por las organizaciones, como, 
por ejemplo, la exigencia de alcantari-
llado, electricidad, agua potable, que no 
consideran que son comités que están en 
desarrollo. También se menciona la acti-
tud poco colaboradora hacia las personas, 
en donde estas últimas comentan que el 
servicio pone más trabas que soluciones.

3 Conclusiones

Una vez presentados los hallazgos y aná-
lisis en cuanto a la implementación de la 
política habitacional rural en la región de 
Arica y Parinacota, y luego de haber dado 
una mirada a las dimensiones de Política 
habitacional rural y Acceso definitivo a la 
vivienda propia, se pueden plantear cier-
tas conclusiones que permiten observar 

20 Cabe destacar que la institución aún no ejecuta el programa de habitabilidad rural en la región, sin embar-
go, se consulta a las entrevistadas sobre lo observado hasta ahora en el proceso de difusión.

karen andrea valenzuela castillo



124

de una forma global cómo ha sido el pro-
cedimiento en la región, comprendiendo 
que todo proceso de implementación 
conlleva aspectos políticos, técnicos, ad-
ministrativos, participativos, entre otros.

De acuerdo a la información obtenida, 
se detectaron múltiples obstáculos rela- 
cionados a diversos ámbitos de la admi-
nistración de la política. Se reconocen di-
ficultades ligadas a la coordinación que 
han tenido las instituciones estudiadas 
con otros servicios, la cual es muy escasa, 
y si bien, Serviu y SBN admiten la necesi-
dad e importancia de generar una buena 
coordinación, ésta solo se da en términos 
consultivos. El resultado de ello es que las 
decisiones tomadas son unilaterales, que-
dando a la discrecionalidad de los servi-
cios encargados, y dentro de los servicios, 
en manos de la autoridad correspondien-
te. Al ser una persona quien toma esas 
decisiones, las orientaciones son volátiles 
e inestables, quedando todo sujeto final-
mente a una voluntad personal.

En el caso de SBN, esto se hace tangible en 
los requisitos para obtener el acta de radi-
cación, que quedan en la absoluta inter-
pretación de la autoridad. Es así como la 
decisión de otorgar un acta de radicación 
queda en manos de la autoridad respec-
tiva, que, en el caso de tener una visión 
contraria a estas entregas, perfectamente 
puede dejar a personas fuera del proceso. 
En el caso de Serviu es algo distinto, ya 
que los requisitos están establecidos en el 
decreto, sin embargo, son rígidos y no ad-
miten cambios (solo admisibles en casos 
muy justificados), y en caso de no cumplir 
con alguno de éstos, el postulante queda 
fuera del proceso.

Otro hallazgo recurrente en el estudio fue 
la poca claridad que existe en relación al 
objetivo de la política, que no se observa 
en los cargos de jefatura, quienes sí lo vi-
sibilizan claramente. Por el contrario, esto 
se percibe en los funcionarios de ventani-
lla, los cuales no entienden los objetivos 
al no estar totalmente explicitados (al 
menos en el caso del DL 1939). 

Esta poca claridad da cuenta de la escasa 
coordinación interna entre los servicios, 
quienes no logran traspasar ni los objeti-
vos, ni los procedimientos necesarios a los 
funcionarios operantes de la política. Lo 
anterior ha generado una gran desorien-
tación en las personas, que se enfrentan 
a distintas versiones sobre un mismo 
hecho, dependiendo del funcionario que 
esté de turno, quienes entregan informa-
ción errónea sobre aspectos como los re-
quisitos, sobre pasos a seguir, etc.; demo-
rando el proceso, retrasando los tiempos, 
y finalmente desencadenan en agota-
miento y desesperanza por parte de éstas. 

La situación empeora cuando, producto 
de la ineficacia del servicio, este no logra 
hacerse cargo de las respuestas erróneas 
de sus funcionarios. Surge así el conflicto 
y la duda sobre quién es el responsable 
de ese error, ya que nadie asume esa res-
ponsabilidad. La cual recae nuevamente 
en el usuario, quien solo responde a la 
información entregada, situación que lo 
deja absolutamente vulnerado por la ins-
titución. Toda esa dinámica va acompa-
ñada de una alta rotación de funcionarios 
dentro del servicio, lo cual conlleva a que 
las personas deban explicar una y otra vez 
al nuevo funcionario en qué punto está su 
proceso, teniendo que empezar práctica-
mente de cero.
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Esta poca información y preparación del 
funcionario, también dio cuenta de otros 
problemas que enfrentan las personas, 
las que pueden pasar entre uno a dos 
años solucionando los requisitos asig-
nados por la autoridad del servicio. En 
el caso del SBN, el comité es quien debe 
buscar el terreno más apto para residir 
y, junto a eso, hacerse cargo de todos los 
requerimientos necesarios para habitarlo. 

Estos requerimientos no los resuelve un 
solo servicio, sino que varios. Lo anterior, 
es lo que se denomina como pinponeo, el 
constante proceso que deben enfrentar 
las personas al momento de acceder a 
los terrenos para cumplir con los reque-
rimientos que la autoridad solicita. En 
este punto nuevamente se observa que 
la responsabilidad recae en la persona, 
quien asume las consecuencias de la poca 
o errónea información entregada por el 
funcionario. 

A pesar de que es el Estado el encargado 
de garantizar la entrega correcta de infor-
mación y de hacerse cargo de las políticas 
que ejecuta, aquello no se evidencia en 
este estudio. Entonces, ¿hasta qué punto 
las personas son las responsables? Clara-
mente en esta política no está claro el rol 
que debe cumplir el Estado, quedando la 
ciudadanía confusa y tensa en esta rela-
ción.

Esto no solo retrasa los resultados de la 
evaluación, sino también produce un dejo 
de frustración en las personas, quienes 
muchas veces terminan por desistir de su 
participación en el proceso. 

Otro punto fuertemente cuestionado, 
es que, a pesar de las mesas de trabajo 
realizadas en conjunto con parte de las 

organizaciones territoriales, las personas 
pierden esa identificación, y no logran 
reconocer el trabajo participativo que se 
realiza. Surge la pregunta, ¿es realmente 
participativo el proceso?, o ¿habrá un pe-
simismo o desilusión por parte de las per-
sonas que no permite evidenciar aspectos 
positivos que sí ocurrieron al menos con 
SBN? 

En el caso de Serviu esto es aún más evi-
dente, ya que no han tenido acercamien-
tos hacia la comunidad. Dejan toda la res-
ponsabilidad de acceder a la información 
al usuario, y no considera que en el DS 10 
se contempla el Sistema de Información 
Territorial de la Demanda, encargado de 
informar respecto de las alternativas de 
solución habitacional. Cabe preguntarse 
¿qué sucede si el usuario no se acerca al 
servicio? ¿Podría acceder igualmente a la 
información? Esto es aún más relevante 
cuando la autoridad del servicio dificul-
ta el acceso a la vivienda, de acuerdo a la 
percepción de las entrevistadas, ponien-
do énfasis en requisitos específicos que se 
deben tener para poder postular, sin dar 
oportunidad a revisiones o adecuaciones 
del proceso. 

Lo anterior genera desánimo y decepción 
en los usuarios, quienes finalmente optan 
por no relacionarse con esta entidad. El 
Estado debe actuar como garante de de-
rechos, no como obstaculizador del pro-
ceso, y esto no se hace evidente en el servi-
cio del Serviu, quien pone trabas antes de 
comenzar el proceso. Lo anterior, atenta 
completamente con los derechos que el 
Estado de Chile debe asegurar a la pobla-
ción, ya que a nadie se le puede negar el 
derecho de postular a un subsidio estatal. 
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Con esta información se concluye que la 
implementación de la política pública 
de contenido centralizado mejoraría si 
se diseñaran mecanismos de discusión 
y acuerdos para los distintos actores re-
lacionados, considerando desde el nivel 
central hasta el territorial. Además, se 
debe establecer a la actividad política 
como parte del proceso de implementa-
ción y no como algo lejano.

Por último, el estudio da cuenta del enor-
me agradecimiento que plasman las per-
sonas en la autoridad de SBN por recibir 
el acta de radicación. Es necesario men-
cionar que esta característica de agrade-
cimiento refleja el constante abandono 
sentido por las personas vulnerables, que 
no se reconocen como sujetos de derecho, 
sino más bien como un actor que recibe 
un favor por parte de la autoridad. 

Conocer estas dificultades, permite orien- 
tar de mejor manera a los posibles usua-
rios de la política habitacional rural. 
Además replantea ciertas directrices que 
otorgan los funcionarios públicos a los 
pobladores, para evitar posibles confusio-
nes y errores al momento de entregar la 
información por falta de conocimiento o 
gestión de la política.

Cabe destacar que la información ante-
rior, está completamente respaldada con 
la visión que tienen las personas respecto 
de la política habitacional, por lo tanto, es 
información recabada a partir de las ba-
ses, que son las que han tenido que lidiar 
con la política. En este sentido, el estudio 
se ve fortalecido y nutrido con todos esos 
datos, otorgando mayores antecedentes. 

En esta misma línea surgen ciertas debili-
dades, que, en el caso de los funcionarios 

públicos entrevistados, se apreció en que 
fueron personas que, dado su cargo y fun-
ción dentro del servicio, poseen mayor co-
nocimiento de la política, pero no fue po-
sible obtener información fidedigna del 
funcionario de ventanilla, que finalmente 
es quien tiene el primer acercamiento 
con el usuario. Es así como, se debe seguir 
complementando la investigación con la 
información que pueda proporcionar este 
funcionario, con el fin de detectar con ma-
yor detalle las falencias de la implemen-
tación. 

Por su parte, el DS 10 aún no ha sido eje-
cutado en la región, por lo cual, la infor-
mación obtenida sólo responde a la inda-
gación general que se tiene sobre éste, y 
no a la información real y constatada en 
el territorio. Esto no logra dar cuenta con 
certeza de lo que ocurre en la localidad, 
y por lo mismo, las mejoras no pueden 
ser tan precisas como en el caso de la im-
plementación del DL 1939, en donde hay 
más información concreta. Por lo mismo, 
es necesario volver a revisar este informe 
y complementarlo con la información re-
cabada una vez ejecutado el DS 10 en la 
región para proporcionar información ve-
rídica de lo que ocurre en el territorio.

3.1 Recomendaciones 
a la política habitacional rural 

Con respecto a la implementación del DL 
1939, se propone lo siguiente: 

• Otorgar terrenos con condiciones míni-
mas de habitabilidad, como, por ejemplo, 
considerar terrenos de baja pendiente. El 
servicio debe asumir mayor responsabili-
dad y no delegar decisiones a quienes no 
cuentan con el suficiente asesoramiento. 
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• Evaluar la situación de cada persona al 
momento de entregar actas de radica-
ción, comprendiendo que la capacidad 
económica para habitarla dentro de los 
primeros seis meses es diversa. El Estado 
debe proveer la información para que el 
usuario esté al tanto de los requisitos una 
vez entregados los terrenos, y prevenir 
devoluciones de actas por no cumplir con 
éstos. Por otra parte, el servicio debe ser 
capaz de flexibilizar en casos que lo ame-
riten, y de garantizar el acceso equitativo 
a los terrenos. 

• El servicio debe asegurar la entrega de 
óptima información a las personas, para 
bajar la incertidumbre. En un primer mo-
mento la institución debe ser capaz de 
transversalizar los objetivos de la política 
en todos los niveles operativos, con el fin 
de que los funcionarios logren difundirla 
correctamente. En un segundo momento 
se deben crear las suficientes instancias 
de capacitación, considerando el dina-
mismo que implica la implementación de 
una política.

• Sobre los roles de los actores involucra-
dos, como por ejemplo, el de los usuarios, 
éstos deben estar correctamente estable-
cidos. Se observó que el servicio delega 
bastante responsabilidad en usuarios que 
no necesariamente cuentan con informa-
ción necesaria.

• Por último, se plantea la necesidad de 
institucionalizar la coordinación a nivel 
interinstitucional y a nivel local-orga-
nizacional. De acuerdo a los hallazgos 
emergentes en el estudio, se reconoce 
esta necesidad, ya que, si bien existen al-
gunos procesos participativos, los actores 
no los reconocen como tal. Por lo mis-
mo, la coordinación no puede quedar en 
voluntades políticas, sino que debe ser 

comprendida como un proceso necesario 
de empoderamiento y vinculación con el 
territorio, comprendiendo que una buena 
implementación necesariamente va de la 
mano con el reconocimiento y las visiones 
que aporta la territorialidad. 

Siguiendo con el diseño del DS 10, las re-
comendaciones son: 

• Se hace necesario generar instancias de 
capacitación al funcionario que difunde la 
política, ya que se evidenció la entrega de 
información completamente errónea por 
parte de éste, lo que finalmente repercute 
en las decisiones que asume el usuario. El 
servicio debe asegurar la correcta difusión 
por parte de sus funcionarios con el fin de 
garantizar la implementación de la políti-
ca en el territorio. 

• También, el servicio debe garantizar 
el acceso a la información por parte del 
usuario. Serviu debe generar mayores ins-
tancias y presencia territorial, propician-
do el acercamiento continuo con el usua-
rio. El servicio debe asumir además mayor 
responsabilidad en este sentido, y no es-
perar que el usuario sea quien busque las 
soluciones para el acceso a la vivienda.

En términos generales, se hace necesa-
rio fortalecer la percepción por parte del 
usuario como sujeto de derecho, ya que 
las entrevistas emanan constantemente 
la noción de gratitud y de agradecimiento 
hacia las autoridades por otorgarles algún 
tipo de solución habitacional. Se percibe 
además que el usuario señala esto como 
un favor que realiza la institución y no 
como un deber.
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Anexos

Cuadro 1. Identificación de la dimensión Política habitacional rural

Cuadro 2. Identificación de la dimensión Acceso definitivo a la vivienda propia

Política que existe actualmente para otorgar 
terrenos y viviendas en sectores rurales.

Subcategorías
Enfoque de abajo hacia arriba (atribuciones y 

capacidades de actores locales, flexibilidad de las 
acciones del Estado en el territorio)

Enfoque de arriba hacia abajo
Coherencia interna
Coherencia externa

Coordinación entre operadores y decisores
Legitimidad de la política

Calidad del diseño de la política
Disponibilidad de recursos

Liderazgo del proceso
Capacidades estratégicas

Capacidades organizacionales

Identificar las 
principales 
falencias en 

cuanto al diseño 
centralizado e 

implementación 
local del modelo 

de gestión del 
DL 1939 y del 
Decreto N°10 

que reglamenta 
el Programa de 
Habitabilidad 

Rural en la 
región de Arica y 

Parinacota

Definición

Categorías

Implementación
de la política

Coherencia
de la política

Coordinaciónde la política

Aplicabilidad
de la política

Dimensión "Política habitacional rural"

DefiniciónSubcategoríasCategorías

Dimensión "Acceso definitivo a la vivienda propia"

Objetivo Específico

Objetivo Específico

Refiere a la obtención de actas de 
radicación por parte de personas, 
sin complicaciones en el proceso.
Refiere a la obtención de actas 
de radicación con complejidades 
en el proceso como, por ejemplo, 
el desconocimiento por parte de 
funcionarios, o la no coordinación 
entre servicios, entre otras.
Refiere a diversos acercamientos 
que han tenido las personas con el 
programa de habitabilidad rural 
con el fin de acceder al subsidio.
Refiere a diversas dificultades 
que han tenido las personas en el 
acercamiento con programa con el 
fin de acceder al subsidio.

Acceso positivo

Acceso negativo

Acceso positivo

Acceso negativo

Acceso a los 
terrenos

Describir las 
principales 

experiencias de 
los actores locales 

en cuanto a la 
implementación 

local del modelo de 
gestión del DL 1939 
y del Decreto N°10 

en la región de 
Arica y Parinacota

Acceso a las 
viviendas

Accesibilidad por parte de las personas
a terrenos como a viviendas

Fuente: elaboración propia

Fuente: elaboración propia
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Resumen

La alfabetización es esencial en la actual sociedad del conocimiento y se 
considera una parte fundamental del derecho a la educación. Los niños en 
situación de pobreza presentan mayores limitaciones en capacidades liga-
das a este ámbito, un problema que se agrava aún más para los educadores 
dado que no existe consenso respecto al mejor método de alfabetización. 
Por tanto, la construcción de una práctica pedagógica que revierta estas di-
ficultades depende de los procesos reflexivos de profesionales competen-
tes. Aplicando los planteamientos teóricos de Donald Schön, este estudio 
definió como objetivo describir la reflexión de una educadora de párvulos 
competente sobre sus prácticas de alfabetización temprana desarrolladas 
en un contexto de pobreza. Para esto se siguió un enfoque cualitativo con 
una estrategia metodológica de estudio de caso, apoyándose en las técnicas 
de recuerdo estimulado y entrevistas semiestructuradas para la producción 
de información, y la teoría fundamentada para su análisis. Los resultados 
muestran que la práctica de alfabetización es una construcción que se basa 
en la capacidad de la educadora para articular recursos, artefactos, mate-
riales e incluso estrategias de distintos métodos de alfabetización. Estos 
procesos reflexivos se organizan alineándose con la búsqueda de la parti-
cipación de los niños en la práctica y la generación de múltiples aportes. 
La consciencia reflexiva en estos aportes refuerza el compromiso y la eva-
luación positiva de la educadora en su rol, junto con sus expectativas en 
los niños, aun considerando el contexto de pobreza de origen. En conjunto, 
estos elementos dan cuenta de la importancia de la reflexión en el trabajo 
de alfabetización temprana con los párvulos.

Palabras Claves: reflexión, alfabetización temprana, pobreza, educadora 
de párvulos, Donald Schön.

1 Psicólogos. Artículo basado en la tesis de postgrado desarrollada por Karina Moreno Díaz, “Pensamiento 
práctico de una educadora de párvulos competente en relación a sus prácticas de alfabetización temprana en 
un contexto de pobreza”, presentada para optar al grado de Magíster en Psicología Educacional de la Univer-
sidad de Chile. Profesora guía: Jenny Assael. Co-tutora: Marcela Pardo. Santiago, 2016.
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Introducción

La alfabetización es esencial en la actuali-
dad, cuando el conocimiento y el manejo 
de información se transforman cada vez 
más en los medios de movilidad social y 
progreso económico. Por ende, la alfabe-
tización es considerada imprescindible 
para la inclusión y la justicia social, así 
como una parte fundamental del derecho 
a la educación (United Nations Educatio-
nal, Scientific and Cultural Organization, 
2008). En Chile se reconoce esta impor-
tancia y se promueve la alfabetización 
desde la educación parvularia a través de 
las Bases Curriculares de Educación Parvu-
laria (Ministerio de Educación [Mineduc], 
2002). Para construir este aprendizaje, las 
educadoras de párvulos han utilizado di-
versas estrategias metodológicas (Berríos 
et al., 2010), basadas principalmente en 
tres modelos de alfabetización temprana: 
modelo centrado en destrezas o fónico, 
modelo holístico o global y modelo inte-
grado o equilibrado (Medina, Valdivia y 
San Martín, 2014). El primero enfatiza los 
procesos subléxicos2 de la decodificación 
de palabras y destrezas fonológicas3 y está 
basado en el enfoque cognitivista de la 
lectura (Teberosky, 2003); el segundo está 
fundamentado en el enfoque constructi-
vista (Teberosky, 2003), prioriza la dimen-
sión léxica o significativa del lenguaje y 
propone el uso del contexto para acceder 
al significado de las palabras; finalmente, 
el tercer modelo incorpora características 

de sus dos antecesores y promueve el de-
sarrollo de las destrezas fonológicas den-
tro de actividades significativas de lectura 
y escritura (Villalón, 2008), basándose en 
la perspectiva socio constructivista (Tebe-
rosky, 2003). 

El uso o elección de determinado modelo 
de alfabetización, según López y Álvarez 
(1991), debe responder a las necesidades 
y características de los niños. En base a lo 
anterior, uno de los principales desafíos 
que enfrentan las educadoras en el área 
de la alfabetización corresponde a la di-
versidad social presente en la educación 
chilena (Medina, 2006). Específicamen-
te, el sistema escolar en Chile distribuye 
de forma desigual el capital cultural de 
la sociedad (Fundación Superación de 
la Pobreza, 2013), lo que afecta el acceso 
al dominio del lenguaje escrito (Medi-
na, 2006). Esta desigualdad se traduce 
en que son los estudiantes que viven en 
situación de pobreza quienes obtienen 
logros de aprendizaje por debajo de sus 
pares (Villalta y Saavedra, 2012), particu-
larmente en el área del lenguaje (Arenas, 
Casas y Cruzat, 2010). De este modo y a 
pesar de la importancia otorgada a este 
aprendizaje en la primera infancia y de 
los avances en el área, aún persisten di-
ficultades para su desarrollo, en especial 
para aquellos niños que viven en situa-
ción de pobreza, quienes se enfrentan a 

2 Refiere a los procesos que están a la base de la lecto-escritura.
3 Refiere a habilidades para comprender que un sonido o fonema está representado por un grafema o signo 
gráfico. A su vez, si éste se combina con otro forma unidades sonoras y escritas.
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3 Refiere a la relación entre la extensión de un texto y el número de palabras distintas que contiene.

numerosas dificultades en su proceso de 
alfabetización en comparación con sus 
pares (Administración Nacional de Edu-
cación Pública, 2002; Bravo, 1995; Diuk, 
2003). Estas dificultades son corrobora-
das por investigaciones internacionales y 
nacionales que han relacionado el nivel 
socioeconómico con este aprendizaje. Sus 
resultados evidencian las dificultades en 
el proceso lecto-escritor que experimen-
tan los niños que viven en situación de 
pobreza (Herrera, Pandolfi y Mathiesen 
de Gregori, 2011; Hoff, 2006).

Las principales dificultades identificadas 
se relacionan con las experiencias lin-
güísticas iniciales en el hogar y el entorno 
cercano, fundamentalmente en lo que re-
fiere a la densidad léxica4 y complejidad 
gramatical del lenguaje (Hoff, 2006). En 
efecto, a los niños que viven en contextos 
de pobreza se les lee con menos frecuen-
cia (Payne, Whiterhurst y Angell, 1994; 
Piacente, Marder, Resches y Ledesma, 
2006), tienen menos disponibilidad de 
material impreso en el hogar y, al mismo 
tiempo, los adultos no les muestran libros 
de lectura (Piacente et al., 2006). A los 
antecedentes empíricos señalados es po-
sible agregar que los niños que viven en 
situación de pobreza no escuchan térmi-
nos abstractos, no tienen disponibilidad 
de un vocabulario variado ni oyen frases 
estructurales que les permitan elaborar 
ideas y relacionar objetos (Bravo, 2008). 
Es importante señalar que las dificultades 
identificadas no sólo tienen efectos en el 
periodo escolar. En particular y a pesar 
de completar la escolaridad obligatoria, 
los niños que viven en situación de po-

breza poseen la mayor parte de las veces 
un nivel de alfabetización insuficiente en 
comparación con niños de otros estratos 
sociales, de modo que su desempeño exi-
toso en diversos entornos sociales se ve 
perjudicado (Rosemberg, Stein, Terry y 
Benítez, 2007).

Lo anterior se relaciona con que los niños 
que viven en situación de pobreza poseen 
un menor capital cultural, el que se expre-
sa en la posesión de un lenguaje restringi-
do, vocabulario acotado y la ausencia de 
lectores eficaces en su medio inmediato, 
entre otras características que  en conjun-
to constituyen elementos centrales para 
el desarrollo de las habilidades de lec-
tura (Al Otaiba et al., 2010). Es así como, 
por ejemplo, ya a los 18 meses existen 
diferencias a nivel de vocabulario entre 
niños pertenecientes a diferentes niveles 
socioeconómicos, y a los tres años la bre-
cha se acentúa significativamente: los ni-
ños de estratos sociales altos poseen tres 
veces más vocabulario que los niños que 
viven en situación de pobreza (Center on 
the Developing Child at Harvard Univer-
sity, 2007). Estas diferencias entre niños 
que viven en situación de pobreza y los 
que pertenecen a otros estratos sociales 
están relacionadas con los procesos de se-
gregación residencial, los que incremen-
tan la polarización espacial de las clases 
sociales y homogenizan la composición 
de los barrios (Kaztman, 1999). 

Según Bengoa, Márquez y Aravena 
(2000), sumada a la segregación por ba-
rrios, en nuestro país existe una impor-
tante desigualdad territorial expresada 
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en las diferencias entre quienes viven en 
sectores urbanos y entre quienes viven en 
sectores rurales. De este modo, la socie-
dad crece y se moderniza en ciertas zonas, 
mientras que en otras se mantienen mu-
chos de los aspectos de la vida tradicional. 
Este fenómeno se observa especialmente 
en las localidades donde las viejas casas 
patronales han sido reemplazadas por 
empresas agrícolas, de modo que las 
principales actividades laborales corres-
ponden a labores domésticas, del campo 
y fruticultura. Si bien en estos sectores el 
acceso al trabajo, en especial por parte de 
las mujeres, es visto como una posibilidad 
real de inserción en el mundo productivo, 
las actividades están ligadas a una escasa 
movilidad social. De este modo y a pesar 
de la modernización del trabajo, las per-
sonas que viven y trabajan en sectores ru-
rales creen que sus hijos seguirán el mis-
mo camino, aunque tengan expectativas 
de surgir y cambiar de trabajo.

Ante este complejo escenario social, don-
de se mezclan la pobreza y la ruralidad, 
cobran especial relevancia las interven-
ciones de índole educativa que buscan 
superar las dificultades asociadas a estas 
condiciones, las cuales se transforman 
en una vía de democratización de la 
sociedad y del conocimiento (Medina, 
2006). Específicamente, las dificulta-
des relacionadas al contexto de pobreza 
pueden superarse, en la mayoría de los 
casos, con una intervención pedagógi-
ca apropiada, acorde a las necesidades 
de los niños, quienes gracias a ella pue-
den alcanzar un adecuado desarrollo de 
su proceso de alfabetización temprana 
(Harn, Linan-Thomson y Roberts, 2008). 
Por lo tanto, el aula en el nivel parvula-
rio se transforma en un entorno privile-
giado para compensar las brechas en las 

habilidades lingüísticas que poseen los 
estudiantes producto del nivel socioeco-
nómico al que pertenecen (Silva, Strasser 
y Cain, 2014). Estos antecedentes susten-
tan la necesidad de desarrollar prácticas 
pedagógicas de alfabetización eficientes 
al momento en que los niños comienzan 
el aprendizaje formal de la lectura, par-
ticularmente para aquellos que viven en 
situación de pobreza. A pesar de las múl-
tiples investigaciones en torno al tema, no 
se ha podido llegar a un acuerdo en torno 
a cuál es el mejor método para trabajar 
con niños en situación de pobreza (Snow, 
Burns y Griffin, 1998). Lo anterior radica en 
las variadas necesidades de los niños y de 
la situación misma de aprendizaje, por lo 
que se requiere de profesionales capaces 
de construir una práctica pedagógica que 
revierta las dificultades asociadas al con-
texto de pobreza.

Esta problemática ha sido abordada tra-
dicionalmente desde la racionalidad téc-
nica, la cual se cimienta en la filosofía po-
sitivista y concibe la práctica profesional 
como la aplicación de la teoría (Latorre, 
1992). Por ende, un profesional compe-
tente que aborda las dificultades de los 
niños que viven en situación de pobreza 
sería aquel que aplica el conocimiento 
derivado de la academia. Sin embargo, se-
gún Donald Schön (1986), la racionalidad 
técnica se encuentra en una crisis de con-
fianza, ya que no es posible abordar en el 
ejercicio profesional todas las situaciones 
únicamente con la aplicación de los co-
nocimientos producidos por la academia. 
Frente a lo anterior y en contraposición 
a la racionalidad técnica, Donald Schön 
(1986) elabora su propia epistemología de 
la práctica, donde la reflexión es central y 
es concebida como una forma de pensa-
miento deliberado y consciente que invo-
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lucra un cuidadoso análisis de supuestos, 
ideas y conocimientos. Es esta reflexión la 
que permite la fundamentación artística 
inherente a la práctica de los profesiona-
les considerados competentes, premisa 
principal de la epistemología de Schön 
(1986) y que conduce a una reconsidera-
ción del rol del educador dentro del aula 
(Latorre, 1992).

Desde la perspectiva de Schön (1983), la 
práctica docente se caracteriza por ser un 
escenario incierto, cambiante y singular, 
donde existen zonas familiares5 e indeter-
minadas6 de la práctica. El arte de cons-
truir prácticas adecuadas en contextos 
familiares e inciertos es posible gracias a 
la utilización de conocimientos técnicos y 
otros que derivan de la experiencia, pero 
sobre todo reflexionando para alcanzar 
los objetivos propuestos. Este proceso 
es denominado por Schön (1983,1986) 
“pensamiento práctico” y es el que posibi-
lita la modificación o potenciación de las 
prácticas pedagógicas. Está constituido 
específicamente por tres procesos: a) co-
nocimiento en la acción7; b) reflexión en 
la acción8; c) reflexión sobre la acción9. 
Un educador que utiliza el pensamiento 
práctico es considerado un profesional 
competente, ya que puede ajustarse a 
las necesidades de la situación educati-
va y hacer frente a las zonas indetermi-
nadas de la práctica (Schön, 1983, 1986), 

respondiendo a los requerimientos de 
los educandos mediante la reflexión. La 
respuesta a las necesidades de los niños 
en el área educativa se da principalmente 
por medio de la reflexión sobre la acción 
llevada a cabo antes de la práctica, la cual 
se realiza cuando se planifica y se piensa 
en lo que se impartirá y cómo se efectua-
rá, basándose fundamentalmente en su 
conocimiento en la acción (Zeichner y Lis-
ton, 1996). Según Tochon (1993), parte de 
la investigación educativa debería orien-
tarse al estudio de las características de 
estos profesionales capaces de producir 
ideas nuevas, ajustarse a las necesidades 
de los estudiantes y crear soluciones ori-
ginales en situaciones paradójicas. En el 
caso de la alfabetización temprana, por 
medio del conocimiento y estudio de las 
prácticas y el pensamiento práctico de 
profesionales competentes es posible in-
dagar en sus competencias. 

Los antecedentes expuestos fundamen-
tan la relevancia de estudiar el pensa-
miento práctico de aquellos profesionales 
considerados competentes en el área de 
la alfabetización temprana, en especial 
en lo que refiere a su reflexión sobre la 
acción llevada a cabo antes de la práctica 
y al conocimiento en la acción. La prime-
ra permite considerar las características 
de los niños al momento de planificar 
la práctica y el segundo fundamenta y 

5 Aluden a situaciones en que se ejecuta la práctica sin tener que “pensar sobre ella” mientras se mantenga 
dentro de lo que se considera “normal” o “familiar”.
6 Refieren a situaciones en que las acciones rutinarias producen un resultado inesperado.
7 Refiere a los tipos de conocimientos que se revelan en las acciones inteligentes, encarnados en la práctica e 
inseparables de la misma.
8 Ante la sorpresa se reflexiona sin interrumpir la acción en un tiempo presente.
9 Tras la sorpresa se retoman los pensamientos sobre los hechos que se han desarrollado y cómo el conoci-
miento en la acción pudo haber influido en los resultados inesperados.

karina del carmen moreno d. y rodolfo i. soto g.
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da sustento a la práctica profesional. Por 
ende, ambos aspectos son esenciales en 
la construcción de las prácticas de la al-
fabetización temprana e influyen direc-
tamente en la profundidad y rapidez con 
que se puede desarrollar este aprendizaje. 
Además, si se considera que las prácticas 
pedagógicas pueden mermar o potenciar 
las experiencias de aprendizaje de los ni-
ños y que incluso pueden suplir las even-
tuales carencias socioculturales de los 
niños que viven en situación de pobreza, 
el estudio de éstas y el pensamiento prác-
tico asociado a su construcción se vuelve 
fundamental para la generación de co-
nocimiento que aporte a la mejora de los 
procesos de aprendizaje de alfabetización 
temprana en contextos de pobreza.

En consideración a los antecedentes ex-
puestos, el presente estudio tiene por 
objetivo describir el pensamiento prácti-
co de una educadora de párvulos compe-
tente, centrándose en la reflexión sobre 
la práctica y el conocimiento en la acción, 
elementos que fundamentan su práctica 
de alfabetización temprana en contextos 
de pobreza. 

Método 

El enfoque metodológico utilizado fue el 
cualitativo, ya que se adaptaba al objeto 
de estudio. Por su parte, la estrategia utili-
zada fue el estudio de casos, con un dise-
ño de caso único. La elección de este dise-
ño radica en la profundidad e intensidad 
que permite para la investigación de las 
prácticas de la educadora estudiada en el 
área de la alfabetización temprana. Ade-
más, permite ahondar en la comprensión 
de los significados de sus prácticas de al-
fabetización temprana en su propio con-
texto, así como en las creencias en que se 
sustentan (Stake, 1994). De este modo, el 
diseño de caso único es el medio idóneo 
para estudiar el pensamiento práctico de 
una educadora en su contexto, aportando 
profundidad y una mayor comprensión10.

La selección de la participante fue de 
carácter intencional, es decir, se estable-
cieron una serie de criterios11 considera-
dos necesarios para tener una unidad de 
análisis con las mayores ventajas para los 
fines de la investigación (Martínez, 2006). 
Algunos de los criterios establecidos fue-
ron que la participante hubiera cursado 
el pregrado en una universidad situada 
en los cinco primeros lugares del ranking 
América Economía y que trabajara en una 
escuela con un índice IVE-SINAE12 supe-
rior al 70%.
 

10 El propio Schön (1986) empleaba el estudio de casos como principal estrategia de investigación para desa-
rrollar empíricamente sus planteamientos teóricos en relación al pensamiento práctico.
11 Para revisar un listado completo de los criterios de selección de la participante remitirse a Moreno, K. (2016). 
“Pensamiento práctico de una educadora de párvulos competente en relación a sus prácticas de alfabetización temprana 
en un contexto de pobreza”. Universidad de Chile: Chile. 
12 Índice de Vulnerabilidad Escolar, que va de 0 a 100%.
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Las técnicas de producción de datos fue-
ron la entrevista semiestructurada13 y 
el recuerdo estimulado14. Siguiendo los 
planteamientos de Smolkowski y Gunn 
(2012), se realizaron dos filmaciones de 
prácticas de alfabetización temprana en 
el aula escogidas por la educadora, ya que 
según estos autores, las prácticas docen-
tes tienen una fuerte estabilidad. De este 
modo, la educadora escogió una de las 
prácticas filmadas, la que fue revisada por 
ella mientras se le realizaba la entrevista 
semiestructurada, correspondiente a la 
técnica denominada recuerdo estimula-
do. Para el análisis de los datos se utilizó 
la teoría fundamentada de Strauss y Cor-
bin (2002), y se procesaron a través de la 
codificación abierta, axial y selectiva.

Contexto de investigación

La escuela donde se realizó la investiga-
ción pertenece a la región Metropolitana 
y específicamente se ubica en la comuna 
de San Bernardo15. La institución impar-
te educación mixta desde primer nivel 
de transición (NT1) hasta 8° año básico y 
cuenta con educación de adultos16. Para 
todos los niveles educativos, la escuela 
cuenta con el Programa de Integración Es-
colar17 (PIE) y está adscrita a la Subvención 
Escolar Preferencial18.

En el área pedagógica, el establecimiento 
no recibe acompañamiento técnico de 
Asistencia Técnica Educativa (ATE)19 u otra 
institución externa20. No existen en él li-

13 Se realizaron cuatro entrevistas semiestructuradas con énfasis en los distintos componentes del pensa-
miento práctico.
14 Esta técnica consiste en mostrar la grabación de la práctica a la participante y pedirle un relato sobre lo 
más significativo de la experiencia, solicitándole que exprese “en voz alta” el pensamiento que guía cada una 
de las decisiones que tomó en el aula, lo que es grabado en audio para su posterior transcripción y análisis.
15 Administrativamente depende de la Corporación Municipal de Educación y Salud de San Bernardo.
16 En tres niveles: 3° nivel básico correspondiente a 7° y 8° año básico con oficio; 1° nivel medio que incluye 1° y 
2° año medio; y 2° nivel medio que incorpora 3° y 4° medio.
17 Estrategia inclusiva cuyo propósito es contribuir al mejoramiento continuo de la calidad de la educación 
a través del favorecimiento de la presencia en la sala de clases, la participación y el logro de los objetivos de 
aprendizaje de todos y cada uno de los estudiantes, especialmente de aquellos que presentan necesidades 
educativas especiales (NEE). 
18 Iniciativa que entrega recursos adicionales por cada alumno prioritario y preferente a los sostenedores de 
establecimientos que han firmado con el Mineduc un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia 
Educativa para la implementación de un Plan de Mejoramiento Educativo.
19 Asistencia Técnica Educativa para la elaboración, implementación y/o monitoreo del Plan de Mejoramien-
to Educativo (PME).
20 La directora plantea que son los mismos profesionales de la escuela quienes han construido “lineamien-
tos pedagógicos” relacionados con estrategias para promover la comprensión lectora y el pensamiento lógi-
co-matemático.
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neamientos específicos en relación con el 
proceso de desarrollo de la alfabetización 
temprana, sin embargo, esta área ha sido 
incluida en el Plan de Mejoramiento Edu-
cativo21 (PME) a través de talleres que bus-
can desarrollar la consciencia fonológica 
en los niños. Estos talleres están a cargo 
de la fonoaudióloga del PIE y se realizan 
desde NT1 hasta 2° año básico.

Por otra parte, no existen lineamientos en 
relación con la articulación entre la edu-
cación parvularia y educación básica. Si 
bien esta necesidad se ha planteado en 
consejos de reflexión pedagógica, hasta 
la fecha de realización de la presente in-
vestigación no se ha abordado ni se han 
construido estrategias concretas.

Resultados 

Esta investigación releva los principales 
mecanismos y estrategias implementa-
das por una educadora de párvulos para 

orientar la práctica de la alfabetización 
temprana en niños que viven en contextos 
de pobreza. Sus principales resultados, 
por una parte, muestran las estrategias 
empleadas para desarrollar la alfabeti-
zación temprana y por otra, destacan la 
reflexión sobre la acción suministrada por 
la educadora que contextualiza y funda-
menta la práctica educativa. 

1. Estrategias destacadas para 
desarrollar la alfabetización 
temprana 

La educadora de párvulos ejecuta diver-
sas estrategias para desarrollar la alfabe-
tización temprana de los niños a través 
de la participación activa, la cual fomenta 
articulando los recursos disponibles tanto 
en el medio como en su conocimiento en 
la acción. En lo sucesivo, todas las citas de 
este artículo corresponden a la educadora 
de párvulos con la que se trabajó. 

21 Instrumento de planificación estratégica que le permite al establecimiento educacional organizar de ma-
nera sistémica e integrada los objetivos, metas y acciones para el mejoramiento de los aprendizajes de todos 
los estudiantes.

Destaca dentro de estas estrategias el uso 
de elementos de diferentes métodos de 
aprendizaje de la lectura, correspondien-
tes al currículum cognitivo y el método 
globalizado. Ambos métodos buscan que 
los niños participen activamente en su 
proceso de aprendizaje (Braslavsky, 2003) 
y para ello proponen diversas estrategias 
que la educadora sostiene que incorpo-

ra en su práctica. Es importante destacar 
que ambos modelos se sustentan en en-
foques teóricos distintos en torno a la al-
fabetización temprana. 

Es así como el enfoque cognitivo, que da 
origen al currículum cognitivo, estudia 
la lectura como una actividad cognitiva 
compleja, describiendo sus componen-

“El fundamento es la participación, la participación activa y el aprendizaje”.
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22 Refiere a actividades que tienen una utilidad real para el niño, por ejemplo, contestar una carta. 

“Esta fábula la habíamos leído en El libro de oro de las fábulas, la vimos en la 
película, la comentamos, los niños todos quieren ir porque todos se la saben, todos 
saben de qué se trata”.

tes en términos de factores cognitivos 
y lingüísticos (Teberosky, 2003; Vieiro y 
Gómez, 2004). Por su parte, el método 
globalizado, basado en el enfoque cons-
tructivista, se centra en los niños que 
aprenden y en los modos de construcción, 
comprensión y empleo del sistema de es-
critura (Teberosky, 2003). A pesar de las 
diferencias de ambos enfoques, la educa-
dora explicita tomar elementos de uno y 
otro, utilizándolos e integrándolos en su 
práctica de alfabetización temprana.

Sumado al centro de interés, la educadora 
utiliza la sala letrada como estrategia del 
método globalizado, la que se podía ob-
servar en las tarjetas que estaban adheri-
das a las paredes y que contenían las prin-
cipales palabras de la fábula, tales como 
tortuga, conejo, carrera. La relevancia de 
esta estrategia es que se incluyen palabras 
en la sala que se trabajan de forma cons-
tante y que van cambiando dependiendo 
de los textos escritos que se utilizan. Es 
importante recalcar que la participante 
menciona que la sala letrada no implica 
sólo colocar nombres de objetos sin dar-
les utilidad sino que estos deben variar en 
función de los textos que se trabajan. 

La sala letrada y el centro de interés tie-
nen en común que relevan el lenguaje 
escrito y facilitan experiencias de contac-
to con ambientes letrados, permitiendo 

En cuanto a las estrategias propias del 
método globalizado, destaca el uso del 
centro de interés, el cual organiza las ac-
tividades que realizan los niños en torno 
a una situación que despierte su interés y 
a través de la que se intencionan aprendi-
zajes (Narváez, 2017). En este caso, el cen-
tro de interés corresponde a la fábula La 
liebre y la tortuga, cuya elección responde 
al trabajo realizado con anterioridad, que 
estuvo integrado por diversas actividades 
con los párvulos.

a los niños construir representaciones 
sobre el lenguaje escrito (Medina et al., 
2014). Además, ambas estrategias permi-
ten que los párvulos aprendan por descu-
brimiento las regularidades del lenguaje 
escrito, favoreciendo al mismo tiempo la 
participación activa de los niños por me-
dio del reconocimiento de sus intereses y 
sus características en actividades que se 
consideran auténticas (Teberosky, 2003), 
las cuales responden al contexto de los 
niños y poseen propósitos “verdaderos”22 

(Condemarín, 2008).

Por otra parte, la educadora utiliza estra-
tegias propias del currículum cognitivo en 
su práctica, todas centradas en desarrollar 
la participación activa de los niños. Una 
de estas estrategias es la distribución en 
círculo que adoptan los niños en las acti-
vidades. 
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Asimismo, la educadora destaca el uso de 
preguntas en su práctica diaria, las que 
buscan activar conocimientos previos de 
los párvulos y ser un “puente” entre lo que 
los niños saben y lo que van a aprender, 

Es así como el currículum cognitivo favo-
rece la participación activa de los niños 
tanto a nivel externo, entendido en tanto 
acción, como interno, entendido como 
cognición (Teberosky, 2003). Esta duali-
dad queda ilustrada cuando la educado-
ra explicita que este currículum fomenta 
el pensamiento y el razonamiento por 
medio de preguntas y a la vez, la dispo-
sición en círculo de los párvulos favorece 
su participación física en las actividades 
propuestas.

Otra estrategia propia del currículum cog-
nitivo que utiliza la educadora es la orga-
nización de los materiales en módulos 
accesibles para los niños. De este modo, 
la educadora manifiesta que posee todo 
el material que va a utilizar, el que se en-
cuentra disponible y ordenado en módu-
los para que los párvulos puedan acceder 
a ellos en función de sus necesidades.

es decir, la zona de desarrollo próximo. 
Además, el uso de preguntas permite es-
timular la reflexión de los niños y niñas, 
invitándoles a razonar.

El orden y la disposición de materiales 
en módulos facilitan la autonomía de los 
niños, pues les dan la oportunidad de ser 
ellos mismos quienes busquen sus mate-
riales, concordando con lo planteado por 
Iglesias (2008). Sumado a lo anterior, en 
la sala se han incorporado dispositivos 
que permiten que los niños satisfagan 
sus necesidades de forma autónoma, 
tales como el dispensador de jabón o el 
papel higiénico. Destaca en el discurso de 
la participante que los niños no solicitan 
permiso para ir al baño sino que se les da 
la autonomía de satisfacer esa necesidad 
cuando ellos lo requieran.

Desde la perspectiva de la educadora, el 
trabajo con autonomía tiene como fun-
ción desarrollar el control interno de los 
párvulos o la autorregulación. La autono-
mía es fomentada mediante los esfuerzos 
de la educadora para que los niños per-
ciban la responsabilidad asociada a sus 
labores.

“Le preguntas, también en el currículo cognitivo hay mucha pregunta para hacer 
pensar al niño: ‘¿por qué crees tú? ¿Qué crees?’. A veces me dicen: ‘¿tía puedo ir al 
patio?’ ‘¿Qué crees tú, si está lloviendo?’ ‘… que no’. Entonces tienes que hacerlo 
razonar a él, se usa mucho la pregunta, muchas, muchas preguntas”.

“O sea también trabajamos los controles internos: si la puerta está abierta es 
para que entre aire y distintas cosas, ‘ahora ustedes no tienen que salir porque 
la puerta está abierta, porque es su sala, aquí usted está trabajando’, tienen una 
responsabilidad”.

“Se usa el círculo porque es una estrategia de aprendizaje del currículum cognitivo. 
Además ellos se ven y están todos frente a la lámina, pueden apreciar mejor, tienen 
una mejor panorámica de lo que está pasando”.
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Es así como se potencian habilidades so-
ciales capaces de favorecer la participa-
ción activa de los párvulos, tales como la 
autonomía y la autorregulación. Según 
Vygotsky (1962), ésta es una de las metas 
de la educación, pues la influencia social 
establece el proceso de dominio por parte 
del niño de los instrumentos sociales ex-
ternos, transformándolos en internos, lo 
que asegura la autorregulación del com-
portamiento y la construcción de apren-
dizajes.

Este uso combinado de estrategias per-
tenecientes a dos métodos diferentes de 
aprendizaje de la lectura da cuenta de lo 
que plantea Snow et al. (1998), quienes 
explicitan que no hay acuerdo en torno a 
cuál es el mejor método para trabajar con 
niños en situación de pobreza. Al no exis-
tir consenso, la articulación de recursos 
que realiza la educadora es fundamental 
para que se pueda realizar una práctica 
pedagógica acorde a las necesidades de 
los niños (Tardif, 2009). Para lograr esta 
articulación de recursos, la educadora 

Otro importante material es el puntero 
color naranja que utiliza la educadora, el 
que permite señalizar y enfocar la aten-

A pesar de que la educadora reconoce 
que el currículum cognitivo es uno de los 
fundamentos de su práctica de alfabeti-
zación temprana, es importante destacar 
que explicita que no trabaja el currículum 
cognitivo sino que utiliza estrategias de 
éste en el aula. La argumentación para 
esto está relacionada con la dificultad 
para implementarlo en la sala de clases, 
ya que, según la educadora, para hacer 
uso del currículum tendrían que existir 
condiciones que permitan un trabajo más 
personalizado. 

debe tener la capacidad para dominar, in-
tegrar y movilizar sus saberes en función 
de las condiciones del contexto donde lle-
va a cabo su práctica (Tardif, 2009).

Otra importante estrategia que utiliza la 
educadora es la selección y posterior uti-
lización de materiales que favorecen la 
participación activa de los niños. De este 
modo, destaca el tamaño del material 
escrito, que en este caso correspondía a 
la fábula pegada en un atril de gran pro-
porción. 

“Porque para que fuera la sala cognitiva, tendría otra distribución, tendría que haber 
más adultos trabajando con los niños, los grupos son pequeños, es un trabajo súper 
personalizado”.

“Entonces el formato grande del texto facilita que el niño pueda discriminar bien 
dónde está la palabra que anda buscando dentro de un mar de palabras que  está 
lleno de palabras”. 

“Es que tenemos que tener un puntero porque tenemos que señalizar, hay que tener 
un puntero… además, fíjate que es naranja, un color fuerte, cosa que ellos vean 
dónde van”.

ción de los párvulos a un estímulo inten-
cionado.
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De este modo, tanto el puntero color na-
ranja utilizado para guiar la lectura como 
los paneles y los textos de gran tamaño 
permiten, desde la mirada de la educado-
ra, que todos los niños puedan participar 
activamente de la práctica de alfabetiza-
ción temprana al tratarse de un material 
accesible y visible para todos los presen-
tes en el aula. Estos facilitadores se consti-
tuirían como apoyos para los párvulos, ya 
que son recursos cuyo propósito es mejo-
rar su participación y aprendizaje (Asocia-
ción Americana de Discapacidades Inte-
lectuales y del Desarrollo, 2011). 

Finalmente, destaca la funcionalidad del 
error en los aprendizajes de los párvulos, 
cuyo abordaje favorece su participación 
activa. De este modo, señala que a pesar 
de que designa a un párvulo para realizar 
la actividad en el atril, los demás niños 
ayudan a su compañero por medio de ins-
trucciones, confirmando las respuestas o 
corrigiéndolas. 

“Un error, claro, pero un error, un error para aprender, porque la Isa mostró esta letra, 
ésta era la ’u’, ‘no’, dijeron todos. ¿Qué letra es? ‘Es la ‘o’’. ‘¿Ven? Ésta es la ‘o’’. Pasó, no 
queda como que ella se equivocó. Porque todos dijeron ‘esa no es la ‘u’, es la ‘o’’”.

La noción de error explicitada por la par-
ticipante facilita que los niños participen 
y construyan aprendizajes, tal y como 
plantea Briceño (2009), ya que el error es 
el punto de partida para nuevos apren-
dizajes. Concordando con lo anterior, 
Schön (1986) plantea la importancia de 
la experimentación y de actuar como un 
investigador, proceso en el cual el error es 
fundamental. Estos planteamientos en 
torno al error se contraponen a la visión 
tradicional, donde se considera como un 
equívoco grave que tiende a penalizarse, 
ya que es un obstáculo que se interpone 
en el camino para la adquisición de nue-
vos conocimientos (Briceño, 2009; Colo-
ma, 1999).

2. Reflexión sobre la acción de 
la práctica de alfabetización 
temprana

Este tipo de reflexión es la que Schön 
(1986) denominó “sobre la acción”, la que 
posibilita pensar sobre lo que se realizó 
en la práctica antes y tras su ejecución 
para modificarla a futuro en función de 
los resultados obtenidos. La reflexión so-
bre la acción permitiría responder a las 
complejidades de la práctica profesional. 
Schön (1983) plantea que no basta con la 
aplicación de conocimientos técnicos, ya 
que estos son limitados ante las zonas 
indeterminadas de la práctica y no permi-
ten responder a sus necesidades. Desde 
su perspectiva se requiere que los profe-
sionales se ajusten a las necesidades de la 
situación educativa, haciendo frente a las 
zonas indeterminadas de la práctica. Este 
ajuste es posible mediante la utilización 
de sus conocimientos técnicos y los que 
derivan de su experiencia, pero sobre todo 
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“Pero lo que pasa es que llegan con mucha carencia acá, llegan con muy bajo 
aprendizaje, suponte, los niños no saben contar ni hasta cinco cuando llegan… 
nada, uno, dos, ocho, nada. El lenguaje es súper limitado, el vocabulario súper 
limitado, entonces tú tienes que empezar a llenar muchos vacíos”.

“Yo considero que hago un buen trabajo, no es por ser soberbia ni nada, pero yo me 
comprometo totalmente con mis alumnos”.

a partir de la reflexión constante para al-
canzar los objetivos propuestos. 

De esta manera, es crucial que los docen-
tes reflexionen frecuentemente y desarro-
llen su pensamiento práctico, ya que estos 
procesos posibilitan el cuestionamiento 
de su conocimiento en la acción, permi-
tiéndoles modificar o potenciar sus prác-
ticas pedagógicas (Schön, 1983). Gracias a 
la reflexión consciente y sistemática sobre 
la práctica se contribuye a entregar una 
mejor educación a todos los estudiantes, 
permitiendo el aprendizaje colectivo (Mi-
neduc, 2008). 

Es importante destacar que la modifica-
ción de las prácticas pedagógicas pasa por 
la reflexión explícita, la toma de concien-
cia de los supuestos teóricos subyacentes 
y la revisión de las propias prácticas (Gil 
y Bigas, 2012; Porlán, Rivero y Del Pozo, 
1998). Sin esta reflexión es difícil que se 
produzcan cambios substanciales en la 
actividad docente en general y en el pro-
ceso de alfabetización temprana en par-
ticular (Gil y Bigas, 2012). En este sentido, 
se plantea la necesidad de ser conscien-

tes tanto de las decisiones pedagógicas 
que se toman como de la importancia 
de reflexionar y analizar críticamente las 
prácticas ya implementadas (Harford y 
MacRuairc, 2008).

La auto observación de la educadora per-
mite construir su propio contenido res-
pecto a la reflexión sobre la acción. En este 
caso, refiere a los elementos del contexto 
que inciden en la forma en que constituye 
su quehacer en el aula. Específicamente, 
la profesional sostiene que su labor do-
cente la desempeña en un contexto de 
pobreza en el que vive la mayoría de los 
niños con los que trabaja e influye en las 
dificultades de aprendizaje que reconoce 
en los párvulos. Estas dificultades aluden 
a carencias vinculadas con el lenguaje y el 
manejo numérico, mostrando coheren-
cia con investigaciones tanto nacionales 
como internacionales que han relaciona-
do el nivel socioeconómico y el desarrollo 
de este aprendizaje (Herrera, Mathiesen 
de Gregori y Pandolfi, 2000; Herrera et 
al., 2011; Hoff, 2006; Payne et al., 1994; 
Piacente et al., 2006; Piacente, Rodrigo y 
Urrutia, 1998). 

Sin embargo, al reflexionar en torno al 
contexto y explicitar las dificultades que 
provoca en los párvulos, la educadora no 

lo percibe como un obstáculo y evalúa 
positivamente su labor y las capacidades 
que despliega en los niños.
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De este modo, al reflexionar en torno al 
contexto de pobreza en que viven los ni-
ños con que trabaja, la educadora destaca 
dos elementos claves de su labor: la eva-
luación positiva de su trabajo y el com-
promiso que demuestra con los niños que 
trabaja. En relación con el primer aspecto, 
la evaluación positiva de su trabajo le per-
mite creer en sus capacidades para desa-
rrollar ciertas tareas propias de su labor 
en una situación particular (Del Río, Lagos 
y Walker, 2011), como lo es su práctica de 
alfabetización temprana en un contexto 
de pobreza. Esta convicción en las propias 
capacidades para lograr resultados posi-
tivos de aprendizaje en los niños, a pesar 
de que estos puedan tener dificultades, se 
relaciona con la presencia de un alto sen-
tido de autoeficacia en la educadora (Ar-

Asimismo, la participante menciona que 
le interesa que los niños sean felices en 
la escuela, dado que algunos tienen una 
vida que califica como “terrible”. Es así 
como al reflexionar en torno a las expec-
tativas que tiene sobre los niños, la edu-
cadora incluye aspectos que transcienden 
lo académico e incorpora elementos de 
su contexto familiar y cotidiano. Esta re-
flexión da muestras de que la educadora 
conoce la realidad familiar de los niños 
con que trabaja y se interesa por convertir 
la escuela en un espacio que compense 
las experiencias negativas que puedan 
tener, brindándoles un clima de apren-
dizaje afectivo. En este sentido, McKean 
(1989) destaca que para lograr este clima 
afectivo es importante que los profesores 
conozcan a sus estudiantes, sus necesi-

mor et al., 1976; Bandura, 1977; Woolfolk 
y Burke, 2005).

A su vez, la evaluación positiva del propio 
trabajo por parte de los educadores incre-
menta el esfuerzo que invierten en en-
señar, las metas que se fijan y el nivel de 
expectativas que tienen en relación con 
los niños con que trabajan (Del Río et al., 
2011). De este modo, la evaluación positi-
va que hace la educadora al reflexionar en 
torno a su trabajo y los aportes que consi-
dera entregar a los niños promueve altas 
expectativas en ellos. En concreto, la pro-
fesional plantea que espera que los niños 
sean activos, que participen, que estén 
felices trabajando y aprendiendo, incluso 
si lo anterior genera que se muestren más 
desordenados.

dades y sus deseos, para así lograr una 
comprensión más integral de su compor-
tamiento en la escuela, tal como lo hace 
la educadora.

Por otra parte, la educadora plantea que 
busca que los niños cumplan proyectos de 
vida ambiciosos y por ello los convence de 
que tienen que ir a la universidad, aumen-
tando así sus expectativas, sin limitarlos. 
Considera importante prepararlos para “el 
infinito y más allá” y no sólo para la vida 
o para una profesión, dando cuenta de 
que su reflexión trasciende el momento 
actual o incluso el periodo escolar, y logra 
reflexionar en torno al futuro que le gus-
taría que tuvieran los niños que trabajan 
con ella. 

“Yo quiero que sean activos, que participen, se ven más desordenados y todo, pero 
están felices ahí trabajando y aprendiendo”.
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“Que ellos puedan llegar más allá, que puedan disfrutar de otras cosas, que por 
ejemplo, no sé, po´, si hablamos de una obra de arte, pucha, hablamos de una obra 
de Van Gogh. Para mí es importante que ellos aprendan más, que sepan, que tengan 
más herramientas y no solamente de lenguaje, matemáticas o de ciencias; de arte”.

Asimismo, la participante explicita que es 
importante que los niños aprendan más, 
que tengan más herramientas y que dis-
fruten de otras cosas. Lo anterior no sólo 

Debido a sus altas expectativas en los 
niños, la participante explicita que en al-
gunas ocasiones le da más complejidad a 
las tareas que deben realizar los párvulos 
porque, según ella, frecuentemente se les 
exige muy poco a los niños. Ejemplifica lo 
anterior con una actividad donde estos 
debían encerrar una palabra, lo que desde 
su perspectiva era “muy poco”, por lo que 
agregó que además de encerrarla, debían 
escribirla. 

Manifestar altas expectativas en los ni-
ños y una evaluación positiva del propio 
trabajo es particularmente importante 
cuando se desarrollan labores en contex-
tos de pobreza, ya que diversas investiga-
ciones han demostrado que estos factores 
juegan un rol central en determinar la ca-
lidad de las prácticas pedagógicas de los 
educadores (Milner, 2002; Shaughnessy, 
2004; Tournaki y Podell, 2005). Es así 
como la realización de una práctica pe-
dagógica de calidad en contextos de po-
breza puede neutralizar el efecto negativo 
de las condiciones socioculturales que se 
derivan del mismo (Medina, 2006).

Sumado a lo anterior, la educadora deno-
ta en su reflexión un fuerte compromiso 
con los niños con quienes trabaja, aspecto 
que según McKean (1989) es propio de los 
profesores efectivos. Este compromiso se 

es aplicable a ámbitos como el lenguaje, 
matemáticas o ciencias sino que también 
a otros como el arte. 

evidencia a través del entusiasmo que po-
nen los docentes en enseñar, su vitalidad 
y su capacidad de transmitir esta energía 
a los niños (McKean, 1989). Además, este 
compromiso en contextos de pobreza 
permite que los profesores crean en los 
logros que pueden alcanzar los niños a 
pesar de sus dificultades asociadas al con-
texto y asuman su responsabilidad como 
profesionales que pueden hacer una dife-
rencia significativa en las oportunidades 
de aprendizaje de sus estudiantes (Bellei, 
Muñoz, Pérez y Raczynski, 2000). 

De este modo, en su reflexión la educado-
ra destaca el compromiso con su labor, el 
que expresa, desde su perspectiva, en su 
forma de trabajar y actitud personal, las 
que favorecen el desarrollo personal de 
los párvulos. Es así como la educadora 
desarrolla una amplia gama de habilida-
des en los niños gracias a su preocupación 
por enseñarles a bailar, a que dramaticen 
y por sobre todo, a impulsar su motiva-
ción para realizar este tipo de actividades. 
Considera que si mostrara menos entu-
siasmo, los niños no desarrollarían estas 
habilidades, e indica que ha corroborado 
esta creencia observando el desempeño 
de sus niños en diversas áreas una vez que 
inician la educación básica. 
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Lo anterior permite afirmar que la edu-
cadora realiza un proceso de observación 
de los niños con los que trabaja durante 
la etapa parvularia y que su observación 
se extiende hasta que estos abandonan el 
colegio, lo que fundamenta su reflexión 
en torno a los aportes que entrega a los 
niños y cómo estos se visualizan en su 
actuar y habilidades. De este modo, la 
educadora realiza un proceso de observa-
ción extendido en el tiempo, el que según 
Coll y Onrubia (1999) se define por su in-
tencionalidad y cuyo objetivo es recabar 
información del medio. Es gracias a esta 
observación y la información que recopila 
que la educadora logra reflexionar en tor-
no a las expectativas que tiene en relación 
con sus niños y la manera en que aporta a 
su cumplimiento. 

Este proceso de observación no sólo se 
centra en el entorno sino que la educa-
dora es capaz de mirarse a sí misma y re-
flexionar sobre lo que hace, transformán-
dose en un “investigador”, en palabras de 
Schön (1986). De este modo, es gracias a 
este proceso de observación y reflexión 
en torno a ella misma y los logros de sus 
niños que la educadora identifica varios 
aportes que entrega a los párvulos, tales 
como el incremento de su capital cultural, 
la autorregulación y el desarrollo de he-
rramientas socioemocionales. Todos es-
tos aportes, según la educadora, permiten 
que los niños que han trabajado en el aula 
con ella hayan destacado positivamente a 
lo largo de su proceso educativo posterior. 
Es así como los integrantes de sus cursos 
por lo general son escogidos mejores 
compañeros, son quienes bailan cueca en 
los diversos actos e incluso los ganadores 
en este baile han trabajado con ella. 

Los aportes que la educadora explicita 
proporcionar a los párvulos se relacionan 
con el núcleo de aprendizaje de forma-
ción personal social de las Bases Curricu-
lares de Educación Parvularia, donde el 
desarrollo de la autonomía, la identidad 
y la convivencia son centrales (Mineduc, 
2002). De este modo, las contribuciones 
de su labor profesional no sólo se enmar-
can en la alfabetización temprana sino 
que la participante reconoce influir en 
distintas esferas del desarrollo de los ni-
ños, tal y como sugieren las Bases Curricu-
lares (Mineduc, 2002) y el informe Delors 
(1996).

Es importante destacar que al reflexionar 
acerca de las expectativas en relación a 
los niños y los aportes que les entrega, la 
educadora indica que todos se ven favo-
recidos por dos actores fundamentales: la 
técnico en párvulos y los apoderados. En 
relación a la técnico en educación de pár-
vulos, la participante reconoce que ésta 
constantemente se involucra en las activi-
dades que se realizan, ya que se inmiscu-
ye con regularidad, acción que contribuye 
a que la técnico pueda suplirla en alguna 
actividad. Detalla que es ella como edu-
cadora quien maneja el fundamento de la 
actividad y que quizás la técnico en pár-
vulos no lo maneja, a pesar de lo que la 
considera un importante apoyo a su labor.

De este modo, en su reflexión sobre la 
acción la educadora reconoce el apoyo 
que entrega la técnico en educación par-
vularia, pero resalta la diferencia de co-
nocimientos que cada una maneja. Esta 
diferenciación que realiza la participante 
concerniente al manejo teórico es con-
cordante con la relación jerárquica entre 
educadoras y técnicos en educación par-
vularia planteada por Rivera (2013), que 
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indica que las primeras manejan un co-
nocimiento de tipo teórico y las segundas 
uno de naturaleza práctica que “legítima-
mente” da origen a posiciones distintas 
dentro del aula.

A pesar de esta diferencia de conoci-
mientos, la educadora destaca que con 
la técnico en educación parvularia hace 
un buen equipo de trabajo y que es con 
ella con quien reflexiona acerca de los re-

En cuanto al rol de los apoderados, la edu-
cadora da cuenta de que existe un com-
promiso con el proceso educativo de sus 
hijos, el que se ha ido construyendo a me-
dida que trabaja con los niños y los padres 
se percatan de los aprendizajes de estos. 
Así, los apoderados se transforman en 
un núcleo central que refuerza los apren-
dizajes en el hogar, apoyando con esto 
el desarrollo y proceso educativo de los 
estudiantes (Tedesco, 2012). Según Ana-
balón et al., (2008), el compromiso de los 
apoderados permite que se inserten en el 
proceso educativo de los niños, brindán-
doles experiencias enriquecedoras que 
harán más significativos sus aprendizajes.
La educadora refleja en su reflexión este 

sultados de su práctica de alfabetización 
temprana. De esta forma, la educadora 
cuenta con la técnico para reflexionar 
constantemente en torno a sus prácticas, 
lo que podría asimilarse a lo que Schön 
(1986) denomina un “prácticum”, espacio 
resguardado en el cual los profesionales 
y sus pares pueden reflexionar sobre sus 
prácticas, actuarlas, cometer errores y así, 
en conjunto, construir conocimiento en la 
acción. 

compromiso al comentar lo que obser-
vó en una actividad en la que no estaba 
considerada la participación de los apo-
derados. Estos le manifestaron que les 
agradaba ir a la escuela y ver las activida-
des en las que participan sus hijos, por lo 
que les permitió el acceso. En la misma 
línea, la educadora subraya también que 
les envía actividades para la casa, impor-
tantes para la práctica de alfabetización 
temprana que se realiza en el aula, lo que 
se ilustra con el aprendizaje de un libreto 
en el hogar. Paralelamente, se da cuenta 
cuando los padres no apoyan a los niños 
en el estudio. Cuando esto ocurre, ella 
inmediatamente intenta involucrar a los 
apoderados en las actividades.

“Claro. ‘Oye, lo vamos a hacer distinto, acuérdate, porque la otra vez salió mal’. Sí, y 
trabajamos súper bien en equipo, porque yo, la Daniela siempre está participando en 
las actividades que estamos haciendo, ella siempre está metiche, no, pero es bueno 
porque… porque por cualquier motivo la Daniela me suple en lo que estoy haciendo”. 

“Aparte que nosotras le mandamos el parlamento para la casa, ensayamos acá, 
entonces vemos si los niños han estudiado o no. Si no han estudiado, ‘por favor 
repasar con el niño… estudiar de nuevo’”.

Además de la participación de apodera-
dos y la técnico en educación parvularia, 
la educadora percibe que los aportes que 
entrega se ven favorecidos por las carac-
terísticas de la educación parvularia. Ella 

plantea que la pre-básica posee una diná-
mica singular, donde destaca la libertad 
que se presenta y a la que todos los niveles 
educativos deberían tener acceso. 
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La educadora señala que es muy impor-
tante que los niños aprendan a través de 
la dinámica que provee la educación par-
vularia, donde utilizan materiales con-
cretos, donde juegan y no se dan cuenta 
de que están aprendiendo, aspectos que 

Es importante destacar que si bien el 
juego se caracteriza por ser una activi-
dad desorganizada, flexible, placentera, 
espontánea y por sobre todo voluntaria 
(Huizinga, 2012), también es un vehículo 
para la enseñanza y un medio de apren-
dizaje (Sarlé y Arnaiz, 2009), y puede ser 
dirigido por un adulto. Este es el caso del 
juego dirigido, donde son los niños quie-
nes juegan, pero la organización, las re-
glas y la determinación del inicio y final es 
responsabilidad del adulto (Trilla y Nove-
lla, 2001). De este modo, la práctica de al-
fabetización temprana que realiza la edu-
cadora dadas sus características podría 
situarse en esta categoría, ya que la par-
ticipante explicita que los niños “juegan 
a leer”, dando la connotación de juego a 
este aprendizaje y siendo ella quien diri-
ge la actividad. Es decir, los niños “hacen 
como que leen” por medio de los materia-
les que les ofrece la educadora, aunque 
no descifren todos los signos escritos ni 
establezcan sus relaciones.

A su vez, la participante destaca la utili-
dad de tener continuidad entre el pre-kín-
der y kínder con los párvulos. Considera 
que desde que trabaja con los dos niveles 
se alcanzan mejores resultados, ya que 

están plasmados en las Bases Curriculares 
de Educación Parvularia (Mineduc, 2002). 
Debido a lo anterior se muestra contraria 
a las propuestas que sugieren preparar a 
los niños para el 1° año básico durante el 
segundo semestre del kínder. 

“Porque no sé quién planteó el otro día en estas reuniones como que prepararan a 
los niños, que el segundo semestre fuera como el 1° básico… yo no estoy de acuerdo, 
lo plantearon ayer. No, para mí es súper importante que los niños aprendan de esta 
forma, con los materiales de forma concreta, jugando, ellos no se dan ni cuenta y 
están aprendiendo”.

antes comenzaba a trabajar con los niños 
en kínder y ya venían de “otra mano”. Esta 
continuidad entre ambos niveles tiene la 
ventaja, según la participante, de poder 
integrar las experiencias de los párvulos y 
dar unidad al proceso educativo, concor-
dando con lo planteado por Ayala, Ayala 
y Rojas (2008). Profundiza en lo anterior 
precisando que al comenzar a trabajar 
con los niños en kínder no cuenta con la 
certeza de que se avanzó en los aprendi-
zajes necesarios. Además, los párvulos 
no tienen la misma disciplina ni meto-
dología de trabajo. Debido a lo anterior, 
se le dificultaba comenzar el kínder, ya 
que requería tiempo para que los niños se 
acostumbraran a su metodología y forma 
de trabajo. Manifiesta que debido a estos 
cambios existía resistencia por parte de 
los niños y apoderados, quienes querían 
seguir haciendo lo que hacían con ante-
rioridad. 

Conclusiones

El estudio realizado bajo una modalidad 
de caso único permitió profundizar en la 
complejidad de la reflexión de una educa-
dora de párvulos en relación con su prác-
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tica de alfabetización implementada en 
un contexto de pobreza. Dicha reflexión 
corroboró la presencia de significativas 
dificultades asociadas a la alfabetización 
en los niños inscritos en un ambiente que 
combina pobreza y ruralidad, al igual que 
las investigaciones referidas en la intro-
ducción. En la misma línea, los plantea-
mientos reflexivos analizados reforzaron 
la noción de que no existe un método 
de alfabetización trazado sin ambigüe-
dad desde la racionalidad técnica que 
demuestre un éxito indiscutible ante las 
necesidades de los niños que se han desa-
rrollado en un sector de pobreza. 

En contraste, los resultados de esta inves-
tigación revelan que una práctica que pro-
mueve la alfabetización de los niños con 
limitaciones derivadas de la pobreza es 
una construcción que trasciende una fór-
mula simplista. De este modo, este tipo 
de práctica corresponde a una construc-
ción sinérgica que enlaza y se fundamen-
ta en una serie de procesos reflexivos. Una 
de las propiedades identificadas en este 
fundamento reflexivo de la práctica alude 
a la capacidad para articular un conjunto 
relevante de recursos, artefactos, materia-
les y estrategias orientadas a maximizar 
la participación de los niños. Las estrate-
gias que sirven de insumo en la formula-
ción de las prácticas se rescatan desde los 
modelos de alfabetización disponibles y 
van más allá de una lectura restrictiva y 
pauteada de los mismos.  

Aunque las dinámicas de reflexión exa-
minadas se centran en la práctica de al-
fabetización, no dejan de considerar la 
variada información contextual de los 
niños. Así, se transforman en un material 
importante de análisis las características, 
respuestas, familias de origen, avances y 

otros componentes de los párvulos. Tales 
elementos no son analizados solamente 
en el presente sino que también se extien-
den al pasado y particularmente hacia el 
futuro. Las instancias donde toman lugar 
estas reflexiones son muy variadas, pero 
cabe rescatar el empleo de la relación con 
la técnico en educación parvularia para 
dicho propósito y la libertad percibida en 
la modalidad de pre-básica para materia-
lizar estas reflexiones.

En este sentido, las reflexiones demues-
tran una significativa sensibilidad y aper-
tura hacia los aportes resultantes de la 
aplicación sostenida de las prácticas de 
alfabetización en los niños. Al respecto, 
las dificultades iniciales de los niños no 
hacen más que acrecentar el contraste 
con los resultados apreciados posterior-
mente. Este reconocimiento reflexivo de 
los aportes otorgados impacta a nivel 
identitario y con ello se refuerza la con-
vicción de la educadora de ser un agente 
transformador en la vida de los párvulos. 
Este proceso toma lugar al reconocer la 
esfera emocional de cada uno desde el rol 
de educador y también la de los niños, po-
sicionando el disfrute y el entusiasmo en 
primer plano en la práctica pedagógica. 

Estos aspectos argumentan a favor de la 
relevancia de la reflexión de los educa-
dores para la confección de prácticas que 
puedan revertir las limitaciones origina-
das por la pobreza, especialmente en el 
ámbito de la alfabetización. El principal 
potencial de la reflexión se despliega por 
su capacidad para modificar y adaptar las 
prácticas pedagógicas. Tal mecanismo 
requiere para su generación profesiona-
les competentes que tengan la habilidad 
para reconocer y evaluar el contexto cul-
tural y temporal, que puedan cuestionar 
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las creencias y teorías aceptadas, y que 
sean conscientes de sus decisiones y las 
consecuencias de éstas, entre muchos 
elementos más. 

Si los procesos reflexivos cobran gran 
importancia en el ámbito educativo es 
menester tomarlos en cuenta, facilitarlos 
y canalizarlos. De este modo, desde los 
hallazgos obtenidos en esta investiga-
ción es posible demarcar las siguientes 
implicaciones educativas: a) se requiere 
facilitar espacios para que a los profe-
sionales les sea posible reflexionar; b) 
es atingente que los procesos reflexivos 
que tomen lugar puedan incorporar de 
manera colaborativa las perspectivas de 
distintos profesionales para co-construir 
las prácticas pedagógicas; c) se estima 
conveniente otorgar mayor libertad en la 
toma de decisiones para no restringir la 
materialización de las reflexiones; d) se 
debe enfatizar el reconocimiento de los 
aportes brindados mediante la práctica 
pedagógica para alentar la motivación, 
aun enfrentando un contexto de pobreza; 
e) resulta conveniente facilitar espacios 
de capacitación y estudio de múltiples en-
foques y modelos conceptuales en torno 
a la alfabetización junto con su posterior 
análisis para extraer sus aplicaciones en 
la construcción de prácticas educativas 
oportunas; y f) se puede orientar el foco 
en la participación de los párvulos y es-
tudiantes para conseguir la alineación re-
flexiva de los recursos disponibles.
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Resumen

El objetivo de esta investigación –sustentada en la antropología política- 
fue hacer una propuesta reflexiva frente a las narrativas dominantes que 
describen la pesca artesanal como un ámbito productivo carente de terri-
torialidad e identidad. En este artículo se denomina al discurso dominante, 
que caracteriza al sector de arriba hacia abajo (top-down), como la política, 
que se manifiesta y analiza aquí a través de entrevistas, discursos presiden-
ciales y notas de prensa. Contrasta con esta perspectiva una formulación 
conceptual que se denominará lo político, entendida como un enfoque que 
considera la visión de los actores vinculados a la pesca artesanal, su subjeti-
vidad, relaciones, historicidad y participación en el sistema político cultural, 
y que pone énfasis en la comprensión de los sistemas de acciones manifes-
tados en estrategias de diversos actores, lo que en el largo plazo permitiría 
incluir esta diversidad en la formulación de políticas públicas. 

Este análisis se enfocó en la Ecorregión Chiloense (Hucke-Gaete, y otros, 
2010), que abarca desde el Canal de Chacao (región de Los Lagos) hasta el 
Archipiélago de Las Guaitecas (región de Aysén), y fue complementado con 
el estudio de caso del fenómeno de la Zona Contigua en ambas regiones.

Palabras Claves: pesca artesanal, narrativas, territorio, lo político.

1 Antropóloga. Artículo basado en la tesis “Lo político contemporáneo en la pesca artesanal. Un enfoque rela-
cional para el sistema político cultural en la Ecorregión Chiloense”, realizada para obtener el grado de Magís-
ter en Ciencias Sociales con mención en Estudio de Proceso y Desarrollo de las Sociedades Regionales” de la 
Universidad de Los Lagos. Profesor guía: Francisco Ther Ríos. Osorno, 2014.
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Introducción

Cuando hablamos de lo político en la pesca 
artesanal, es común que sólo hagamos re-
ferencia a las movilizaciones conducidas 
por los pescadores demandando cuotas 
de pesca, lo que sin duda ha tensionado la 
gestión vigente. Esta referencia puede en-
tenderse como un discurso que simplifica 
las capacidades y estrategias no sólo de los 
pescadores sino que también de los cientí-
ficos, intermediarios y autoridades, quienes 
también son parte del modelo de gestión 
vigente. 

Este discurso que simplifica lo político en 
la pesca artesanal tiene su origen y funda-
mento en la Ley General de Pesca y Acuicul-
tura (N°18.892) de 1991, que como columna 
vertebral articula a la pesca artesanal y la 
gestión de políticas públicas, instituciones 
y normativas, reduciéndola a un sector pro-
ductivo carente de identidad cultural. Los 
hitos que contribuyen a la construcción de 
este discurso previo a la década de los ‘90 
son el terremoto de 1960 y los boom pro-
ductivos. El terremoto de 1960 marcó un 
giro en la administración de la activad (Jara-
millo y Basso, 2013), la que se convirtió en un 
sector prioritario para el desarrollo indus-
trial bajo la lógica de la abundancia de re-
cursos. Lo anterior se materializó a través de 
reformas pro-libre mercado, privatización 
del sector y disminución del rol del Estado, 
lo que convergió en la sobreexplotación de 
la biodiversidad con intereses comerciales, 
marcando el periodo de los boom produc-
tivos y que fue ejemplificado en la película 
chilena “La fiebre del loco”. Estos dos hitos 
consolidan la imagen del pescador como 
depredador que debe ser regulado.

El actual sistema de regulación consoli-
da un discurso de lo político en la pesca 
artesanal a través de una lógica produc-
tiva, administrada por instituciones cen-
tralizadas y con poca articulación entre 
sí y con intervenciones sectorialistas, lo 
que es percibido por los usuarios como 
reflejo de una deficiente administración 
y fiscalización, problemas en la cadena 
productiva y bajos ingresos económicos. 
Asimismo, este discurso e instituciona-
lidad normativa están desprovistos de 
territorialidad, es decir, no dan cuenta de 
la apropiación y transformación sociocul-
tural de los habitantes de sectores coste-
ros e insulares. Un ejemplo de esto es el 
archipiélago de Chiloé. La territorialidad 
de Chiloé representa múltiples migracio-
nes que llevaron a los chilotes a poblar la 
Patagonia y la Pampa argentina; también 
nos habla de quienes se quedaron y man-
tuvieron actividades tradicionales como 
la recolección de algas, mariscos, pesca, 
agricultura, pastoreo y relacionadas con 
los recursos forestales, entre otras. La di-
versidad de actividades refleja un sistema 
complejo relacionado con el territorio físi-
co y la identidad, por tanto, sus habitantes 
son pescadores, agricultores, recolectores, 
trabajadores no asalariados y asalariados 
al mismo tiempo. Entonces, cabe pregun-
tarse cómo pensar lo político en la pesca 
artesanal de tal forma que integre esta 
complejidad de identidades y territorios. 

El enfoque teórico metodológico para 
pensar este problema es la sociología del 
desarrollo de Norman Long, desde la cual 
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se pretende analizar las respuestas dife-
renciadas que los territorios tienen frente 
a presiones homogeneizantes que trae 
consigo el modelo de desarrollo actual. 
Estas respuestas diferenciadas implican 
reconocer la capacidad de agencia de los 
actores, es decir, su posibilidad de resis-
tencia y negociación frente a las interven-
ciones centralistas a través de diversas 
estrategias. Estos actores con capacidad 
de agencia son los pescadores, los técni-
cos de campo de Subpesca, académicos 
y científicos, y representantes políticos, 
entre otros. Este marco teórico permite 
entender que no existe una relación cau-
sal y vertical (top-down) desde el centro 
a las periferias o desde las instituciones 
centralizadas hasta las regiones, sino que 
los territorios, lo local, también generan 
respuestas de resistencia o negociación 
frente a las intervenciones de desarrollo. 
Estas respuestas locales no siempre se en-
marcan en la racionalidad economicista 
y utilitarista (costo y beneficio) sino que 
existen otras racionalidades subjetivas 
que ordenan las respuestas diferenciadas 
de los actores. Estas racionalidades son 
diversas y son parte de los modelos cultu-
rales propios de cada territorio, marcadas 
por las cosmovisiones y/o estructuras de 
parentesco, raciales, generacionales y de 
género.

La transformación productiva da 
luces para observar lo político 
en la pesca artesanal desde su 
territorialidad

Para observar la dimensión política de la 
pesca artesanal considerando la comple-
jidad territorial insular de Chiloé debe-
mos poner atención a los discursos que 

emergen en el actual contexto de tensión 
y transformación productiva en la zona y 
que afecta a la pesca artesanal en las dos 
últimas décadas. 

La transformación productiva en Chiloé 
se grafica en la industria salmonera. Ésta 
tiene una lógica económica-competitiva 
de apertura al mercado exterior, lo que 
repercute en los procesos de adaptación 
y desadaptación de pescadores artesa-
nales, migraciones interregionales y con-
flictos territoriales (Ther y Valderrama, 
2012; Gajardo y Ther, 2011; Tamayo, 2007; 
Marín, 2007; Skewes, Álvarez, y Navarro, 
2012). La transformación productiva ha 
tenido un efecto directo sobre las formas 
tradicionales de producción campesinas, 
las que han sido reemplazadas por servi-
cios terciarios e industriales de procesa-
miento de los recursos de la acuicultura 
(Saavedra y Macías, 2012), dentro de lo 
que destaca la asalarización de la mujer 
rural (Rebolledo, 2010; Troncoso, 2007) 
y sobre todo, la sobreexplotación de los 
recursos hidrobiológicos (Ceballos y Ther, 
2011). 

Para pensar lo político de otra manera es 
necesario tensionar el enfoque tradicio-
nal administrativo, reconociendo la infi-
nidad de respuestas diferenciadas frente 
a presiones de fenómenos macro como 
el desarrollo, pues éste reduce la hetero-
geneidad sociocultural. Entonces, ¿cuáles 
son los factores que permitirían dar cuen-
ta de otros discursos de lo político que 
narren la diversidad territorial? Un primer 
factor es reconocer la diversidad de acto-
res que están involucrados en lo político, 
por tanto, la noción de la política pública 
y el pescador artesanal como opuestos se 
hace insuficiente. Un segundo factor es 
reconocer los discursos políticos emitidos 
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por estos actores, es decir, los discursos 
que hagan referencia a las relaciones de 
poder. Finalmente, un tercer factor es el 
conflicto y el consenso.

Método

En términos metodológicos, el enfoque y 
discurso tradicional normativo son enten-
didos como la política, mientras que una 
propuesta que considera la territorialidad 
política será entendida como lo político. 
Los discursos tradicionales normativos y 
los discursos territoriales serán entendi-
dos conceptualmente como narrativas. 
Para evidenciar los factores de otros dis-
cursos de lo político que dan cuenta de di-
versidad territorial, sus relaciones e histo-
ricidad, se analizaron una serie de fuentes 
como  etnografías, análisis de discursos 
en prensa y políticos. 

Los factores de las narrativas de lo político 
que dan cuenta de territorios construidos 
políticamente, en contraste con las na-
rrativas tradicionales normativas, fueron 
visibilizados a partir de cinco etapas a 
modo de estrategia. Estas etapas permi-
tieron la construcción de categorías que 
desarrollan las nociones de poder y au-
sencia o presencia de subjetividades en 
este ámbito. 

Las etapas consisten en: i) revisión de ca-
sos como relatos etnográficos en América 
Latina, ii) formulación y análisis de entre-
vistas con un enfoque relacional desde el 
análisis de redes sociales, iii) recolección 
y análisis de encabezados y bajadas de 
prensa nacional y local entre 2011 y 2012, 
y iv) revisión y análisis de discursos presi-
denciales del 21 de mayo desde la recupe-
ración de la democracia, desde el gobier-
no de Patricio Aylwin hasta el segundo 
año del gobierno de Sebastián Piñera 
(Figura 1). 

Figura 1. Propuesta de análisis

Fuente: elaboración propia

La política en la
pesca artesanal

Construcción de una propuesta

Lo político en la
pesca artesanal

Etnología en
América Latina

Prensa nacional
2011 - 2012

Discursos
presidenciales

1990 - 2010
Entrevistas
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Analizada a través de narrativas dominantes
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Revisión de casos (etnológica)

La estrategia de investigación consistió 
en revisar y comparar estudios de caso 
como punto de partida en la búsqueda de 
conceptos y términos comúnmente utili-
zados en relatos etnográficos que descri-
bieran los modos de vida y apropiaciones 
culturales contemporáneas que socieda-
des litorales a lo largo de continente com-
parten o las diferencian. Esta búsqueda se 
realizó a través de la obra compilatoria de 
Graciela Alcalá (2011), antropóloga e in-
vestigadora del Centro Interdisciplinario 
de Investigaciones y Estudios sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo (Ciiemad) del Ins-
tituto Politécnico Nacional de México, or-
ganismo que contribuyó con material de 
corte etnográfico sobre las particularida-
des y correspondencias que caracterizan 
a los pescadores artesanales contempo-
ráneos de América Latina, sobre todo por-
que hasta el momento no contamos con 
una idea aproximada y fundamentada 
de la situación general de los pescadores 
artesanales del continente, lo que es fun-
damental para pensar (e imaginar) una 
sostenibilidad de su actividad y el medio 
ambiente marino. 

Esta compilación se tradujo en una mues-
tra de la interrelación entre las formas de 
control político y estatal ineludiblemente 
vinculadas a la economía, y dio cuenta de 
modos de vida y sus aportes sociocultu-
rales y económicos. La revisión de las pu-
blicaciones revisadas -desde Argentina, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, 
México, Puerto Rico y Uruguay- buscó 
tres grandes objetivos: i) mostrar a los 
pescadores artesanales conformando 

una colectividad en diversas condicio-
nes y territorios, ii) analizar y destacar 
particularidades vinculadas a su oficio y 
la conservación de las condiciones me-
dio ambientales, y iii) poder iniciar una 
comparación sistemática capaz de ser un 
aporte para posibles políticas en la región. 
Cada uno de ellos consideró tres aspectos 
que finalmente ordenan la publicación: lo 
espacial, lo demográfico y lo productivo o 
estrictamente extractivo. 

De esta revisión bibliográfica se extraje-
ron cuatro conceptos orientadores para 
las elaboración de entrevistas; Estado, 
conflicto y organizaciones sociales. Cada 
uno de ellos es una síntesis de lo que aquí 
aparece definido como lo político en la 
pesca artesanal.

Cada uno de estos conceptos fue asociado 
a reflexiones sobre el problema de inves-
tigación planteado, a partir de lo que se 
reconocieron tres dimensiones analíticas 
de los casos relatados; I) dimensión eco-
nómica, II) dimensión cultural y III) di-
mensión medioambiental. 

Sobre cada una de estas dimensiones se 
planteó la pregunta sobre qué es lo políti-
co en la pesca artesanal y cómo llegó a ser 
de esa manera y no de otra.
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Resultados

Históricamente, en la regulación de la 
actividad pesquera han predominado 
descripciones o narrativas desde la polí-
tica. Esto es una descripción que discur-
sivamente casi no distingue entre pesca 
artesanal y pesca industrial, tampoco dis- 
tingue entre territorios o características 
culturales. La política crea modelos mo-
dernos propias del Estado de derecho, 
es decir, regulaciones y normas jurídicas 
universales y planificaciones top-down, 
lo que se consolida con la Ley General de 
Pesca y Acuicultura de 1991 N° 18.892.

1. Narrativas dominantes

La Ley General de Pesca y Acuicultura defi-
ne qué es un pescador y quiénes no lo son, 
qué recursos pueden extraer y dónde, qué 
artes de pesca pueden utilizar y cuáles no. 
Se caracteriza a la pesca artesanal como 
un sector productivo especializado en la 
extracción de recursos naturales, con un 
territorio reservado dentro de las prime-
ras cinco millas desde el borde costero. 
Su administración está regularizada por 
el Ministerio de Economía a través de la 
Subsecretaría de Pesca (Subpesca) y el 
Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura 
(Sernapesca), de los cuales se desprenden 
regulaciones, ordenanzas y financiamien-
tos, entre otros.

Esta institucionalidad y normativas están 
desprovistas de territorialidad y no dan 
cuenta de la apropiación y transforma-
ción sociocultural que la pesca artesanal 
entendida como un sistema cultural ha 

hecho de los diversos espacios maríti-
mos costeros. La Ley General de Pesca 
y Acuicultura y la institucionalidad que 
hace posible su implementación son ho-
mogéneas a nivel nacional, sin distinguir 
en términos socioculturales las diferen-
cias entre regiones con características 
ambientales archipelágicas o desérticas 
(Manríquez Tirado, 2013).

Dicha homogeneidad no es neutral y ge-
nera tensiones dentro de los territorios, 
ya sea en defensa de los derechos territo-
riales de las personas, como lo ocurrido 
con el movimiento indígena lafquenche 
(Delamaza y Flores, 2012), o en contra 
de la sobreexplotación de los recursos 
hidrobiológicos (Ceballos y Ther, 2011). 
Estas tensiones plantean la necesidad de 
modelos de gestión con pertinencia en 
los territorios costeros y litorales, así como 
pensar alternativas marcadas por caracte-
rísticas étnicas si fuera el caso (Santana, 
2005), y la vinculación entre actores con el 
potencial en conocimiento y experiencia 
(Barragan, 2005). Todo lo anterior, para 
hacer frente a la escasa concordancia en-
tre las actividades que se desarrollan en 
los territorios y los organismos sectoriales 
a cargo de su planificación y gestión (An-
drade, Arenas, y Guijón, 2008).

Para entender la gestión estatal en la 
pesca artesanal es necesario revisar sus 
normativas e instituciones, las organiza-
ciones sociales que permite la ley, como 
por ejemplo los sindicatos y federaciones 
de pescadores, y los fondos de fomento 
al sector. Las organizaciones de pescado-
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res son reconocidas como interlocutores 
válidos frente a organismos estatales 
cuando se trata de regular la actividad y 
canalizar diversas demandas, siguiendo 
lógicas propias de la política nacional, 
donde se buscan soluciones inmediatas 
en desmedro de estrategias de largo pla-
zo (González, y otros, 2013). Para 2009 se 
registraron 766 organizaciones de base a 
nivel nacional (Figura 2) mientras que a 
nivel nacional existen 45 federaciones de 
pescadores artesanales. En ese tiempo 
existían dos organizaciones nacionales, 
la Confederación Nacional de Pescadores 
Artesanales de Chile (Conapach) y la Con-
federación Nacional de Federaciones de 

Pescadores Artesanales de Chile (Confe-
pach) y en 2011 se creó una tercera organi-
zación de carácter nacional denominada 
Comité de Defensa de la Pesca Artesanal 
(Asociación Gremial - AG). En términos 
de fomento productivo, las principales 
carencias y problemas que registra el sec-
tor son los bajos niveles educativos y de 
capacitación, baja capitalización, escasa 
diversificación, escaso valor agregado, 
comercialización y heterogeneidad, pro-
blemas de género, problemas de susten-
tabilidad de los recursos hidrobiológicos, 
problemas de inequidad en el acceso de 
los recursos y debilidad organizacional 
(Henríquez, 2010).

Figura 2. Total de organizaciones de pescadores artesanales en 2009

Fuente: elaboración propia

Sindicatos de
pescadores

Asociaciones
gremiales Agrupaciones Cooperativas Asociaciones

indígenas
Otros

90%

80%

70%

60%

50%

40%

30%

20%

10%

0%

78%

10%
4% 3% 3% 2%



163

2. La Zona Contigua como 
teatralización de la política 

Una manera de ejemplificar el enfoque 
de la política en la pesca artesanal de la 
región de Los Lagos es a través del caso 
de la Zona Contigua en dicha región y en 
Aysén. Es una representación o teatraliza-
ción del funcionamiento de la política en 
la que convergen actores, sus relaciones e 
historicidad.

La Zona Contigua es una respuesta polí-
tico-administrativa tomada por las auto-
ridades regionales a partir del conflicto 
entre pescadores artesanales de ambas 
regiones por la extracción de biodiver-
sidad de interés económico. El conflicto 
tiene tres causas: i) la sobreexplotación 
de la biodiversidad marina en la región 
de Los Lagos, ii) la división de una región 
socioecológica a través de la regionaliza-
ción de 1974 y iii) la limitación a la tras-
humancia característica del pescador a 
través del Registro Pesquero Artesanal 
(RPA). La respuesta político-administra-
tiva para el conflicto fue: i) una compen-
sación económica a los pescadores de la 
región de Aysén para que los de Los Lagos 
pudieran extraer recursos en su región 
en el área denominada Zona Contigua, y 
ii) administración por parte de una mesa 
público-privada, en la que participan ac-
tores de ambas regiones, de la gestión y 
administración de lo extraído.

Los actores asociados al fenómeno de la 
Zona Contigua (Figura 3) están recono-
cidos estatalmente, es decir, como inter-
locutores válidos a través de las mesas 
público-privadas que administran las ex-
tracciones. Los actores públicos, en este 

caso, representan a los respectivos gobier-
nos regionales, funcionarios técnicos de 
Sernapesca y la Subsecretaría de Pesca, 
a las Fuerzas Armadas y a entidades de 
carácter territoriales como municipali-
dades. En el caso de los actores privados, 
cabe mencionar a representantes de 
consultoras científicas, académicos, ecó-
logos, intermediarios, delegados del pro-
ceso de comercialización de los recursos 
extraídos y otros de las organizaciones de 
pescadores artesanales. 

La relación de estos actores públicos y 
privados se hace visible en la consolida-
ción de una mesa público-privada que 
anualmente gestiona los intereses de los 
actores en la extracción de los recursos. 
Es una mesa con cualidades resolutivas 
para negociaciones relacionadas con la 
disponibilidad de recursos, los registros 
de extracción hechos por Sernapesca, los 
registros biológicos sobre la presencia de 
Marea Roja y la demanda y precios de los 
recursos en el mercado nacional e inter-
nacional. Esta forma de relación entre los 
actores es una innovación a la tradicio-
nal intervención top-down que el Estado 
realiza en los territorios en conflicto. La 
negociación pretende un grado de hori-
zontalidad.

maría catalina álvarez burgos
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Figura 3. Mapa Zona Contigua

Fuente: elaboración de Zamir Bugueño, geógrafo.
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3. Los actores como 
factor de lo político 

Una estrategia para caracterizar a los ac-
tores protagonistas de la pesca artesanal 
y la relación que mantienen entre ellos 
es través de la revisión de prensa. En esta 
investigación se realizó la revisión de los 
antecedentes de prensa nacional y local 
entre los años 2011 y 20122. En esta mate-
ria, se realizó la comparación de tres fuen-
tes: el diario nacional El Mercurio, el diario 
nacional La Tercera y el diario regional La 
Estrella de Chiloé. Cada uno de ellos fue 
analizado a través de conceptos que die-
ran cuenta del territorio: Isla, comuna, co-
nectividad, espaciomujeres, buzos, arma- 
dores, recolector/as de orilla, autoridades 

locales y nacionales. Finalmente, se hizo 
un análisis sobre el proceso legislativo 
relacionado con la modificación de la Ley 
General de Pesca (modificaciones y discu-
siones).

En el caso de la prensa nacional, El Mer-
curio y La Tercera centraron sus notas re-
feridas al tema de pesca artesanal en la 
dicotomía de Estado/pescadores. En su 
mayoría, sus registros se enfocaron en el 
proceso legislativo de reforma a la Ley Ge-
neral de Pesca y Acuicultura y abordaron 
temas como la fijación de cuotas, tallas 
mínimas de extracción y licitaciones de 

2 El criterio metodológico para la selección del periodo de tiempo consideró la prescripción de la Ley General 
de Pesca y Acuicultura de 1991 el 31 de diciembre de 2012. 
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3 Trachurus murphyi.
4 Engraulis ringens.
5 Merluccius gayi.

cuotas, mencionando las macrozonas en 
las que se realiza la extracción de espe-
cies como jurel3 , anchoveta4 y merluza5. 
En la caracterización de los actores priva-
dos que hicieron estos diarios, las notas 
de prensa tendieron a generalizar a los 
representantes de los pescadores artesa-
nales y la diversidad identitaria y cultural. 
Se habla del pescador artesanal como una 
sola unidad representativa a nivel nacio-
nal, mientras que los representantes del 
sector industrial son destacados y per-
sonalizados -dirigentes de los gremios o 
empresas, trayectoria y personalidad-, y 
en el caso de los actores públicos, su ca-
racterización recae en el ministro de Eco-
nomía, parlamentarios y el subsecretario 
de Pesca y Acuicultura. Un claro ejemplo 
de esta simplificación es que El Mercurio 
y La Tercera no relataron las tensiones al 
interior de las organizaciones de pescado-
res artesanales, sus conflictos internos y 
los apoyos o detractores de las modifica-
ciones a la nueva legislación.

La Estrella de Chiloé es un diario con perfil 
provincial que concentra su cobertura  en 
Chiloé. Sin embargo, al analizar las notas 
que se hacen sobre el territorio, éstas se 
concentran en las grandes ciudades de 
Castro, Ancud y Quellón, o la Isla, como 
se refieren a la Isla Grande, sobre la que 
plantean temas referidos a su conectivi-
dad y aislamiento, sin mencionar la di-
versidad de territorios e islas del interior, 
los que permanecen invisivilizados. En re-
lación a los actores mencionados por las 
notas de prensa, todos fueron personali-

zados, ya sea por ser figuras públicas o por 
características particulares ligadas a sus 
labores cotidianas. Sus menciones estu-
vieron vinculadas a temas como acciden-
tes laborales, mercado negro, marea roja 
y el proceso legislativo de la Ley General 
de Pesca y las consecuencias cotidianas 
que ésta tendría en sus actividades ex-
tractivas, como por ejemplo, la obligación 
de utilizar GPS en las embarcaciones. Este 
diario da cuenta de manera más profunda 
de la realidad sociocultural asociada a la 
pesca artesanal a través de narrativas más 
complejas sobre lo que son los pescado-
res artesanales, siempre en relación a sus 
territorialidades.

En conclusión, las narrativas elaboradas 
por medio de notas de prensa en El Mer-
curio, La Tercera y La Estrella de Chiloé no 
consideran la variable territorial, es decir, 
no consideran en sus relatos la relación 
entre la identidad y los territorios o las 
formas de habitar. En ese sentido, parecen 
entender más al espacio o territorio como 
un contenedor de las actividades huma-
nas. Sólo La Estrella de Chiloé ha descrito 
una diversidad de actores como puerta de 
entrada para comprender la diversidad 
sociocultural detrás del término pesca ar-
tesanal y lo mismo ocurre en relación a las 
temáticas tratadas, pues los diarios na-
cionales reducen la cobertura a un tema 
único, el proceso legislativo, mientras que 
La Estrella de Chiloé da cuenta de la cotidia-
nidad de la zona. 
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Las características de esta cobertura son 
relevantes, pues a través de ella se pre-
senta un retrato homogéneo que se im-
pone en la prensa nacional y que retrata 
a la pesca artesanal como un sector me-
ramente productivo, carente de cultura. 
Estos relatos únicos se correlacionan con 
la política propia de la institucionalidad y 
normativa que regula a la pesca artesanal, 
imponiéndose como una narrativa do-
minante que se legitima a través de estas 
fuentes.

4. La historicidad como factor 
de lo político

Una vez que distinguimos a los actores de 
la política y las territorialidades narradas 
a través de la prensa nacional y regional, 
es posible mencionar la historicidad de 
estos a través de otros discursos legiti-
mados, los discursos presidenciales. Este 
apartado busca dar cuenta de la territo-
rialidad y los actores del mundo pesquero 
artesanal narrados en discursos presiden-
ciales como si fueran un lente histórico. 

El análisis de discurso fue elaborado a 
partir de la revisión de los discursos pro-
nunciados entre el 21 de mayo de 1990 y 
el 21 de mayo de 2012, correspondientes 
a cinco periodos presidenciales desde la 
recuperación de la democracia. Cada uno 
de los documentos fue examinado a tra-
vés del software Atlas.ti, utilizando como 
estrategia la búsqueda de palabras clave 
en la revisión de los documentos. Éstas 
fueron “pesca artesanal”, “caleta de pesca-
dores” y “Chiloé” y permitieron registrar los 
temas relacionados con la pesca artesanal 
según el periodo presidencial y no sólo en 
relación a Chiloé.

Durante el gobierno de Patricio Aylwin 
(1990 - 1993), la pesca artesanal fue con-
siderada un sector productivo que debía 
ser rápidamente incluido en el proceso 
modernizante que todo el país estaba 
viviendo, sentando las bases para que la 
inversión privada tuviera garantías para 
su rendimiento y certificando de esta ma-
nera el continuo crecimiento económico 
en la explotación de recursos naturales, lo 
que fue complementado con inversiones 
hechas por el mismo Estado a través de 
fondos que permitieron capacitar y equi-
par al sector.

Sin embargo, los discursos presidencia-
les de rendición de cuentas del gobierno 
de Eduardo Frei (1994 - 1999) hicieron 
una escasa mención de la actividad pes-
quero-artesanal y en muchos casos, sin 
distinciones entre la actividad industrial 
o artesanal. Esto hace que la pesca arte-
sanal aparezca desprovista de territoriali-
dad, limitada a ser incluida dentro de las 
inversiones en “obras portuarias” y como 
garantía para las inversiones de este tipo. 

De igual modo, en los discursos presi-
denciales de rendición de cuentas del 
gobierno de Ricardo Lagos (2000 - 2005) 
fue escasa la mención que se hizo al tema 
pesquero, la que se limitó a la tramitación 
de algunas normativas y el comienzo de 
la integración del pescador artesanal al 
sistema bancario a través de la entrega de 
créditos, sin hacer referencia a territorio 
alguno.

En los discursos presidenciales de rendi-
ción de cuentas del gobierno de Michelle 
Bachelet (2006 - 2009), el énfasis estuvo 
puesto en la habilitación de infraestructu-
ra para el sector, dentro del que se destacó 
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la pesca artesanal desde una perspectiva 
amplia, no sólo con foco en la integración 
de la actividad en la modernidad sino que 
haciendo referencia a aspectos relacio-
nados con territorialidad, conectividad y 
sociedad. 

Finalmente, en los discursos presidencia-
les de rendición de cuentas del gobierno 
de Sebastián Piñera (2010 - 2013), la pesca 
artesanal finalmente llegó a la moderni-
dad por medio de la actividad extractiva 
y la acuicultura, acompañada de una 
constante regulación luego de registrar 
una baja en la extracción de los recursos 
comparada con décadas anteriores. En 
este discurso se hizo referencia a la pesca 
artesanal como un área de diversificación 
productiva dentro del turismo. Además, 
como el sector fue el más afectado por el 
terremoto de 2010, se hizo en esta cuenta 
pública una importante distinción entre 
pesca artesanal y diversidad de territorios. 

La revisión de estos documentos permitió 
dar cuenta de cómo el Estado, a través de 
los gobiernos de turno, ha pensado la pes-
ca artesanal y territorios como Chiloé. Los 
planes de desarrollo regional pensados 
para Chiloé desde mediados de la déca-

da de los ‘60 dieron prioridad a la política 
nacional de promover el desarrollo in-
dustrial, lo que requería de la adquisición 
de conocimiento científico sobre el com-
portamiento de las poblaciones de peces 
bajo la lógica industrial de la abundancia 
de los recursos. En la década de los ‘70 co-
menzarían profundas reformas pro libre 
mercado que llevarían a la privatización 
del sector y a una disminución del Estado 
como agente regulador, lo que finalmen-
te conduciría a que no se impusieran polí-
ticas restrictivas a la captura privada. Las 
discusiones legislativas del sector pesque-
ro casi no hacen la distinción entre pesca 
industrial y artesanal sino sólo a partir de 
la década de los ‘80, cuando se hace evi-
dente la mayor escasez de los recursos 
pesqueros y la sobreexplotación a la que 
habían sido sometidos en décadas an-
teriores. Es a partir de esta época en que 
ambas flotas deben repartir sus cuotas 
globales y se establece el reconocimiento 
del área exclusiva para la pesca artesanal 
mediante la regulación de la actividad 
que se hace efectiva a partir de la década 
de los ‘’90 a través de la promulgación de 
la Ley General de Pesca (McPhee, 2013) (Fi-
gura 4).

Figura 4. Historicidad de la pesca artesanal en Chile

Fuente: elaboración propia.

´60 / Industrialización / conocimiento científico
´70 / Reformas pro libre mercado / regulaciones

´80 / Primeras crisis ambientales / repartición de cuotas

´90 / Primera regulación e institucionalidad
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A modo de resumen, la revisión de los dis-
cursos presidenciales permitió delimitar 
algunos conceptos clave. Estos sintetizan 
cómo este enfoque se refiere a la pesca ar-
tesanal, haciendo referencia a los actores 
que son parte de ella, las relaciones que 
mantienen y la historicidad que cargan 
consigo. De la revisión de estos textos se 
puede concluir que los discursos tienen 
una perspectiva monolítica y exógena de 
la pesca artesanal. La perspectiva monolí-
tica hace referencia a una unión fuerte, rí-
gida y compacta que en este caso define y 
perfila a la pesca artesanal, convirtiéndola 
en una sola pieza entendida como homo-
génea. En tanto, su carácter exógeno hace 
referencia a que la imagen construida 
sobre la pesca artesanal tiene un origen 
externo a los territorios y a los actores que 
la despliegan. 

Es decir, este enfoque considera a la pesca 
artesanal como una gran pieza del siste-
ma productivo nacional, consolidado a 
través de un sistema normativo unitario a 
nivel nacional, carente de una diferencia-
ción territorial y por ende, de una  apro-
piación y transformación compleja hecha 
por cada grupo costero –reducidos a acto-
res públicos o privados-, subestimando el 
carácter identitario de esta actividad, que 
sin duda es un modo de vida.

Por tanto, los discursos presidenciales 
contribuyen a las narrativas dominantes 
que hemos definido como la política, la 
que se nos muestra a través de las ins-
tituciones estatales, sus normativas, la 
simplicidad de los actores participantes 
y carentes de territorialidad. Cabe enton-
ces preguntarse de qué manera se puede 
pensar en una alternativa que dé cuenta 
de la diversidad sociocultural y territorial 

de la pesca artesanal. Esa alternativa será 
definida como lo político, a pesar de que 
es necesario entender que esta alternativa 
es más bien un enfoque para observar la 
pesca artesanal que habría que tener en 
consideración.

5. Lo político como propuesta

La política también es un enfoque para 
observar a la pesca artesanal caracteriza-
do por la constitución de una narrativa 
única protagonizada por el Estado y sus 
instituciones, que niega la existencia de 
otras líneas discursivas que puedan con-
vivir con ella. No obstante, lo político es 
un enfoque antropológico, ya que no sólo 
considera las narrativas del Estado sino 
que busca evidenciar la diversidad de na-
rrativas que existen. 

Un primer paso para analizar la pesca ar-
tesanal en toda su complejidad es enten-
der que los actores que protagonizan este 
sector no son sólo el Estado y los pesca-
dores sino que hay muchos otros, que no 
pueden ser reducidos a actores públicos y 
privados. Segundo, la propuesta es dejar 
de lado la relación unidireccional desde 
el Estado a la sociedad (top-down) y com-
prenderla como un entramado de redes 
de relación desde las cuales es posible 
observar que los actores territoriales son 
capaces de negociar o resistir las interven-
ciones estatales. Tercero, las relaciones 
conflictivas son un lente para observar la 
diversidad de actores involucrados, lo que 
posibilita no reducir el conflicto a la vio-
lencia, para observarlo como un escena-
rio en que se despliegan estrategias, dis-
cursos y acciones de diversos personajes, 
múltiples intereses, valoraciones y cargas 
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culturales. Por tanto, la racionalidad de-
trás de sus actuares no queda reducida a 
una lógica de costo y beneficio.

6. Notas de prensa leídas desde 
el enfoque alternativo

Al retomar el análisis de La Estrella de Chi-
loé considerando lo mencionado anterior-
mente, emerge una mayor abundancia de 
relaciones desarrolladas por los pescado-
res artesanales. 

Este diario relata la forma en que los 
pescadores artesanales se relacionan 
con otros actores, por ejemplo, con el 
subsecretario de Pesca, el ministro de 
Economía, parlamentarios regionales, di-
rigentes sindicales, representantes muni-
cipales, Fuerzas Armadas y fiscalizadores, 
pescadores al margen de la ley, salmone-
ras, empresarios locales, buzos, merluce-
ros e investigadores. Esta diversidad de 
actores implicó que el análisis a través del 
software Atlas.tii incluyera nuevos códi-
gos dentro de los que destacan:

• Académicos
• Consenso en la Zona Contigua 
     y tensiones en la Zona Contigua
• Fomento productivo 
• Nuevos buzos 
• Industria salmonera 
• Marea roja 
• Mercado negro 
• Pesca artesanal e industrial 
• Problemas ambientales 
• Proceso legislativo 
• Salud, principalmente vinculada 
    a la cámara hiperbárica 
• Tensiones en el proceso legislativo  
• Territorio

En el caso de la historicidad, al margen de 
los relatos presidenciales, el enfoque de lo 
político permite observar la profundidad 
de lo que implica dar cuenta de una serie 
de conflictos frente al desarrollo e indus-
trialización implementados, pero que no 
son relatados en prensa u otras fuentes. 
Un  ejemplo de esto son las tensiones en 
la década de los 60 producto de la acele-
rada industrialización de la pesca artesa-
nal que incluso hace pensar en una escasa 
presencia del Estado en el imaginario del 
pescador. Mientras tanto, en la década de 
los 70, la apertura de los territorios a los 
mercados internacionales implicó una 
importante presencia del Estado, que li-
mitó la actividad pesquera y caracterizó 
a los pescadores en dos grandes polos: 
artesanales e industriales, entre quienes 
persistiría un conflicto por el uso de los es-
pacios de extracción.  Durante la dictadu-
ra, en los 70 y 80, el Estado, a través de las 
Fuerzas Armadas, eliminó casi cualquier 
forma de organización social, incluyendo 
a los pescadores organizados, que pudie-
ra atentar contra los intereses del régimen 
de la época. Aun así, de forma paralela, 
fueron décadas caracterizadas por una 
creciente regulación y coerción sobre la 
actividad pesquera, que finalmente se 
materializarían con la Ley General de Pes-
ca. En la década de los 90 comenzó a pre-
dominar, lo que se mantiene hasta hoy, 
una perspectiva de conflicto producto de 
la imposición del Estado, que actualmen-
te regula la aparición de actores que ha-
rán uso de los espacios costeros. 

En conclusión, estas décadas han estado 
marcadas por las tensiones y conflictos 
asociados a las intervenciones estatales. 
Sin embargo, aquí se sugiere no verlas 
como un obstáculo para el desarrollo, 
como comúnmente ocurre cuando se 
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analizan los fenómenos desde la política; 
desde lo político habría que entender estos 
conflictos como estrategias desplegadas 
por los actores locales de distintos terri-
torios, de quienes emergen saberes eco-
lógicos y tradicionales que tensionan las 
decisiones estatales, lo que los convierte 
en actores con capacidad de agencia. 
Ésta, que se traduce en la posibilidad de 
actuar y decir, no sólo existe en los pesca-
dores artesanales, quienes se hacen más 
visibles, sino que se hace presente en un 
entramado de redes sociales que tam-
bién incluyen las estrategias desplegadas 
por funcionarios públicos (municipales y 
regionales), técnicos de campo, investiga-
dores y académicos de las universidades 
regionales, intermediarios y consultoras, 
entre otros.

Desde este enfoque, las intervenciones 
son vistas como procesos socialmente 
construidos y negociados, y no como la 
ejecución de un plan de acción con resul-
tados deseables. Por tanto, las tensiones 
y estrategias desplegadas por los actores 
locales son respuestas diferenciadas se-
gún los territorios (Long, 2007).

Un ejemplo de ellas está en las organiza-
ciones sociales, las que tienen un queha-
cer determinado en tanto instituciones, 
pero desarrollan respuestas diferencia-
das sujetas a los contextos. En el caso de 
la organización que requiere el cuidado 
de los recursos bentónicos cultivados en 
las áreas de manejo, la respuesta política 
ha variado según territorio -nacional- y 
la geografía de cada caleta. Otro ejem-
plo asociado a las áreas de manejo son 

las interpretaciones a la ley que hacen los 
pecadores, particularmente en relación 
a la sustracción de locos6 de sus áreas de 
manejo por parte de pescadores ajenos a 
su organización. Estas sustracciones son 
consideradas por los pescadores como 
un robo y por tanto, un delito sanciona-
ble. No obstante, las autoridades no lo 
consideran un delito, ya que los recursos 
de todos los chilenos están en condición 
de concesión y por tanto, nadie puede de-
mandar propiedad sobre ellos. 

7. El conflicto en la Zona Contigua 
leído desde el enfoque alternativo

Para observar el contraste reflexivo entre 
los enfoques aquí discutidos, analizare-
mos el caso de la Zona Contigua en la re-
gión de Los Lagos y Aysén. Como antes se 
mencionó, la Zona Contigua tiene su ori-
gen como una medida político-adminis-
trativa que solucionaría al conflicto entre 
pescadores artesanales de caleta Melinka, 
región de Aysén, en torno a la extracción 
de recursos -algunos contaminados por 
marea roja– por parte de pescadores chi-
lotes en Aysén.

Desde la política, este escenario es enten-
dido como una medida que ejercería una 
regulación que no existía en la región. Los 
actores que participan en el proceso son 
entendidos como públicos y privados, 
respectivamente. En las relaciones socia-
les, el poder es ejercido por el Estado para 
controlar y regular la extracción de recur-
sos marinos, y a pesar de que el fenómeno 
nace como una demanda local, su regula-

6  Conchalepas conchalepas. 
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ción es a través de la lógica top-down, im-
plementando un plan de manejo que fija 
un número de pescadores, cuotas de ex-
tracción y las especies objetivo. La primera 
respuesta fue violenta y fue cubierta  por 
notas de prensa local. La historicidad de 
las relaciones entre los actores quedó res-
tringida al funcionamiento mismo de la 
Zona Contigua y su mesa técnica, sin con-
siderar los procesos de regionalización y 
la regulación de las actividades pesqueras 
que sobre ellos ha funcionado a lo largo 
del país.

Las narraciones hechas desde lo político 
en la pesca artesanal distinguen la diver-
sidad de actores que participan del fenó-
meno, dejando atrás las categorías bina-
rias de público y privado. La multiplicidad 
de actores -consultoras, ecólogos, diri-
gentes, funcionarios técnicos, entre otros- 
es observable en su diversidad y compleji-
dad por medio de un entramado de redes 
sociales construidas cotidianamente en 
relaciones tradicionales como las fiestas 
o asociaciones de parentesco, así como en 
otras vinculadas a la gestión e interven-
ciones estatales. Estas redes muestran los 
encuentros de racionalidades y conoci-
mientos, lo que permite clasificar los tipos 
de relaciones en torno a la Zona Contigua 
dentro de la mesa de trabajo que la ad-
ministra o bien fuera de ella. En cuanto a 
su historicidad, ésta tiene su origen en las 
primeras migraciones que la población 
chilota realizó hasta fines del siglo pasa-
do en búsqueda de mejores condiciones 
de trabajo, llegando a colonizar hasta la 
Patagonia. Estas migraciones sustentadas 
en el parentesco transmiten identidades 
y cosmovisiones en las apropiaciones y 
transformaciones territoriales.

Conclusiones y/o discusión

El tema político en la pesca artesanal no 
ha sido abordado interdisciplinariamen-
te, lo que deja en evidencia la necesidad 
de plantear enfoques que puedan proble-
matizar las relaciones del Estado a través 
de sus intervenciones en los territorios 
litorales. En estas reflexiones, el tema po-
lítico fue entendido como un producto 
esperado e inesperado de normativas e 
imposiciones administradas por el Esta-
do sobre los diversos territorios y comu-
nidades pesqueras artesanales. En este 
producto se distinguen dos actores: el 
Estado y las comunidades de pescadores. 
Las relaciones que existen entre ambos 
son las dispuestas imperativamente por 
el Estado a través de un proceso histórico 
de encuentros y desencuentros a partir de 
los que la antropología puede construir ti-
pologías que permitan fijar y ordenar las 
relaciones entre el Estado y los pescado-
res. No obstante, es recurrente entender-
los desde el conflicto y como producto del 
encuentro entre racionalidades.

La institucionalidad del Estado como 
enfoque delimitador de la política en la 
pesca artesanal constriñe a los actores, fi-
jando su definición a través de la certeza 
normativa al precisar los espacios rela-
cionales y la historicidad de los mismos. 
Estas certezas homogeneizan territorios 
e identidades dentro de una lógica de 
arriba hacia abajo (top-down) que llega 
al punto de naturalizar las capacidades de 
actuar y decir de los actores territoriales: 
siempre han sido así y está en ellos ser de 
determinada manera. Ese modo de ser 
de las cosas es percibido como contra-
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producente para la sustentabilidad de la 
biodisponibilidad marina, la que debe ser 
administrada a través de áreas de mane-
jo y co-manejo. Este es un problema que 
más allá de sus particularidades, es gene-
ralizado. 

Esta naturalización de las capacidades de 
hacer y decir de los pescadores se consoli-
da cotidianamente en las notas de prensa 
nacional y regional que narran el queha-
cer político de dirigentes, representantes 
ministeriales y empresarios, entre otros. 
A estas narrativas se suman las experien-
cias de la incorporación de la pesca como 
sector productivo a través de normativas 
y figuras de administración, las que son 
percibidas por los pescadores como es-
trategias para disciplinarlos dentro de la 
modernidad. Este disciplinamiento es va-
lidado en la consolidación de sindicatos 
como figura organizativa, transversal a 
los territorios, con un ordenamiento jerár-
quico y economicista convertido en una 
extensión atomizada de la institucionali-
dad estatal.

Las tensiones narradas como conflictos 
desde la política se convierten en puntos 
focales para observar desde otra pers-
pectiva a los actores, sus relaciones e 
historicidad, así como sus capacidades 
de innovación y estrategias de negocia-
ción normalmente ignoradas, pero que 
constituyen un aporte al dinamismo en 
la supervivencia de la pesca artesanal en 
un contexto modernizante. Esto es pensar 
la pesca artesanal desde una perspectiva 
humanizada y no sólo económica y pro-
ductivista. La dimensión sociocultural y 
política de la pesca artesanal fue denomi-
nada lo político.

Como enfoque alternativo, lo político en la 
pesca artesanal pone atención en los sis-
temas de acciones manifestadas en estra-
tegias de diversos actores. La clasificación 
de estos actores como públicos y privados 
se hace insuficiente para poner en valor 
la diversidad de actores que interactúan, 
directa o indirectamente, con la actividad 
pesquero-artesanal. Esta diversidad se 
condice con un enfoque relacional para 
observar la interacción de los actores en 
la vida cultural y económica-cultural de la 
pesca artesanal. En este sentido, es nece-
sario pensar en las relaciones más allá de 
la lógica de arriba hacia abajo desplegada 
por el Estado y analizarlas como un flujo 
entre diversos actores en el cual se trans-
miten saberes, poder y subjetividades. 

La aquí presentada es una propuesta para 
reconocer las subjetivación política que 
las personas hacen a la hora de interpretar 
y demandar un orden social deseado, con-
ducida por energías y relaciones de poder 
en un proceso de constante construcción. 
La problematización del tema político en 
la pesca artesanal, desde una propuesta 
con intenciones inclusivas y relacionales, 
significaría considerar lo sociocultural y 
político de la pesca artesanal como un 
aporte en la resolución de dificultades en 
el diseño e implementación de modelos 
gestión del borde costero y los espacios 
litorales. Significaría incluir la diversidad 
dentro de las políticas públicas. 
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Resumen

Este artículo busca identificar los mecanismos de resolución de conflictos 
construidos desde la sociedad civil, en un contexto de disputa de lo públi-
co. Para ello recurrimos al marco de las transformaciones ocurridas en la 
relación Estado-sociedad civil, desde donde hoy surgen ideas que plantean 
la necesidad de que ésta ocupe un rol intermediador, con capacidad de in-
cidencia en las decisiones públicas, y valiéndose de los aportes del enfoque 
teórico conflictualista y de los nuevos movimientos sociales. 

Se analiza el caso del Movimiento Social por la Recuperación del Agua y la 
Vida, como organización que entra en conflicto con las dinámicas tecno-
cráticas y las estructuras de democracia restringida, propias de la relación 
Estado-sociedad civil existente.

Palabras Claves: participación ciudadana, políticas públicas, conflictos so-
ciales, sociedad civil, nuevos movimientos sociales.

1 Sociólogo. Artículo basado en la tesina “Lo público en disputa: Sociedad civil y mecanismos de resolución 
de conflictos en el contexto del conflicto por el agua en Chile, periodo 2012-2016”, para obtener el grado de 
Magíster. Tesina aprobada el año 2017 por el programa de Magíster en Gobierno, políticas públicas y territorio. 
Profesora guía, Cecilia Osorio Gonnet. Santiago, 2017.



177

eduardo antonio martínez arratia

1. Introducción

El presente artículo plantea, a partir de la 
problematización y construcción teórica, 
que las transformaciones que han vivi-
do los Estados sudamericanos durante 
las últimas décadas han transformado 
la relación de éstos  con la sociedad civil. 
Aquello bajo dinámicas propias del para-
digma liberal, lo que ha repercutido  en la 
concepción de lo público en general y de 
las políticas públicas y lógicas democráti-
cas en particular. 

Las tensiones internas que vive la socie-
dad chilena han generado al interior de la 
sociedad civil que comience a tomar for-
ma la idea de avanzar en materia de inci-
dencia en la toma de decisiones públicas.
En este contexto, la sociedad civil también 
sufre transformaciones en cuanto a sus 
formas de organización, diversidad de su-
jetos y arraigo territorial. Surgen así nue-
vas experiencias que entran en conflicto 
con las dinámicas propias del paradigma 
liberal y con la actual relación entre el  Es-
tado y  la sociedad civil.

Se trabaja sobre la experiencia del Mo-
vimiento Social por la Recuperación del 
Agua y la Vida (Msrav), como expresión 
de la sociedad civil en conflicto con las ló-
gicas privatizadoras del agua y sus conse-
cuencias sociales y ambientales. 

Mediante una revisión teórica se logra 
hacer una construcción del fenómeno so-
cial en cuestión. Esto a partir de las ideas 
conflictualistas del desarrollo social, que 
sostienen la noción del conflicto como 
un fenómeno intrínseco de la sociedad y 

como expresión del carácter vivo de ésta 
y de sus contradicciones internas, que se 
establecen entonces el motor que per-
mite las transformaciones sociales en el 
marco del ejercicio de relaciones de poder 
(Silva, 2008).

El trabajo parte de la idea de sociedad civil 
como escenario del conflicto social  en el 
que nacen distintas formas de organiza-
ción social. En este caso, se caracterizan  
desde los nuevos movimientos sociales 
como instancia de organización de las ac-
ciones colectivas en el marco del conflicto. 
Por tratarse de la relación de influencia 
de la sociedad civil en las decisiones que 
competen a lo común, se comprende que 
lo que está en disputa dentro del conflicto 
es la idea de lo público.  

Se intenta dar respuesta a la pregunta res-
pecto a cuáles son los mecanismos de re-
solución de conflictos que la sociedad ci-
vil construye en el marco del conflicto por 
el agua en Chile. Esa cuestión es abordada 
desde un enfoque cualitativo mediante 
entrevistas semi-estructuradas y revisión 
de fuentes primarias que permiten carac-
terizar al Msrav y sus métodos.

Lo anterior permitió abordar el objetivo 
central de la investigación, es decir, iden-
tificar los mecanismos de resolución de 
conflictos construidos desde el Msrav 
SRAV en el contexto del conflicto por el 
agua en Chile, en el periodo 2012-2016.  
Fue clave el trabajo que se realizó en tor-
no a los tres objetivos específicos plantea-
dos desde un comienzo, que permitieron 
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caracterizar los mecanismos de delibera-
ción utilizados por el movimiento, identi-
ficar los modos de intermediación entre 
el Estado y el movimiento  y reconocer la 
concepción de lo público que emerge des-
de éste, todos estos objetivos inscritos en 
el marco del conflicto por el agua en Chile 
en el periodo 2012-2016.

Así, se logró identificar dos niveles  en que 
la sociedad civil, en este caso observada a 
través del Msrav , construye mecanismos 
propios para la resolución del conflicto: (i) 
un nivel político, y (ii) uno orgánico, que 
se manifiestan, por un lado, en el surgi-
miento de nuevas subjetividades que dan 
vida a las ideas y propuestas con que el 
movimiento se enfrenta a los paradigmas 
hegemónicos, y por otro, en las nuevas 
formas de organización desde las cuales 
surgen nuevas formas de relación social 
y de toma de decisiones, que también 
entran en conflicto con las estructuras de 
participación e incidencia en las decisio-
nes políticas existentes.

El surgimiento de nuevas subjetividades, 
formas de organización y deliberación en 
la sociedad civil, dan cuenta de un proce-
so de apertura del escenario de conflicto, 
que por años se mantuvo blindado de las 
ideas de cambio, y que hoy experimenta 
cuestionamientos. Sin embargo, se ob-
servan aún múltiples debilidades que 
impiden que la sociedad civil sea fuerza 
de cambio, encontrándose en una etapa 
previa que se caracteriza por un desarro-
llo interno. 

2. Estado de la cuestión 

2.1. Las transformaciones del 
Estado y su relación con la 
sociedad civil:

Las transformaciones experimentadas 
por los Estados latinoamericanos durante 
la década de los `90, marcadas especial-
mente por el contexto globalizador y por 
las políticas neoliberales acogidas tras el 
consenso de Washington, implican una 
serie de reformas estructurales y políticas 
que involucran, tanto a la institucionali-
dad, como a las políticas públicas, siendo 
transversal en ellos la reconfiguración de 
lo público (Garcés, 1999; Escobar, 2004; 
Minteguiaga, 2009; Thwaites, 2010). 

Estas transformaciones traen consigo la 
adopción de lógicas de mercado en el Es-
tado. Lo que genera  una tecnificación en 
su relación con la sociedad, cuestión que 
se traduce en una relación asimétrica que 
menoscaba la capacidad de incidencia de 
la ciudadanía sobre las políticas públicas 
(Cunill, 2012).

Garretón (1992) plantea que en el caso 
chileno una de las principales trabas para 
avanzar en materia de reforma del Estado, 
a partir de la década de los ̀ 90, fueron los 
enclaves autoritarios, institucionales y es-
tructurales heredados de la dictadura. Eso  
mermó  la consolidación democrática en 
dos sentidos: por un lado, desde la demo-
cratización política entendida como la su-
peración de estos enclaves autoritarios; y 
por otro, en el fortalecimiento de la socie-
dad civil como validación y reconocimien-



179

to de la existencia de la diversificación de 
la acción individual, social y política. Es 
decir, los principales desafíos para la re-
forma del Estado chileno, desde el retorno 
democrático, han sido  los cambios en el 
Estado mismo, junto con las transforma-
ciones en las relaciones entre el sistema 
de representación y la sociedad civil, que 
Garretón (1992) denomina como “recom-
posición de la matriz socio-política”. 

Lejos de avanzar en la superación de los 
enclaves autoritarios, durante la  demo-
cratización política y el fortalecimiento 
de la sociedad civil, la administración 
política del Estado chileno, durante los 
20 años que sucedieron el retorno a la de-
mocracia, estuvo caracterizada por la le-
gitimación y “amarre” del modelo econó-
mico neoliberal instaurado en dictadura, 
impulsando nuevas políticas económicas 
privatizadoras y de apertura económica 
(Fazio, 2004, 2010).  

Esta profundización del modelo econó-
mico neoliberal chileno, descrito como 
uno de los más radicales en cuanto a aper-
tura y libre circulación de capital financie-
ro (Mayol, 2012), ha calado profundamen-
te en la sociedad chilena. Se ha expandido 
por sus instituciones, cultura e ideología, 
lo que ha conducido no solo a la confor-
mación de un Estado subsidiario, sino que 
ha transformado a la sociedad chilena en 
una sociedad de mercado. De ese modo, 
desaparecieron  las ideas de comunidad 
e interés colectivo, y las relaciones entre 
actores de la sociedad civil y  el Estado, las 
que , se vieron fuertemente intermedia-
das por el mercado (Mayol, 2012).

Esta lógica mercantilizada de las relacio-
nes sociales impuesta en Chile, se acom-
pañada de un proceso de restricción de lo 

político en la sociedad civil, descrito por 
Ruiz (2015) como un proceso que va qui-
tando protagonismo social, político y cul-
tural a los grupos medios y populares, fa-
cilitando la administración del Estado de 
manera tecnocrática y en consenso con el 
mercado, debilitando la construcción de 
una cultura política. 

El rompimiento de los lazos que unían a 
la sociedad con el Estado genera una re-
ducción de la representatividad de la po-
lítica, lo que se traduce en  un rasgo que 
caracterizará  profundamente la relación 
Estado y sociedad civil en Chile:  “la políti-
ca sin sociedad”. Vínculo que se acompa-
ña  de un proceso de precarización de la 
ciudadanía como actor político y de una 
fuerte influencia de los grupos de poder 
del empresariado, la iglesia y los medios 
de comunicación en la política, generan-
do como consecuencia una menor demo-
cracia estatal (Ruiz, 2015). 

2.2. Lo público bajo la nueva 
relación Estado-sociedad civil

El enfoque de las transformaciones en 
la relación entre Estado y sociedad civil 
permite adentrarnos a la concepción de 
lo público como un concepto que ha evo-
lucionado de lo meramente estatal, a una 
definición que lo posiciona en lo social 
(Rabotnikof, 2008; Minteguiaga 2009). 
De esta manera es posible identificar tres 
momentos históricos claves en la distin-
ción de lo público en Latinoamérica, tan-
to desde la discusión teórico-académica, 
como desde la posición política de lo pú-
blico. Un primer momento es cuando  lo 
público se encuentra fuertemente ligado 
al Estado como referente de integración 
simbólica y de resguardo de lo públi-
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co-legal, de las garantías individuales 
y de la dimensión privada. Un segundo 
momento es donde lo público transita 
hacia el mercado y se sitúa desde la socie-
dad civil como un espacio de confluencia 
entre individuos y asociaciones privadas. 
Durante este periodo la discusión giró 
en torno a la reivindicación de la privaci-
dad, la pluralidad y el asociacionismo. Lo 
público adquiere una connotación más 
social que política. Y finalmente un tercer 
momento, en que lo público se convierte 
en un espacio de intermediación entre la 
sociedad, el Estado y la economía, vol-
viendo a adquirir una figura política, pero 
con características más autónomas que 
en el primer momento, transformándose 
un lugar para la participación social, la 
argumentación política e incluso la des-
centralización de las decisiones, lo que 
nos permite entender lo público como un 
punto  de creación de comunidad política 
(Rabotnikof, 2008). 

Esta última noción de lo público puede 
ubicarse temporalmente en el periodo 
que va desde fines de la década de los ̀ 90 
y que se mantiene durante las primeras 
décadas del siglo XXI, marcado por un giro 
progresista en los gobiernos latinoameri-
canos. Ese cambiofavoreció  la aparición 
de una crítica al paradigma neoliberal, 
transitando la concepción de lo público 
hacia la propiedad y gestión de los bienes 
comunes, y como espacio para las decisio-
nes colectivas, contraponiendo la idea de 
participación con la de tecnocracia propia 
del segundo momento descrito anterior-
mente (Minteguiaga, 2009; Cunill, 2012).

Si bien la idea de lo público sigue gene-
rando debates tanto desde el plano nor-

mativo como analítico, y no es sencillo ge-
nerar una distinción unívoca del concepto 
(Minteguiaga, 2009), podemos encontrar 
en la obra de Rabotnikof (1998; 2008) tres 
criterios que facilitan la distinción ana-
lítica entre público y privado. Lo público 
como lo que es de interés y utilidad co-
mún a todos; lo público como lo que es 
ostensible; y lo público como lo que es de 
uso accesible y abierto a todos (Rabotni-
kof, 1998; 2008). 

2.3. Participación ciudadana, 
sociedad civil y disputa de lo 
público

La incorporación de claves neoliberales 
por parte de la institucionalidad estatal 
influyó directamente en la concepción de 
lo público, de la sociedad civil y en el di-
seño de políticas públicas (Garretón, 1992; 
Garcés, 1999; Escobar, 2004; Rabotnikof, 
2008; Mayol, 2012).

Lo anterior generó, en palabras de Och-
man (2004), una “atrofia del espacio 
público”, caracterizada por un Estado bu-
rocrático, un mercado agresivo, despoliti-
zación de lo social y el repliegue de los in-
dividuos a la esfera privada. Sin embargo, 
durante el siglo XXI es posible distinguir, 
a modo de respuesta de la privatización 
de la vida política, un retorno del discurso 
de la sociedad civil y la ciudadanía (Cunill, 
1995; Ochman, 2004). 

La sociedad civil como negación de lo po-
lítico2 y reflejo de la reducción del papel 
del Estado, hoy se ve enfrentada a nuevas 
tendencias sociales y políticas que pro-
ponen una rearticulación en la relación 

2 Concepción que podemos enmarcar dentro del segundo momento descrito por Rabotnikof (2008).
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Estado – sociedad civil, promoviendo el 
ejercicio ciudadano como derecho públi-
co, la necesidad de fortalecer la sociedad 
civil, democratizar el Estado y reformar 
la institucionalidad de la sociedad políti-
ca, redefiniendo la idea de participación 
ciudadana como intermediación entre el 
Estado, la sociedad y la economía, me-
diante la concreción de instancias de de-
liberación y representación (Cunill, 1995; 
Escobar, 2004). 

Podemos decir que el rol intermediador 
que bajo esta visión se le  adjudica  a la 
participación ciudadana de la sociedad 
civil, le otorga a su vez, un rol político ac-
tivo y un rol social activador. Rol político 
activo, entendido en cuanto a su función 
democratizadora, y social activador  por 
su papel de politizador de la esfera social 
(Cunill, 1995; Canto, 2008). 

La participación ciudadana será entendi-
da entonces como los mecanismos e ins-
tancias con que la sociedad civil cuenta 
para incidir en el Estado, la sociedad y la 
economía, en sus estructuras y políticas 
públicas (Canto, 2008). Muy lejana a esta 
realidad, la participación ciudadana im-
pulsada desde la política pública chilena 
en los últimos 20 años ha significado una 
desigual vinculación con las decisiones 
públicas (DelaMaza, 2011), quedando 
marginada de la agenda de moderniza-
ción del Estado, priorizándose la gober-
nabilidad y estabilidad social que permi-
tan avanzar en la integración al mercado 
global (Escobar, 2004). 

Avanzar en los niveles de incidencia de 
la sociedad civil en la toma de decisio-
nes conlleva un cambio en el enfoque de 
las políticas públicas. Aquelloimplica la 
superación de las posturas tecnocráticas 

propias de los Estados neoliberales y la 
incorporación de la sociedad civil en la 
participación de  las políticas públicas, es 
decir, una ampliación de lo público, cues-
tión que significa un replanteamiento de 
la democracia y el carácter del Estado, 
tanto a nivel administrativo, como en la 
relación con la sociedad (Canto, 2008; Cu-
nill, 2012). 

Según lo descrito hasta ahora, es posible 
distinguir un escenario en donde lo públi-
co oscila entre concepciones enmarcadas 
dentro de la lógica de mercado, y, por otro 
lado, concepciones que apuntan a la am-
pliación del espacio público como estra-
tegia de mejora en las funciones de crítica 
y control de la sociedad sobre el Estado 
(Cunill, 2012). 

Si lo anterior lo observamos desde un 
enfoque teórico conflictivista, que com-
prende el desarrollo y el cambio social a 
partir de contradicciones sociales inter-
nas generadas por intereses divergentes 
en disputa (Cadarso, 1995; García, 2008), 
y por otro lado, adoptamos la concepción 
de sociedad civil proveniente de la tradi-
ción gramsciana, que la considera una 
extensión del Estado en donde se consti-
tuye el sentido común hegemónico de la 
sociedad (Garcés, 1999), entonces la socie-
dad civil será un escenario de conflicto de 
intereses respecto al carácter del Estado, y 
la concepción de lo público el sentido co-
mún en disputa. 

El Estado, bajo la distinción funcional uti-
lizada por Gramsci, es definido como la 
suma de la sociedad política o aparatos 
gubernamentales que ejercen la coer-
ción, más la sociedad civil o instituciones 
que ejercen la dirección hegemónica (Pe-
reyra, 1979; Garcés, 1999), siendo la socie-
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dad civil “el complejo institucional donde 
se organiza el enfrentamiento ideológico 
y político” (Pereyra, 1979, p. 53). Por tanto,  
la confrontación de posturas entre quie-
nes abogan por una administración del 
Estado tecnocrática y en conceso con el 
mercado, con quienes promueven una 
democratización política y fortalecimien-
to de la sociedad civil, en cuanto actor po-
lítico, es reflejo de la disputa por la forma 
de intermediación entre la sociedad civil, 
el Estado y el mercado, es decir, una nueva 
concepción de lo público.

En una situación de conflicto, que defini-
remos en el siguiente apartado, los meca-
nismos de resolución de conflictos con los  
cuente la sociedad civil, serán de suma 
relevancia, pues de ellos dependerán las 
condiciones con que se disputen posicio-
nes y se delibere en torno a ellas. 

2.4. Conflicto social en el 
Estado neoliberal chileno

La fuerte influencia del mercado en la so-
ciedad chilena y la separación de ésta de 
lo político, generó que durante la década 
de los `90 e incluso durante el siglo XXI, 
se produjese un fenómeno que el PNUD 
(2004) denomina como “naturalización 
de la vida y la organización social”, nor-
malizando la realidad existente y gene-
rándose una idea colectiva de que no exis-
ten otras formas posibles de organizar la 
sociedad. 

Sin embargo, como mencionan Mayol 
(2012) y Ruíz (2015 b), esta misma mer-
cantilización extrema de la sociedad chi-
lena comienza a generar malestar social, 
el que ya adentrado el siglo XXI es acom-
pañado  de un proceso de politización 

(PNUD, 2015) que comienza a engendrar 
las bases de un movimiento social ciuda-
dano con nuevas tendencias políticas y 
nuevas formas de organización (Salazar, 
2012; Mondaca, 2014; Ruíz, 2015 b). Este 
fenómeno particular puede ser analizado 
desde un proceso general de politización 
que se caracteriza por buscar formas no 
jerárquicas y no burocráticas de parti-
cipación (PNUD, 2015), y que se explica  
como “la disputa por las decisiones colec-
tivas que definen los aspectos de la vida 
común para el conjunto de la sociedad y 
que son vinculantes para todas las perso-
nas” (PNUD, 2015, p 55).

Lo anterior se presenta como conflicto 
social (Cadarso, 1995; García, 2008). Se 
observa , por un lado, una sociedad civil 
que comienza a mostrar interés por lo 
público y el bien común,  que genera nue-
vas formas de organización para alcanzar 
sus fines y, por otro lado, un Estado que 
promueve espacios de participación res-
tringidos que desvinculan a la sociedad 
civil de los espacios públicos de delibera-
ción. Esto último contraponiendo intere-
ses que se posicionan desde un enfoque 
liberal del Estado, comprendiendo  a la 
sociedad civil como una diversidad de 
intereses particularistas y privados, y con 
un enfoque participativo, que apunta a di-
versificar los actores dentro de lo público 
(Delamaza, 2011).

Ruíz (2015 b) es categórico en señalar que, 
ante este nuevo escenario político-social 
de conflicto, la lógica que ha arrastrado 
durante años el Estado, en cuanto a su re-
lación con la sociedad civil, le hacen aún 
más difícil adaptarse a las nuevas condi-
ciones y encontrar una salida al conflicto.
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Una institucionalidad política concebida en base a la desarticulación de los actores 
sociales tradicionales y sus problemas, no está preparada para hacerse cargo de 
la maduración de nuevos actores sociales, hitos precisamente de la modernización 
capitalista de las últimas décadas. Los problemas de estos últimos, así como sus 
formas de acción y sus identidades, difieren de los patrones clásicos. Y con eso, 
descolocan a los modos de control y dominio social. La política, antes sorda con la 
sociedad, ahora aparece muda ante ella”.  
(Ruíz, 2015 b, p.63).

Tal como mencionan Garcés (2012), Sala-
zar (2012), Mondaca (2014) y Ruíz (2015 
b), las expresiones de organización de 
la sociedad civil van configurándose de 
acuerdo al contexto histórico, político y 
social. Por ello,  se vuelve necesario cono-
cer este contexto al momento de abordar 
los mecanismos de resolución de conflic-
tos con los que la sociedad civil se dota al 
momento de enfrentar la disputa por una 
nueva forma de relacionarse con el Estado 
e incidir en lo público. 

2.5. Privatización, conflicto y 
movimiento social por el agua en 
Chile

Dentro del contexto abordado en el artí-
culo, en Chile destaca la creación del códi-
go de aguas en 1981 que separa el uso del 
agua del de la tierra, creando la categoría 
de derechos consuntivos y no consunti-
vos, y otorgándole al Estado, mediante la 
Dirección General de Aguas, la potestad 
de ceder derechos de agua a privados de 
forma perpetua y gratuita (Bauer, 2002; 
Larraín, 2006; Romero, 2009; Mundaca, 
2014). Lo anterior viene a consagrar el 
mercado de las aguas en Chile, convir-
tiendo lo que fuera un bien de uso público 
en un bien de mercado, siendo así  el pri-
mer y único país del mundo en privatizar 
sus aguas (Larraín, 2006; Romero, 2009; 
Mundaca, 2014). 

La privatización de las aguas en Chile ha 
ido en directa relación con la instaura-
ción del modelo extractivista, siendo la 
minería, agroindustria e hidroeléctricas 
sus principales exponentes, encontrando 
en sectores privados trasnacionales los 
principales inversionistas (Larraín, 2006; 
Mundaca, 2014).

Los autores revisados (Bauer, 2002; La-
rraín, 2006; Romero, 2009; Mundaca, 
2014), coinciden en que la privatización 
y mercantilización de las aguas en Chile 
es foco de tensión y conflicto social, tanto 
por la contaminación y sus respectivas re-
percusiones en el riego y consumo huma-
no, como por las consecuencias que refie-
ren a la escasez hídrica y a la vulneración 
de aspectos culturales de territorios indí-
genas afectados, encontrándose este tipo 
de tensiones y conflictos a lo largo de todo 
el país con distintas expresiones según el 
tipo de mercado del agua que predomine. 
Los conflictos y movilizaciones sociales 
producto de las tensiones entre la socie-
dad civil y las expresiones de la mercan-
tilización del agua, tienen sus primeros 
hitos durante los años `90, siendo los 
sectores indígenas y ambientalistas los 
principales grupos movilizados. Durante 
el siglo XXI este fenómeno amplía su es-
pectro, sumándose nuevos actores, como 
agricultores, organizaciones campesinas, 
consumidores y actores locales (Larraín, 
2006).
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Un hito relevante dentro de la articulación 
social de las distintas organizaciones de 
la sociedad civil -en conflicto con la mer-
cantilización del agua y sus consecuen-
cias socio-ambientales-, fue el encuentro 
“Aguante la vida” organizado por el Ob-
servatorio Latinoamericano de Conflic-
tos Ambientales (OLCA) el año 2012, que 
convocó  a más de un centenar de organi-
zaciones, dando el puntapié inicial a una 
coordinación de actores de la sociedad 
civil a nivel nacional, conformándose así 
el Movimiento Social por la Recuperación 
del Agua y la Vida (Mundaca, 2014). 

Es posible observar en la organización de 
la sociedad civil frente al conflicto por el 
agua en Chile, el tipo de expresiones que 
Jungemann (2008), Salazar (2012), Svam-
pa (2013), Mondaca (2014) y Ruiz (2015 
b), describen como diversificación de las 
formas de organización y demandas de la 
sociedad civil, con un fuerte arraigo terri-
torial.

Según Garcés (2012), podemos ubicar 
este tipo de expresiones de organización 
dentro de la categoría de movimiento so-
cial, o más específicamente, como nuevo 
movimiento social, pues pese a superar 
la concepción clásica que lo liga a lo sec-
torial, particularmente obrero y/o estu-
diantil, el movimiento social tiene como 
característica principal ser una acción 
colectiva que nace desde la sociedad civil 
como respuesta a contradicciones socia-
les para expresar malestar y/o demandas 
hacia el Estado. 

En el caso particular las acciones colecti-
vas, impulsadas desde la diversidad de 
expresiones dentro del conflicto del agua 
en Chile, responden además a un nuevo 
periodo político en que la sociedad civil. 
Una etapa quegenera esfuerzos por reto-
mar protagonismo dentro de lo político 
mediante la reinvención de estrategias 
de articulación, movilización e incidencia 
(Garcés, 2012; Ruíz, 2015).

En enero de 2016 el Msrav decide rees-
tructurar su orgánica interna con el fin de 
avanzar en materia de retroalimentación 
entre organizaciones y construcción de un 
referente unitario. Se propuso la creación 
de cuatro  macro-zonas a nivel nacional 
(norte grande, norte chico, centro y sur). 
Cada zonal debía contar con voceros que 
serían además voceros nacionales del 
Movimiento. Lo anterior fue reconocido 
por el Msrav como un hito que permitía 
dar el  paso de la organización nacional a 
la representatividad nacional3.

3. Problematización

Chile vivió un proceso de neoliberaliza-
ción política, económica y social, que sig-
nificó, entre otras cosas, la expulsión de la 
sociedad civil del espacio público, vién-
dose relegada al  ámbito del mercado. Lo 
anterior ocurrió amparado por la natura-
lización de esta forma de reproducción 
político social (señal de la hegemonía del 
sentido común neoliberal dentro de la 
sociedad civil), lo que permitió la intro-
ducción del modelo de acumulación por 

3 Sistematización del primer foro social por el agua. Santiago, 8,9 y 10 de enero de 2016. 
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desposesión sin mayor oposición ciuda-
dana, y facilitado por el consenso entre el 
Estado y el mercado. 

Sin embargo, las contradicciones inter-
nas que generó ese proceso comenzaron 
a provocar cuestionamientos al consenso 
neoliberal, lo que se expresó en malestar 
y politización de la sociedad civil. Lo an-
terior llevó a intentos por incidir en las 
decisiones comunes que se vieron frus-
trados por una institucionalidad marca-
da por una democracia restringida. Lo 
público, que había transitado desde una 
concepción fuertemente estatal a un 
posicionamiento dentro del mercado y 
las libertades individuales, volvió a estar 
abiertamente en disputa, apareciendo 
ideas que proponían a la sociedad civil un 
rol como actor político intermediador. 

En la disputa por la ampliación de los 
espacios de incidencia en las decisiones 
comunes aparecieron los denominados 
“nuevos movimientos sociales”, los que 
con un fuerte anclaje territorial presen-
taron nuevas subjetividades y nuevas for-
mas de organización y participación. 

El caso del Msrav es particularmente in-
teresante, ya que surge como resultado 
directo del conflicto entre el modelo de 
acumulación por desposesión y el modo 
de vida de la ciudadanía, porque tiene en 
el centro del conflicto el traspaso del agua 
de bien común a bien privado, y  nace ade-
más con un marcado arraigo territorial 
en conflictos locales, que a partir del año 
2012 comienza a conformar una orgánica 
de carácter nacional. 

Resulta interesante entonces conocer los 
mecanismos utilizados por la sociedad ci-
vil, en este caso representada en el Msrav, 

para resolver el conflicto y generar cam-
bios sociales, entendiendo  que aquello 
implicará incrementar  los espacios de 
incidencia en las decisiones comunes. 
Es decir, ampliar lo público, por lo que se 
plantea la siguiente pregunta: ¿Cuáles son 
los mecanismos de resolución de conflic-
tos construidos desde la sociedad civil en 
el contexto del conflicto por el agua en 
Chile en el periodo 2012-2016?

Para conocer cuáles son estos mecanis-
mos de resolución de conflictos, se hace 
necesario indagar en al menos tres pun-
tos: (i) Las características de los mecanis-
mos de deliberación, en cuanto a cómo 
la sociedad civil intenta decidir lo común 
dentro del conflicto por lo público; (ii) 
cuáles son los mecanismos de interme-
diación entre la sociedad civil y el Estado, 
en cuanto a canales de comunicación y 
dialogo; y (iii) conocer la concepción que 
la sociedad civil tiene de lo público, en 
cuanto a  la nueva subjetividad y sentido 
común de la sociedad civil en disputa.

4. Análisis
4.1. La concepción de lo 
público en el Msrav 

La concepción de lo público es una de 
las categorías más avanzadas dentro del 
Msrav. Las instancias de encuentro y dis-
cusión que han desarrollado desde sus 
orígenes le permiten contar actualmente 
con una comprensión estructural del con-
flicto y sus distintas expresiones. Ese co-
nocimiento refleja una fuerte crítica al pa-
radigma liberal y al modelo de desarrollo 
extractivista exportador.  De esa manera, 
se desarrolla la idea del agua como bien 
común criticando abiertamente su con-
cepción como recurso y bien de mercado.
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Destaca también la visión estratégica 
de avanzar en la consolidación del Mo-
vimiento como actor político, cuestión 
clave para la incidencia en lo público. Sin 
embargo, el carácter político del mismo  
es embrionario  en lo que se refiere a su 
desempeño como actor nacional y sus 
principales experiencias en este sentido 
se encuentran a nivel local o zonal.

En la misma línea la construcción de sub-
jetividades al interior del Movimiento, 
específicamente en lo que respecta a la 
posición que ocupa lo público, ha logra-
do avanzar en la idea de la necesidad de 
una alternativa al modelo hegemónico. 
Sin embargo, por la diversidad de orga-
nizaciones que lo conforman, no existe 
consenso respecto a una alternativa en 
particular. 

Para finalizar con la categoría de la con-
cepción de lo público, resulta interesante 
contrastar que, pese a los avances en ma-
teria de subjetividad respecto al rol de lo 
público y su vinculación con lo político, el 
Msrav no ha logrado generar una inciden-
cia política relevante en lo que respecta a 
la intermediación en la toma de decisio-
nes políticas. Pese a que existen algunos 
casos emblemáticos de incidencia polí-
tica,  son de carácter local y no del Movi-
miento como tal. 

4.2. Mecanismos de 
deliberación internos

Al adentrarnos en los mecanismos de 
deliberación internos, destaca en primer 
lugar que la forma de organización y la 
toma de decisiones van en línea con la 
idea de los nuevos movimientos sociales. 
A nivel local, el funcionamiento es me-

diante asambleas que agrupan a distintas 
organizaciones e individuos, que según la 
particularidad de las coyunturas, organi-
zan sus tareas mediante comisiones de 
trabajo. A nivel nacional, la figura de las 
macro-zonas (norte grande, norte chico, 
centro, centro sur) que entró en funcio-
namiento el año 2016 con la intención de 
descentralizar la orgánica, ha enfrentado 
dificultades para actuar de manera cons-
tante y coordinada,  una situación similar 
ocurre con las comisiones de trabajo.

Siguiendo con las formas de organiza-
ción, los entrevistados destacan positi-
vamente la composición diversa y plural 
del Msrav, cuestión que pese a poder sig-
nificar que algunos procesos, sobre todo 
de debate, ocurran lentamente, permite 
ir construyendo al sujeto político que da 
vida al Movimiento. Vale la pena recordar 
que la diversidad de sujetos también es 
una característica descrita como propia 
de los nuevos movimientos sociales.

Destaca también dentro de esta categoría 
la forma en que se organizan y reproducen 
las acciones colectivas. A nivel nacional, 
mediante distintas instancias de discu-
sión y debate, se ha logrado construir un 
pliego de demandas que aborda puntos 
transversales . Todas ellas evidencian la 
concepción estructural que logra desarro-
llar el Movimiento respecto al conflicto, y 
la necesidad de incidir en lo político para 
avanzar en su resolución. Sin embargo, no 
existe un plan de acción organizado en 
torno a estos puntos. 

El pliego de demandas construido por el 
Movimiento, tras diversas instancias de 
dialogo de carácter nacional fue ratifica-
do en el foro social por el agua, realizado 
en enero del 2016, con la constitución de 
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una comisión especial para trabajar estos 
temas. Las demandas fueron ordenadas 
temporalmente en aquellas de  corto, 
mediano y largo plazo. La lógica de ac-
ción podría ser descrita como una supe-
ditación de lo nacional hacia lo local. La 
coyuntura también marca la agenda y en 
algunas ocasiones se generan iniciativas 
locales que son apoyadas por otros terri-
torios.  

El Movimiento realiza dos hitos de carác-
ter nacional al año, el foro social por el 
agua y la marcha nacional.

4.3. Intermediación con el Estado

Se logra observar que desde el Msrav los 
canales de comunicación que generados 
han estado mediados por el Poder Judi-
cial, sin haberse creado instancias de diá-
logo directas entre el Movimiento y el Es-
tado. Existen, sin embargo, experiencias 
locales de organizaciones que son parte 
del Movimiento y que han podido avan-
zar a escenarios de intermediación con el 
Estado.  

Lo anterior deja en evidencia carencias en 
la construcción de instancias de media-
ción nacional por parte del Movimiento, 
que reafirma la idea de que como Movi-
miento nacional es un cuerpo que aún se 
mueve lento, pero que sus partes son las 
que tienen una vida más activa. 

4.4. Mecanismos de resolución 
de conflictos

Finalmente, la categoría de resolución de 
conflictos nos entrega información res-
pecto a los mecanismos de construcción 
de propuestas y reafirma los hallazgos de 
las categorías anteriores. 

El pliego de demandas construido por el 
Msrav es una de sus principales fortale-
zas, una especie de eslabón unificador 
que nace como resultado del debate in-
terno que además politiza el carácter de 
las demandas y al propio Movimiento. Sin 
embargo, la carencia de un plan de acción 
capaz de posicionar estas propuestas en 
la escena de la disputa política, lo man-
tiene preso de su propio autor intelectual. 

Lo anterior repercute también en una dé-
bil diversificación de acciones colectivas: 
mientras el Movimiento cuenta con dos 
hitos anuales y dedica el resto de sus es-
fuerzos en sumarse de manera segregada 
a iniciativas locales, es la coyuntura la que 
marca la pauta de sus acciones, lo que se 
traduce en una lógica de resistencia y reac-
ción, y no de construcción de alternativas. 

Por último, aparece como estrategia de 
acción colectiva muy marcada dentro 
del Movimiento, la organización de foros 
y seminarios de carácter local y nacional 
para debatir y/o difundir ciertos temas de 
interés para el Movimiento. Esa lógica de 
propagar ideas va de la mano con el de-
sarrollo subjetivo del Movimiento y con la 
visibilización del conflicto, sin embargo, 
no alcanza aún un nivel de desarrollo tal 
que le permita avanzar en la línea de dis-
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putar las decisiones entorno a lo común o 
lo público en el marco del conflicto por el 
agua.  

5. Conclusiones

A lo largo del documento se ha plantea-
do que lo público está en disputa y que la 
sociedad civil es el escenario del conflic-
to. También se ha dicho que las acciones 
colectivas, que por lo demás surgen de la 
sociedad civil, son las portadoras del cam-
bio social, entendido como la superación 
dialéctica del conflicto.

Para el caso del artículo, el Msrav es por-
tador de cambio, y disputa la capacidad 
de incidir en las decisiones de lo común 
en el contexto del conflicto entre el mo-
delo de acumulación por desposesión y el 
modo de vida de los habitantes del terri-
torio. La resolución del conflicto implica 
que la sociedad civil, representada en el 
Movimiento, adquiera un rol de interme-
diación con el Estado y el mercado, lo que 
conlleva a la incidencia en las decisiones 
de lo público.

El Movimiento adquiere la figura de nue-
vo movimiento social para organizar su 
acción colectiva, y como tal enfrenta  la 
disputa desde dos niveles: el político y el 
orgánico.

A nivel político el Msrav ha sido capaz de 
construir una nueva subjetividad desde 
la re-concepción de lo público, que entra 
en tensión con la concepción propia del 
paradigma liberal. El sentido común que 
se construye desde el Movimiento conci-
be lo público como un espacio en el que 
debe generarse dialogo y participación 
amplia de los diversos sectores involucra-

dos, como un derecho que no puede ser 
mercantilizado y en donde la sociedad 
civil juega un rol activo en la toma de de-
cisiones políticas. Esto contrasta con las 
dinámicas instauradas a nivel político y 
social bajo el consenso neoliberal, las que 
promueven y reproducen espacios de par-
ticipación no vinculantes, donde la mer-
cantilización de derechos está legitimada, 
y en los cuales la sociedad civil está lejos 
de ser considerada un actor político con 
poder de incidencia.

A nivel orgánico pone en práctica nuevos 
mecanismos de deliberación que se es-
fuerzan por ser representativos, abiertos y 
vinculantes, promoviendo nuevas formas 
de relación e interacción, que entran en 
tensión con la tecnocracia y democracia 
restringida que el Estado ofrece para inte-
ractuar y participar en la toma de decisio-
nes políticas.

En un escenario de conflicto, como el que 
hemos definido y profundizado a lo largo 
del artículo, el consenso social o naturali-
zación de la vida social (como lo describe 
el PNUD (2004)) neutraliza, o al menos 
disminuye, las posibilidades de construc-
ción, ideal y material, de alternativa a la 
realidad existente, permitiendo que esta 
realidad se desarrolle y reproduzca sin 
mayores contrapesos. 

El hecho que desde la sociedad civil co-
miencen a gestarse subjetividades y for-
mas de organización que entran en con-
flicto con las subjetividades y modelos de 
organización hegemónicas, rompe con el 
consenso y abre espacio para contraponer 
una alternativa a las lógicas existentes. El 
resultado de esta confrontación será la 
superación del conflicto a favor de una de 
las dos fuerzas en contradicción.   
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Sin embargo, el hecho de que la sociedad 
civil avance en sus estrategias de resolución 
de conflicto, en ningún caso esto quiere de-
cir que inmediatamente vaya a poder inter-
mediar en la toma de decisiones públicas y 
se dé por sentada la superación del conflic-
to. La sociedad civil disputa un nuevo senti-
do común, lo que permite plantear que la 
disputa aún no comienza, debido a ciertas 
debilidades del propio Movimiento. 

En lo que respecta a las ideas políticas que 
sustentan la subjetividad del Movimiento y 
sus propuestas, sin duda identificar las cau-
sas estructurales del conflicto y elaborar un 
pliego de demandas unificador es un paso 
gigantesco, como también lo es el hecho de 
proyectarse estratégicamente como un ac-
tor político para ser sujetos activos en el de-
sarrollo del país. Sin embargo, estas ideas 
y esta subjetividad se mantienen dentro 
de los límites internos del Movimiento, no 
pudiendo posicionar socialmente el pliego 
de demandas ni lograr que éste  sea repre-
sentativo de las organizaciones locales, y 
no al revés. 

Lo anterior se traduce en una invisibiliza-
ción del Movimiento que impide el posi-
cionamiento de esta nueva subjetividad e 
ideas políticas, como posibles alternativas 
de modo de vida. 

En cuanto a las dinámicas de organización 
que plantean nuevas formas de relacio-
narse y tomar decisiones, la incapacidad 
de contar con una orgánica que logre or-
ganizar estratégicamente las acciones co-
lectivas a nivel nacional, se traduce en que 
las  de carácter local y las coyunturas sean 
quienes marquen la pauta de acción del 
Movimiento, actuando bajo la lógica de re-
sistencia, sin poder tomar la ofensiva en la 
disputa de este sentido común. 

En la disputa del sentido común, según 
los enfoques teóricos revisados durante 
el artículo, hay fuerzas sociales vivas en 
enfrentamiento, por lo que se puede decir 
que el Msrav no cuenta con la fuerza so-
cial suficiente para la disputa del sentido 
común a nivel social. 

Lo anterior se podría explicar a partir del 
contexto de “atrofia del espacio público” 
(Ochman, 2004) descrito al comienzo del 
artículo, que genera una despolitización 
de la sociedad civil y mantiene un consen-
so social del sentido común hegemónico. 
Sin embargo, el proceso de politización 
que vive la sociedad chilena abre la posi-
bilidad de pensar en un sentido común 
alternativo, rompiendo el consenso social 
hegemónico y dando pie a su disputa. 

El carácter embrionario de este proceso 
logra evidenciar la presencia de un fenó-
meno social novedoso dentro de la socie-
dad chilena, en donde la sociedad civil 
comienza a gestar sus primeros esfuerzos 
por posicionarse como intermediador en-
tre el Estado y el mercado, y como agente 
capaz de incidir en decisiones políticas. 

Sin embargo, los resultados emanados 
de esta investigación nos hablan de una 
sociedad civil que, en cuanto actor po-
lítico y fuerza social alternativa, carece 
de la musculatura suficiente para entrar 
abiertamente al campo de disputa por lo 
público.  Lo anterior hace aún más intere-
sante el seguir de cerca el desarrollo de 
estos procesos sociales, la manera en que 
las nuevas subjetividades logran o no per-
mear en otras estructuras, y si las formas 
de organización y toma de decisiones se 
traducen o no en acciones colectivas que 
propongan y encarnen una alternativa de 
disputa real en el escenario de conflicto. 

eduardo antonio martínez arratia
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Resumen

Los crecientes periodos de escasez hídrica experimentados en el sur de 
Chile han implicado importantes  desafíos para la investigación social del 
país. En este escenario, nuevos conceptos ayudan a la comprensión de las 
dinámicas hídricas desde la vinculación de sus aspectos sociales y natura-
les. En este artículo se usa el concepto de ciclo hidrosocial para analizar los 
problemas de acceso al agua potable en el Estuario de Maullín, Región de 
Los Lagos. Particularmente se examinan el sector urbano de Maullín, y los 
sectores rurales de Quenuir y Lolcura. A partir de las características mate-
riales y subjetivas de este ciclo hidrosocial, se discuten las problemáticas 
de acceso al agua, relativas a las formas administrativas presentes en los 
contextos locales. Gracias a ese trabajo, se reflexiona sobre las relaciones de 
desigualdad que se producen y reproducen a partir de las características del 
ciclo hídrico local. 

Palabras Claves: ciclo hidrosocial; acceso al agua; escasez hídrica; desigual-
dad hídrica.

1 Antropologa, Magíster en Ciencias Sociales mención en Estudios de Procesos y Desarrollo de las Sociedades 
Regionales. Artículo basado en la tesis “El ciclo hidrosocial en el Estuario de Maullín: conflictos de acceso y 
construcción de paisajes del agua en el sur de Chile, Región de Los Lagos” para optar al grado de Magíster en 
Ciencias Sociales mención Estudios de Procesos y Desarrollo de las Sociedades Regionales, Universidad de 
Los Lagos.
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Introducción

Los efectos de la megasequía experimen-
tada en el país desde al año 2010 (CR2, 
2015), generaron un amplio debate y pre-
ocupación nacional por la disminución 
expansiva de las fuentes de agua y la agu-
dización de esta problemática en el tiem-
po (WRI, 2015; Fuentes, 2015). 

En el sur de Chile las alarmas sobre sequía 
se instalaron en los medios de comuni-
cación local (CR2, 2015; ADN Radio, 2015; 
El Llanquihue, 2015; Figueroa, 2017; 24 
Horas, 2016; Intendencia Región de los 
Lagos, 2014; Hernández a, 2014; Hernán-
dez b, 2014; Galindo, 2016; Duarte, 2014), 
fortaleciendo la discusión sobre este fe-
nómeno socioambiental.  

La Región de Los Lagos se sitúo en una 
de las zonas más afectadas por las nue-
vas condiciones de los sistemas hídricos 
a nivel nacional (Frenê et al., 2014; Mi-
nisterio del Interior y Seguridad Pública 
2015; ADN Radio, 2015), condición que se 
reflejó en una importante inversión insti-
tucional en camiones aljibe para apalear 
la crisis (CR2, 2015). 

Producto de esa problemática el Estuario 
de Maullín tuvo recurrentes dificultades 
de acceso y disponibilidad de agua, que 
se concentraron en periodos estivales y 
en zonas rurales (El Llanquihue, 2015). 
Tanto en la comuna de Maullín como en 
el sector del Estuario, gran parte de su 
población habita en sectores rurales, 56% 
y 49% respectivamente (Mun. Maullín, 
2013), lo que hace más grave la situación.

Las características generales sobre los 
usos del agua en la comuna de Maullín, 
nos muestran en primer lugar, un uso 
local destinado al consumo doméstico, 
saneamiento y regadío. Los derechos 
de agua entregados están a nombre de 
personas individuales y son de tipo con-
suntivo (de 120 derechos otorgados, 111 
son consuntivos, es decir el 92,5%) (DGA, 
2015). La extracción de agua, en tanto, 
se realiza principalmente desde fuentes 
superficiales (60% del total de derechos 
entregados). 

En este Estuario, los problemas relacio-
nados con el acceso al agua se sostienen 
en dos fenómenos: a) la disponibilidad de 
fuentes de agua y c) el acceso al recurso. 
En relación a la disponibilidad del recur-
so, existen formas de intervención antró-
pica a los ecosistemas locales que afectan 
la presencia de agua en la zona. En este 
caso, una serie de actividades productivas 
expansivas intervienen en los flujos de 
agua, como lo son la agricultura, la indus-
tria forestal y la extracción de pompón. 
A ellos se suma el incremento de la acti-
vidad turística, que ha generado un alza 
constante en el consumo del recurso en 
periodos estivales. Está presente además 
la variable climática -enmarcada en el 
cambio climático-, que ha provocado una 
disminución de las precipitaciones y un 
aumento de las temperaturas en la zona 
(Ministerio de Interior y Seguridad Públi-
ca, 2015), modificando el funcionamiento 
de los sistemas hídricos. 
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Con respecto al acceso al agua, el conflic-
to se caracteriza por la generación de dos 
tipos administrativos de agua producto 
de la legalidad vigente, lo que ha genera-
do una relación desigual entre territorios 
rurales y urbanos. Esa disparidad se basa 
en las dificultades de al acceso a tecnolo-
gía por parte de los sectores rurales, en la 
calidad de las aguas, y en las estrategias 
y recursos para el funcionamiento or-
gánico-administrativo. Esta situación se 
agudiza con los desafíos de acceso que se 
producen por las nuevas condiciones de 
disponibilidad que enfrentan los territo-
rios. 

Con este artículo se busca caracterizar la 
gestión del agua potable en el estuario 
de Maullín y sus problemáticas asociadas 
en tres sectores del Estuario, que son: el 
sector urbano de Maullín y las localidades 
rurales de Quenuir y Lolcura. Para esto se 
abordan a) las características concretas de 
los sistemas de agua potable, en cuanto 
a las fuentes de agua y tecnologías aso-
ciadas al proceso de potabilización. Y se 
analizan además las percepciones sobre 
b) el rol y funcionamiento de las organiza-
ciones del agua, y c) las proyecciones ante 
los diversos escenarios de disponibilidad 
hídrica.

Marco Teórico

La problemática hídrica en Maullín, vin-
culada a  sistemas sociales y naturales, 
exige integrar desde la política pública el 
análisis de perspectivas de investigación 
que comprendan la relación entre el agua 
y la sociedad de forma dialogante. En esta 
línea, la reciente propuesta teórico-me-
todológica del ciclo hidrosocial (Bakker, 
2002; Swyngedouw, 2004, 2009; Linton 

y Budds, 2014), permite comprender al 
agua y la sociedad en una relación de co-
determinación, en la que ambas se “ha-
cen y rehacen” entre sí, y donde sus límites 
son cada vez más difusos (Swyngedouw, 
2004; Linton y Budds, 2014). 

Estas relaciones dialógicas están deter-
minadas por procesos socio históricos 
que definen los significados dominantes 
del agua y las características de los siste-
mas hídricos (Bakker, 2002; Swyngedouw, 
2004). De esta forma, en el contexto del 
Ciclo hidrosocial, abordar la relación en-
tre agua y sociedad implica dos tareas. En 
primer lugar, comprender la vinculación 
dialéctica que existe entre ambas, donde 
tanto el agua -como naturaleza- y la so-
ciedad tienen un rol activo en la transfor-
mación de la otra. En segundo lugar, la ac-
ción de la sociedad sobre los sistemas de 
agua no puede ser entendida solamente 
desde las intervenciones concretas que se 
hacen en los flujos, debe abordar también 
la producción de significados en torno al 
agua, que definen el marco económico, 
político y sociocultural desde el cual nos 
situamos para hacer uso de esta (Linton 
y Budds, 2014). A partir de estas ideas, el 
ciclo hidrosocial permite comprender las 
problemáticas locales de agua desde el 
ámbito de lo sociopolítico. De ese modo 
se  amplian y complejizan las miradas tra-
dicionales centradas en las características 
biofísicas y químicas de las fuentes (Wit-
tfogel, 1959; Bakker, 2002; Swyngedouw, 
2004, 2009; Linton, 2008; Linton y Budds, 
2014; Prieto, 2015) y se comprende a el rol 
de la sociedad más allá de las dinámicas 
de uso y consumo. 

daniela victoria collao navia



196

Método

Esta investigación es de tipo cualitativa 
y sincrónica, y pretende dar anteceden-
tes sobre la actualidad de las dinámi-
cas hídricas en el Estuario. El proceso 
investigativo se efectuó en el contexto 
geográfico del Estuario de Maullín, par-
ticularmente en tres áreas: en el sector 
de Maullín (41°37’1.37"S-73°35’41.84"O), 
que representa las zonas urbanas 
del Estuario; el sector de Quenuir 

(41°33’52.77"S-73°40’35.36"O); y el sector de 
Lolcura (41°33’52.77"S-73°40’35.36"O), par-
te de las zonas rurales costeras. Este es-
tuario se ubica en la comuna de Maullín, 
perteneciente a la región de Los Lagos, 
Provincia de Llanquihue. Su territorio ad-
ministrativo se emplaza al suroeste de la 
capital regional, Puerto Montt, colindan-
do con el Océano Pacífico.

Figura 1. Ubicación de la comuna de Maullín y de las localidades abordadas en el 
estudio. 

Fuente: elaboración propia
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La población objetivo del estudio se cen-
tró en instituciones, organizaciones y per-
sonas individuales con vinculación direc-
ta a la administración de los sistemas de 
agua. 

Los entrevistados claves en contextos 
urbanos fueron a) los trabajadores o los 
representantes locales de los servicios de 
saneamiento y b) los representantes de 
las organizaciones comunitarias vincula-
das a la temática. 

Para el caso del sector rural, los entrevis-
tados claves se centraron en c) los miem-
bros de APRs2 (directivos y no directivos), 
d) los dueños de pozos. Con respecto al 
área institucional se trabajó con e) los re-
presentantes de la municipalidad vincu-
lados a la temática. 

La recolección de datos se realizó me-
diante fuentes primarias y secundarias. 
Para el caso de las primeras se trabajó con 
entrevistas en profundidad a los actores 
claves. Los datos secundarios por su par-
te, se obtuvieron a través de la revisión de 
instrumentos legales, páginas digitales 
de instituciones públicas relacionadas a 
la temática, medios de comunicación di-
gitales y revistas científicas de corriente 
principal. 

Para el análisis de los datos se tomaron 
en cuenta cuatro áreas para comprender 

la relación agua/sociedad en los siste-
mas de agua potable. Ellas fueron a) las 
características de los flujos de agua (Swy-
ngedouw, 2009); b) los actores y las geo-
metrías de poder entorno al agua (Masey, 
1993; Swyngedouw, 2004), c) los proble-
mas de acceso y calidad que de estas se 
desprenden (Swyngedouw, 2009) y d) las 
percepciones sobre los sistemas adminis-
trativos y escenarios de escasez (Linton y 
Budds, 2014).

Características generales del ciclo 
hidrosocial en el Estuario 
de Maullín

La comuna de Maullín posee un total 
de 15.722 habitantes, según indican las 
proyecciones censales al año 2015 (BCN, 
2016). De ese total, un 56% habita en las 
zonas rurales de la comuna (Mun. Mau-
llín, 2013). El resto de la población se con-
centra en dos centros urbanos: Maullín 
y Carelmapu (Mun. Maullín, 2013). En la 
comuna de Maullín, para el año 2013, un 
19,54% de esta población se encontra-
ba en situación de pobreza económica, 
mientras que un 34,55% de los hogares 
presentaba condiciones de saneamiento 
deficitario, muy por encima del porcen-
taje nacional (16,98% de la población 
total) (BCN, 2016). En el área productiva 
se observa un liderazgo de las empresas 
comerciales, con 296 empresas al año 

2 Las APRs (Agua Potable Rural) son comités rurales de administración del agua potable para consumo 
principalmente humano. Estas son instancias comunitarias administradas por las comunidades locales en 
conjunto con el Estado, por medio de la Dirección de Obras Hidraulicas (DOH). Estas se constituyen como 
organizaciones funcionales, con dirigencias voluntarias, y se encargan de la extracción, tratamiento, distri-
bución y cobro del agua potable en sectores rurales. Además, están asesoradas por empresas sanitarias en 
su funcionamiento técnico.
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2010, seguida por la agricultura con 150 
empresas para el mismo año (Mun. Mau-
llín, 2013). 

En relación con las fuentes de agua, algu-
nas de las zonas rurales carecen de fuen-
tes superficiales de agua cercanas o de 
carácter permanente durante el año. Esto 
hace que una parte del abastecimiento, 
tanto para el consumo humano como 
para el riego, dependan de fuentes sub-
terráneas a través de napas superficiales 
o profundas. Aproximadamente el 31% 
de los derechos de agua otorgados por la 
DGA en la comuna son de carácter subte-
rráneo y constituyen el 15% del prome-
dio del caudal anual (DGA, 2016), lo que 
acrecienta los costos en el acceso. En este 
escenario, de las APRsen funcionamiento, 
solo la de Astilleros accede a fuentes de 
agua superficiales (DGA, 2016), por esta 
razón las dificultades de acceso, relativas 
a costos y tecnología, se concentran en la 
población rural.  

Los usos generales del agua en Maullín 
evidencian principalmente un uso local 
destinado al consumo doméstico, sanea-
miento y regadío. Los derechos de agua 
entregados están a nombre de personas 
individuales y son de tipo consuntivo (de 
los 120 derechos otorgados, 111 son con-
suntivos, es decir, el 92,5%) (DGA, 2015). 
Los usos de regadío declarados, por su 
parte, representan el 15,5% de los dere-
chos otorgados y el 14% del promedio del 
caudal anual. Mientras que los usos do-
mésticos y de saneamiento son el 36,8% 
y el 16,9% de los derechos y el promedio 
del caudal anual comunal, respectiva-
mente (DGA, 2016). En esta comuna no se 

registran usos industriales, mineros e hi-
droenergéticos en los derechos otorgados 
(DGA, 2016), constituyendo una presencia 
mayoritaria de actores locales en las dipu-
tas comunales por el agua. 

Con respecto al agua potable, hasta el 
año 2009 solo el 46,35% de la población 
comunal de Maullín tenía acceso a fuen-
tes de agua potable (Obs. urb., 2016). En 
el caso del sistema urbano, la adminis-
tración está en manos de la empresa Es-
sal, controlada por el grupo español Ag-
bar-Suez (SISS, 2015), que comprende una 
población urbana de 3.993 habitantes 
(Mun. Maullín, 2013). Los sectores urba-
nos conectados a esta red no han sufrido 
de problemas de acceso al agua y dispo-
nen de una buena calidad del recurso.  

El sector rural lo componen aproximada-
mente por 6.863 habitantes, de los cuales 
3.429 se ubican en los distritos censales 
de los sectores estudiados (Mun. Maullín, 
2013).  Esta zona es la que mayores pro-
blemas ha presentado en cuanto a la cali-
dad del agua y las capacidades de acceso 
a ésta. Las localidades de Quenuir y Ca-
relmapu han experimentado constantes 
dificultades en la calidad del agua debido 
a la alta presencia de manganeso y hierro, 
condición a la que los lugareños denomi-
nan “fierrillo”3. 

En lo que se refiere al problema de dispo-
nibilidad existe una situación diferencia-
da entre los sectores rurales con presencia 
de APRs, y los sectores rurales sin APRs. A 
diferencia de los primeros, los sectores sin 
APRs hace aproximadamente cuatro años 
han debido ser auxiliados de forma cons-

3 Información obtenida desde fuentes primarias. 
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tante por camiones aljibes enviados por 
el municipio. Dentro de estos sectores hay 
15 proyectos de APRs que aún no logran 
ser puestos en marcha4. Según informa 
el municipio, en estos lugares los medios 
utilizados para satisfacer las necesidades 
de acceso al agua potable se reparten en-
tre recolección de fuentes superficiales en 
los sectores más altos, y la construcción 
de norias de poca profundidad en los sec-
tores más bajos y sin afluentes superficia-
les cercanos (la profundidad de la noria 
depende de las características del sector). 
Estas formas de acceso y consumo en ge-
neral no están regularizadas mediante la 
propiedad de derechos de agua5. 

Sector de Maullín: funcionamiento 
de los sistemas de agua potable 
urbanos

Actores, usos y característica de los siste-
mas de distribución

El acceso del agua potable en el sector de 
Maullín está regulado por la empresa sa-
nitaria Essal, la cual cuenta con la conce-
sión de todo el sistema de agua potable y 
tratamiento de aguas servidas. Los princi-
pales actores involucrados en la temática 
son los usuarios del agua potable, Essal y 
la administración local. 

El agua potable distribuida por la empre-
sa abarca aproximadamente 3.993 per- 
sonas (Mun. Maullín, 2013)- Se extrae de 

4 Información entregada por el Municipio de forma personal.
5 Ídem. 
6 Información obtenida directamente por medio del Municipio de Maullín.

punteras y pozos profundos que están 
ubicados en los márgenes de las áreas po-
bladas. No posee problemas de calidad, 
por lo que su tratamiento se reduce al clo-
ro y flúor reglamentarios. 

Sin embargo, debido a la antigüedad de 
los instrumentos reguladores a nivel local, 
existen sectores dentro de Maullín que se 
encuentran fuera del radio urbano esta-
blecido por el límite urbano vigente6. 

Es el caso de la población Ten Ten,  asen-
tada en el año 1993 en el límite suroeste 
del radio urbano, luego de un temporal 
que obligó a la evacuación del sector de 
Las Dunas, ubicado a las orillas del río 
Maullín. La instalación de las viviendas de 
emergencia, que dieron forma a esta po-
blación, contó desde un principio con un 
sistema de distribución de agua potable 
abastecido por Essal , pero administrado 
por la Municipalidad. 

Actualmente presenta un constante cre-
cimiento poblacional debido a la instala-
ción de tomas y campamentos habitacio-
nales. Estas nuevas casas se conectan de 
forma individual a la red de la población 
y aumentan notablemente el nivel de 
consumo. Esta situación se agrava por el 
uso del agua potable en el procesamiento 
de marisco, principal actividad de los ha-
bitantes de esa zona. En ambos casos se 
trata de condiciones que no están regu-
ladas ni por la institucionalidad, ni por la 
comunidad.

daniela victoria collao navia
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En los últimos años el sistema de agua po-
table de Maullín ha experimentado una 
baja en la disponibilidad de agua. Para 
subsanar esa escasez se han implemen-
tado cortes momentáneos del servicio. 
Sin embargo, esas medidas sólo afectan 
al sector de TenTen. La empresa justifica 
esa decisión, aclaran, porque éstos no se-
rían clientes directos. En respuesta a ello, 
algunos habitantes optaron por la cons-
trucción de un pozo particular para abas-
tecerse.

Percepciones sobre las organizaciones y 
las problemáticas del sistema

En el sistema de administración urbano 
del agua, existe una importante desvin-
culación de la población local con las di-
námicas administrativas. En este contexto 
aparecen dos tipos de discursos que jus-
tifican el funcionamiento privado de esta, 
ambos enfocados principalmente en la 
eficiencia del servicio.

Por un lado, se manifiesta que las empre-
sas son las únicas instituciones capacita-
das para asegurar la disponibilidad y ca-
lidad del agua, gracias a sus posibilidades 
de inversión y estabilidad en la adminis-

tración interna. En esta idea se reproduce  
la premisa neoliberal que plantea que el 
Estado no tiene la capacidad de asegurar 
el acceso a los servicios esenciales para el 
desarrollo de la sociedad. “Obviamente, 
[administra mejor] por lejos la empresa 
privada. Creo que, y es una postura muy 
personal, creo que si esto dependiera del 
Estado, quedaríamos sin agua cada tres 
días, o con un paro generalizado no ten-
dríamos servicio” (Carlos Arriagada, técni-
co Essal )

La defensa de la administración privada, 
en tanto, se sostiene en las dificultades 
organizativas de la comunidad. En este 
sentido se considera que no existen las ca-
pacidades de ordenar el sistema de agua 
potable. Así lo evidencia una dirigenta: 
“Con la municipalidad conversamos [para 
poner una APR], en reuniones con varias 
personas, pero al final nunca llegaron a 
un acuerdo, ¡nunca llegaron a decir -ya, se 
va a hacer! Usted sabe que una junta de 
vecinos sola no puede hacer nada”, (María 
Angélica Mancilla, presidenta JJVV Ten 
Ten). Esta idea se ve reforzada además 
por una naturalización de la administra-
ción privada. 

“Si nosotros siempre les hemos dicho, si es porque tenemos que pagar el agua 
nosotros, bien, tenemos que pagar lo que gastamos. Pero háganse cargo ustedes, 
se los hemos dicho miles de veces a los de Essal : háganse cargo ustedes del agua, 
ustedes pasen a dejar su boleta, ustedes cobren y así nosotros les vamos a pagar a 
ustedes y vamos a tener derecho a reclamar” 
(María Angélica Mancilla, presidenta JJVV, Ten Ten).

De esta forma, se evidencia la presencia 
de una noción social del agua marcada 
por una lógica  mercantil. El agua, lejos de 
pensarse como un derecho enfocado al 
bienestar colectivo, se entiende como un 

privilegio regulado por el dinero. Es me-
diante la implementación de esta lógica 
de transacción monetaria que se define 
quién tiene derecho al agua y a exigir el 
acceso a esta.
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“(…) la gente está muy acostumbrada a abrir la llave y que corra el agua, que es 
como lo normal. Pero no está esa preocupación, ni siquiera en el verano que tú 
sabes que hay sequía, que no ha llovido mucho y todo el tema, de decir pucha, 
voy a tratar de racionar con el agua del inodoro, o lavar a media carga si no está 
la carga completa, juntar… un montón de factores que te permiten optimizar el 
recurso, que no pasa acá” 
(Carlos Arriagada, técnico Essal).  

Visiones de escasez de agua en contextos 
urbanos

En los sectores afectados por los cortes de 
agua se considera que los problemas de 
acceso experimentados durante algunos 
años, responden mayormente a la cober-
tura dada por las empresas sanitarias a los 
sectores rurales, que son abastecidos por 
medio de camiones aljibes. “Están sacan-
do mucha agua para llevar a los campos, 
entonces ese es el problema que se les 
baja rápido el agua”,(María Angélica Man-
cilla, presidenta JJVV, Ten Ten). Sin em-
bargo, desde actores técnicos del agua, se 
entiende que la disponibilidad del recur-
so depende también de algunas activida-
des humanas, entre las que se destacan la 
presencia de la actividad forestal y la mala 
utilización local del recurso. 

En general, en el contexto urbano, el agua 
no se presenta como un elemento de 
disputa o de reflexión. La desconexión 
con respecto al manejo de esta por parte 
de la población, ha tenido como conse-
cuencia una falta de proyección respecto 
a los escenarios hídricos locales, así como 
también una despreocupación por su dis-
ponibilidad. De esta forma, el eje de lo 
que se percibe como problemática local 
no está en generar las condiciones para 
garantizar la disponibilidad de agua, sino 
que en mejorar los servicios entregados 
por las empresas sanitarias, evitando los 
desajustes que producen los cortes mo-
mentáneos. 

Quenuir y Lolcura: sistemas 
rurales de agua potable

Características del sistema de Quenuir

El sistema de acceso al agua potable en 
Quenuir está cubierto casi en su totalidad 
por la APR local, que actualmente posee 
un total de 402 arranques7, abastecidos 
mediante 30 punteras ubicadas a siete  
metros de profundidad. 

El principal problema en la producción es 
la calidad del agua extraída, por el  alto ni-
vel de hierro y manganeso que presenta, 
condición que en el lugar se le denomina 
“fierrillo”. Esta situación ha implicado una 
alta inversión monetaria y humana en 
mejoramiento tecnológico para  producir 
un agua de mejor calidad. Además, ha ge-
nerado periodos de corte del servicio pro-
ducto  del rápido deterioro que esta con-
dición produce en el sistema de punteras. 

7 Información entregada por la APR Quenuir.
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En cuanto a su organización, la participa-
ción de la comunidad es baja, condición 
característica de las organizaciones loca-
les. Sin embargo, el funcionamiento inter-
no de la APR ha permitido un desarrollo 
estable del sistema, así como también la 
entrega de soluciones creativas a los pro-
blemas del mismo. 

En la actualidad se evidencia una dismi-
nución en la disponibilidad de agua, así 
como también dificultades en la cobertu-
ra, principalmente en periodos estivales. 
Para revertir esa situación se construye 
una nueva toma de agua, esta vez superfi-
cial, que se transformará en la fuente pri-
maria del comité. 

Características del sistema de Lolcura 

Lolcura cuenta con un sistema de APR que 
abarca  exclusivamente el sector ribereño 
en el que se concentra la mayor parte de 
la población. Hoy en día el sistema se sus-
tenta por diez  punteras que extraen agua 
de las napas superficiales, desde una pro-
fundidad de seis  mts. Este procedimiento 
beneficia a un total de 95 hogares (DGA, 
2016). A diferencia de lo que ocurre en 
Quenuir, el agua extraída desde las napas 
posee una buena calidad, por lo que el 
proceso de potabilización solo incluye la 
inyección de cloro al sistema.

Respecto al funcionamiento, el princi-
pal problema enfrentado por el comité 
ha sido la antigüedad de los materiales, 
por los constantes costos y esfuerzos  en 
reparación. No obstante en los últimos 
años ha surgido un nuevo problema, la 
merma paulatina de agua en las napas 
superficiales, especialmente en los meses 
de verano. A pesar de esto, el sector abar-
cado por la APR sólo ha sido auxiliado por 
camiones aljibes en una ocasión, debido a 
falla de materiales. 

Parte importante de la población sigue 
dependiendo de sistemas de norias, a 
causa de la altura en que se encuentran en 
relación a la torre de agua de la APR. Estas 
familias se ven afectadas por importantes 
mermas de agua, que resuelven acarrean-
do el recurso de forma individual desde 
alguno de los comités cercanos al sector. 

Percepciones sobre sistemas de adminis-
tración de agua rurales

Tanto para el caso de Quenuir como de 
Lolcura, se aprecia una importante valora-
ción del rol social de las APRs.  La adminis-
tración comunitaria le otorga soberanía a 
la comunidad en las decisiones en torno 
a este  recurso, vinculando así   el derecho 
de la comunidad a decidir sobre el agua 
con el bienestar colectivo. 

“A mi punto de vista, el comité como organización es muy bueno porque hace que 
la comunidad en sí, todos, tengan un derecho. En cambio si se es independiente, 
particular y dirige esa cosa, hace lo que él quiere. En este caso no, porque se le 
plantea a la asamblea general lo que se pretende hacer, o se dice lo que se va a hacer, 
y ellos incluso aportan a que nosotros podamos mejorar ese sistema. En cambio el 
particular, lo que él quiere es ganar plata. Y este comité es sin fines de lucro, lo que 
genera el comité es para el beneficio de la comunidad” 
(Marcelo Schaffer, presidente APR Lolcura)
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“(Prefiero) mantenernos con la que estamos, porque todo lo que sea un cambio va 
a generar mayor gasto a la  comunidad, a los usuarios. Hoy día nuestra gente no 
lo está pasando bien con lo de la marea roja, las entradas son muy pocas. Mejor es 
mantenernos y acostumbrarnos  como estamos y tratar de ir mejorando con el apoyo 
gubernamental hasta donde se puede” 
(Mario Infante, presidente APR Quenuir)

Otro elemento importante en la valora-
ción de estos sistemas comunitarios de 
administración de aguas, es que permi-

Otorgar a los privados la administración 
de un recurso vital, si bien podría mejorar 
condiciones, no les asegura el acceso, de-
bido a la discriminación económica que 
se ejerce a través de este. En este caso, si 
bien el agua tiene un costo monetario, 
el no pago no conlleva necesariamente a 
cortes de servicio, ya que se incluyen otras 
variables a los criterios de acceso. Ellas se 
relacionan con las condiciones socioeco-
nómicas y etarias de los afectados, con las 
redes de apoyo que muestran y con ante-
cedentes de pagos anteriores.

En ambos casos,  pese a que se defienden 
los usos y administración comunitaria del 
agua, esto no se contrapone a la existen-
cia de sistemas privados. Se entiende que 
la administración privada podría implicar 
mejoras en las falencias económico-tec-
nológicas de los sistemas rurales. Sin em-
bargo, al limitar el servicio a las variables 
económicas, no se asegura el acceso de 
la comunidad al agua. En definitiva, no  
existe un cuestionamiento a la privati-
zación del recurso, si no que, a partir de 
elementos de la experiencia cotidiana, se 
comprende que la formula privada no es 
compatible con la realidad local.

tirían un mayor conocimiento y empatía 
con las realidades de los habitantes.

Percepciones locales sobre escasez 

En Quenuir y en Lolcura los habitantes 
consideran que en los últimos diez años 
han aumentado los problemas de dispo-
nibilidad de agua. Si bien indican que la 
cantidad de agua de las fuentes a las que 
tienen acceso baja todos los veranos, re-
conocen que este fenómeno se ha agu-
dizado en el periodo de tiempo indicado. 
Debido a esto temen que en el futuro no 
alcance para abastecer a toda la pobla-
ción o para cubrir la diversidad de usos 
de esta. Indican que los años 2014 y 2015 
habrían sido en los que evaluaron una 
mayor baja de los caudales.

Esta situación ha llevado a ambas APRs a 
evaluar planes de contingencia. En el caso 
de Quenuir eso se tradujo en la búsqueda 
de fuentes superficiales cercanas a la po-
blación, y en Lolcura, en la excavación de 
un pozo profundo. Esos nuevos sistemas 
reemplazarían a las punteras que ya no 
logran dar abasto a las respectivas comu-
nidades. 

La explicación que le dan a este fenómeno 
de decrecimiento paulatino de las fuentes 
de agua, es en el marco del cambio climá-
tico, que a la vez es visto como un proce-
so “natural”, sin relación con las acciones 
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locales, lo que reduce las posibilidades de 
transformación de este. Ante esto, la tarea 
de las organizaciones se acota a buscar 

A pesar de lo anterior, en ambos lugares 
existe una alta disponibilidad de agua,  lo 
que permite una diversidad de usos y su 
permanencia en el tiempo. Es así como los 
problemas experimentados los atribuyen 
principalmente a las capacidades econó-
mico-tecnológicas de las organizaciones 
para acceder a nuevas fuentes de agua, 
que a condiciones locales de disponibili-
dad del recurso. 

La creencia en esa solución que llegará 
con el tiempo, tiene  como consecuencia 
la ausencia de  de planificación o proyec-
ción enfocada en la sustentabilidad del 
recurso. En ese escenario, las APRs se con-
sideran como las encargadas de asegurar 
el acceso al agua en el corto plazo. 

formas de cubrir el acceso, sin abordar los 
problemas detrás de las mermas de agua. 

En relación  a las condiciones  futuras del 
recurso, muestran una  alta confianza en 
el desarrollo tecnológico del sector. Po-
seen certeza en la capacidad de buscar en 
los próximos años otras fuentes en el caso 
de agotarse las actuales. 

“La escasez es porque ha habido sequía durante todo este tiempo en la región. Hay 
un problema hídrico en la región, ante lo cual nosotros tenemos que ponernos el 
parche antes de la herida. (…) Bueno, el problema hídrico es el cambio climático. 
Eso lo tenemos clarito, ese es un problema a nivel mundial, hoy día pasa a ser el 
coso más importante” 
(Mario Infante, presidente APR Quenuir).

“Yo creo que a la medida que van pasando los años, todo va a ir mejorando, si esto 
va a tener que haber alguna tecnología. Alguna vez el agua se ha ido acabando 
como sabemos, tendrá que hacerse una sacada de agua salada y salitrarla  y esas 
cosas, pero va a haber que saber, va a tener que tener más tecnología. Porque 
yo creo que la comunidad no puede quedar sin agua. De  alguna manera, los 
problemas que se vayan suscitandovan a tener que irse mejorando”
(Antonio Cárdenas, operador APR Quenuir).
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Conclusiones 

El estuario de Maullín ha experimentado 
constantes problemas de acceso al agua,  
los que se han concentrado en los secto-
res rurales y que se han agudizado en los 
últimos años. 

En la actualidad, esta  dificultad conjuga, 
entre otras cosas, el decrecimiento pau-
latino de las fuentes utilizadas histórica-
mente por la población local, las compli-
caciones organizativas en tornos al agua, 
y la escasa capacidad de acceso a recursos 
económicos y tecnológicos que permitan 
dar solución a esas adversidades. . 

En relación a la disponibilidad, si bien 
existe el consenso de que en los últimos 
años se ha experimentado un decreci-
miento de las fuentes, se considera que 
las condiciones  actuales  aún permiten la 
coexistencia de los diversos usos de esta. 

 Diferente es la situación que experimen-
tan en los sectores rurales y en las pobla-
ciones al margen de la zona urbana,  que 
sufren problemas de acceso determina-
dos por sus características socioeconómi-
cas de estos territorios, y que dificultan la 
adecuación de los sistemas a las nuevas 
condiciones de disponibilidad. 

En los sectores rurales las APRs funcionan 
como herramientas efectivas para asegu-
rar el acceso al agua mediante esfuerzos 
conjuntos. Esto se refleja en la capacidad 
de respuesta de estas organizaciones a 
periodos de crisis por escasez hídrica. 

Sin embargo, sortean una serie de pro-
blemáticas organizativas y económicas 
que dificultan la gestión y debilitan la 
aprobación de estas formas de adminis-
tración ante la población local, las cuales 
demandan también una mayor calidad 
en el servicio.

En  el caso de los sectores urbanos, la em-
presa sanitaria ha logrado resolver los in-
convenientes de calidad en el  servicio que 
experimentan. Pero  al limitar el acceso a 
variables económicas, no se asegura la 
cobertura a la totalidad de la población. 
En este caso, aparecen actores externos a 
los designados legamente para la admi-
nistración del recurso para suplir las nece-
sidades coyunturales de la población en 
temas de agua. 

Los dos sistemas implican un vínculo 
distinto con el agua -mientras el urbano 
desvincula a la población local de esta 
temática, el rural depende del involucra-
miento de los habitantes que hacen uso 
de él-, pero en ambos se observa una des-
vinculación entre los efectos de la acción 
humana sobre los sistemas naturales y los 
problemas de acceso y disponibilidad ex-
perimentados. 

Esta dinámica tiene como principal con-
flicto la instauración de una lógica de 
sobrevivencia a las condiciones actuales, 
que apunta a solucionar el acceso sin 
abordar los problemas de disponibilidad 
vigentes. Ante esas  premisas de gestión, 
no  existe  mayor reflexión sobre la susten-
tabilidad futura del recurso. 
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Es en ese contexto que el concepto de 
ciclo hidrosocial permite entender las di-
námicas del agua en Maullín más allá de 
las características propias de los flujos, 
visualizando al agua como un recurso en 
disputa en su acceso y en la naturaleza del 
mismo. 

Los problemas asociados al agua regis-
trados en el Estuario -sin desconocer el 
escenario de escasez- tienen que ver prin-
cipalmente con las dinámicas sociales 
que se vinculan a los sistemas de agua, y 
la dificultad de adecuación de estas a los 
nuevos escenarios de disponibilidad. 

Las múltiples capacidades económicas 
para la gestión del agua en los sistemas 
urbanos y rurales, junto con las diferen-
cias adquisitivas de las poblaciones loca-
les y la  legislación nacional que considera 
al agua como un bien; son factores que se 
conjugan para el fortalecimiento y repro-
ducción de las condiciones de desigual-
dad en el territorio, que en este caso  tie-
nen una clara expresión geográfica. 

De esta forma, este manuscrito se ha pro-
puesto entregar antecedentes sobre los 
efectos sociales que se desarrollan en el 
sur de Chile producto de las nuevas condi-
ciones climáticas a las se enfrentan nues-
tro país y el mundo, como también de las 
capacidades con las que se cuenta para 
asumirlas y las desiguales consecuencias 
que esto ha acarreado. 

También se ha intentado visualizar las di-
versas posturas de los actores locales ante 
la administración y acceso al agua, con el 
propósito de aportar a la discusión sobre 
el uso y acceso a este recurso vital. 
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Resumen

El siguiente artículo busca conciliar los conceptos de maternidad y trabajo 
en una legislación que a pesar de haber sufrido constantes cambios y me-
joras, sigue sin satisfacer las necesidades reales de los distintos actores so-
ciales en su relación con el mundo laboral. Para alcanzar dicho propósito y 
develar una de las dimensiones que no considera la actual legislación, este 
artículo analizará la vulnerabilidad de la madre trabajadora, quien se ve en-
frentada a una sobrecarga de responsabilidades no compartidas con otros 
integrantes de su grupo familiar. Además, realizará un examen de la nor-
mativa laboral y convenciones internacionales sobre derechos humanos 
con el objetivo de elaborar una política que permita el adecuado abordaje 
de los derechos laborales femeninos.

Los conflictos de aplicación de una legislación de este tipo se generan como 
consecuencia de la enorme distancia que existe entre la ley y la realidad. 
Parte de la vulnerabilidad femenina se debe a un sistema de protección que 
más que integrar, excluye a la mujer de la vida laboral. Por ello, su proyec-
ción debe hacerse en concordancia con los principios internacionales y las 
convenciones ratificadas por nuestro país, lo que permitiría evolucionar 
hacia un cambio en la forma de entender las relaciones dentro del núcleo 
familiar y el rol de la mujer y del hombre como corresponsables de la crian-
za y cuidado de los hijos, aspirando a la equidad de género tanto en la vida 
laboral como social.

Palabras Claves: corresponsabilidad, horizontalidad de derechos, irrenun-
ciabilidad de derechos, sala cuna, protección de la maternidad, derecho del 
trabajo. 

1 Artículo basado en la tesis “Los efectos de la huelga respecto al Derecho de Sala Cuna. Sobre la correcta apli-
cación del artículo 377 en relación al artículo 203 del Código del Trabajo. Análisis del Derecho de Sala Cuna 
conforme al Derecho Nacional e Internacional”. Para optar al grado de Licenciatura en Ciencias Jurídicas, De-
recho, Universidad de Magallanes. Profesora guía Paulina Alvarado, Punta Arenas, 2017.
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Introducción

La investigación realizada surge a raíz 
de un conflicto judicial de noviembre de 
2013 que originó la presentación de un 
recurso de protección ante la Corte de 
Apelaciones de Punta Arenas y que en-
frentó al casino de juegos de la ciudad y a 
los trabajadores en huelga del mismo. La 
asamblea sindical aprobó, con más de un 
80% de conformidad, acogerse a huelga 
legal con miras a obtener mejoras labora-
les que no habían podido conseguir me-
diante las negociaciones previas. Precisa-
mente el día en que comenzó la huelga se 
suspendieron los trabajos en la empresa 
y cuando las mujeres trabajadores que 
adhirieron a la movilización quisieron ir 
a dejar a sus hijos menores de dos años a 
la sala cuna dependiente del empleador, 
se encontraron con la sorpresa de que el 
establecimiento les negaba la entrada a 
los niños, pues la empresa había dado la 
orden explícita de impedir el ingreso a los 
hijos de las trabajadoras en huelga argu-
yendo que como consecuencia de la huel-
ga se suspendía el contrato de trabajo y, 
por lo tanto, también la obligación del 
empleador de tener la sala cuna a dispo-
sición. 

La empresa tenía la obligación legal de 
contar con una sala cuna para los hijos 
de las trabajadoras según los requisitos 
que al efecto prescribe el artículo 203 del 
Código del Trabajo. Al negárseles ese de-
recho a los niños y niñas durante el perio-
do de huelga, el sindicato de trabajadores 
interpuso a favor de ellos un recurso de 
protección ante la Ilustrísima Corte de 
Apelaciones de Punta Arenas. Como re-

sultado inmediato, se acogió la orden de 
no innovar (suspensión de la decisión por 
parte de la empresa) interpuesta junto 
al recurso y se reintegraron los niños a la 
sala cuna mientras continuaba la trami-
tación judicial. Sin embargo, la acción 
tutelar no prosperó, pues en el intertanto 
se llegó a un acuerdo entre la empresa y 
los trabajadores, quienes depusieron la 
huelga y como consecuencia, el recurso. 
No obstante el acuerdo al que se arribó, 
no deja de ser una situación y un conflic-
to normativo de gran importancia que da 
cuenta de un problema mucho mayor, por 
lo que resulta interesante realizar un aná-
lisis detallado y esbozar una propuesta de 
solución clara al respecto, lo que permiti-
ría evitar futuras vulneraciones de los de-
rechos de los trabajadores y de los niños. 

Es importante señalar que al parecer este 
empleador no estaba contraviniendo 
ningún mandamiento laboral. Es más, 
de alguna manera, la misma ley lo auto-
rizaba a suspender el beneficio de la sala 
cuna. Es precisamente esta situación la 
más preocupante, porque vulnera a todas 
luces los derechos de los niños, pero tam-
bién los derechos de la mujer trabajadora, 
sindicalista y madre, ocasionando que es-
tas características sean incompatibles en 
la práctica laboral.
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Enfoque teórico

El derecho encuentra en el sujeto su 
principio y, directa o indirectamente, sus 
efectos. Por el solo hecho de ser tal, todo 
individuo de la especie humana es perso-
na y por lo tanto, es sujeto de protección 
(niños, mujeres, persona jurídica, etc.). 
En un Estado de derecho es necesaria la 
protección irrestricta de los derechos más 
básicos y esenciales de las personas que 
les son inherentes como tal: los derechos 
humanos. La falta o poca realización de 

estos derechos deriva en la vulnerabilidad 
de los sujetos, en una desigualdad mani-
fiesta y en una expresión de pobreza des-
de el punto de vista del derecho debido a 
la carencia de la tutela que se le debe dar 
a la persona por el solo hecho de serlo. Sin 
duda, un adecuado amparo de los dere-
chos humanos potenciará un desarro-
llo integral de cada uno y de la sociedad 
(Umbrales Sociales para Chile, 2013).

“A nivel global, las labores femeninas representan hoy cerca de un 50% de la fuerza de 
trabajo. Sin embargo en lo social, cultural y familiar, la expectativa que se mantiene 
es que la mujer continúe desempeñando su papel clásico. Desde esta óptica, es ella 
la principal -si no la única- obligada al cuidado familiar, al de los dependientes con 
incapacidad y del hogar en general. Lo anterior le exige realizar -simultáneamente- 
trabajo remunerado y no remunerado, generándole fuertes tensiones entre ambas 
responsabilidades” 
(Halpern, 2011. P: 50). 

El derecho laboral está orientado prin-
cipalmente por los convenios y tratados 
internacionales, los que indican la res-
ponsabilidad del Estado de prestar asis-
tencia a los padres para el desempeño de 
sus funciones de crianza y cuidado. Esta 
obligación también se manifiesta en la 
intervención de organismos internacio-
nales (como la Organización Internacio-
nal del Trabajo, OIT) con convenios sobre 
la protección a la maternidad, como el N° 
103 de 1952 y su revisión a través del N° 183 
del 2000. Otro organismo que entrega di-
rectrices en legislación laboral es la Orga-
nización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE). En un informe del año 
2011, “Mejores políticas para el desarrollo: 

perspectivas de la OCDE sobre Chile”, la 
organización sugirió a Chile, en vista de su 
baja participación femenina en el merca-
do laboral (47% de las mujeres frente a un 
promedio de 62% en la zona),invertir más 
en servicios de guardería y asegurar altos 
niveles de calidad en la educación inicial 
de los niños.

Ahora bien, en el marco de la legislación 
interna, los derechos relativos a la mater-
nidad se pueden clasificar en aquellos que 
rigen durante el embarazo y aquellos de 
los que goza la madre con posterioridad 
a éste. Así entonces, durante el embarazo 
la mujer posee fuero maternal y derecho 
a un descanso prenatal que prepara el na-
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“En una relación laboral regida por el derecho privado se debe tener en cuenta que 
existe una obligación de respeto de los derechos humanos entre particulares. Esto 
es, de la obligación positiva de asegurar la efectividad de los derechos humanos 
protegidos, que existe en cabeza de los Estados, se derivan efectos en relación 
con terceros (erga omnes). Dicha obligación ha sido desarrollada por la doctrina 
jurídica y, particularmente, por la teoría del drittwirkung, según la cual los derechos 
fundamentales deben ser respetados tanto por los poderes públicos como por los 
particulares en relación con otros particulares” 
(P. 117).

cimiento. Después del embarazo la mujer 
continúa gozando de fuero y también de 
un descanso postnatal, agregando a estos 
el derecho a sala cuna para hijos menores 
de dos años (si la empresa cuenta con 20 
o más trabajadoras),que se complementa 
con el derecho a dar alimentos a sus hijos 
menores de dos años, entre otros. Estas 
normas se encuentran principalmente en 
el Libro I del Código del Trabajo, Título II, 
que en el año 2014 pasó de titularse “De 
la protección a la maternidad” a “De la 
protección a la maternidad, la paternidad 
y la vida familiar”, artículos 194 a 208. Al 
respecto, Hermosilla (2013) señala: “Las 
Normas de Protección a la Maternidad 
corresponden a una serie de derechos en 
favor de la madre y en algunas ocasiones 
muy escasas, en beneficio del padre, cuyo 
objetivo general, es conciliar trabajo y el 
cuidado de la familia” (P. 5) A esta defini-
ción debemos agregar un tercer sujeto 
destinatario de estos beneficios: el niño, 
sea que esté por nacer o que ya haya na-
cido, pues finalmente estas medidas bus-
can también su bienestar, aun cuando su 
regulación se encuentre en otros cuerpos 
normativos.

Por otro lado, la horizontalidad de los de-
rechos hace posible exigir el respeto in-
condicional de estos derechos por todos 
los actores sociales, públicos o privados 
(Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, 2003). La eficacia horizontal de 
los derechos humanos se configura como 
“la posibilidad de que los particulares es-
griman en contra de otros particulares y 
en el ámbito de las relaciones privadas, 
los derechos subjetivos públicos, como 
por ejemplo, el derecho de propiedad, el 
derecho a no ser discriminado, la libertad 
de emitir opinión, el derecho a la intimi-
dad o el derecho moral del autor” (Peña, 
1996. P. 668). Esta idea se instituyó como 
una novedad mayor en la tradición jurídi-
ca constitucional. Se había entendido que 
las normas sobre derechos fundamenta-
les se aplicaban únicamente a las relacio-
nes entre ciudadanos y el Estado, pero los 
derechos fundamentales aparecen en la 
historia, justamente, como defensa fren-
te a los enormes poderes públicos, por lo 
que difícilmente se podría haber pensado 
en su alcance entre particulares. 

En opinión consultiva sobre materias 
laborales solicitada a la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (2003) se 
sostiene que: 

josé m. agüero n. y paulo di césar gonzález s.
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La justificación para adoptar esta línea 
gira en torno a dos visiones: la primera ver-
sa sobre el carácter o naturaleza propios 
de los derechos fundamentales, mientras 
que la segunda hace descansar dicha efi-
cacia sobre el particular tipo de relaciones 
sociales -de poder- que existe entre los 
privados involucrados. De esta forma, en 
el primer caso se funda en el carácter ob-
jetivo que deben revestir las normas su-
premas de los derechos fundamentales, 
que por mandato constitucional exhiben 
la máxima jerarquía jurídica y por ello se 
imponen a la sociedad en su conjunto. 
Bajo la segunda posición, los derechos 
fundamentales se aplican en sentido ho-
rizontal por la existencia de relaciones so-
ciales que reproducen, de alguna manera, 
el poder que antiguamente sólo ejercía el 
Estado sobre los ciudadanos. Existiendo 
un poder público y privado es lógico que 
existan mecanismos de resguardo para 
las personas y sus derechos.  

La teoría de drittwirkung, expresión acu-
ñada por la doctrina alemana, o eficacia 
frente a terceros es un reflejo de la idea 
de la Constitución como limitación del 
poder público, pero esta vez referida al 
poder privado del que el particular goza 
cuando ostenta una posición económi-
ca o socialmente dominante, por lo que 
resulta razonable expandir la eficacia de 
los derechos fundamentales a estas re-
laciones. Esta es la tendencia sostenida 
en la doctrina laboral, la que garantiza 
al trabajador un estatus social en sus re-
laciones jurídicas, especialmente frente a 
los grandes grupos y organizaciones del 
mundo moderno. 

Cualquiera sea la opción elegida para 
explicar la aplicación horizontal de los 
derechos humanos, esta situación deriva 
necesariamente en la eficacia suprema 
de este tipo de derechos. Cualquiera sea 
el sujeto que los ostente, deben ser respe-
tados de igual forma, con especial impor-
tancia cuando hablamos de un sujeto que 
por su especial situación se ve aún más en 
riesgo que el resto, como puede suceder 
con la madre trabajadora en la legislación 
laboral. 

El objetivo que persiguió la memoria ori-
ginal y que dio pie a esta investigación 
fue el análisis del sistema de protección 
a niños y niñas. En el desarrollo de esa 
investigación se analizaron instituciones 
importantísimas que si bien se relacionan 
con los niños, involucran directamente a 
la mujer en su rol de madre trabajadora. 
Comprobamos cómo, a pesar de las in-
fructuosas reformas legales, la protección 
de los derechos de éstas sigue siendo un 
tema discordante, con escasa difusión y 
que se transforma en un factor de discri-
minación a la mujer en la vida laboral. Con 
un correcto tratamiento se pueden sentar 
las bases del empoderamiento de las per-
sonas respecto a sus derechos, aseguran-
do con ello umbrales mínimos de bienes-
tar social asociados a la consecución de 
mejoras económicas y, más importante 
aún, beneficios comunes, mejores opor-
tunidades y un cambio en la mentalidad 
país (Comunidad Mujer, 2016).

Finalmente, hablamos hoy de múltiples 
tipos de familias que desbordan la no-
ción tradicional -jefe de hogar proveedor 
y madre cuidadora del hogar- a pesar de 
que ésta persiste en la legislación actual. 
Son diversas las realidades existentes en 
la sociedad: madres y padres son jefas/es 
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de hogar y además tienen roles de cuida-
do, y se identifican familias monoparen-
tales, biparentales y multiparentales. Di-
cho esto, creemos que es posible avanzar 
hacia el despliegue y cumplimiento de los 
derechos humanos en todos estos con-
textos sociales, desde el sector productivo 
hasta el íntimo núcleo familiar.

 
Método

Para el desarrollo de la investigación uti-
lizamos la Constitución Política de Chile, 
el Código del Trabajo y la opinión de di-
ferentes autores, además de convencio-
nes internacionales como la Convención 
de Derechos del Niño y Recomendacio-
nes de la Organización Internacional de 
Trabajo (OIT). Bajo el enfoque de una 
investigación a partir de las normas jurí-
dicas, tratamos de extraer conceptos que 
demuestren principios que actualmente 
estén siendo discutidos por diferentes au-
tores hasta llegar a su fundamento para 
apoyar nuestra postura de lograr la mo-
dernización del Código del Trabajo.

La interpretación y aplicación de los dere-
chos de la maternidad debe practicarse en 
plena consideración de la integralidad del 
ordenamiento jurídico apreciado en su 
totalidad, coincidente siempre también 
con las directrices internacionales corres-
pondientes. Esto, según el elemento sis-
temático de la interpretación normativa. 
Por su parte, el tenor literal de la ley, a tra-
vés de la exégesis, es sin duda uno de los 
factores primordiales cuando se trabaja 
sobre la interpretación del derecho. Para 
una mejor comprensión y medición a ni-
vel global, debemos contrastar la protec-
ción del sujeto de derecho en la presente 
legislación y adecuarla a las tendencias 

innovadoras en esta materia propuestas 
por la OIT y diferentes autores, con el ob-
jetivo de alcanzar una mayor protección 
de los derechos laborales.

La presente investigación aborda el estu-
dio de aquellos factores que permitirían 
el desempeño de la mujer tanto en su 
calidad de trabajadora como en su papel 
de madre. Pero además, facilitar su vida 
laboral enfocando la legislación y el apa-
rataje estatal para que pueda ejercer sus 
derechos sindicales sin limitaciones. Se 
toman en cuenta tres factores: la mujer 
como fuerza laboral en constante cre-
cimiento, la brecha de remuneraciones 
que existe entre mujeres y hombres, y los 
mitos que existen respecto de la contrata-
ción de mano de obra femenina. 

De acuerdo al enfoque sugerido, el obje-
tivo específico se centra en lograr adecuar 
la normativa laboral conforme a las exi-
gencias del mundo de hoy, extendiendo 
la comprensión que se debe tener del 
derecho laboral como herramienta para 
disminuir la vulnerabilidad social que 
puedan experimentar las mujeres. Como 
dice Gamonal (2009, P. 71): “Los ciudada-
nos ejercen y experimentan su calidad de 
vida en el lugar de trabajo. Las relaciones 
laborales son un excelente parámetro 
para medir la calidad de vida y el grado 
de desarrollo de una sociedad determi-
nada”. Como respuesta a la problemática, 
la visión que entregamos en el presente 
estudio propone equilibrar y distribuir 
derechos y obligaciones relativos a la 
maternidad a través de la aplicación del 
principio de corresponsabilidad parental, 
reconociendo que el otro progenitor tiene 
un rol activo en el debido cuidado de los 
hijos comunes. El hombre debe asumir 
sus responsabilidades como padre -y es 
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deber del Estado generar las condiciones 
para aquello- en una sociedad en cons-
tante evolución que requiere un compro-
miso compartido en las tareas del hogar, 
lo que permitiría superar las situaciones 
de vulnerabilidad social de la madre y 
como resultado, de la familia. 

Resultados

1. Equilibrio entre equidad de 
género y eficacia económica 

Las políticas públicas deben cumplir una 
serie de fases para que finalmente pue-
dan construir estrategias que consideren 
la problemática de la modernización de 
las leyes laborales referentes a la mater-
nidad. En base a ello, y como señala Bru 
(2014), se debe identificar el porqué de la 
política pública. Al respecto, nos encon-
tramos con marcos políticos o directrices 
políticas que deben ser conciliadas: la 
igualdad de género y la eficacia econó-
mica. La igualdad de género pretende 
promover la corresponsabilidad entre 
hombres y mujeres en las obligaciones 
del hogar y del trabajo, mientras que la 
eficacia económica se relaciona más con 
el crecimiento económico, la flexibilidad 
del mercado laboral y la demografía. 
Además, las políticas públicas se ven in-
fluenciadas por la ideología política del 
gobierno de turno: la ideología conser-
vadora es más partidaria de la eficiencia 
económica, mientras una ideología más 
progresista apoya la igualdad de género 
y la corresponsabilidad. Por cierto, las di-
rectrices internaciones en la materia reco-
miendan compensar más hacia la igual-
dad de género. 

Profundizando, Halpern (2011) comprue-
ba que cualquier menoscabo que atente 
contras las leyes laborales referentes a 
la protección de la maternidad provoca 
perjuicios en la relación laboral, con im-
portantes daños colaterales sociales y 
culturales, especialmente en la igualdad 
de oportunidades, en la equidad de gé-
nero, en la corresponsabilidad parental, 
en el libre acceso al trabajo y en los dere-
chos fundamentales de la misma madre y 
también del hijo. Todo esto tiene directa 
injerencia en la provocación de factores 
de riesgo que pueden llevar a situaciones 
de pobreza y de vulnerabilidad en la so-
ciedad desde un enfoque de derechos.

Es posible señalar la coexistencia de la 
equidad de género y la eficiencia econó-
mica en las políticas públicas y que de 
hecho, ésta es positiva para el mercado y 
la protección de los derechos laborales. 
En el estudio de la Revista de Actualidad 
Jurídica (Universidad del Desarrollo, 2011) 
se puede constatar la coincidente relación 
entre los beneficios sociales relacionados 
con la maternidad y la menor o mayor 
tasa de empleabilidad femenina. A ma-
yor protección, más mujeres en el mundo 
laboral, y no al contrario, como algunos 
pudieran pensar. Se sostiene en el dere-
cho internacional del trabajo que la tute-
la maternal no sólo incumbe al derecho 
del trabajo sino que también al derecho 
de la seguridad social. La tendencia es a 
compartir la responsabilidad familiar y 
el cuidado de los hijos entre los distintos 
miembros de la familia, pero también 
entre el Estado y la sociedad. Un equili-
brio entre estos dos postulados estimula 
el uso óptimo del capital humano de los 
padres (especialmente las mujeres), in-
crementando la productividad al reducir-
se el absentismo, y también mejora el de- 
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sempeño, produce ahorro derivado de la 
mayor permanencia y menor rotación en 
el empleo, disminuye el estrés y  permite 
tener un menor gasto sanitario al gozar 
de mejor salud los padres y los niños.

2. Conciliación entre 
trabajo y familia 

Es imperioso contar con un sistema que 
permita compatibilizar los roles familia-
res, laborales y también personales, y que 
además proponga e incentive un cambio 
cultural en el país. La tendencia actual se 
encauza hacia la gestión compartida del 
hogar, la conciliación entre hombres y 
mujeres del cuidado de los hijos y la par-
ticipación en el mundo laboral a través 
de políticas gubernamentales de corres-
ponsabilidad parental que procuren el 
cambio normativo, intentando con ello 
también la transformación de la mentali-
dad colectiva. Es por ello que las normas 
de protección a la maternidad no sólo co-
rresponden a derechos en favor de la ma-
dre sino que también, aunque en escasas 
ocasiones, en beneficio del padre. Como 
plantea Bru (2014), el modelo de familia 
basado en el varón sustentador va desa-
pareciendo, dando paso a nuevas creacio-
nes sociales de índole familiar (cohabita-
ción, familias monoparentales, etc.). 

Las medidas de conciliación de la vida 
familiar y laboral deberían aplicarse tan-
to a las mujeres como a los hombres. En 
nuestro país, la desigualdad del derecho 
laboral radica en que los beneficios a las 
mujeres están supeditados al número de 
trabajadoras en una determinada em-
presa (derecho a la sala cuna). Esto pue-
de provocar la discriminación y menor 
demanda de trabajo femenino. Debido a 

ello es necesario crear las condiciones de 
aprendizaje y diálogo sobre el involucra-
miento de los hombres en las responsabi-
lidades familiares para el bienestar de los 
hijos y la igualdad de género.

El Programa sobre las Condiciones de Tra-
bajo y Empleo de la OIT entrega ciertas 
herramientas a la hora de aplicar medidas 
de conciliación de la vida laboral y fami-
liar, como la inversión en infraestructura 
pública básica, que contribuye a atenuar 
las tensiones entre trabajo y la familia. El 
derecho a sala cuna es una herramienta 
perfecta en este sentido, aunque debería 
adaptarse a las necesidades de los padres 
trabajadores desde el punto de vista de 
los costos y el horario de funcionamiento 
que muchas veces no se condice con el 
horario laboral. 

Las responsabilidades familiares, según 
una encuesta realizada por la OIT-PNUD 
en Chile, denominada “Trabajo y familia: 
hacia nuevas formas de conciliación con 
corresponsabilidad social. Santiago de 
Chile” (2009), indica que el empleo de las 
mujeres se ve obstaculizado por el cuida-
do de los hijos. Se desprende que el 70% 
de las mujeres inactivas desearían tener 
un trabajo remunerado, pero no pueden 
por el motivo mencionado. Además, la 
OIT señala que las políticas referidas a la 
vida laboral y familiar son elementos de 
activación del trabajo pues fomentan el 
empleo de la mujer y la reducción de la 
pobreza infantil. Estudios realizados en 
la Unión Europea han señalado un au-
mento del PIB como consecuencia de los 
beneficios económicos que acarrea la eli-
minación de las diferencias de género en 
el empleo. Similar situación se produce en 
América Latina.
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Otra herramienta posible implica flexibi-
lizar el trabajo parcial sin castigar la re-
muneración del trabajador o trabajadora. 
En el derecho comparado, países como 
Finlandia o Portugal establecen el dere-
cho a solicitar al empleador un trabajo 
flexible con horario reducido, fomentan-
do la inclusión de los hombres en las obli-
gaciones del hogar y el cuidado comparti-
do de los niños.

3. Madre trabajadora, derechos 
maternales y sindicalización 

La OIT indica que en América Latina la ne-
gociación colectiva ha demostrado ser la 
herramienta de equilibrio entre el trabajo 
y la vida familiar. La gran mayoría de las 
cláusulas de los contratos colectivos de 
trabajo abordan la protección de la ma-
ternidad. En este sentido, podemos dedu-
cir que la sindicalización de la madre tra-
bajadora es el principal motivo de cambio 
en la legislación laboral. El Estado debe 
ser el ente que incentive la participación 
de la mujer en esta actividad, relegando 
la especialización de los roles de género 
a una costumbre de antaño para avanzar 
en un nuevo equilibrio familiar basado 
en la igualdad de género adecuada a la 
situación actual del país. Sin embargo, la 
escasa adaptación del Estado en esta ma-
teria provoca situaciones de desigualdad 
cuando se considera el tiempo disponible 
para ejercer los derechos sindicales entre 
las mujeres trabajadoras.

Asimismo, el ordenamiento laboral tiene 
aún una importante diferenciación de 
género que propicia la desigualdad, ya 
que hace una distinción sexista y obliga a 
los trabajadores a elegir entre sus hijos y 

el ejercicio de sus derechos sindicales. El 
objetivo debe encauzarse en avanzar ha-
cia la igualdad de género, resguardando a 
la madre trabajadora y logrando con ello 
una eficiente protección de los niños.

Al ser un problema cultural, educacional y 
de políticas de Estado, mantener normas 
que puedan ocasionar la discriminación 
laboral de las madres trabajadores no 
contribuye a la superación de la pobreza y 
mucho menos a la eficacia de las políticas 
enfocadas a las jefas de hogar. Utilizando 
la normativa laboral y, específicamente, 
el derecho como disciplina normativa, 
podemos lograr cambios que reduzcan la 
discriminación sexual en el empleo que 
experimentan las mujeres día a día.

Conclusiones

Ante el escenario descrito, con una le-
gislación laboral de posturas arcaicas en 
las relaciones de familia y que insiste en 
el concepto de hombre proveedor y mu-
jer encargada del cuidado de los niños y 
familiares enfermos, se hace necesario 
generar condiciones jurídicas, sociales y 
económicas que tiendan a revertir la vul-
nerabilidad que actualmente aqueja a la 
mujer chilena.

Las condiciones jurídicas necesarias se 
deben establecer de acuerdo con un do-
ble objetivo: por un lado, reestructurar los 
derechos de la maternidad en materia la-
boral, buscando entregar estos derechos 
tanto a la madre como al padre, o incluso 
a familiares cercanos, quienes, en defini-
tiva, expandan la titularidad de los dere-
chos de la maternidad en las relaciones 
laborales. Y como segundo objetivo, la le-
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gislación laboral debe aplicar soluciones 
a los conflictos que estén, a su vez, inspi-
radas en las tendencias internacionales, 
como la corresponsabilidad parental y 
equidad de género. La satisfacción de los 
derechos maternales no debe darse bajo 
requisitos numéricos que promuevan la 
no contratación de mujeres.

Respecto de las condiciones sociales, el 
Estado es quien tiene la tarea de pro-
mocionar un rol del hombre en la socie-
dad chilena que no sea sólo el de padre 
proveedor. Las políticas públicas deben 
apuntar en dicho sentido. La misma co-
munidad internacional avanza enten-
diendo las relaciones de familia como una 
institución en constante evolución donde 
el machismo ya no tiene cabida. Además, 
se concibe que este es el momento de ali-
viar la gran carga de la mujer como ma-
dre, cuidadora del hogar y trabajadora. La 
tarea de la sociedad es promover mejores 
y mayores oportunidades laborales para 
la mujer, garantizando el pleno ejercicio 
de sus derechos laborales y sindicales, 
conciliando tanto la vida familiar como la 
laboral y profesional.

Los derechos de la maternidad también 
deben establecerse en consonancia con 
las necesidades económicas del país y del 
sector productivo en específico, procuran-
do que el financiamiento e inversión en 
infraestructura pública básica (por ejem-
plo, sala cuna) sea tripartito entre todos 
los involucrados: Estado-empresa-fami-
lia. Dicho de otra forma: mientras con-
tinúe siendo facultad del empresariado 
otorgar ciertos derechos a la maternidad, 
no mejorarán las posibilidades de empleo 
para la mujer. La directriz es lograr que al 
momento de contratar a un hombre o a 
una mujer se consideren aspectos relacio-

nados con su idoneidad profesional más 
que con el mayor o menor gasto que pu-
diese generar dicha contratación.

Finalmente, es importante señalar que 
nuestra legislación sufre de pobreza por 
la falta de capacidad para entender los 
derechos humanos como un todo uni-
forme, los que deben ser necesariamente 
cumplidos. En el Derecho Constitucional 
se distingue entre los derechos de pri-
mera, segunda y tercera generación (in-
cluso cuarta y quinta en la actualidad) 
de acuerdo a su naturaleza y contenido. 
Algunos proponen, justificadamente, por 
lo demás, la existencia de umbrales míni-
mos de cumplimiento de los derechos hu-
manos con el fin de evitar situaciones de 
pobreza, avanzando en su erradicación. 
Sin embargo, frente a esto se considera 
que al menos los derechos de primera ge-
neración (derecho a la vida, la igualdad, 
entre otros) y gran parte de los de segun-
da generación (salud, educación) tienen 
una aplicación absoluta y no se concibe 
su cumplimiento a medias: o se cumplen 
o no se cumplen. Por este motivo no po-
demos hablar de umbrales “mínimos” 
respecto a ellos. No podríamos proponer 
un umbral mínimo del derecho a la vida 
porque se vive o no se vive, y tampoco se 
puede establecer un mínimo de vida. El 
objetivo de esta investigación es lograr un 
grado de comprensión en torno a que los 
derechos humanos deben protegerse día 
a día, mejorando, evolucionando y pre-
tendiendo obtener la mayor protección 
posible en directa consonancia con el de-
sarrollo de la sociedad.

El Estado debe ampliar la mirada que tie-
ne respecto de la pobreza, pues no es una 
problemática que se deba analizar aisla-
damente, ni tampoco un problema que se 
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solucione fácilmente. Una visión acotada 
provoca que el Estado no sólo sea ciego al 
creer que cumple los objetivos para com-
batir la pobreza sino que también genera 
la idea en la sociedad civil de que se está 
logrando el bien común. En este ejercicio 
se instala la falsa idea de que los pobres 
tienen todas las posibilidades de conse-
guir una mejor calidad de vida. La lucha 
contra la pobreza es un campo especiali-
zado y multidisciplinario que se combate 
con educación respecto a los derechos hu-
manos, crecimiento económico vinculado 
a una correcta distribución de las riquezas 
y oferta laboral, pero también derechos 
laborales efectivos, derechos humanos 
realmente protegidos.

Los derechos de la maternidad, como 
también los derechos sindicales, deben 
ser expuestos o entregados al ciudadano 
común de forma clara, sin discrimina-
ciones y por sobre todo, sin limitaciones. 
Cuando no existe claridad y certeza en el 
cumplimiento de los derechos nos encon-
tramos con situaciones de vulnerabilidad, 
pero también con la oportunidad propicia 
para que estos derechos sean violentados. 
Cuando un Estado se preocupa solamente 
del crecimiento económico y se olvida de 
adecuar sus instituciones para promover 
el desarrollo social, encontramos situa-
ciones de pobreza. 

La normativa laboral que regula el área 
donde el ser humano pasa la mayor parte 
de su tiempo no debe ser ajena al proble-
ma sino que tiene que predecir cualquier 
contexto de vulnerabilidad o posibilidad 
de aquello. El derecho laboral es históri-
camente un precursor de medidas que 
buscan eliminar situaciones de vulne-
rabilidad y violación de derechos. Por 
lo mismo, no es comprensible que en la 
actualidad encontremos desaciertos de 
esta especie y que se pierda la claridad al 
enfrentar derechos maternales, sindicales 
y de la niñez.
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Resumen

El presente estudio describe la construcción social del riesgo desde la per-
cepción de los habitantes de la comuna de Putre, región de Arica y Parina-
cota, quienes conviven con riesgos hidrometeorológicos anuales causados 
por las lluvias estivales, reconocidas territorialmente como lluvias altiplá-
nicas.

Para su desarrollo se utilizó una metodología cualitativa, aplicando entre-
vistas en profundidad. Instrumento que permitió conocer las capacidades 
y vulnerabilidades identificadas por personas que habitan en áreas rurales 
y aisladas. Los datos recopilados fueron analizados mediante el Método de 
Análisis de Vulnerabilidades y Capacidades (AVC).

Para lo anterior, se trabajó desde el modelo de Presión y Liberación del ries-
go, que comprende la vulnerabilidad como factor potenciador del contexto 
de riesgo, lo que expone a las comunidades a desastres. Desde esta mira-
da, se percibe al riesgo como una construcción social que comprende entre 
amenaza y vulnerabilidad, pudiendo mitigarse a partir del fortalecimiento 
y creación de capacidades individuales y comunitarias.

En sus resultados, se destacan las subcategorías de análisis de recursos so-
ciales, resiliencia y participación.  Por ejemplo, en las áreas rurales, en las 
entrevistas se indicó que durante post emergencia despliegan varias prác-
ticas, entre las que destacan su preparación ante lluvias. En cambio, en el 
área urbana expresaron que la presencia de instituciones públicas y la edad 
avanzada, son causas de la ausencia de acciones comunitarias preventivas. 
El estudio espera contribuir a la gestión del riesgo, gracias a los datos histó-
ricos y experiencias de vida recolectadas, factores relevantes en los planes 
de acción atingentes al contexto territorial.

Palabras Claves: riesgos, percepción, capacidades, vulnerabilidad y gestión.

1 Ingeniero Ambiental. Articulo basado en tesis “Construcción Social: Vulnerabilidades y Capacidades, ante 
Riesgos de Desastres Hidrometeorológicos en la comuna de Putre, Región Arica y Parinacota”. Para optar al 
grado de Magíster en Gobierno Políticas Públicas y Territorio de la Universidad Alberto Hurtado, Facultad 
de Ciencias Sociales. Departamento de Ciencia Política y Relaciones Internacionales. Directora de Tesis: Mg. 
Natalia Hernández Mary. Santiago de Chile, 2017.   
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Introducción

La construcción social del riesgo revalora 
las capacidades e identifica las vulnera-
bilidades de las personas relacionadas a 
amenazas que impactan continuamente 
sus medios de vida. Este enfoque, permite 
conocer las estrategias desplegadas por 
los habitantes de la localidad de Putre, 
quienes cada año experimentan riesgos 
producto de las lluvias estivales. Por lo 
anterior, cabe preguntarse cuáles son las 
capacidades y vulnerabilidades que iden-
tifican los miembros del comité de pro-
tección civil y los dirigentes vecinales ante 
posibles desastres hidrometeorológicos. 
En la investigación a fin de dar respuesta 
a esas interrogantes, se conoció la cons-
trucción social del riesgo ante desastres 
hidrometeorológicos, mediante la per-
cepción de capacidades y vulnerabilida-
des. Para ello, se identificaron vulnerabili-
dades y se reconocieron capacidades ante 
posibles desastres, a través de la descrip-
ción de medios de subsistencia, bienestar, 
autoprotección, protección social y gober-
nanza, finalizando con su descripción. 

Para el alcance de los objetivos, se utili-
zaron las categorías del Método de Aná-
lisis de Vulnerabilidades y Capacidades2  
(AVC), comprendido desde el modelo de 
presión y liberación de los riesgos. Esto 
permitió entender las capacidades y vul-

nerabilidades de los entrevistados desde 
la comprensión de su hábitat.

En los resultados, se visualizó una serie 
de prácticas comunitarias y experiencias 
desde las áreas rurales, donde se gene-
raba resiliencia y adaptación al medio, 
como característica de las personas y la 
comunidad. 

Este estudio pretende ser un material 
complementario en el trabajo del gobier-
no local, pudiendo ser parte de un enfo-
que multidisciplinario, para sensibilizar 
y promocionar una cultura de reducción 
y prevención de riesgos ante desastre hi-
drometeorológicos. 

Marco Teórico 

Putre es un territorio con alta presencia 
de factores relacionados a riesgos, que 
podrían afectar a su comunidad, vincu-
lados a amenazas naturales y antrópicas. 
Por ejemplo, el fenómeno del invierno 
Altiplánico3, produce un aumento de las 
precipitaciones, pudiendo provocar ries-
gos de inundación, desplazamiento, re-
moción de masa, entre otros (Ilustre Mu-
nicipalidad de Putre, 2014).

2 El Método de Análisis de vulnerabilidades y capacidades, será abreviado ahora en adelante como AVC.
3 Lluvias Estivales, conocido popularmente como “Invierno del Altiplano Chileno”, en las cuales se generan 
chubascos y precipitaciones, tempestades eléctricas, granizos, nevadas, durante  los meses de diciembre a 
marzo en la Cordillera de los Andes. (Bravo Flores , 2002)
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En procesos participativos de Conaf, acer-
ca de la Estrategia Nacional sobre Cam-
bio Climático y Recursos Vegetacionales, 
personas aymaras indicaron presenciar 
la variabilidad climática sufrida, median-
te la siguiente cita: “En pleno diciembre 
del año pasado, tuvimos escarchas y nos 
quemaron las chacras” (Arica Mía, 2016). 
Por este motivo se intuyó que los habitan-
tes de Putre perciben el riesgo a partir de 
afecciones anuales, considerando al in-
vierno altiplánico como la principal causa 
de pérdidas agrícolas y ganaderas. 

Asimismo, la Fundación Superación de 
la Pobreza (2016), indica que el recur-
so hídrico es un factor relevante para la 
preservación del paisaje altiplánico y de 
precordillera, reconociendo que la geo-
grafía y biodiversidad de la región poseen 
un gran potencial de desarrollo turístico. 

Según lo señalado, la reducción de desas-
tres se consigue mitigando la vulnerabi-
lidad. Por lo tanto, el fomento de capaci-
dades comunitarias reduce los riesgos, 
permitiendo minimizar la exposición a 
entornos vulnerables.

Del mismo modo, las precipitaciones es-
tivales son observadas como un elemento 
importante para el desarrollo territorial.

La Comprensión del riesgo de desastres, 
es entendida desde una perspectiva so-
cial. Lavell (2000) indica que en el Para-
digma Social o de vulnerabilidad se es-
tablece que los desastres son causados 
por el tipo de modelo de desarrollo de las 
sociedades. La exposición al riesgo desde 
este enfoque es ocasionado por fallidas 
planificaciones del ámbito social, econó-
mico y político. 

El enfoque sobre vulnerabilidad es com-
plementado por el Modelo de Presión y 
Liberación de los desastres (PAR), donde 
Blaikie, Cannon, Davis y Wisner (1996), 
proponen entender las causas de las ca-
tástrofes, como una: 

Complementando lo anterior, García 
(2005) postula que los riesgos de desas-
tres son construidos socialmente y están 
asociados a percepciones, vulnerabilidad 
y desigualdad. Indica además que el “ries-
go es un conjunto de conocimientos y 
aceptación, dependiente de la percepción 
que se tenga de él. La percepción del ries-
go es entonces un proceso social y en sí 
mismo una construcción cultural” (p.16).

“Intersección de dos fuerzas opuestas: los procesos generadores de vulnerabilidad 
por un lado y exposición física (Amenaza) por el otro. Comprendiéndose como un 
cascanueces, con mayor presión en la población que surge con diversos grados de 
vulnerabilidad e impactada por amenazas. El concepto sobre liberación se incorpora 
para explicar la reducción del desastre: por consecuencia atenuando la presión, la 
vulnerabilidad tiende a reducir” 
(P. 28).
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De esa manera, la gestión local de reduc-
ción de riesgos de desastres4-(GRRD), se 
entiende como una estrategia integral 
para el Desarrollo Sostenible, que busca 

De esta manera, la GRRD se construye en 
relación con los procesos vividos y con la 
promoción de una cultura resiliente. Del 
mismo modo, las instituciones deben 
propiciar la participación activa y estable-
cer colaboraciones técnicas y civiles, to-
mando como base el ciclo de Gestión del 
Riesgo (Ver Anexo 1). 

Caritas (2015) destaca que la apropiación 
por parte de la comunidad es primordial 
en la comprensión del componente local 
de la Gestión del Riesgo, entendiéndose 
ésta como una instancia diferente a la 
gestión municipal.  Es así como se da a 
conocer que existen procesos originados 
a nivel local por las comunidades, tornán-
dose importante en su valoración popular 
y prácticas preventivas en reducción de 
Desastres.  

La Gestión del Riesgo, en sus diferentes 
esferas de acción, produce una organi-
zación de diversos actores y recursos en 
fases interdependientes (antes, durante 
y después). En el estudio se observó a las 
personas desde sus capacidades y contex-
tos vulnerables en torno al antes, durante 

crear comunidades resilientes mediante 
la promoción de sus recursos y capacida-
des. La GRRD es comprendida por Lavell 
(2003) como:

y después del ciclo del riesgo, permitien-
do comprender de mejor forma su orga-
nización. 

A continuación, se profundiza en cómo se 
construye el riesgo socialmente, en cuáles 
son sus componentes y sus enfoques.  

La construcción social del riesgo es com-
prendida desde el dinamismo de los 
riesgos, donde vulnerabilidades y capaci-
dades hacen que las personas y comuni-
dades le den diferentes significados. Del 
mismo modo, Lavell (2003) señala que 
los riesgos se encuentran sujetos a análi-
sis objetivos y subjetivos, lo que en GRRD 
implica tomar decisiones en ambos as-
pectos.

En ese aspecto, García Acosta (2005) indi-
ca que el riesgo es percibido de desigual 
forma en todas las sociedades, a pesar de 
tener amenazas similares. Esta variabili-
dad, se debe a que es el ser humano el que 
elige distinguir lo que es y no es peligro-
so, aceptando sus implicancias. Además, 
agrega que “el riesgo no es un ente ma-
terial objetivo, sino una elaboración, una 

4 Gestión de Reducción de Riesgos de Desastres, será abreviado ahora en adelante como GRRD.

“Un proceso social complejo, cuyo fin es la reducción o la previsión y control 
permanente del riesgo de desastre en la sociedad, integrada al logro de pautas 
de desarrollo humano, económico, ambiental y territorial sostenibles. Admite, en 
principio, distintos niveles de coordinación que van desde lo global, integral, lo 
sectorial y lo macro-territorial hasta lo local, lo comunitario y lo familiar” 
(P. 30).
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“Es fundamental reconocer el rol del Estado y la sociedad alrededor de las 
condiciones que definen la vulnerabilidad social de las poblaciones. La concepción 
y percepción social del riesgo y la forma de la vulnerabilidad se materializan en 
una política pública, resulta esencial para la generación o no de divergencias 
y contradicciones entre las prioridades económicas de la sociedad y de las 
condiciones seguras de las comunidades” 
(P. 137).

“Un medio de vida se compone de las capacidades, activos (tanto recursos 
materiales como sociales) y actividades necesarias para vivir. Un medio de vida 
es sostenible cuando puede afrontar y recuperarse de rupturas y caídas bruscas, 
y mantener sus capacidades y activos tanto en el presente como en el futuro sin 
socavar las bases de recursos naturales” 
 (párr.5).

construcción intelectual de los miembros 
de la sociedad, que se presta particular-
mente para llevar a cabo evaluaciones 
sociales de probabilidades y valores” (p.15)
Los aspectos anteriores, demuestran la 
importancia del rol de la comunidad en el 

Lo mencionado en los párrafos anteriores, 
dan cuenta que los autores reconocen el 
rol de las sociedades en la construcción 
del riesgo, donde el sentido de sus per-
cepciones y experiencias forman parte de 
su habitar. 

Complementando lo anterior, el AVC per-
mite comprender la construcción social 
del riesgo mediante el análisis de capa-
cidades y vulnerabilidades. Este enfo-
que recopila información territorial y sus 
amenazas, diagnosticando los riesgos y 
capacidades comunitarias (Federación In-
ternacional de Sociedades de la Cruz Roja 
y de la Media Luna Roja, 2006). Bajo este 

reconocimiento de los peligros latentes. 
Desde esta perspectiva, Thomas (2011) 
indica que la construcción social del ries-
go debe estar implícita en las políticas de 
desarrollo, destacando que:

modelo se utilizaron los siguientes crite-
rios de análisis: medios de subsistencia, 
bienestar de las personas, autoprotec-
ción, protección social y gobernanza. A 
continuación, se explicarán cada uno. 

1. Medios de subsistencia o capacidad de 
resistencia: son activos utilizados por las 
personas para enfrentar los riesgos. Capa-
cidades que al ser fortalecidas minimiza-
rán vulnerabilidades.

La Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura al 
respecto (2006) explica que: 
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A diferencia de la definición anterior, 
Kaztman y Filgueira (1999) distinguen 
entre los recursos y los activos, señalando 
que “los recursos transitan a activos a me-
dida que permiten el aprovechamiento de 
oportunidades ofrecidas por el mercado, 
Estado o sociedad” (p.8). De manera que, 
personas y comunidades tienen diversos 
recursos, pudiendo ser activados median-
te el acceso a una estructura de oportuni-
dades y resiliencia a situaciones adversas. 
Igualmente, estos autores indican que: 
“El nivel de vulnerabilidad de un hogar 
se refiere a su capacidad para controlar 
las fuerzas que lo afectan, depende del 
control de activos y de recursos requeri-
dos para el aprovechamiento de oportu-
nidades que brinda el medio donde se 
desenvuelve” (Kaztman & Filgueira, 1999). 
En este sentido, personas, hogares y co-
munidades enfrentan mejor los riesgos 
estando empoderadas y vinculadas a una 
estructura de oportunidades.

No existe una sola categoría de activos 
que baste para alcanzar la sostenibilidad 
comunitaria. Más bien, es una diversidad 
que, en conjunto, permite alcanzar resi-
liencia y empoderamiento. La Organiza-
ción de Estados Americanos (OEA, 2015) 
los comprende y agrupa de la siguiente 
manera.

a) Activo Humano: habilidades, conoci-
miento y capacidades de trabajo.
b) Activo Social: vínculos y redes con indivi-
duos, instituciones o agrupaciones desde 
la confianza, reciprocidad e intercambio. 
c) Activo Natural: riqueza natural, paisa-
jística y bienes comunes de los territorios. 
d) Activo Físico: bienes necesarios para el 
desarrollo económico, social y cultural.
e) Activo Financiero: ahorros, salarios, re-
mesas o transferencia estatal. 

2. Bienestar de las personas: la Fundación 
Superación de la Pobreza (2013) compren-
de el bienestar como mínimos satisfacto-
res para mejorar la calidad de vida. Estos 
ámbitos son los que se explicarán en los 
siguientes párrafos: 
a) Educación: proceso de fortalecimiento 
de capacidades cognitivas, habilidades, 
valores, costumbres, físicas y emociona-
les. Es el fortalecimiento del capital hu-
mano y social.

Romero y Albornoz (2013), indican que la 
educación es base para enfrentar los ries-
gos. Sin embargo, actualmente se reduce 
a prácticas de comportamiento y sus esta-
blecimientos son usados como recurso fí-
sico en etapa de respuesta. En cambio, en 
GRRD se concibe de la siguiente manera: 

“El rol de la educación formal e informal es importante, debe contribuir a generar 
sensibilidad, debe anteceder la preocupación por acceder a información, conocer 
acciones necesarias e iniciar procesos de preparación; imprescindibles para disminuir 
vulnerabilidad de la población local” 
(Pp. 522 - 523).
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b) Trabajo: acción creativa, preserva iden-
tidad, despliega solidaridad, utiliza expe-
riencia organizativa y saber popular, satis-
face necesidades individuales y colectivas 
(Max - Neef, 1998). 
c) Hábitat: asentamiento territorial, re-
fugio, permite trasladarse, interactuar y 
conectarse. 
d) Salud: estado de bienestar físico, psico-
lógico y social que permite el desarrollo 
de la vida. 
e) Participación: ser parte de algo, inclusión 
en espacios sociales, en procesos signi-
ficativos, siendo parte en decisiones que 
atañen directamente. 

3. Autoprotección: se entendió en re-
lación con la subsistencia y medios de 
personas y familias, frente a riesgos para 
proteger su hogar y comunidad. La Direc-
ción General de Programación Multianual 
del Ministerio de Economía y Finanzas del 
Perú (2006), señala tres factores necesa-
rios a analizar como:
a) Grado de Exposición: comprendido como 
riesgo latente. Es la proximidad de una 
población a una amenaza. Los entornos 
riesgosos se ubican en contextos vulne-
rables, donde sus habitantes cuentan con 
pocos recursos y es considerado como 
factor activador del desastre. 
b) Fragilidad: particularidades del territo-
rio relacionadas a tipo, cantidad y calidad 
de recursos, característica de los activos 
que conforman los medios de vida de ho-
gares y comunidades. 

c) Resiliencia: capacidad de recuperación 
frente a un desastre, expresado desde la 
adaptación y absorción del impacto. En 
relación con lo anterior, Albornoz y Ro-
dríguez (2013) opinan que las organiza-
ciones de Putre son recursos sociales de 
acción colectiva y resiliencia comunitaria. 

4. Protección Social: comprendida como 
un derecho. El Art N°1 de la Constitución 
chilena señala, “Es deber del Estado dar 
protección a la población y familia” y sal-
vaguardar el desarrollo del individuo y de 
la sociedad. Asimismo, Mendizábal (2015) 
expresa que los beneficios estatales de-
ben ser suficientes y otorgados oportu-
namente, y entregados desde la etapa 
preventiva. Por lo demás, las instituciones 
chilenas han dado respuesta al derecho 
constitucional, mediante el sistema na-
cional de emergencias y protección civil, 
donde destacan las etapas del ciclo de 
GRRD, las que son: construcción, planifi-
cación, contingencia y emergencia (Revi-
sar ANEXO N°2 y N°3). 

La protección social ante emergencias 
conlleva análisis situacional de las comu-
nidades, donde servicios públicos, priva-
dos y la sociedad civil conforman una red 
de colaboración en GRRD. En el contexto 
de la región de Arica y Parinacota, la Fun-
dación Superación de la Pobreza (2016) 
refiere que a través del Plan de dDesa-
rrollo de Zonas Extremas – Pedze5, se han 
construido diferentes estructuras miti-
gadoras de riesgo, como: conexión vial y 
sistema sanitario. 

5 Plan de Desarrollo de Zonas Extremas, ahora en adelante Pedze. Plan especial de intervención del Gore, 
reconoce la existencia de brechas que condicionan el desarrollo de los territorios, que para ser mejoradas 
requieren de políticas especiales de intervención (Gobierno Regional , 2017).
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5. Gobernanza: es la apropiación comu-
nitaria. El AVC lo define como un proceso 
de aplicación de la soberanía popular. En 
GRRD existen espacios de análisis de ries-
gos locales, instancias que contribuyen 
a una adecuada protección social (Fede-
ración Internacional de Sociedades de la 
Cruz Roja y de la Media Luna Roja, 2006). 
Incluso la Organización de las Naciones 
Unidas (2015) en GRRD, expuso como eje 
prioritario el fortalecimiento de la gober-
nanza. Igualmente, el Marco de Sendai 
faculta a gobiernos locales, diseñar siste-
mas reguladores y financieros coordina-
dos con la sociedad civil. 

Además, Albornoz y Rodríguez (2013) 
señalan que las políticas chilenas en re-
ducción de desastres tienen pendiente la 
inclusión ciudadana, porque su lógica es 
actuar reactivamente e impedir trabajar 
en conjunto con la comunidad en etapas 
preventorias y mitigadoras. En concor-
dancia a la situación chilena, se entiende 
la política desde las instancias de coordi-
nación territorial. 

a) Plan de protección civil: regulador de la 
estructura institucional sobre gestión del 
riesgo en diferentes niveles. Su objetivo 
es responder ante posibles emergencias 
o desastres. Por lo tanto, cuenta con ins-
tancias participativas de planificación. 
Por un lado, está el Comité de Protección 
Civil, que coordina a públicos y privados, 
presidido por la autoridad local del Minis-
terio del Interior que está facultado para 
fijar normas relacionadas a GRRD. Por 
otro, existe el Comité de Operaciones de 
Emergencia (COE), que se constituye en 
la etapa de emergencia, encargado de la 
logística, conectividad, coordinación y co-
municación (Onemi, 2002). 

1. Metodología

Con el propósito de responder a la pre-
gunta de investigación y a los objetivos 
instaurados, se trabajó mediante una 
investigación de indagación cualitativa 
(Taylor & Bogdan, 1992), que permitió es-
tudiar un territorio específico y compren-
der las percepciones de los miembros del 
comité de protección civil y líderes vecina-
les de la comuna de Putre. Sujetos impli-
cados en el objeto de estudio relacionado 
a riesgo hidrometeorológico (Precipita-
ciones Estivales). 

La pregunta se planteó a través de la cons-
trucción social del riesgo, desde las capa-
cidades y vulnerabilidades que poseen las 
personas ante peligros hidrometeorológi-
cos, permitiendo indagar en experiencias 
pasadas, presentes y futuras, en relación a 
la percepción que aportan los informan-
tes sobre los riesgos. 

A continuación, se presentan característi-
cas del estudio, muestra, técnicas de pro-
ducción y análisis de datos.

1.1. Características del 
Estudio de Caso 

La comuna de Putre pertenece a la Región 
de Arica y Parinacota, tiene una superficie 
de 5.902,5 km2. Además, se inserta en la 
provincia de Parinacota, encontrándose 
entre dos pisos ecológicos de precordi-
llera (2500 a 4000 msnm) y altiplano (so-
bre 4000 msnm). Un 70% de la comuna 
corresponde a áreas protegidas (Parque 
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Nacional Lauca, Reserva Nacional Las Vi-
cuñas y Monumento Nacional Salar de 
Surire, Ilustre Municipalidad de Putre, 
2014). 

La población comunal, según el Censo 
2017, es de 2765 habitantes (711 mujeres 
y 2054 hombres) (INE, 2018). En estadís-
ticas sobre pobreza, tiene un índice de 
22,5% de población bajo la línea de la 
pobreza por ingreso y un 58% en pobreza 
multidimensional (MDS, 2016). 

Putre, además, se encuentra expuesta a 
amenazas como precipitaciones estiva-
les, con riesgos de inundación, socavones, 
corte de caminos y comunicación.

1.2. Selección de Participantes

Uso de muestra intencionada (Flick, 
2007). Debido a la pregunta de investi-
gación se delimitó la muestra a partici-
pantes del comité de protección civil y 
líderes vecinales. Su selección se debió 
al su conocimiento territorial y relacio-
nes. Se utilizaron dos escalas de estudio, 
laa unidad de observación, conformada 
por dirigentes sociales y representantes 
institucionales, y la unidad espacial de 
análisis, referida a la comuna de Putre y 
localidades de Tignamar y Belén, territo-
rios expuestos a precipitaciones estivales 
(lluvias altiplánicas). 

1.3. Caracterización Muestra

Separada en dirigentes sociales de loca-
lidades rurales y urbanas. Además, fue 
compuesta de dos representantes muni-
cipales (participantes del comité de ope-

raciones de emergencias), dos personas 
de la APR y seis dirigentes pertenecientes 
a JJVV, a la Comunidad Indígena y al Club 
de Adulto Mayor. 

1.4. Técnicas de Producción de 
Datos

Se planteó una estrategia en relación con 
los tipos de participantes (Flick, 2007), 
creando instrumentos que respondieron 
a las necesidades de los entrevistados. A 
continuación, se describe la entrevista in-
teractiva semiestructurada, como una téc-
nica que permite comprender las percep-
ciones, describiendo oralmente su sentir 
y conocimiento del fenómeno a investigar 
(Mayan, 2001). En el instrumento se utili-
zaron preguntas abiertas considerando la 
información que se requería levantar, las 
que fueron grabadas, transcritas y anali-
zadas. Igualmente, se armó una matriz de 
análisis de datos, sobre dimensiones de 
vulnerabilidad y capacidades, donde los 
datos fueron categorizados en función de 
vulnerabilidades y capacidades ante posi-
bles riesgos. Los componentes utilizados 
son de la Federación Internacional de So-
ciedades de la Cruz y Media Luna Roja. Los 
cuales son: a) Medios de subsistencia, b) 
Bienestar de las personas, c) Autoprotec-
ción, d) Protección Social y c) Gobernanza. 
Para el análisis categorial se confeccionó 
una matriz de categorías y subcategorías, 
permitiendo ordenar y encontrar hallaz-
gos en el estudio.

2. Resultados  

El estudio se realizó por medio de la ob-
servación de conceptos del método AVC. 
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La pregunta se planteó en base a que los 
riesgos son una construcción social, ins-
taurada desde capacidades y contextos 
de vulnerabilidad. La construcción social 
permitió resaltar las subjetividades, in-
dagando en experiencias pasadas, pre-
sentes y futuras con relación al ciclo del 
riesgo. Las percepciones comunitarias, en 
tanto, fueron organizadas en capacida-
des y vulnerabilidades. Además, fueron 
analizadas en cinco categorías descritas 
en la metodología AVC: 1. Medios de sub-
sistencia, 2. Bienestar de las personas, 3. 
Autoprotección, 4. Protección social y 5. 
Gobernanza; en las que se destacaron 
conceptos emergentes desde el discurso 
de los entrevistados.

2.1. Categoría Medios de Subsis-
tencia y Capacidad de Resistencia, 
capacidades y vulnerabilidades

Se entiende en relación con cinco activos 
necesarios para el desarrollo de las co-
munidades. Kaztman y Filgueira (1999) 
indican que los recursos deben ser conec-
tados a cierta estructura para que sean 
activados y sostenibles por las comunida-
des, satisfaciendo sus necesidades. 

2.1.1. Subcategoría Activo humano

Se observaron diferencias entre lo rural y 
urbano. En lo rural, se relaciona a las per-
sonas que habitan los territorios, las que 
son participativas en la etapa de emer-
gencia, y en la cual destacan a funciona-
rios públicos como parte de la comunidad 
activa y preparada (paramédicos y profe-
sores). En contradicción al sector urbano, 
donde se conciben a las instituciones 
como principal recurso, debido a la cerca-
nía. Además, percibieron una serie de vul-
nerabilidades en el ciclo de GRRD como la 
falta de preparación, capacitación y ayuda 
material (post emergencia). Conjunta-
mente, la institucionalidad local cuenta 
con una disminuida dotación profesio-
nal, donde surge duplicidad de tareas y 
avance en respuesta a emergencias. Cabe 
señalar además, que no cuentan con los 
recursos para el desarrollo de una GRRD a 
nivel local. A continuación, los conceptos 
saturados.
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Tabla 1. Percepción del Activo Humano, Capacidades y Vulnerabilidades por sector 
rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Visualizan a las instituciones activas (militares,  
   carabineros y paramédicos) en etapa post.
- Participan en instancias intersectoriales post emer 
   gencias (COE).

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Activo
humano

Capacidades (+)

- Existencia de jóvenes que apoyan a otros.
- Dirigentes comunicados con instituciones (etapa post).
- Entrega de catastro de comunidad a autoridades.
- Dirigentes conocen a encargado de emergencias  
   municipal

- Falta de diversidad etaria.
- No cuentan con conocimiento    
   para hacer frente a la emergencia.  
   (Ej.: primeros auxilios)
- Instituciones reactivas.

- Falta de diversidad etaria.
- Desconocen al encargado de  
   emergencia municipal 
- No existen roles y preparación  
   en el ciclo de GRRD
- Instituciones reactivas.

2.1.2. Subcategoría Activo Social

En el área rural y urbana es percibido 
como una organización, con caracterís-
ticas solidarias y de reciprocidad, las que 
irrumpen en instancias que afectan a toda 
la comunidad. Desde lo rural expresaron 
que en etapa post emergencia, se unen y 
olvidan rencillas. Asimismo, la Institución 
municipal reconoció a la comunidad rural, 
debido a su organización post emergen-
cia. De esta manera, el dirigente cumplió 

un rol importante en el levantamiento del 
catastro preliminar y en la comunicación 
con el COE, con el fin de conseguir ayuda 
inmediata. Del mismo modo, la comuni-
dad realiza limpieza preventiva de cana-
les en época de precipitaciones.

Por consiguiente, se enseñan vulnerabi-
lidades y capacidades, que emergen del 
discurso de las personas entrevistadas.

sub
categoria
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Tabla 2. Percepción del Activo Social, Capacidades y Vulnerabilidades por sector 
rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Dirigentes se mantienen alerta y colaboran 
   con los demás vecinos.
- Acciones comunitarias para proteger bienes 
   comunes (el cementerio y los canales).

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Activo
social

sub
categoria Capacidades (+)

- Conocimiento de las organizaciones existentes 
   en la localidad. 
- Organización y colaboración entre vecinos.
- Reactivación en caso de emergencias y protección  
   de bienes comunes.
- Predominan acciones ancestrales de reciprocidad. 

- Falta de diversidad etaria  
   en los socios.
- Existencia de desconfianza entre  
   dirigentes.
- Alta población de adultos  
   mayores. 

- Desconocimiento en el ciclo 
   de GRRD.
- Descoordinación en las etapas 
   del ciclo de GRRD.
- Falta de diversidad etaria 
   en los socios.

2.1.3. Subcategoría Activo Natural

Personas desde lo rural y urbano percibie-
ron los bienes comunes como principal 
activo, por ejemplo, la flora, la fauna y el 
paisaje. Al mismo tiempo, expresaron que 
las lluvias estivales se convierten en pro-
blema cuando remueven lodo desde que-
bradas, arrasan la conectividad vial, dejan 
de nutrir los bofedales y afectan los cana-
les de regadío. Sin embargo, las personas 
observaron que las precipitaciones cada 
año fluctúan, pudiendo provocar inunda-

ciones o sequías. Lo anterior, interfiere en 
el ciclo productivo ganadero y agrícola. 

De igual manera, en el territorio existie-
ron relatos históricos que hablan de un 
río caudaloso, que había provocado ais-
lamiento e inclusive arrasó con poblados 
completos. En consecuencia, una tabla 
donde se visualizan capacidades y vulne-
rabilidades. 
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Tabla 3. Percepción del Activo Natural, Capacidades y Vulnerabilidades por sector 
rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Aumento de reserva nival en las montañas.
- Presencia de flora y fauna nativa.
- Agricultura de subsistencia.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Activo
natural

Capacidades (+)

- Lluvia nutre el suelo agrícola.
- Aumento de reserva nival en las montañas.
- Presencia de flora y fauna nativa.  
- Agricultura de subsistencia.

- Aumento del caudal.
- Aludes y socavones.
- Inundaciones y sequía.

- Cercanía al complejo volcánico.
- Aumento del caudal.
- Aludes y socavones.
- Inundaciones y sequía.

2.1.4. Subcategoría Activo Físico

Desde los rural y urbano es entendida 
como infraestructura comunitaria para su 
protección. Conjuntamente, ha sido me-
jorada y construida con fondos estatales 
del PEDZE.

Asimismo, la comunidad diferenció dos 
tipos de activos físicos. Por un lado, se dis-

tingue el comunitario que ha sido mejora-
do y construido con fondos estatales. Por 
el otro, está el familiar donde es el hogar 
el que accede a fondos propios y comer-
ciales para mejorar sus viviendas, previo 
a la temporada de precipitaciones.  En el 
próximo apartado, una tabla con la vulne-
rabilidad y capacidad en obras físicas.  

sub
categoria
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Tabla 4. Percepción del Activo Físico, Capacidades y Vulnerabilidades por sector rural 
y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Arreglos y preparación de infraestructura familiar. 
- Cuentan con maquinarias municipales y de FF.AA.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Activo
físico

Capacidades (+)

- Conocimiento en infraestructura comunitaria.
- Construcción y mejoramiento con fondos PEDZE.
- Conexión vial.
- Mejoramiento infraestructura familiar, por trabajo  
   de fundaciones.  
- Mejoramiento de redes de abastecimiento del APR. 

- Presencia de obras peatonales.
- No existe mejoramiento de 
   badenes.
- No existe respeto hacia las 
   técnicas ancestrales de 
   mejoramiento de caminos. 

- Sin defensa fluvial.
- Desprendimiento de suelo en  
   bienes comunes (cementerio). 
- No cuentan con elementos de  
   comunicación (radios o megáfonos)
- No hay señalética (demarcación del  
   área de seguridad y albergue). 

2.1.5. Subcategoría Activo 
Financiero

Las áreas rurales y urbanas, lo entienden 
como ahorro, préstamo o subsidio, con la 
finalidad de mejorar las condiciones de 
habitabilidad y producción. Igualmente, 
fueron apreciadas como subsidio estatal 
que son obtenidos mediante postulación 
a proyectos o desde la pertenencia a un 

tramo del RSH6. Por consiguiente, en la 
etapa post del ciclo de GRRD, las personas 
pudieron acceder a oportunidades. En la 
etapa de prevención debieron recurrir a 
sus ahorros o a préstamos comerciales. A 
continuación, presentamos capacidades y 
vulnerabilidad.

6 El Registro Social de Hogares, desde ahora abreviado como RSH. Es una base de datos que contiene infor-
mación de personas y hogares. Sirve para apoyar la postulación y selección de las personas a diversos benefi-
cios sociales estatales, como accesos a subsidios de reconstrucción y mejoramiento. (Ministerio de Desarrollo 
Social , 2017)

sub
categoria
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Tabla 5. Percepción del Activo Financiero, Capacidades y Vulnerabilidades desde lo 
rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Subsidio para mejoramiento de techumbre 
   y fachada. 
- Acceso a recursos propios para mejorar 
   habitabilidad, en etapa pre y post emergencia.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Activo
financiero

Capacidades (+)

- Financiamiento de parte de 
   instituciones estatales.

- No visualiza el acceso a  
   recursos propios.

- No pueden mejorar bienes comu-
nes, debido a su estado de propiedad.
- No se puede acceder a fondos en  
   etapas de prevención.

2.2. Categoría Bienestar 
de las personas 

Las personas mejoran su calidad de vida 
si cuentan con garantías mínimas en su 
bienestar. En esta categoría, se buscó pro-
fundizar en las percepciones de las perso-
nas sobre los cinco ámbitos de bienestar y 
sobre los satisfactores utilizados desde el 
punto de vista de GRRD. 

2.2.1. Subcategoría ámbito 
Educación 

Desde el área rural y urbana fue enten-
dida como el conocimiento en GRRD y la 
formación comunitaria. Es un proceso de 
creación de capital social y humano para 

poder enfrentar riesgos. En ambas zonas, 
las personas destacan vulnerabilidades, 
como el desconocimiento de conceptos 
sobre GRRD, declararon no vincularse en 
etapas previas del ciclo del riesgo con ins-
tituciones estatales. Los representantes 
institucionales, dicen que los estableci-
mientos educativos son utilizados como 
albergue, revelando una inexistencia de 
planes de emergencia desde las escuelas. 
De esta forma, los entrevistados no men-
cionaron capacidades en el subcriterio. 
Fueron resumidas en propuestas que me-
jorarían su respuesta y sensibilización en 
el tema. 

sub
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Tabla 6. Percepción del ámbito de Bienestar Educación, Capacidades y Vulnerabili-
dades, por sector rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Educación

Capacidades (+)

- ¿No declaradas o inexistentes?- Falta de capacitaciones para conocer GRRD.
- Descontextualización de las capacitaciones.

- Desconocimiento en planes de emergencia  
   municipal
- Falta de capacitaciones para conocer GRRD.
- Falta de socialización de roles y modos  
   de acción institucional.
- Inactividad de las instituciones en la etapa  
   pre del ciclo de GRRD.

2.2.2. Subcategoría ámbito Trabajo

Desde el área rural y urbana reconocieron 
las implicancias de los riesgos que afectan 
a las actividades económicas. Las per-
sonas visualizaron tres ejes productivos 
involucrados, entre ellos el turismo, la ga-
nadería y la agricultura. En consecuencia, 
una de las actividades más afectadas fue 
la agropecuaria, revelando una tecno-
logía inapropiada para sus condiciones 
territoriales. Las áreas más dañadas por 
las precipitaciones es la producción de 
alfalfa, ya que los animales mueren al no 
poder alimentarse, situación que repercu-
te en la ganadería. Por otra parte, aquellos 
productores que alcanzaban a cosechar 
no podían vender sus productos debido 

a los cortes viales y lo inaccesible de los 
puntos de venta, que lamentablemente 
siempre están en la comuna de Arica. 

Conjuntamente, las personas acentúan 
el apoyo estatal en estas circunstancias, 
oportunidades usadas en el rescate de 
su producción. Sin embargo, los sujetos 
medieros7 de suelos agrícolas, no pueden 
acceder a estos tipos de subsidios, lo que 
implica la pérdida total o considerable de 
su cosecha.

A continuación, una tabla con capacida-
des y vulnerabilidades en el ámbito tra-
bajo. 

7 Se entenderá al Mediero como una figura legal según un contrato de arriendo, donde una parte se obliga 
a aportar el uso de una superficie de terreno, y la otra el trabajo para realizar cultivos determinados con el 
objeto de repartirse los productos que resulten (Ley 993, 1975, art 12). 

sub
categoria
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2.2.3. Subcategoría ámbito Hábitat

Las áreas rural y urbana lo entendieron 
desde el entorno habitable y el riesgo hi-
drometeorológico. También, se observó 
dos entornos afectados, el natural, donde 
existe afectación del suelo, caudal y remo-
ción, y el hábitat construido, con efectos 
viales, destrucción de canales y bocatomas. 

Las precipitaciones estivales además son 
visualizadas como un recurso necesario. 
Las personas reconocen que afecta el fo-

rraje, pero es beneficiosa para el desarro-
llo de la actividad agrícola y ganadera. Sin 
embargo, si las precipitaciones son abun-
dantes e intensas (alta frecuencia y exten-
sa duración), pueden convertirse en una 
amenaza para las comunidades.

A continuación, dejamos capacidades y 
vulnerabilidades del subcriterio evaluado.  

Tabla 7. Percepción del ámbito de bienestar Trabajo, Capacidades y Vulnerabilidades 
desde ambos sectores rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

área rural y urbana
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Trabajo

Capacidades (+)

- Acceso a fondos estatales para mejorar  
   producción.
- Tecnologías para producción en  
   precordillera. 
- Desarrollo y vinculo de áreas económicas  
   como el turismo, ganadería y agricultura.

- Desencadenamiento de la comercialización  
   por daño vial. 
- Perdida de ganado por enfermedades. 
- Disminución en la producción.
- Afectación en obras de canalización  
   (bocatomas)
- Perdida de suelo agrícola y humedales  
   por sequía.
- Efectos en la producción de forraje.
- Tecnologías inapropiadas.
- Acceso inequitativo a financiamiento. 

sub
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Tabla 8. Percepción del ámbito de Bienestar Hábitat, Capacidades y Vulnerabilida-
des por sector rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Conocimiento de las amenazas.
- Socializan sus afectaciones a las instituciones.
- Precipitaciones vistas como un recurso que 
   beneficia la agricultura y ganadería.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Hábitat

Capacidades (+)

- Conocimiento de las amenazas.
- Socializan sus afectaciones a las instituciones.
- Precipitaciones vistas como un recurso, que 
   beneficia la agricultura y ganadería.

- Afectación a animales por 
   presencia de plagas.
- Inundaciones de suelos agrícolas. 
- Corte vial y de canalización.
- Calidad de agua.
- Aislamiento. 

- Cercanía a complejo volcánico 
- Inundaciones. 
- Territorio no seguro.
- Corte vial y canalización.
- Calidad de agua.
- Acceso a los poblados. 
- Aislamiento.
- Desconexión con la comuna de Arica. 

2.2.4. Subcategoría ámbito Salud

Desde lo rural y urbano es analizado des-
de el rol de la institucionalidad y su re-
lación comunitaria. Por consiguiente, el 
área rural describió la existencia de una 
relación con los encargados de la pos-
ta. Indicaron ser activos en emergencia, 
colaborando en primeros auxilios y co-
municación. Igualmente, han expresado 
la existencia de capacitaciones, que no 
han sido de interés comunitario por no 

ser prácticas. En cambio, en lo urbano 
no cuentan con relación en instancias de 
GRRD. También, opinan que la institución 
se acerca solo en etapa de emergencia.

Las instituciones, por su parte, reconocie-
ron la inexistencia de un plan que oriente 
el trabajo conjunto. A continuación, infor-
mación proporcionada por los entrevista-
dos.

sub
categoria
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Tabla 9. Percepción del ámbito de Bienestar Salud, Capacidades y Vulnerabilidades 
por sector

Fuente: elaboración propia.

- Pertenecer al comité consultivo comunal.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Salud

Capacidades (+)

- Vínculo con los paramédicos.
- Forman parte del comité de emergencia. 
- Comunican el estado de la comunidad.
- Charlas hacia la comunidad.
- Interés en capacitarse en primeros auxilios.

- Traslado del paciente.
- Problemas de salud de las 
   personas de tercera edad.  
- No imparten talleres prácticos 
   en primeros auxilios.
- Problemas en rondas por cortes 
   de camino.

- Sin vínculo en temas de GRRD.
- No imparten talleres prácticos 
   en primeros auxilios. 

2.2.5. Subcategoría ámbito 
Participación

En el área rural y urbana es comprendido 
desde la inclusión en la toma de decisio-
nes. De esta manera, se destaca un arrai-
go en la cultura Aymara que ancestral-
mente era participativa en las acciones 
comunitarias, destacándose su reciproci-
dad. Asimismo, opinan que esta caracte-
rística ha sido afectada por las políticas, 
debido al fortalecimiento individual de 
estas. Por consiguiente, desde lo urbano 

existe mayor aproximación a la estructu-
ra de oportunidades EEOO8, recibiendo 
antes colaboración. En cambio, en lo rural 
han tenido que hacer frente a los riesgos 
mediante trabajo comunitario en etapas 
de prevención y reconstrucción, por ejem-
plo, mejorando sus viviendas, limpiando 
canales y mejorando bocatomas. A conti-
nuación, tabla con la diferenciación entre 
lo rural y urbano.

8 Estructura de Oportunidades, desde ahora abreviado como EEOO. Definida como probabilidades de acceso 
a bienes, a servicios o al desempeño de actividades. Inciden en el bienestar de los hogares, ya que facilita el 
uso de recursos (Kaztman y Filgueira, 1999)  

sub
categoria

daniela patricia aragón urtubia



242

Tabla 10. Percepción del ámbito Participación, Capacidades y Vulnerabilidades por 
sector

Fuente: elaboración propia.

- Espacios multisectoriales de emergencias.
- Prácticas comunitarias, para mejorar caminos  
   y canales.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Pa
rt

ici
pa

ció
n

Capacidades (+)

- Colaboración entre vecinos.
- Prácticas ancestrales comunitarias.
- Organizaciones comunitarias para la emergencia.
- Gestión de soluciones.
- Información sobre catastro y estado actual  
   a las instituciones.
- Vínculo y presencia de redes sociales.

- Falta de diversidad etaria.
- División y conflictos comunitarios.

- Falta de instancias de trabajo 
   comunitario.
- Hermetismo por parte de las 
   instituciones.
- No visualizan espacios de vinculación.
- División y conflictos comunitarios.

2.3. Categoría de Autoprotección 

Entendida como una serie de cualidades 
para hacer frente a los riesgos. Asimismo, 
hace referencia a los recursos comunita-
rios y familiares. De este modo, el fortale-
cimiento de estas características de adap-
tación es importante para hacer frente a 
los desastres. 

La comuna de Putre es afectada anual-
mente por precipitaciones, lo que ha 
acentuado la mantención de prácticas an-
cestrales en las áreas de menor influencia 
a la EEOO. A continuación, ahondaremos 
en los tres conceptos que explican la ca-
tegoría.

2.3.1. Subcategoría Grado 
de Exposición

Desde el área rural y urbana es com-
prendido como el activador del desastre, 
intensificado en presencia de contextos 
vulnerables. De esta manera, en ambas 
áreas las personas tienden a buscar ex-
plicaciones teológicas ante los riesgos. 
Igualmente, no vinculan el riesgo con el 
habitar en entornos vulnerables. Asimis-
mo, mantienen un conocimiento sobre su 
territorio con relación a las experiencias 
vividas, destacando relatos históricos so-
bre inundaciones, socavones de tierra y 
deslizamiento en quebradas. Por tanto, 
admiten que Putre se está en presencia de 
varias amenazas que los pueden afectar.  
A continuación, las principales capacida-
des y vulnerabilidades visualizadas. 

sub
categoria
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Tabla 11. Percepción del Grado de Exposición, Capacidades y Vulnerabilidades, por 
sector

Fuente: elaboración propia.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural
Gr

ad
o 

de
 

ex
po

sic
ió

n

Capacidades (+)

- Construcción de viviendas en áreas seguras.
- Acceso a obras físicas de resguardo.

- Caudales esporádicos en época de lluvia.
- Desplazamiento de tierra y árboles.
- Cortes viales.
- Adobe de viviendas.
- Mayor afectación de enfermedades en 
adultos mayores.
- Impacto en actividades productivas.
- Explicación teológica. 

-Territorio inundable.
- Amenazas naturales 
   (volcán, lluvias y temblores). 
- Aislamiento. 
- Deslizamiento de suelo, afectación a 
   bien común. 
- Construcción en pendiente y quebrada. 

2.3.2. Subcategoría Fragilidad

En el área rural y urbana es comprendida 
desde los medios de vida, como una con-
dición de inestabilidad de los recursos con 
los que cuentan las personas en su entor-
no. De esta manera, se centra sobre el te-
rritorio habitado, donde la conexión a una 
EEOO pertinente, disminuye la variable 
de fragilidad. Igualmente, las personas in-
dican diferentes causas de esta fragilidad, 
una de estas es el cambio climático. Este 
fenómeno, producto de la concentración 
del CO2, produce aumentos de tempera-
tura en la superficie terrestre, provocando 

impactos en el clima actual (Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático, 2016). 

Por tanto, las personas expresan la dificul-
tad de hacer frente a estos cambios por 
estar fuera de su alcance, pero describen 
positivamente las prácticas comunitarias 
de prevención. La subcategoría es com-
prendida con relación a los siguientes 
conceptos, permitiendo explicar lo que 
las personas entienden desde su contexto 
geográfico.  

sub
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Tabla 12. Percepción de Fragilidad, Capacidades y Vulnerabilidades, por sector rural 
y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Manejo del concepto sobre cambio climático 
   y sus consecuencias.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Fr
ag

ili
da

d

Capacidades (+)

- Manejo del concepto sobre cambio climático 
   y sus consecuencias.
- Responsabilidad con el entorno.

- Fragilidad ambiental.
- Sistema de agua potable.
- Aumento del caudal.
- Viviendas cercanas a la rivera.
- Presencia de plagas.
- Desvinculación con instituciones.

- Geografía en forma de hendidura.
- Desvinculación entre vecinos 
   e instituciones.
- Diversidad de amenazas.

2.3.3. Subcategoría Resiliencia

Desde el área rural y urbano es visto como 
la capacidad de recuperación de las per-
sonas y comunidades ante un efecto. De 
esta forma, al ser analizada desde la pre-
paración comunitaria ante posibles ries-
gos, se revalorizan las prácticas que han 
desarrollado. 

Asimismo, en lo rural se aprecian prácticas 
relacionadas a la cultura aymara, como la 
reciprocidad o Ayni. Por otra parte, desde 
lo urbano indican vincularse diferente-
mente con los vecinos, pero la emergen-
cia actúa como un precursor de acciones 
que los reúne e insta a buscar soluciones 

en conjunto. Se entiende que las prácticas 
ancestrales tienen una fuerte relación con 
sus sistemas productivos, por ejemplo, la 
limpieza de canales busca solucionar la 
repartición de agua, afectada por el cau-
dal del río.

Además, las instituciones destacan la 
existencia de organizaciones, donde el 
presidente de la JJVV comunica el catastro 
preliminar, teniendo un alto conocimien-
to de las afectaciones, posibilitando la 
llegada de colaboración. A continuación, 
se presentan prácticas resilientes de las 
comunidades. 

sub
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Tabla 13. Percepción de Resiliencia, Capacidades y Vulnerabilidades, por sector rural 
y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Trabajos comunitarios de colaboración, como 
   la delegación de aguas. 

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural
Re

sil
ie

nc
ia

Capacidades (+)

- Prácticas ancestrales y culturales.
- Trabajos comunitarios de colaboración. 

- Disminuida población.
- Falta de diversidad etaria.

- Falta de diversidad etaria.
- Asistencia del gobierno. 
- Delegar acciones comunitarias 
   a las instituciones.
- Pérdida del relato histórico 
   relacionado a desastres. 

2.4. Categoría Protección Social

Mínimos de bienestar para enfrentar y 
reconstruir medios de vida después de un 
desastre. Son tres elementos principales 
que debe proporcionar el Estado, para que 
las familias satisfagan sus necesidades 
entre ellos: vivienda, salud y seguridad de 
medios de vida en el ciclo de GRRD. De la 
misma forma Kaztman y Filgueira (1999) 
indican que las familias y comunidades 
son las que han proporcionado un núcleo 
básico de protección y seguridad ante 
riesgos a sus miembros. Para su análisis se 
revisaron tres componentes de protección 
social ante riesgos de desastres.

2.4.1. Subcategoría Vivienda

Desde lo urbano y rural es entendida 
como la protección para que residan las 
personas. En ambos, las personas hacen 
arreglos con recursos propios, como es-
trategia para prevenir y mitigar impactos 
negativos por las lluvias. Aun así, en el es-
tudio se observan diferencias entre el área 
rural y urbana. 

Desde el área rural, mediante fuentes es-
tatales administradas por fundaciones, 
se han mantenido casas patrimoniales, 
lo que ha sido una oportunidad para me-
jorar las viviendas. Sin embargo, emer-
gieron relatos sobre entrega de material 
en etapas post-emergencia, por ejemplo, 
plásticos para las casas de adobe, pudien-
do causar problemas estructurales a largo 
plazo. Expresan que la asistencia munici-
pal es de baja calidad, pero que algunas 
de esas ayudas como viviendas de emer-
gencias, calaminas y maderas, son vistas 
como favorables por quienes no pueden 
acceder a recursos financieros. Desde Pu-
tre urbano indican haber tenido subsidio 
de reconstrucción, que ha permitido me-
jorar las condiciones de habitabilidad. En 
el cuadro se observan capacidades y vul-
nerabilidades.
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Tabla 14. Percepción sobre la Vivienda, Capacidades y Vulnerabilidades, por sector 
rural y urbano  

Tabla 15. Percepción sobre Salud, Capacidades y Vulnerabilidades, por sector rural y 
urbano

Fuente: elaboración propia.

Fuente: elaboración propia.

- Acceso a subsidios estatales de mejoramiento 

- Comité comunal.

área urbana

área urbana

área rural

área rural

Vulnerabilidades (-)

Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Participantes área rural

Vivienda

Salud

Capacidades (+)

Capacidades (+)

- Entrega de materiales de parte de 
   las instituciones.
- Técnicas constructivas ancestrales, 
   mejoramiento propio.
- Mejoramiento de fachadas por parte de ONG.

- Vínculo con los paramédicos.
- Charlas de temas básicos hacia la comunidad.
- Interés en capacitaciones prácticas en salud.

- Casas antiguas con problemas 
   constructivos.
- Absorción de humedad desde 
   los cimientos.

- Traslado del paciente en caso de 
   accidente.
- Problemas de salud de las personas 
   de tercera edad.  
- Problemas en rondas por cortes 
   de camino.

- Entrega de Viviendas de emergencias  
   que pasan a ser definitivas.  

- No ven vínculo en temas de 
   emergencia y riesgo.
- No se imparten talleres prácticos 
   hacia la comunidad. 

sub
categoria

sub
categoria

2.4.2. Subcategoría Salud

Entendido como estado de bienestar del 
individuo y comunidad que permite un 
desarrollo de vida adecuado según cada 
etapa del ciclo vital. Asimismo, en el área 
rural y urbana, el grupo más afectado por 
diferentes enfermedades son los adultos 

mayores, que son tratados en rondas mé-
dicas y en las postas, instancias altamente 
valoradas por la comunidad.  La tabla ad-
junta enseña conceptos emergentes del 
subcriterio Salud.
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Tabla 16. Percepción sobre Seguridad de los medios de Vida, Capacidades y Vulnera-
bilidades

Fuente: elaboración propia.

- Disponibilidad de participación en 
   instancias de regularización del entorno.  

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

M
ed

io
s d

e v
id

a
(R

eg
ul

ar
iz

ac
ió

n 
y 

m
ar

co
 n

or
m
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iv

o)

Capacidades (+)

- Disponibilidad de participación en 
   instancias de regularización del entorno.  

- Falta de socialización del marco normativo.
- Normativas y planes se hacen sólo en el área 
   urbana de Putre.
- Inexistencia de fiscalización. 

- Desconocimiento de Planes y normativas 
   regulatorias del entorno o relacionadas 
   a la GRRD.
- Falta de socialización del marco normativo.
- Desconocimiento de los roles en caso 
   de emergencia.

sub
categoria

2.4.3. Subcategoría Seguridad 
de los medios de Vida

Recursos de personas y familias para ha-
cer frente a desastres desde una mirada 
sustentable. Para protegerlos se necesi-
tan una serie de regulaciones del espacio, 
como planes de ordenamiento territorial. 
Estos se deben socializar para prevenir 
y dar respuesta a situaciones desastro-
sas. En esta subcategoría emergen dife-
rencias como el desconocimiento de la 
construcción de planes de emergencia 
entre sociedad civil (desde lo rural y ur-

bano) e instituciones. Ambas áreas rural 
y urbana indican no conocer ningún tipo 
de planificación, debido a que no son 
partícipes en las etapas de construcción 
y perciben como necesaria la regulación 
del hábitat para enfrentar amenazas. Del 
mismo modo, se aprecia la inexistencia 
de la prevención de riesgos en los planes 
municipales. A continuación, una tabla 
que ordena conceptos emergentes sobre 
capacidades y vulnerabilidades.  

2.5. Categoría Gobernanza

Entendido como la apropiación comuni- 
taria en gestión del riesgo. Se visualiza en 
la vinculación de la ciudadanía en sus dife-
rentes escalas (local, regional y nacional). 
En relación con una catástrofe, la expe-
riencia comunitaria es fundamental en la 
comprensión de contextos habitados, pro-
piciando la protección social adecuada. 

2.5.1. Subcategoría Organizaciones 
de la Sociedad Civil ante gestión 
del Riesgo

En lo urbano denuncian falta de prepa-
ración para hacer frente a un desastre. 
De este modo, indican no estar organi-
zados en la etapa de prevención del ciclo 
de GRRD, y que sólo dan respuesta en la 
emergencia. Expresan que la GRRD debe 
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ser socializada a toda la comunidad pro-
poniendo una construcción conjunta 
con información pertinente al contexto. 
Desde lo rural, señalan participar acti-
vamente en la etapa post emergencia, 
organizando a los vecinos, colaborando, 
realizando catastros, además conocen su 
rol y buscan soluciones en conjunto a los 
problemas comunitarios. 

2.5.2. Subcategoría Instituciones 
ante gestión del Riesgo

Entendido desde la estructura pública lo-
cal, aquella que puede prestar colabora-
ción en las etapas de GRRD. Es visualizado 
de diferentes maneras. Por un lado, en lo 
urbano indican que las instituciones no 
tienen un rol claro, ya que no planifican 
en la etapa prevención, su respuesta es in-
oportuna y no abren espacios participati-
vos de construcción conjunta. Por otro, en 
lo rural en la etapa de post emergencia, 
destaca una comunicación directa con las 
instituciones para entregar los catastros 
preliminares.  

Las instituciones revelaron que las per-
sonas de localidades rurales son las más 
activas por la distancia que tienen con la 
capital comunal. Indican que ellos se pre-
paran para recibir las lluvias debido a que 
pueden quedar aislados. A continuación, 
una tabla con capacidades y vulnerabili-
dades criterios emergentes del discurso 
de las personas.

Tabla 17. Percepción sobre Organización de la sociedad civil ante gestión del riesgo, 
Capacidades y Vulnerabilidades, sector rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

- Participación en instancias de mesa de trabajo.
- Han socializado contradicciones ante 
   instituciones.
- Indican querer ser parte del proceso de los planes.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural

Or
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ni
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cio
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vi
l a

nt
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Capacidades (+)

- Organización comunitaria.
- Comité de emergencia con líderes locales.
- Indican querer ser parte del proceso de los planes.
- Autovalentes.
- Dirigentes orientan a sus socios y vecinos.

- No tienen capacitaciones. 
- Falta socialización de GRRD.
- Planes no son participativos. 

- No cuentan con preparación.
- Falta socialización del tema con 
   la comunidad.
- Los planes no son participativos.

sub
categoria

Además, los representantes instituciona-
les se reúnen entre servicios, proporcio-
nando colaboración y fortaleciendo la res-
puesta ante emergencias. Indican que en 
las instancias preventivas abren las puer-
tas a la comunidad, pero en emergencias 
son más herméticos para evitar rencillas. 
Se presenta una tabla que organiza capa-
cidades y vulnerabilidades. 
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Tabla 18. Percepción sobre Instituciones ante gestión del riesgo, Capacidades y Vul-
nerabilidades por sector rural y urbano

Fuente: elaboración propia.

-Reconocen la estructura.
-Dirigentes orientan a sus socios y vecinos.

área urbana

área rural
Vulnerabilidades (-)

Participantes área rural
In

st
itu
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ne

s a
nt

e 
ge

st
ió

n 
de

l r
ie

sg
o

Capacidades (+)

- Los dirigentes son intermediadores
   entre la comunidad e instituciones.
- Estructura y roles claros.
- Aclaran tiempo de respuesta a los 
   requerimientos.

- No han sido capacitados en GRRD.
- No tienen respuestas oportunas en etapa pre. 
- Tienen respuesta solo ante emergencias.
- No abren los espacios para instar la 
   participación vinculante.  

- No socializan el tema sobre GRRD.
- Cuesta identificar a la persona encargada.
- Tienen respuesta solo ante emergencias.
- No abren los espacios para instar la 
   participación vinculante. 
- Invisibles en el territorio.
- Instituciones no preparadas.

sub
categoria

Conclusiones 

En este apartado se relevaron aquellos 
aportes significativos de esta investiga-
ción en respuesta a la pregunta de inves-
tigación, relacionada con las capacidades 
y vulnerabilidades que identifican las per-
sonas de Putre ante riesgos hidrometeo-
rológicos derivados de las lluvias estivales 
como amenaza.  

Las localidades rurales y aisladas de Putre, 
Tignamar y Belén, permitieron reflexio-
nar sobre los problemas causados por 
las lluvias estivales, bajo el concepto de 
Paradigma Social o de Vulnerabilidad en 
la comprensión del riesgo. Este se basó en 
las experiencias vividas y en su relación 
con el entorno, para después entender la 
construcción social de las personas en re-
lación con el riesgo local. 

El análisis de vulnerabilidades y capacida-
des (AVC), permitió observar con mayor 
profundidad las características del entor-
no social, político, económico y ambiental 
de un territorio determinado. Los criterios 
del AVC fueron organizados en cinco ca-
tegorías de comprensión del entorno que 
habitan las personas, lo que permitió in-
dagar en sus diferentes recursos, activos y 
medios, que destacan tener ante situacio-
nes de riesgo.

Gracias a las respuestas de las personas, 
dentro de los resultados se hallaron dife-
rencias entre las áreas urbana y rural en la 
comuna de Putre, ya que los elementos 
identificados están condicionados por la 
Estructura de Oportunidades presente 
en el territorio. Por ejemplo, al situarse 
ante la categoría de Medios de Vida, y al 
disgregar en sus subcategorías, se desta-
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ca una preparación comunitaria ancestral 
en la comuna de Putre, principalmente en 
la limpieza de canales de regadío, ligada 
a un trabajo comunitario que permite 
minimizar los daños causados por los 
socavones y rompimiento de las bocato-
mas. Esta estructura social se construye y 
mantiene debido a las lluvias estivales, las 
que son tratadas como un recurso escaso 
dentro de una región desértica con diver-
sidad de climas y geografía. Además, la 
periodicidad de la amenaza ha provocado 
el desarrollo de instancias participativas, 
fortaleciendo vínculos y construyendo 
adaptación al medio habitado.  

Del mismo modo, los testimonios dan 
cuenta del efecto de las oportunidades 
ofrecidas por las instituciones públicas en 
el territorio o tejido social, en especial en 
lo que respecta a las relaciones comunita-
rias. Debido a que los beneficios son otor-
gados individualmente, familiarmente o 
si se es perteneciente a cierto tramo, etnia 
o condición, lo cual segrega o focaliza, 
para poder acceder a ellos. Dicha situa-
ción ha provocado el rompimiento de los 
lazos sociales en algunas áreas urbanas. 
En cambio, ante la ausencia de tales con-
diciones ofrecidas por el Estado, se obser-
va un fortalecimiento de estas.  

Lo anterior, interviene fuertemente en el 
tipo de relaciones comunitarias requeri-
das frente a los riesgos. Asimismo, influ-
ye la alta concentración de población de 
adultos mayores, ya que en preparación y 
prevención ante riesgos son considerados 
como una vulnerabilidad dentro de una 
comunidad con baja diversidad etaria 
como la putreña. 

Dentro del activo natural, las personas 
reconocen a las lluvias altiplánicas como 
un recurso muy importante en el desa-
rrollo de los pueblos y en sus actividades 
económicas. Los putreños indican que la 
condición climática, que hace aumentar 
su frecuencia e intensidad, es observada 
como una posible amenaza, pues proba-
blemente provoque riesgos de sequía e 
inundación, afectando las tierras agríco-
las y ganado, base del sustento de varias 
familias habitantes de la comuna. 

En las comunidades, los activos físicos son 
clasificados en dos tipos, infraestructura 
comunitaria e Infraestructura familiar, 
destacando diferentes fuentes de finan-
ciamiento y etapas para sus mejoras. En 
la primera se observa la construcción 
de sede, financiada por el municipio. En 
cambio, en la segunda, está el cambio 
de techumbre con recursos financieros 
propios. Los activos financieros, en tanto, 
son observados como recursos para hacer 
frente a una emergencia. Por este motivo 
se accede a recursos de fuentes familiares 
en caso de querer prevenir ante posibles 
riesgos. 

Además, se percibe como vulnerabilidad 
la visión predominante ante el ámbito 
educativo. Siendo la falta de capacitación 
y socialización situaciones negativas en 
la etapa de preparación en GRRD de la 
comunidad para mejorar su actuar ante 
otros tipos de amenazas.

Por lo demás, la influencia del área de sa-
lud en Putre se explica en dos conceptos, 
uno es la relación institucional (tipo de 
atención al paciente) y el otro es relacio-
nado al estado de salud de las personas. 
En concordancia al vínculo institucional, 
existe un acercamiento de colaboración 
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en lo rural, existiendo un paramédico con 
un rol activo dentro de la organización lo-
cal. En lo urbano, la relación existente es 
dentro de la formalidad de los consejos 
de la sociedad civil.

La participación, además, se ve como una 
instancia de desarrollo dentro del área ru-
ral, habiendo organización y adaptación 
para hacer frente a los riesgos. Dentro 
del área urbana se limita a la representa-
ción dirigencial en solicitud de asistencia. 
Igualmente, en el ámbito del trabajo, se 
haya fuertemente vulnerable entre los 
medieros, estas personas no pueden re-
cibir subsidios estatales, debido a que los 
beneficios son para los dueños y no para 
los que hacen usufructo de la tierra. Esta 
situación es destacada por la comunidad 
debido a que muchos vecinos migrantes 
deben renunciar a su actividad, producto 
de la baja rentabilidad y sustento.

En el criterio de autoprotección, las per-
sonas indican una fuerte inyección de 
recursos estatales bajo el PEDZE, donde 
se observa la construcción de diferentes 
estructuras que vienen a mejorar las con-
diciones de habitabilidad comunitaria de 
la ciudadanía de áreas rurales y aisladas. 
Sobre el concepto de fragilidad irrumpe el 
cambio climático como amenaza natural, 
en la que el ser humano no puede influir 
para disminuir o aumentar las condicio-
nes de las lluvias. Sin embargo, las perso-
nas enfatizan la preparación y prevención 
ancestral que han tenido hasta ahora en 
las técnicas de regadío. Asimismo, la re-
siliencia es destacada como una práctica 
adaptativa y comunitaria de la cultura 
aymara, desarrollada mediante acciones 
preventivas como la limpieza y arreglos 
de canales y techado de viviendas.

La protección social es vivida por las per-
sonas como oportunidades post emer-
gencia, las que son clasificadas según su 
origen (estatal, privado y familiar). En 
relación con la seguridad respecto a me-
dios de vida, existe un desconocimiento 
generalizado de parte de las personas 
sobre planes de emergencia, por la falta 
de participación y socialización. Se enfa-
tiza que debe existir fortalecimiento de 
la sociedad civil en estos contextos, rela-
cionado a capacidades participativas en 
construcción de planes y divulgación de 
experiencias en GRRD (complementar lo 
técnico y empírico), esperando mejorar el 
actuar.

Dentro de la gobernanza, existe como ca-
pacidad la conformación de organizacio-
nes civiles, las que han respondido dentro 
de su localidad. Estas deben ser constan-
temente fortalecidas para tender a GRRD. 
De ese modo, esperan crear vínculos ins-
titucionales y civiles, que generen instan-
cias participativas en la construcción de 
planes de trabajo y en capacitaciones pre-
ventivas. De tal manera, se busca cambiar 
el actuar institucional, es decir, de arriba 
hacia abajo (Top Down).

Los sucesos pasados son parte de la cul-
tura de sociedades resilientes, por eso la 
importancia de reconocer y resguardar las 
experiencias de personas mayores, como 
insumo en la construcción de la historia 
del habitar local. Putre es una comuna 
que es afectada habitualmente por ries-
gos hidrometeorológicos como precipi-
taciones estivales (lluvia altiplánica), por 
tanto, la comunidad ha debido adoptar 
prácticas preventivas y adaptativas a es-
tos.
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Se enfatiza al aislamiento como principal 
vulnerabilidad dentro de las áreas rurales, 
debido a las consecuencias de una baja 
conexión vial y escasa comunicación, lo 
que involucra una serie de implicancias 
en el área de salud,  afecciones producti-
vas, entre otras. Pero a la vez, esta situa-
ción aporta al fortalecimiento de prácti-
cas ancestrales adaptativas que unen a la 
familia y comunidad.

Se recomienda que el método AVC sobre 
construcción social del riesgo sea utiliza-
do como insumo empírico. Igualmente, 
puede ser usado como complemento de 
políticas locales, por su importancia en la 
comprensión y construcción del territorio 
por sus habitantes. Asimismo, debe ser 
complementada con información técnica 
(geografía física), para promover una ade-
cuada toma de decisiones en el ciclo de 
GRRD. Del mismo modo, es importante 
que los encargados municipales puedan 
crear sus propios análisis categoriales, 
para trabajar en medidas preventorias y 
mitigadoras de vulnerabilidades.

Por lo demás, es necesario fortalecer y 
crear capacidades como medida mitiga-
dora del riesgo y desarrollo de la GRRD. 
Incluso debe a ser potenciada mediante 
un proyecto postulado al Fndr (Fondo Na-
cional de Desarrollo Regional), propuesta 
amparada en la comprensión dinámica 
de los riesgos de desastres, protección de 
derechos y superación de la pobreza. 
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Anexos nº1

Ilustración 1. El Ciclo del “Manejo del Riesgo”

Recuperación

Fuente: (Sánchez, 2010).

Onemi (2002) entiende la gestión de 
Reducción de Riesgos de Desastres en 
el Plan de Protección Civil, donde indica 
que es un proceso analítico de las fases 
del riesgo, donde será abordado a partir 
de una secuencia en etapas relacionadas, 
donde la sociedad debe participar en sus 
origines, para apropiarse de este proceso, 
para luego actuar en el territorio, el ciclo 
se agrupa en tres fases: 

1. Prevención: Involucra actividades des-
tinadas a intervenir en el Riesgo, accio-
nes y gestiones previas a la ocurrencia 
del evento, evitándolo definitivamente, 
reduciendo efectos en las comunidades, 
bienes y en el medioambiente. Esta fase 
incorpora etapas de prevención, itigación, 
preparación y alerta.

1.1 Prevención: Actividades destinadas a 
suprimir o evitar efectos negativos provo-
cados por la vulnerabilidad de las comu-

nidades ante amenazas en el medio.

1.2 Mitigación: Reducir el riesgo, recono-
ciendo que en ciertas ocasiones es impo-
sible evitar el evento.

1.3 Preparación: Conjunto de medidas 
y acciones previas al evento destructivo, 
destinadas a reducir la pérdida de vidas 
humanas y otros daños, organizando me-
didas de respuesta y rehabilitación para 
una actuación oportuna.

1.4 Alerta: Estado de vigilancia, la que 
puede ser declarada al advertirse la ocu-
rrencia de un evento desfavorable, para 
tomar precauciones.

2. Respuesta: Operaciones de atención 
ante el evento destructivo, se ejecutan 
inmediatamente ocurrido el evento. Te-
niendo por objetivo salvar vidas y reducir 
el impacto en la comunidad afectada.

Respuesta

Evento

Prevención
Alarma / 

alerta

Preparación 
y mitigación

Reparación y 
rehabilitación

Operaciones de 
emergencias

Reconstrucción

Prevención
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Anexo n°2

Marco Normativo del Sistema Nacional de Emergencias y Protección Civil

Fuente: (Oficina Nacional de Emergencias, 2014).

3. Recuperación: Acciones posteriores al 
evento desastroso, teniendo como finali-
dad volver al estado de desarrollo previo.

3.1 Rehabilitación: corresponde al perío-
do comprendido entre la finalización de 
la respuesta y el inicio de las acciones de 
reconstrucción, consistiendo en la recu-

peración de los servicios básicos y repa-
ración del daño físico, social y económico.

3.2 Reconstrucción: Reparación a me-
diano y largo plazo, de la infraestructura 
y de los sistemas de producción (Onemi, 
2002).  
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Anexo n°3

Marco Normativo para la Reducción de Riesgos de Desastres

Relación con RRD

Establece los IPT, los cuales exigen estudios de riesgos.

Establece requisitos mínimos. 

Regula uso de cauces. Faculta al MOP sobre la vigilancia 
de obras en cauces.
Obliga a que determinadas obras de infraestructura sean 
sometidas al EIA
Asigna a los Intendentes y Gobernadores la función de 
adoptar medidas para prevenir y enfrentar situaciones 
de emergencia.
Indica que estos organismos pueden desarrollar funcio-
nes relacionadas con la prevención de riesgos y respues-
ta en situaciones de emergencias.
Establece mecanismos de incentivo tributario a las do-
naciones efectuadas en caso de catástrofes. 
Crea Comité Nacional de Operaciones de Emergencias.

Instrumento
Ley de Ordenanza General de Urbanismo 
y Construcciones
Norma Chilena para el diseño 
sísmico de Edificios 

Código de Agua 

Ley de Bases del Mediombiente 

Ley Orgánica Constitucional sobre 
Gobierno y Administración Regional

Ley Orgánica de Municipalidades

Fondo Nacional de Reconstrucción 
y Donaciones  
D.S. 38 Constitución de COE

Fuente: (ONEMI, 2016).
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Resumen

El presente estudio buscó desentrañar los significados elaborados por las 
familias que experimentaron el terremoto de Arica, región de Arica y Pa-
rinacota, del 1 y 2 de abril de 2014 y que como consecuencia debieron ser 
desplazadas al barrio de emergencia Héroes del Solar. Se trata de una in-
vestigación de corte cualitativo que trabajó los datos desde el marco inter-
pretativo del interaccionismo simbólico. Para alcanzar los objetivos inves-
tigativos se utilizó el diseño flexible, mientras que para la elección de los 
participantes se utilizó el muestreo teórico. Los datos fueron producidos 
mediante la entrevista episódica, utilizando como estrategia de análisis 
la teoría fundamentada. Los resultados se agruparon en tres categorías: 
dimensión subjetiva del desastre desde las familias y la institucionalidad; 
dimensión subjetiva de la vulnerabilidad social, mediaciones y tácticas fa-
miliares; y proceso de desplazamiento desde las familias y la instituciona-
lidad. Las conclusiones sostienen la importancia de considerar el aspecto 
subjetivo en los procesos de desastre socionatural y desplazamientos, así 
como la vulnerabilidad social, lo que mejoraría la experiencia de las fami-
lias en los momentos de alojamiento temporal, asentamiento a largo plazo 
y reasentamiento definitivo tras la crisis.

Palabras Claves: familias, subjetividad, vulnerabilidad social, desastre so-
cionatural, proceso de desplazamiento. 

1 Psicóloga. Artículo basado en la tesis “Dimensión subjetiva del desastre: significados y experiencias sociales 
desde las familias vulneradas post terremoto 1 y 2 de abril 2014”, realizada para obtener el grado de Licenciada 
en Psicología y aprobada en el año 2016. Facultad de Ciencias Sociales y Jurídicas, Escuela De Psicología y Filo-
sofía, Universidad de Tarapacá. Profesores guía: José Sandoval Díaz y Juan Carlos Romero Romero. Arica, 2016.
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Introducción

En la actualidad, los desastres de origen 
natural y antrópico se han convertido en 
uno de los principales obstáculos para el 
desarrollo económico y social tanto de 
países como de los medios de vida de 
comunidades y familias (IDH, 2014). En 
efecto, comunidades y familias en con-
dición de pobreza y marginación suelen 
presentar una baja capacidad para antici-
par, resistir y recuperarse de los efectos de 
los desastres (Banco Mundial, 2014).

En el caso particular de Chile destaca que 
la amenaza natural con mayor área de 
influencia y severidad es el terremoto, se-
guido por las sequías (Banco Interameri-
cano de Desarrollo [BID], 2015). Sólo por 
dar un ejemplo, el terremoto del 27 de 
febrero de 2010 generó pérdidas econó-
micas de aproximadamente US$30.000 
millones, equivalentes al 15% del PIB del 
país (Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe [Cepal], 2010).  En ese 
contexto, América Latina en general y 
Chile en particular son escenarios geográ-
ficos puntualmente afectados por estos 
fenómenos (Vargas, 2002).  

No obstante, las líneas de investigación 
trabajadas desde la psicología han ten-
dido a enfocarse en el potencial impacto 
en la salud mental de los afectados, por 
lo que con frecuencia han adoptado un 
enfoque clínico remedial. Es por ello que 
existen escasas investigaciones desarro-
lladas en torno a la mediación entre las 
dimensiones estructurales e instituciona-
les de la vulnerabilidad ante desastres y la 
dimensión subjetiva/sentida de los suje-

tos involucrados. No han sido suficiente-
mente desarrollados los significados aso-
ciados a la experiencia de haber (sobre) 
vivido al evento o a los sentidos subjetivos 
diferenciados asignados al ciclo del de-
sastre (Toscana y Valdez, 2014). 

Para analizar de manera empírica las di-
mensiones interpeladas, analizaremos 
el caso del terremoto del Norte Grande 
ocurrido el 1 y 2 de abril de 2014, especí-
ficamente su impacto sobre la comuna 
de Arica. El 1 de abril, a las 20:46 horas, 
se percibió un sismo de mayor intensi-
dad (VIII Mercalli) en las regiones XV, I y 
II, respectivamente. De acuerdo a la infor-
mación proporcionada por el Centro Sis-
mológico Nacional (CSN), el movimiento 
alcanzó una magnitud de 8,2 en la escala 
de Richter en la región de Arica y Parina-
cota, por lo que la Oficina Nacional de 
Emergencia del Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública (Onemi) decretó eva-
cuación preventiva. Al día siguiente, a las 
23:44 horas, se registró un segundo sismo 
de mayor intensidad (VIII Mercalli y 7,6 de 
magnitud en escala de Richter) al suroes-
te de Iquique, que condujo a la evacua-
ción preventiva del borde costero en las 
regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y 
Antofagasta (Onemi, 2014). 

Después del terremoto, en la comuna de 
Arica se habilitaron carpas en el estadio 
Carlos Dittborn, donde se albergó a cer-
ca de 25 familias. Luego de aproximada-
mente cuatro semanas se procedió a la 
construcción y habilitación del barrio de 
emergencia Héroes del Solar, ubicado en 
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el sector sur de Arica (Plan de reconstruc-
ción XV región, 2014). El barrio de emer-
gencia fue habitado por 21 familias que 
permanecieron en él entre 2014 y 2016.  

De acuerdo a lo anterior, el presente es-
tudio busca responder las siguientes pre-
guntas de investigación: ¿cómo significan 
el desastre y posterior proceso de despla-
zamiento las familias e instituciones im-
plicadas en el terremoto de Arica (2014)? 
¿Cómo se configura la vulnerabilidad so-
cial subjetiva desde las familias del barrio 
de emergencia Héroes del Solar? En este 
contexto, el objetivo del estudio fue ana-
lizar la dimensión subjetiva del desastre 
vinculado a la vulnerabilidad social de las 
familias desplazadas al barrio de emer-
gencia Héroes del Solar tras el terremoto 
del 1 y 2 de abril (2014). 

A continuación se desarrollan las tres ca-
tegorías conceptuales desde las que nos 
posicionamos para desarrollar la presente 
investigación: a) los desastres comprendi-
dos como fenómenos socionaturales; b) 
la vulnerabilidad social como factor sub-
yacente a la emergencia de estos; y c) el 
proceso de desplazamiento como recon-
figuración familiar.  

¿Desastres socionaturales? 
Vulnerabilidad social y 
desplazamiento 

Las ciencias sociales han cuestionado la 
noción de desastre promovida por el en-
foque fisicalista/naturalista, que pone en 
el centro del análisis la amenaza natural. 
Para Vargas (2002), el desastre se conci-
be como una destrucción parcial o total, 
transitoria o permanente de un ecosiste-
ma, que se presenta cuando se desenca-

dena una fuerza o energía con potencial 
destructivo –amenaza– que encuentra 
condiciones de incapacidad territoriales 
para reponerse de sus efectos. Otra defini-
ción, que releva las dimensiones sociales 
del desastre, lo concibe como un proceso 
desencadenado por una amenaza natural 
que al encontrar condiciones propicias de 
vulnerabilidad en una población, causa 
alteraciones intensas, graves y extendidas 
en el funcionamiento normal del sistema 
(Salas, 2007). Por último, estos eventos 
procesuales arrastran décadas de mala 
planificación, pobreza, desigualdad, co-
rrupción y falta de gobernabilidad, por 
mencionar sólo algunos de sus factores 
subyacentes (Cardona, 2012). 

Sumada a estos factores subyacentes, la 
noción de vulnerabilidad social se ha tor- 
nado un concepto paraguas para la com-
prensión procesual e histórica de este 
tipo de eventos. Dada la complejidad del 
concepto, se pueden vislumbrar múlti-
ples conceptualizaciones a partir de la 
interpretación que se haga respecto de 
éste (Macías, 1992; Molina, 2014). Entre 
otros, destacan los aportes de Caroline 
Moser (1996), quien desarrolla el enfoque 
de vulnerabilidad-activos (Asset Vulnera-
bility Framework), definiendo el concepto 
como aquella inseguridad en el bienestar 
de individuos y hogares. Por otro lado, 
Kaztman y Filgueira (1999) sugieren que 
la vulnerabilidad social es una configura-
ción particular negativa, resultante de la 
intersección de dos conjuntos, uno defi-
nido a nivel macro, relativo a la estructura 
de oportunidades, y otro definido a nivel 
micro, referido a los recursos (activos/pa-
sivos) de los individuos (Filgueira, 2001). 
Sin embargo, los enfoques mencionados 
no incorporan dimensiones subjetivas al 
momento de analizar al individuo. 
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Es por esto que se torna relevante recons-
truir la dimensión subjetiva de las perso-
nas involucradas (Pérez, Agurto y Arteaga, 
2012; Pérez, 2013), considerando para esto 
“las valoraciones, percepciones y signifi-
cados asociados a la experiencia vivida en 
las distintas etapas del desastre” (Arteaga 
et al., 2015, p.103). Siguiendo esta pro-
puesta, tomamos la noción de vulnerabi-
lidad social subjetiva (Pérez, et al., 2012), 
definida como la “situación de propensión 

De acuerdo a lo expuesto, se plantea que 
la articulación entre los recursos familia-
res y la estructura de oportunidades se 
encuentra mediada subjetivamente por 
sentidos y afectos. Los sentidos se definen 
como “principios que orientan el accionar 
general del sujeto y que se ponen en jue-
go en la situación de crisis” (Pérez, et al., 
2012, p.116). Es a partir de los cursos de 
acción de las familias en situación(es) de 
vulnerabilidad cuando adquieren cohe-
rencia y logran ser entendidos desde una 
mirada externa (Pérez y Arteaga, 2013). 
Por otro lado, los afectos son aquellos 
sentimientos y emociones que se generan 
producto de la situación de vulnerabili-
dad. Así, los afectos se van diferenciando 
según se vinculen a los distintos esque-
mas vivenciales, con lo que configuran 
diversas tácticas ante estos escenarios de 
vulnerabilización (Pérez et al., 2012; Ar-
teaga y Pérez, 2011). En el contexto de una 
racionalidad situada y mediada estructu-
ralmente, privilegiamos el uso de la no-
ción de tácticas por sobre el de estrategia, 

al daño que es facilitada por procesos de 
significación, construidos culturalmente 
por los sujetos, en relación a sí mismos y a 
su entorno, en un contexto sociohistórico 
determinado por el desastre” (Pérez, et al. 
2012, p.8). En consecuencia, esta noción 
propone como clave de análisis las me-
diaciones subjetivas, las que actuarían 
de puente entre los sujetos/familias, sus 
recursos y la estructura de oportunidades. 
Siguiendo a Arteaga y Pérez (2011):

pues la táctica se refiere a esa reapropia-
ción astuta y microscópica que constituye 
el “arte del débil”, en contraposición a la 
estrategia, que apela a una acción racio-
nalizada e individualizada, orientada a lo 
cognitivo instrumental (Certeau, 1996, ci-
tado en Pérez et al., 2009; Arteaga, 2007). 

Por último, dentro de los procesos e im-
pactos que pueden generar los desastres 
socionaturales, encontramos los despla-
zamientos forzosos. Estos se definen por 
la evacuación de una población desde 
su territorio a otro lugar, ya sea por un 
tiempo definido o indefinido. Respecto a 
la noción de desplazamientos forzados, 
Lillo (2013) menciona que no hay una 
definición consensuada; sin embargo, en 
su revisión conceptual alude al trabajo 
realizado por Sarrible (2012), quien con el 
objetivo de aportar a la investigación del 
concepto, logra establecer la siguiente de-
finición operacional:  

“La red de significados construidos en la experiencia, a nivel simbólico y relacional, en 
función de las cuales se movilizan ciertos recursos, se distinguen ciertas estructuras 
de oportunidades, se establecen relaciones sociales y se elaboran tácticas en 
situaciones de vulnerabilidad” 
(Arteaga y Pérez, 2011, P.2).

luisa rojas páez
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Respecto a la periodización de los des-
plazamientos, el Comité Internacional de 
la Cruz Roja (2007, p.10, citado en Lillo, 
2013) rescata cuatro momentos o fases: 1) 
la huida (o evacuación); 2) el alojamiento 
temporal de emergencia en albergues o 
campamentos; 3) el asentamiento a más 
largo plazo en una comunidad de acogi-
da, campamento o estructura urbana; y 
finalmente 4) el reasentamiento defini-
tivo en un lugar distinto al de origen o el 
regreso y reintegración al lugar de origen 
(o retorno).

Las poblaciones afectadas por desplaza-
mientos forzados presentan problemas 
al menos en tres ámbitos: 1) nuevas rela-
ciones que se establecen entre los sujetos 
con el Estado a partir de sus políticas de 
intervención, que aumentan la descon-
fianza y dificultan la cohesión social; 2) 
nuevas configuraciones de memoria te-
rritorial, que aparentemente fortalecen la 
resiliencia comunitaria a costa de la conti-
nua exposición al riesgo; y 3) la emergen-
cia de nuevos riesgos sociales no conside-
rados y muchas veces provocados por la 
misma intervención de reasentamiento, 
tales como la desintegración familiar, 
la inseguridad social, la inestabilidad 
productiva y la segregación residencial 
(Pérez, et al., 2012; Rozo, 2007). Ugarte y 
Salgado (2012) plantean que los estudios 
generados en torno a los procesos de des-
plazamiento relevan la vinculación de los 
individuos y las comunidades con una 
estructura de oportunidades a pesar de 

que no han incorporado suficientemente 
el elemento subjetivo en la definición de 
las acciones de los sujetos ni se han ana-
lizado éstas desde la noción de política, 
considerando las nuevas configuraciones 
de relación que surgen entre el Estado y la 
población afectada.

A partir de los antecedentes menciona-
dos, la presente investigación tuvo como 
objetivo general analizar la dimensión 
subjetiva del desastre vinculado a la vul-
nerabilidad social de las familias despla-
zadas al barrio de emergencia Héroes del 
Solar tras el terremoto del 1 y 2 de abril de 
2014. Respecto a los objetivos específicos, 
estos fueron: 1) caracterizar la dimen-
sión subjetiva del desastre, tanto desde 
las familias vulneradas como desde los 
actores institucionales; 2) analizar la di-
mensión subjetiva de la vulnerabilidad 
social, identificando las mediaciones sub-
jetivas y tácticas familiares desplegadas; 
y 3) identificar los significados asociados 
al proceso de desplazamiento forzado, 
tanto de las familias como de los actores 
institucionales vinculados al desastre. 

Método

Para este trabajo se utilizó la metodolo-
gía cualitativa (Taylor y Bogdan, 1998) y 
se siguió el paradigma del interaccionis-
mo simbólico (Guba y Lincoln, 2002). El 
diseño utilizado fue flexible (Mendizá-
bal, 2006), pues se permitió incorporar 

“Los desplazamientos obligados fuera de la residencia habitual son de al menos un 
año de duración, de un grupo, sin distinción de las personas, debido a la modificación 
súbita (natural) o provocada por el hombre, del entorno, de tal modo que impide que 
esas personas continúen residiendo en el espacio habitual” 
(Sarrible, 2012, p.10, citado en Lillo, 2013, p.20).
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cambios sensibles al contexto, lo que 
posibilitaría capturar aspectos claves de 
la realidad analizada. Para el proceso de 
selección de participantes se utilizó el 
muestreo teórico acumulativo (Carrero, 
Soriano y Trinidad, 2012), que incluyó 
tanto a familias que habitan el barrio de 
emergencia Héroes del Solar como acto-
res institucionales que se desplegaron du-
rante las etapas del desastre. El criterio de 
finalización muestral se basó en la satu-
ración teórica, la que se alcanzó en el mo-
mento en que los datos comenzaron a ser 
repetitivos y no aportaban información 
novedosa (Carrero, et al., 2012). Por últi-
mo, para la producción de datos se utilizó 
la entrevista episódica (Flick, 2007) pues 
que permite profundizar en los cambios 
de rutina y situaciones de la vida cotidia-
na, tal como fue la experiencia del terre-
moto y el proceso en sí. 

1. Procedimientos

El proyecto consideró aspectos éticos re-
lativos a la confidencialidad de la infor-
mación a través de la aplicación de un 
consentimiento informado.  

Un contacto inicial con la presidenta de 
la Junta de Vecinos del barrio Héroes del 
Solar permitió bosquejar un panorama 
general de las experiencias y procesos de 
las familias de éste. Luego, de forma pro-
gresiva y siguiendo la guía del análisis de 
las entrevistas episódicas, se fue tomando 
contacto con las otras familias mediante 
la estrategia de bola de nieve. 

Respecto a la selección muestral, se esta-
blecieron criterios iniciales de inclusión 
para las familias participantes (Tabla 1). 
Estos criterios fueron los siguientes: 1) 

el grupo familiar posee un presupuesto 
común y establece el uso compartido de 
bienes durables y no durables; 2) presen-
cia de un jefe/a de hogar, quien se toma 
como referencia para determinar la re-
lación entre las personas de la vivienda; 
y 3) haber tenido daños en su residencia 
antigua y estar viviendo, por desplaza-
miento forzado, en el barrio de emergen-
cia Héroes del Solar. Posteriormente, los 
criterios de inclusión fueron complemen-
tados con las posiciones sociales relativas 
de los distintos jefes de hogares, lo que 
implicó incluir: 1) procedencia de vivienda 
anterior: arrendada y toma de terreno; y 
2) nivel socioeconómico: selección de fa-
milias con distintos quintiles (1, 2, 3 y 4). 
Esta información fue complementada 
con la Ficha de Catastro Individual (terre-
moto Norte Grande) solicitada mediante 
Ley de Transparencia y se trianguló con 
datos entregados por cada jefe/a de ho-
gar, lo que permitió una actualización de 
antecedentes tales como edad y número 
de integrantes de familia actual.

Como segundo momento, para la selec-
ción e incorporación de las instituciones 
se consideraron los criterios vinculados 
a la activación institucional ante riesgo y 
emergencia, así como a aquellas institu-
ciones identificadas en los relatos familia-
res, entre las que se seleccionó: 1) Onemi 
regional; 2) Oficina de Emergencia de la 
Ilustre Municipalidad de Arica; y 3) Caritas 
Chile, sede Arica.

luisa rojas páez



266

Tabla 1. Caracterización de las familias participantes del barrio de emergencia 
Héroes del Solar

Fuente: elaboración propia.

2. Estrategia de análisis de datos

Una vez transcritas las entrevistas, se 
utilizó la teoría fundamentada (Strauss 
y Corbin, 2002), en adelante TF, como 
estrategia de análisis de la información, 
apoyada en el software Atlas Ti versión 7. 
La versión utilizada de la TF es la straus-
siana, “orientada a un trabajo de investi-
gación más enraizado en la descripción 
interpretativa que en la construcción de 
teoría formal emergente” (Carrero et al., 
2012, p.19). Para ello se utilizaron dos ni-
veles de análisis: codificación abierta y 
codificación axial. 

Resultados

1. Dimensión subjetiva del desastre 
desde las familias 
y la institucionalidad

En el mapa de análisis explicativo (Figu-
ra 1), la categoría central es la dimensión 
subjetiva del desastre, de la que se des-
prenden las significaciones analizadas 
por las familias e institucionalidad. 
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Figura 1. Mapa de análisis  de la dimensión subjetiva del desastre desde las familias 
y la institucionalidad

Fuente: elaboración propia.

1.1. Dimensión subjetiva 
del desastre: familias 

Las familias significan el desastre vivido 
como un shock (cód.1) en el que pueden 
distinguir efectos de distinto nivel, tales 
como pérdidas materiales (vivienda y ob-
jetos domésticos) y psicosociales (ansie-
dad, miedo, emociones desadaptativas, 
entre otras), lo que implica un cambio 
abrupto en la vida familiar. Este antes y 
después del desastre (cód. 2) impacta en 

la intimidad y cotidianidad familiar, tanto 
en el plano individual de cada integrante 
como en las relaciones familiares e inter-
personales. Respecto a esto, la siguiente 
cita caracteriza tanto los efectos psicoso-
ciales sentidos desde las familias vulnera-
das como este shock o cambio abrupto en 
la vida personal.

“Ya la cuestión es que la segunda noche me fui al albergue en la escuela D-26 de 
Las Américas y nos dieron colchonetas y ahí tomamos desayuno, y la cuestión es 
que duró re poco, nos mandaron a las casas. La cosa es que yo no quería volver allá 
porque quedé con psicosis y mis niñitas igual, ¿me dio como psicosis, o no? Yo cuando 
iba a tomar té quería la puerta abierta, quedé así como con shock, entonces de ahí 
empezamos a dar vueltas si encontrábamos algo donde podíamos estar” 
(Mujer, 41 años, jefa de hogar).
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Estas experiencias marcadas por un claro 
significado negativo para las familias son 
comprendidas en un contexto de apropia-
ción del desastre como un proceso (cód. 
3) que no se remite sólo al impacto de la 
amenaza sino también a la vulnerabiliza-
ción continua post impacto. Lo anterior se 
agudiza con la emergencia del significado 

1.2. Dimensión subjetiva del 
desastre: institucional 

Esta dimensión se configura a partir del 
código emergencia/respuesta (cód. 5), 
lo que implica que el desastre se focaliza 
desde la emergencia. Desde este código, 
las acciones institucionales son diseñadas 
para otorgarles una pronta respuesta a 
las familias y población en general bajo 
el código cubrir necesidades básicas (cód. 
9), consistentes en abrigo, alimentación y 
techo. Esta lectura institucional da cuenta 

a la deriva: incertidumbre (cód. 4), pues-
to que tanto el futuro como el retorno a 
la cotidianidad previa al desastre están 
marcados por la incertidumbre debido a 
la desinformación institucional, prome-
sas y peticiones sin cumplir o cumplidas 
a medias.

de  que el desastre es considerado  única-
mente desde el impacto de la amenaza, 
considerándolo un evento (cód. 8) aislado 
de un contexto social, cultural y político, 
donde, además, las acciones del Estado se 
restringen a la mera entrega de recursos 
materiales y físicos de preservación fisio-
lógica de la vida. Al respecto, se destaca la 
siguiente cita:

“Cuando pasó el terremoto aquí, yo me fui, no más, a la deriva, sin saber la 
solución, ni nada, a lo que fuera, no más. Esa fue mi experiencia. A pesar que la 
pasé mal en todo este tiempo, al menos ya voy a tener mi casa, algo propio, que 
al final uno lucha por sus hijos, no más”
(Mujer, 62 años, jefa de hogar).

“La etapa de accionar de Onemi fue el traer estas casas, instalarlas junto con el 
Ejército, también, Onemi fue dejar rápidamente instalado el campamento con las 
condiciones de habitabilidad que ellos necesitan y que son básicas. También se 
gestionó el tema de la electricidad, Onemi también hizo la gestión con Emelari para 
darles electricidad, luego también de eso además se hicieron otro tipo de gestiones, 
como compras de elementos, se entregaron colchones, frazadas, plásticos para los 
techos por la humedad del sector, también se entregaron contenedores de baños y 
duchas, también se entregaron tachos de basuras para que se mantuviera el tema del 
aseo y ornato en el lugar” 
(Representante de Onemi regional).
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De lo anterior emerge la noción de dam-
nificado-beneficiario (cód. 6), definida a 
priori y gubernamentalmente. Las fami-
lias afectadas, concebida la afectación 
desde un plano material, deben postular 
al beneficio mediante la aplicación del 

instrumento de clasificación de daños 
materiales, la Ficha Básica de Emergencia 
(FIBE). Dicho instrumento determina la 
posibilidad de otorgar o no la vivienda de 
emergencia (cód. 7).

“Estas familias fueron evaluadas por el Ministerio de Desarrollo Social con la encuesta 
EFU (Encuesta Familiar Única de Emergencia), bueno, ex EFU, ahora FIBE (Ficha 
Básica de Emergencia), para recibir este beneficio” 
(Representante de Onemi regional).

1.3. Contradicciones y tensiones 

Analíticamente, este eje presenta dos ac-
tores con interpretaciones contrapuestas 
sobre el significado vivenciado ante el 
desastre. Por un lado, las familias vulnera-
das destacan un continuo de experiencias 
desfavorables, tanto en el ámbito perso-
nal como relacional, lo que marca un an-
tes y un después en la trayectoria familiar. 
Por otro, la institucionalidad entiende el 
desastre reducido a la emergencia, es-
tableciendo criterios de focalización de 
recursos en pos de la preservación fisioló-
gica de la vida en el corto plazo y de res-
puesta a las pérdidas físicas para el me-
diano y largo plazo. 

2. Dimensión subjetiva de la 
vulnerabilidad social: mediaciones 
y tácticas familiares 

La categoría central es vulnerabilidad social 
subjetiva (Figura 2), la que se explica a par-
tir de las mediaciones subjetivas. Desde 
estas mediaciones surgen diferentes afec-
tos y sentidos familiares, los que condicio-
nan el acceso y movilización de recursos 
frente a la estructura de oportunidades. 
Esta condición va configurando los mo-
dos de acción que utiliza cada familia, es 
decir, sus tácticas, las que a continuación 
se detallan.  
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Figura 2. Mapa de análisis de vulnerabilidad social subjetiva de las familias del 
barrio de emergencia Héroes del Solar

Fuente: elaboración propia.

2.1. Táctica de resignación 

Ésta se distingue en las familias que sue-
len realizar acciones para mantener sus 
estilos de vida lo más idénticamente posi-
ble a lo que eran hasta antes del desastre. 
Esta táctica está marcada por los sentidos 
de endeudamiento e inevitabilidad y utiliza 
como principal oportunidad el acceso 
a créditos bancarios (mercado) frente a 
una municipalidad indiferente respecto a 

quienes no aparecen caracterizados como 
pobres (Estado). El afecto que prima es la 
frustración a nivel familiar ante un contex-
to que vulnerabiliza aún más las fragilida-
des pre-desastre. En este tipo de táctica 
las familias limitan su accionar bajo el 
esquema de lo realizable dentro de sus 
posibilidades. 

“No sé qué parámetros se toman en cuenta para ayudar a las personas, yo tengo 
necesidad y la mayoría de los gastos los hago endeudándome con las tarjetas y en 
cuotas, pero no me da para hacer un cierre en mi casa y es ahí donde la municipalidad 
no ayuda, hay que ser pobres y ahí recién ven si tienes posibilidades. Por el Gamaliel 
no me dan ninguna ayuda especial porque yo no soy como las personas que van a 
llorar la carta, yo me enfoqué en la recuperación en Gamaliel por la epilepsia (…)” 
(Mujer, 36 años, jefa de hogar).
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“Entonces no todos entienden eso, creen que es una obligación, que el gobierno tiene 
que mantenerlos poco menos, ¿cacha’i?… entonces yo no lo encuentro justo, a mí no 
me gustan así las cosas, a mí me ha costado tener mis cosas, así que… uno tiene que 
esforzarse para tener sus cosas, si no, voy a vivir siempre más pobre” 
(Mujer, 32 años, jefa de hogar).

“En la parte social ya no es lo mismo, no te llaman a las juntas, mis amistades se 
fueron alejando y diluyendo, yo también me fui cerrando porque muchas veces los 
amigos del bolsillo son los amigos de uno. Yo era manito abierta,  siempre invitaba, 
hacía la mansa fiesta y ese era mi estar de vida, po’, y llegar a una situación de llegar 
a vivir a una casa de madera con gente ordinaria, mal vestida, fue terrible (…) lo que 
me importa ahora es que las dos niñas estén en el colegio, ellas van al Santa Ana, y 
que no sientan la vulnerabilidad. Se ha tratado en lo posible que no se sienta, ya que 
hay compañeritas que son de otro nivel y viven en otros sectores, entonces para que 
no se sientan discriminadas, yo trataba de que muy pocos apoderados se enteraran 
dónde yo estaba viviendo” 
(Mujer, 41 años, jefa de hogar).

2.2. Táctica de individualismo 

La configuración de esta táctica está me-
diada subjetivamente por los afectos de 
dignidad y apoyo familiar, a partir de los 
que las familias valoran y organizan sus 
acciones bajo la idea de esfuerzo perso-
nal. Esto implica (sobre) valorar las accio-
nes del jefe de hogar por sobre los apoyos 
externos, prioritariamente gubernamen-
tales. Esta apreciación resulta clave para 
comprender esta táctica, pues caracteriza 

2.3. Táctica de ocultamiento 

La característica de esta táctica es estar 
mediada subjetivamente por los afectos 
de orgullo y vergüenza, lo que se relaciona 
con una noción de endeudamiento y es-
tigma. Esta composición particular hace 
que en la práctica las familias enfrenten 

una subjetividad cerrada ante una posible 
asistencia estatal bajo el simbolismo del 
esfuerzo individual como motor de cam-
bio que los diferencia de otras personas 
pobres asistidas permanentemente. La 
utilización de este tipo de táctica se dis-
tingue en las familias donde el jefe de ho-
gar ha visto tensionada su posición como 
proveedor y cuidador post desastre. 

sus problemas en la privacidad del hogar, 
evitando solicitar ayuda o acciones que 
puedan levantar sospechas en torno a la 
falta de recursos económicos, optando 
por el endeudamiento en el mercado para 
mantener sus estilos de vida previos.
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2.4. Táctica de solidaridad 

La conformación de este tipo de táctica se 
diferencia de las anteriores en dos ámbi-
tos. En primer lugar, por la baja recurren-
cia y utilización de este tipo de acciones 
por parte de las familias entrevistadas. En 
segundo lugar, porque la organización y 
ejecución de estas acciones van más allá 
de las gestiones individuales del jefe de 
hogar, pues son mancomunadas entre 

3. El proceso de desplazamiento 
desde las familias y la 
institucionalidad 

En el mapa de análisis explicativo (Figu-
ra 3), la categoría central es el proceso 
de desplazamiento, abordado desde los 
significados diferenciados tanto de las 
familias como de la institucionalidad. 
Este mapa identifica como detonante del 
desplazamiento el impacto del terremoto 
(2014), a partir del cual emergen cuatro 
momentos: a) evacuación; b) alojamiento 
temporal (carpas); c) asentamiento a lar-
go plazo (barrio de emergencia); y d) re-
asentamiento definitivo (reconstrucción). 

éste y al menos un integrante. Bajo este 
modo de acción prima una sensación de 
reciprocidad familiar junto con los afectos 
de apoyo familiar tanto para necesidades 
cotidianas como para los proyectos de 
desarrollo de sus integrantes. Con esta 
táctica se rehúye la posibilidad de acudir 
a préstamos económicos del mercado. 

“Bueno, cuando no tenemos mucha plata pa’ fin de mes juntamos latas de cervezas 
con mi hija, salimos a recoger por allá y luego las vendo. Yo guardo esa plata, 
entonces cuando falta la plata, yo saco de ahí. Que sirve para comida y esas cosas. 
Mi hijo también está trabajando, pero él está ahorrando para entrar a estudiar 
Agronomía… él está trabajando ahora para juntar la plata y pagar… tuvo que 
congelar, porque como le digo, el año pasado estábamos mal de plata, pero igual 
siempre aporta con cositas…” 
(Mujer, 62 años, jefa de hogar).
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“Bueno, en ese entonces yo estaba embarazada de él (hijo menor) y el que quedó con 
más daños fue mi hijo mayor… es que él estaba con una vecina, se asustó, no quería 
volver a donde vivíamos antes, aparte que estuvimos cuatro días en el cerro y todo 
eso para él fue muy impactante, aparte que también decían que se iba a venir otro 
más fuerte… fue fome porque yo no estaba con mi hijo y cuando llegué a la casa no 
estaba, él estaba en otro lado, ya había evacuado… lo encontré como a las tres de la 
mañana (el terremoto fue a las 20:45) y más encima yo embarazada… fue horrible” 
(Mujer, 31 años, jefa de hogar).

Figura 3. Mapa de análisis del proceso de desplazamiento que experimentaron las 
familias pertenecientes al barrio de emergencia

Fuente: elaboración propia.

3.1. Proceso de desplazamiento: 
experiencias y significados 
elaborados por las familias 
vulneradas 

Al momento de evacuación, las familias 
pertenecientes al barrio de emergencia 
significan ésta como una experiencia ne-
gativa: horrible (cód. 1), pues cada familia 
la vive desde los problemas e insegurida-
des que les suscitó. 

luisa rojas páez



274

Posterior a la evacuación, el siguiente cur-
so de acción (alojamiento temporal) fue  
significado como una opción marcada 
por el sufrimiento(cód. 2). Esto implicó 
que la decisión tomada por las familias 
que optaron por desplazarse a las carpas 
de emergencia  estuvo limitada principal-
mente por la falta de alternativa de otros 

El alojamiento temporal tuvo una dura-
ción de tres semanas en promedio para 
cada familia y luego fueron desplazadas 
al barrio de emergencia (asentamiento a 
largo plazo). La instalación en el barrio de 
emergencia forjó nuevas configuraciones 
en la dinámica familiar, produciendo en 
ocasiones tensiones interpersonales que 
antes no se observaban, particularmente 

Habitar el barrio de emergencia ha sido 
uno de los momentos más críticos y difi-
cultosos para las familias, y ha afectado 
sus estilos de vida, proyecciones a futuro 
y bienestar. Es por eso que significan este 
momento con el código de vivir como 
”pollos en corral ajeno”: emergencia de 

cercanos que los refugiasen. El sufrimien-
to se vincula a la experimentación de di-
ferentes formas de vulnerabilización del 
alojamiento temporal debido a la impo-
sición de reglas arbitrarias y estándar por 
parte de las instituciones del Estado, las 
que no consideraron ni las necesidades, 
ni particularidades de cada familia.

debido a la escasa privacidad con la que 
pudieron contar en ese espacio sus inte-
grantes. Por otro lado, emergieron nuevos 
riesgos sociales que no se consideraron al 
momento de reasentamiento, tales como 
delincuencia, riesgos medioambienta-
les (focos de infección), discriminación y 
prejuicios, tanto dentro como fuera del 
campamento. 

nuevos riesgos sociales (cód. 3), lo que da 
cuenta de que las familias, a pesar de los 
intentos por adaptarse a esta nueva forma 
de vivir, no logran afrontar dicho proceso 
a cabalidad y se sienten, en la mayoría de 
los casos, ajenas a este barrio impuesto. 

“Nos daban colaciones frías y almorzábamos en el colegio politécnico, y a mi perrita 
no me la dejaron entrar a las carpas y ahí la deje amarrada. Yo la sufría con mi perra, 
igual, me daba pena tenerla ahí amarrada” 
(Mujer, 24 años, jefa de hogar). 

“Fue un cambio en todo sentido, teníamos una sola media agua para los tres, yo tenía 
todo amontonado aquí, entonces ahí yo dividía con los closets, entonces dormíamos 
los tres en la cama de dos plazas. Y todo eso teníamos amontonado” 
(Mujer, 38 años, jefa de hogar). 



275

Siguiendo esta línea, surge la propuesta 
para el reasentamiento definitivo (re-
construcción) de parte del Estado. Este 
momento es significado como una opor-
tunidad impuesta limitada (cód. 4). Una 
oportunidad en la medida en que les 
permitiría poseer una vivienda nueva, 
pero impuesta y limitada, pues no hubo 
otras alternativas que consideraran parti-
cularidades y propuestas familiares. Res-
pecto a ello emergen distintas dinámicas 

asociadas a la toma de decisiones para 
el reasentamiento definitivo, como fue 
la petición por parte de las autoridades 
(Servicio de Vivienda y Urbanismo, Ser-
viu) de contar con un ahorro de 500.000 
mil pesos chilenos para la inscripción que 
les permitiría optar a las nuevas viviendas. 
Esta solicitud de ahorro produjo nuevos 
endeudamientos no presupuestados, lo 
que hizo que las personas tuvieran que 
recurrir al mercado financiero.  

“¡No! Si es como si estuviéramos en un barco y aún no encontramos los flotadores, 
todavía estamos acá estancados, cuando nos vayamos al departamento ahí vamos 
hacer cambio de switch porque ahí vamos a decir que somos clase media, porque acá 
somos ‘pollo en corral ajeno’. Cuando yo esté en el departamento podré decir ‘en estas 
cuatro paredes esto es mío’, ahí las niñas podrán hacer su pijamadas. Por aquí somos 
‘pollo en corral ajeno’, por aquí nos topamos con cualquier gente, si anda con cuchillo 
o drogas no sabemos, por eso te digo que yo no me siento a gusto aquí” 
(Mujer, 41 años, jefa de hogar).

“La primera solución que hubo, ahí nos metieron, fue en dos meses… en un record…  
había que tener 500 lucas, nos endeudamos (…) nos conseguimos por unos amigos 
por aquí por allá, pero no por los bancos porque el jefe de mi marido está endeudado 
con un banco, así que no podía, y yo, por ser dueña de casa, más difícil. Con un amigo 
nos conseguimos 100 mil pesos, avances de nuestras tarjetas y así lo hicimos, nos 
endeudamos. Y ahora estamos más endeudados porque los créditos siguen corriendo 
y no alcanzamos a cubrir porque no sabíamos que nos darían seis meses más de 
plazo para juntar ese dinero. Ahí uno se puede organizar con el tiempo en esos seis 
meses, juntando todos los meses 100 mil pesos, pero hasta algunos recibieron dinero. 
Yo fui reclamar; ¿cómo no nos dijeron eso antes? Si desde un principio nos dijeron que 
había que pagar dentro de los dos meses… uno se asusta porque lo que más quieres 
es ¡tener tu casa propia, po’!” 
(Mujer, 36 años, jefa de hogar).
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Un aspecto clave del cierre del proceso 
son los proyectos de vida familiar (cód. 5) 
pues dejan en evidencia que la mera en-
trega de la vivienda definitiva no significa 
para las familias el cierre del proceso de 
vulnerabilización post desastre. Para las 
familias, la consecución de los proyectos 
(re)elaborados y trazados a largo pla-
zo es lo que permite ir cerrando etapas, 
retomando y/o reelaborando las metas 

3.2. Proceso de desplazamiento: 
institucional 

Analizar el proceso de desplazamiento 
desde la óptica institucional permitió 
identificar la focalización de acciones y 
recursos desplegados para cada fase. En 
este sentido, el momento de evacuación, 
a nivel institucional, es significado desde 

fijadas de manera previa a la crisis des-
encadenada por el evento. En síntesis, si 
bien las familias conciben las distintas 
etapas de desplazamiento a partir de los 
espacios mencionados, el malestar en el 
habitar se vivencia como un continuo in-
diferenciado ante las distintas etapas de 
desplazamiento, el que sólo es posible re-
elaborar a partir de la entrega y apropia-
ción de la casa propia. 

la importancia de cuantificar el evento 
(cód. 6), lo que se traduce en datos numé-
ricos: la magnitud del terremoto, la con-
tabilización de evacuados, números de 
heridos y fallecidos. 

“Con el nuevo departamento me da la seguridad que mi hijo tendrá algo concreto, 
que ya está, darles valores que la gente ha perdido y más que nada enfocarlos a eso, y 
con el tiempo ir viendo un sitio, pero lo bueno es que ahora tenemos el departamento, 
que es algo concreto. Como te decía, un sitio, porque somos hartos, y para que tengan 
sus mascotas, también tener un negocio porque nosotros somos trabajólicos, de 
hecho, yo trabajaba con un carrito de Coca Cola, hay hartas cosas que hacer todavía 
y que las hemos ido aplazando porque, como te digo, aquí no podemos hacer nada, 
po’… lo bueno es que somos bien incentivados y movidos: si están las oportunidades, 
hay que tomarlas” 
(Mujer, 36 años, jefa de hogar). 

“El 1 de abril ocurrió un terremoto… porque ocurrieron dos terremotos el mismo día… 
un 8.2 y un 7.8 (en escala de Richter), y que generó también bastantes problemas 
y complicación en la región. Que, ciertamente, la región se comportó a una buena 
altura, no tuvimos ningún lesionado ni muertos por este evento” 
(Representante Onemi regional).
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Respecto al alojamiento temporal, se ha-
bilitaron carpas para las familias que su-
frieron pérdidas materiales o daños ma-
yores en la infraestructura de su vivienda. 
Este momento es significado por la insti-
tucionalidad como respuesta a necesida-
des básicas: abrigo, techo y alimentación 
(cód. 7), puesto que el apoyo brindado 
consistió en la entrega de abrigo (fraza-
das), techo (carpas de emergencia) y ali-
mentación (colaciones frías).

Respecto a este momento es importante 
destacar que la institución no realiza ma-
yor focalización en otras dimensiones de 
apoyo, tales como contención emocional 
o  intervenciones psicosociales a familia-

En este contexto, el accionar de Onemi se 
mantuvo hasta el traspaso de la adminis-
tración hacia la Municipalidad de Arica, 

La institucionalidad entiende el momen-
to de reasentamiento definitivo (recons-
trucción) a partir de la aplicación de po-
líticas de subsidios habitacionales como 
solución (cód. 9). Esto involucra tomar 
acciones guiadas por políticas tradiciona-
les, orientadas a subsidios habitacionales, 
donde las familias deben postular y gene-

res, y se conforma con solventar las ne-
cesidades fisiológicas básicas. Posterior-
mente, se buscó desplazar a las familias 
al asentamiento de largo plazo (barrio de 
emergencia), donde las acciones desa-
rrolladas estuvieron enfocadas sólo en la 
administración de viviendas tradicionales 
(cód. 8). Esto supone construir un nuevo 
barrio sin considerar el contexto previo de 
existencia de las familias ni las condicio-
nes particulares propias de un contexto 
de desastre, homologando la pérdida de 
una vivienda producto del evento con la 
pérdida de una vivienda en un contexto 
tradicional (como, por ejemplo, elegir 
arrendar otra vivienda). Al respecto, se 
destaca la siguiente cita relevante:

desde donde asumieron la responsabili-
dad acotada a solventar gastos de servi-
cios básicos (pago de agua). 

rar un ahorro (500.000 mil pesos chile-
nos) para obtener la vivienda. Es decir, la 
solución habitacional (cód. 10) es el cierre 
de este proceso; desde el momento de la 
solución habitacional, la institución en-
tiende la culminación de su intervención.

“Luego de realizarse todo el proceso administrativo para las familias albergadas en 
el estadio Carlos Dittborn, se les llevó al barrio de emergencia “Héroes del Morro”…
que actualmente se llama “Héroes del Solar”. A las familias que llegaron al barrio de 
emergencia, se les entregó más de dos viviendas, incluso tres… con la idea de poder 
darles una mejor condición de habilitad a las personas” 
(Representante de Onemi regional).

“Nosotros sólo asumimos la responsabilidad del pago del agua, pero nada más, 
a ellos se les consideró como una junta de vecinos más, se les han dado regalos 
para la Navidad y esas cosas” 
(Ilustre Municipalidad de Arica, Oficina de Emergencia).

luisa rojas páez
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“A ellos se les dio un departamento y tuvieron que postular como cualquier otra 
familia de escasos recursos, no se les hizo nada especial” 
 (Ilustre Municipalidad de Arica, Oficina de Emergencia).

3.3. Contradicciones y tensiones en 
las familias e institucionalidad 

Las experiencias de las familias dan cuen-
ta de la focalización a nivel institucional 
orientada a mejorar la infraestructura bá-
sica, dejando de lado las acciones que se 
orientan hacia las personas, como la pro-
tección de sus medios y recursos físicos y 
simbólicos. Para las familias habitantes 
del barrio de emergencia, el momento 
más crítico se relaciona con riesgos socia-
les, conflictos familiares y entre vecinos, 
como también la estigmatización de es-
tar en un barrio alejado geográficamen-
te. También permite relevar que el mero 
otorgamiento de una vivienda para las 
familias no es equivalente al bienestar fa-
miliar sino que más bien es interpretado 
como una solución impuesta (por parte 
del Serviu), la cual debió acatarse para 
dar por terminado el proceso para las ins-
tituciones. En tanto, para las familias este 
cierre sólo se produce cuando pueden re-
anudar y formular sus proyectos de vida 
familiares en el largo plazo. Finalmente, 
este proceso da cuenta de cómo la apli-
cación de políticas tradicionales en con-
textos de desastres (como fue la lógica de 
aplicar subsidios habitacionales), con es-
tándares de tiempos acortados, vulnera-
biliza aún más a las familias, obligándolas 
a tomar acciones como el endeudamien-
to para poder hacer frente a tal presión.

Discusión y conclusiones 

Los análisis desarrollados por esta inves-
tigación dan cuenta de la relevancia y 
pertinencia de considerar la dimensión 
subjetiva como elemento comprensivo 
ante los desastres socionaturales. Este 
desafío nos lleva a comprender la relación 
entre subjetividad y acción a la luz de una 
perspectiva teórica que promueva el rol 
de un sujeto activo en la configuración de 
recursos y oportunidades, enfatizando las 
dimensiones menos evidentes e imprede-
cibles y menos determinadas por la racio-
nalidad (Pérez et al., 2009).

Por lo tanto, las propuestas y recomenda-
ciones que se derivan de la investigación 
recaen en dos ejes fundamentales. El pri-
mer eje, en el ámbito de políticas públi-
cas, se relaciona con la futura formulación 
y construcción de la política nacional en 
Gestión para la Reducción de Riesgo de 
Desastres, que debe considerar la impor-
tancia de incorporar la noción de vulne-
rabilidad social subjetiva para visualizar 
a las personas, familias y comunidades 
como entes que experimentan y signi-
fican de forma particular y distintiva las 
emergencias y desastres. Esto permitiría 
que las intervenciones estatales y guber-
namentales sean validadas y respeta-
das por la comunidad y no consideradas 
como impuestas o arbitrarias.
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El segundo eje tiene que ver con las eta-
pas de mitigación y reconstrucción. Éstas 
se proponen como elementos claves y re-
levantes para el trabajo en contextos de 
desastres. En cuanto a la mitigación, se 
propone el enfoque de mitigación popu-
lar del riesgo, un proceso realizado desde 
y con la población y sus organizaciones, 
que busca transformar las condiciones 
de vida y las relaciones de producción 
que determinan tales condiciones. Este 
enfoque promueve el desarrollo de los 
recursos y las capacidades de las familias 
y comunidades que en contextos desfavo-
recidos y de alta vulnerabilidad social se 
ven más expuestas a sufrir los impactos 
de desastres.

En este sentido, incorporar este enfoque 
de forma transversal y como un disposi-
tivo para el trabajo y estudio concreto de 
la realidad cotidiana de las comunidades, 
en las distintas instituciones guberna-
mentales, privadas y de la sociedad civil, 
promovería y fortalecería mejores progra-
mas y/o proyectos para reducir los riesgos 
y las vulnerabilidades ante desastres so-
cionaturales. Lo anterior, por añadidura, 
mejoraría la experiencia en los momentos 
de alojamiento temporal, asentamiento a 
largo plazo (barrios de emergencia) y re-
asentamiento definitivo (reconstrucción).
 
Respecto a la etapa de reconstrucción y tal 
como se ha venido planteando, es impe-
rante desplazar el acento en la reposición 
de vivienda y equipamiento para familias 
y comunidades afectadas por un desastre 
hacia una mirada que procure que las per-
sonas, familias y comunidades puedan re-
construir sus proyectos de vida familiares 
y comunitarios. La incorporación de esta 
dimensión supone abordar la reconstruc-
ción desde un enfoque territorial y partici-

pativo, como un proceso multidimensio-
nal capaz de integrar elementos referidos 
a la vivienda/hogar, dinámicas familiares, 
pero también los referidos a sentimientos 
de pertenencia, barrio, comunidad(es) y 
territorios.  

Finalmente, las limitaciones de este estu-
dio dicen relación con  la temporalidad y 
acceso de las/os participantes. En primer 
lugar, la investigación se desarrolló en 
contextos y singularidades importantes 
para las familias del barrio de emergen-
cia, como fue el anuncio de la fecha de 
cambio a la nueva vivienda, el que generó 
diversos efectos, sobre todo  confusión, 
pues la información entregada por parte 
de la I. Municipalidad de Arica y el Serviu 
de Arica y Parinacota fue ambigua y con-
fusa, lo que generó falsas expectativas en 
las familias respecto a la fecha oficial de 
traslado. Además, el acceso a las/os par-
ticipantes fue difícil al comienzo, pues no 
existía familiaridad con el barrio de emer-
gencia, lo que implicó tiempos adiciona-
les para concretar encuentros clave en 
una investigación de enfoque cualitativo.

luisa rojas páez
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Resumen

En el Archipiélago de Chiloé, Región de Los Lagos, se encuentra Isla Tac, la 
primera isla menor que dispone de electricidad durante veinticuatro horas 
a partir del año 2000. Ante el interés por analizar las transformaciones te-
rritoriales generadas por la instalación de energía, es posible comprender 
la incidencia y el protagonismo de la electricidad en las islas, para así en el 
futuro poder planificar coherentemente el desarrollo local. 

El presente artículo busca dar a conocer la realidad que deben enfrentar a 
diario los habitantes de la Isla, advirtiendo los hallazgos, las ventajas y des-
ventajas que producen la instalación de electricidad. Este documento invita 
a tomar conciencia sobre la responsabilidad de considerar las mediciones 
locales durante el proceso de electrificación, analizando elementos como: 
la capacidad de gastos de la comunidad, sustentabilidad, participación lo-
cal, entre otros indicadores; los que deben ser concertados colectivamente 
para un adecuado desarrollo de esta isla y el mar interior de Chiloé.

Palabras Claves: Isla Tac, electricidad, fuente de generación, costo, inver-
sión.

1 El presente artículo se basa en la Tesis Energía Eléctrica en Isla Tac: Análisis de las transformaciones terri-
toriales desde el año 1990 hacia 2030, para optar al grado de Arquitecta de la Universidad de Chile. Profesor 
guía: Jeannette Roldán. Santiago, 2016.
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Introducción

Este artículo problematiza la forma en la 
que las islas del mar interior de Chiloé ob-
tienen la energía eléctrica. Analisis que se 
inscribe  en un contexto en que las solu-
ciones se alejan de la realidad local y de la 
política sustentable nacional. Por el con-
trario, se privilegian alternativas cortopla-
cistas y altamente contaminantes, que 
mantienen la dependencia energética  a 
combustibles fósiles, recurso ajeno y cos-
toso, sin considerar, que por el contrario 
en el lugar, abunda el viento y las fuentes 
mareomotrices, las que son gratuitas.

Las ideas aquí propuestas resumen las 
transformaciones que se originan en el 
territorio producto de la instalación de 
diferentes fuentes de generación eléctrica 

en la Isla Tac. Se exponen los principales 
resultados y conclusiones para contribuir 
al escenario energético insular chileno.

Ahora bien, es necesario considerar que 
cuando comúnmente hablamos de elec-
tricidad pensamos en todos los artefactos 
eléctricos que funcionan con esa energía 
(celulares, televisores, refrigeradores, ilu-
minación, otros), o en las líneas de distri-
bución, pero nos olvidamos del tipo de 
fuente de la que proviene. El origen de 
la generación de energía eléctrica es la 
matriz del sistema, que sustenta un tras-
fondo que está ligado al concepto de in-
versión o al concepto de gasto; como se 
aprecia en el esquema N°1:

Esquema 1. Fuente de Generación: Muestra las fuentes de energía renovable y con-
vencional; con sus respectivas consecuencias

Fuente: elaboración propia.

Fuente de generación

Energía Renovable

Desarrollo Sustentable

Largo plazo

Inversión 

Energía Convencional

Desarrollo Económico

Corto plazo

Costo

mediante

conduce al

con resultados al

siendo una

conduce al

con resultados al

siendo una
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Cuando hablamos de fuentes renovables 
o Energía Renovable (ER), hacemos refe-
rencia a los recursos que se encuentran en 
la naturaleza de manera ilimitada y que 
una vez consumidas se pueden regenerar 
de manera natural o artificial. 

Dentro de las tecnologías que componen 
a esta fuente están: la solar, la eólica, la 
mini hidroeléctrica, la geotermia, la marí-
tima y la biomasa (Serway y Jewett, 2008). 
La decisión de utilizar fuentes renovables 
conduce al desarrollo sustentable de los 
territorios, bajo una lógica de equilibrio 
económico, social y medioambiental, y 
con una mirada a largo plazo. 

Las energías renovables no contaminan el 
medioambiente gracias a la nula emisión 
de CO² y de otros gases contaminantes 
a la atmósfera. En resumen, la ER es una 
inversión debido a que  representa un be-
neficio a futuro y sostenible en el tiempo 
(Behling y Behling, 2002).

En contraposición, las fuentes no reno-
vables o Energía Convencional (EC), que 
también se encuentran en la naturaleza, 
son aquellas que una vez consumidas no 
hay forma de obtenerlas nuevamente. Lo 
anterior implica que sus reservas son li-
mitadas, por lo que un consumo excesivo 
puede agotarlas antes de lo previsto. 

Dentro de las EC, se pueden distinguir 
dos alternativas: fósil (carbón, petróleo y 
gas natural) y nuclear (uranio) (Serway y 
Jewett, 2008). Estas fuentes no renovables 
fueron las que en un inicio impulsaron 
el desarrollo económico de los territo-
rios (siglo XIX), pues permitían obtener 
energía  de forma rápida. Sin embargo,  
la decisión de utilizar EC no consideraba 
las consecuencias a largo plazo, situación 

que en la actualidad está generando se-
rias externalidades negativas, materiali-
zándose en una dependencia externa que 
vuelve inestable el abastecimiento ener-
gético, la volatilidad de los mercados y la 
degradación del entorno, producto de la 
emisión de contaminantes a la atmósfe-
ra. En resumen, la EC es un gasto debido a 
que cubre una necesidad en la actualidad, 
pero no se espera obtener un rendimiento 
posterior (Behling y Behling, 2002).

Nos preguntamos, a propósito de ello, 
¿qué sucede en las islas de nuestro país? 
Estas zonas presentan problemas de co-
nectividad, bajo número de habitantes y 
una provisión menor de servicios básicos  
como la red eléctrica, red de agua pota-
ble y alcantarillado; además manifiestan 
dificultades para acceder a la educación 
y la salud (Berdegué, J. Jara, E. Modrego, 
F. Sanclemente, X. y Schejtman, A. 2010). 
Son por ello, espacios altamente preca-
rizados, en los cuales  eventos como la 
implementación de luz eléctrica, generan 
transformaciones significativas en la cali-
dad de vida de sus poblaciones y en la for-
ma en cómo establecen relaciones con la 
estructura de oportunidades.

Los territorios insulares están sujetos a 
modificaciones más notorias, debido a 
que sus parámetros medibles son más pe-
queños y accesibles para la realización de 
estudios. Es así como cambios en ámbitos 
sociales, medioambientales y económi-
cos se pueden identificar beneficios, por 
ejemplo: mejoras en la calidad de vida, 
disminución de la emigración, el cambio 
climático y crecimiento del mercado (Sán-
chez, 1984). 
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Sin embargo, los ejemplos descritos son 
sólo generalidades y no necesariamente 
se aplican en todos los territorios insula-
res. Por eso  es necesario investigar cada 
caso de manera local y así controlar la in-
cidencia de la fuente de generación ener-
gética a lo largo del tiempo.

Mirándolo así, nace la necesidad de pro-
fundizar en este aspecto. Se toma como 
caso de estudio la Isla Tac, ubicada en Ar-
chipiélago de Chiloé, Región de Los Lagos. 
Esta fue la primera isla menor en acceder 
a la electricidad durante las veinticuatro 
horas, gracias a un proyecto de genera-
ción híbrida eólico-diésel inaugurado en 
el año 2001. A partir de este caso, se busca 
identificar: ¿Cómo influye la fuente de ge-
neración eléctrica en la calidad del habi-
tar local de la Isla Tac?

Caso de estudio: Isla Tac

Para llegar a Isla Tac es necesario nave-
gar tres horas desde Dalcahue. Durante 
ese tiempo la lancha recorre una distan-
cia aproximada de 45km. Administrati-
vamente Tac pertenece a la Comuna de 
Quemchi, Archipiélago de Chiloé, Región 
de Los Lagos. 

La isla tiene una superficie de 6,4km² y 
presenta una estructura tradicional aso-
ciada al bordemar. La rampa de acceso es 
el punto de encuentro principal,  en torno 

a la cual se emplazan mayoritariamente 
las viviendas y el centro cívico de la comu-
nidad (iglesia, escuela básica y posta).

En cuanto al modo de vida, Tac se carac-
teriza por mantener a través de los años 
su identidad local. Destacan los lazos fa-
miliares, el comunitarismo y una vigente 
organización vecinal, que demuestra la 
activa participación de los dirigentes que 
luchan y defienden los derechos básicos y 
sociales de los Taquinos. 

La economía, en tanto, es de subsistencia 
doméstica y de intercambio menor con 
fuertes lazos de comercio con las islas 
aledañas y principales centros urbanos de 
Chiloé (Dalcahue y Castro). Las activida-
des pesqueras son la fuente principal de 
la población, gracias a que aún se conser-
van algunas especies marinas como: sie-
rras, merluzas y crustáceos. Hacia el inte-
rior de la isla, entre montes, se desarrollan 
la agricultura (papas y ajos) y la ganadería 
(ovinos, porcinos y bovinos).

La llegada de la electricidad a la Isla Tac 
fue una apuesta innovadora e inesperada 
para la isla, debido a que el uso de ER era 
desconocido por la población y porque en 
el corto plazo no se esperaba una inter-
vención de ese tipo. Esta situación es con-
firmada por el presidente de la junta de 
vecinos, Erminio Cárcamo, que recuerda 
una conversación sostenida con el alcalde 
Víctor Maldonado, quien le dijo:

ericka marlene osses aravena
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“(…) ´Sabe Don Erminio, le cuento que hay un proyecto de luz eólica que lo 
destinaron para otro sector del norte de Chile y no lo quisieron, no lo aceptaron´. 
Y bueno, el proyecto eólico era desconocido, nunca, o sea por hablada se había 
escuchado de eólico, pero nadie sabía en realidad en qué consistía. Y yo le dije: 
´Bueno si la alternativa es traerlo para acá, bienvenido sea porque nosotros 
necesitamos luz´. Y me dijo: ´Yo en la otra reunión que vaya a Santiago, voy a tratar 
de traer este proyecto a Tac, si usted lo acepta´. Y entonces él, cómo era el alcalde, 
y sabía y tenía contacto con este caballero que era norteamericano dijo:´Entonces 
yo voy a traer a este hombre y que venga a la isla, a  una reunión con toda la 
comunidad y veamos en qué consiste este proyecto eólico´. Así que el hombre 
cumplió su palabra, trajo al caballero, al dueño del proyecto y tuvimos una reunión 
con la gente y toda la gente aceptó”. 
(Cárcamo, entrevista semi estructurada, isla Tac 2015).

De esta forma, ingresó el proyecto eóli-
co-diésel a Isla Tac, que consideraba: dos 
turbinas de viento de 7,5kW, que tienen 
una altura de 24m cada una, y que esta-
ban conectadas a dos cadenas paralelas 
de baterías con una capacidad de alma-
cenamiento de 100,6kWh; además de dos 
apilados inversores con una unidad de 
control y un generador diésel de 17,5kVA. 
El sistema está diseñado para proporcio-
nar una potencia de salida máxima de 
13,8kVA para abastecer a 73 familias, in-
cluyendo la escuela y el centro comunita-
rio (Stevens, 2001).

La tipología de funcionamiento del siste-
ma híbrido eólico-diésel de la isla Tac po-
see un controlador en los monitores del 
sistema, que gestiona  todos los aspectos 
del flujo de energía; condiciones de falla, 
la carga de la batería y de control del mo-

tor diésel. Los controladores de turbina 
de viento reconocen individualmente el 
voltaje de la batería y proporcionan carga 
a las baterías. Al escasear la carga en las 
baterías, se activa el generador diésel para 
iniciar un ciclo de carga completa,  permi-
tiendo al técnico local aprender fácilmen-
te el sistema (Stevens, 2001).

Al ser un proyecto pionero en la materia, 
la participación de todos los actores fue 
fundamental; existiendo la cooperación 
entre el Laboratorio Nacional de Energía 
Renovable de los Estados Unidos (Nrel), 
el Gobierno Regional de la Región de Los 
Lagos, Saesa, Wireless Energy Ltda. y los 
habitantes de Isla Tac, entre otros. Se in-
virtieron $133.660.000 pesos (Stevens, 
2001). El detalle de las acciones y costos 
se presenta a continuación:
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“Antes teníamos chonchones (…) linternas, muy pocas personas tenían 
linternas. Entonces había bastante pobreza aquí en esta comunidad, mucha 
pobreza. Sí, nosotros estamos en la delantera en el tema eléctrico. Nosotros 
nos sentimos orgullosos de eso, tener luz. Lo que otras islas no lo es. Ser los 
primeros en tener luz las 24 horas”. 
(Lagos, entrevista semi estructurada, isla Tac 2015).

Tabla 1. Actores: Muestra los actores, las acciones que se realizaron y los costos del 
proyecto eólico-diésel de Isla Tac

Fuente: elaboración propia en base a los datos entregados por Isla Tac Power System (Stevens, 2001).

Los resultados producidos por estas accio-
nes no se hicieron esperar con la llegada 
de la energía, puesto que comenzó a cam-
biar el sistema de vida de los Taquinos, 
modificando aspectos del ser, estar, hacer 

Sin embargo, con el transcurso de los años 
el proyecto comenzó a presentar fallas 
por la falta de planificación; lo que derivó 

y tener (Max-Neef, 1993). Así lo reconoce 
Wenceslao Lagos, secretario de la junta 
de vecinos en el momento que se instaló 
el proyecto eólico:

en el reemplazo de la fuente de genera-
ción; así lo relatan sus propios habitantes:

Actores

Laboratorio Nacional de Energía Re-
novable de los Estados Unidos (NREL)

Comunidad Isla Tac

SAESA

Gobierno Regional de la Región 
de Los Lagos

Departamento de Energía de Estados 
Unidos (DOE) y la Comisión Nacional 

de Energía de Chile (CNE)
Wireless Energy Ltd.

Costo total

Acciones

Realiza donaciones de equipos tecnológicos

Participación a través de reuniones informativas 
y pagando  la cuota de empalme

Responsable de la administración 
del servicio eléctrico

Gestión y subvención, entregando la mayor 
parte del financiamiento

Ambos realizan un acuerdo de cooperación, 
bajo la dirección del PER, tiene el fin de evaluar 
e implementar una red eléctrica eólica y diésel

Instalador y mantención del sistema

Costo

$ 14.740.000

$ 7.100.000

$52.720.000

$ 59.100.000

$ 133.660.000

ericka marlene osses aravena
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 “No abasteció a toda la necesidad de la isla. Y bueno ahí fue un error, sería del 
inventor del eólico, porque nunca dijo está  bueno, este sistema está catalogado 
para tantas casas. Ahí tuvo la falencia, no hubo planificación. Después ya cuando 
tomó  Saesa, se interesó y cambio ya el sistema eólico, ya no corre, está ya ahí 
haciendo presencia no más. Dejo de funcionar será unos diez años atrás, yo no sé 
si aguantó sería -cinco a seis  años que estuvo el proyecto eólico. Dejó de funcionar 
por el problema que no abastecía las necesidades, por eso se dejó de lado. No hubo 
ni un proyecto más, solamente como ya estaba en manos de Saesa , entonces dijo 
Saesa : ´no si la única solución es generadores a motor diésel´, y como ya estaba 
el proyecto por su cuenta, entonces ellos hicieron el arreglo para que  estas cosas 
funcionen mejor. siempre monitoreado por Saesa .Saesa  ya es la empresa a cargo 
de ahí, ya nosotros quedamos independientes, solamente recibimos el servicio y 
ellos se hacían responsable de monitorear todos los sistema de funcionamiento y 
todo ya quedo a cargo de ellos”. 
(Carcamo, entrevista semi estructurada, isla Tac 2015).

De esta forma, se tomó la decisión de re-
emplazar la fuente de generación renova-
ble, por dos motores diésel, uno de 65kVA 
y otro de 44kVA. Esto provocó la depen-
dencia del sistema, alejando a la comu-
nidad y aumentando el precio de la luz 
para los habitantes (se incurre constante-
mente en un gasto, puesto que periódica-
mente es necesario inyectar combustible 
al sistema).

Frente a estos problemas, los Taquinos 
han publicado diversas notas en su blog: 
“Isla Tac paga luz 800% más cara que el 
pueblo más cercano” o “La luz más cara 
del mundo se paga en Isla Tac” (Isla Tac, 
2017), con el fin de encontrar una solución 
al problema de la electricidad. 

Estas acciones obtuvieron como respues-
ta una subvención que amortigua los 
precios de la electricidad. Sin embargo, 
la medida adoptada está lejos de ser una 
solución definitiva y sustentable en el 
tiempo. Centrar la mirada en el precio im-
pide comprender la envergadura de una 
intervención eléctrica; donde la fuente de 
generación es el núcleo del sistema.

Resultados y metodología

Los resultados presentados en este ar-
tículo sólo son una muestra de la inves-
tigación original, de forma que los indi-
cadores descritos a continuación fueron 
seleccionados arbitrariamente por el au-
tor, priorizando las variables directamen-
te afectadas por el tipo de fuente de ge-
neración. Cabe señalar que son muchos 
indicadores los que se ven afectados de 
manera colateral a partir de la generación 
eléctrica.

Finalmente, los resultados expuestos; 
sustenta una metodología mixta de tipo 
cualitativo y cuantitativo. Se revisaron de 
datos censales nacionales del INE 1992 
y 2002, el levantamiento de la muestra 
censal (elaboración propia) del 100% de 
las viviendas particulares habitadas en la 
Isla Tac durante el 2016. Conjuntamente 
se realizaron entrevistas semi-estructu-
radas a Wenceslao Lagos, secretario de la 
junta de vecinos, quien participó en todo 
el proceso de electrificación y Erminio 
Cárcamo, presidente de la junta de veci-
nos, quien recepcionó la idea de electrifi-
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car eólicamente la isla. Ambos dan cuenta 
del proceso de electrificación de la comu-
nidad, desde su origen hasta concretar el 
proyecto; lo cual permite obtener la mira-
da de los dirigentes comunales.

Esta información es presentada a través de 
un texto descriptivo, gráficos de puntos, 
gráficos de barras y gráficos circulares. To-

dos ellos se organizan  en tres dimensio-
nes de trabajo: social, medioambiental y 
económico, estructura básica interdepen-
diente que compone el territorio insular y 
que permite un acercamiento inicial para 
establecer de mejor manera el análisis. A 
continuación, son detalladas estas tres di-
mensiones:

Gráfico 1. Variación de la población total: Muestra la variación de la población total 
de la Isla Tac en función de los años censales.

Fuente: elaboración propia..

Se reconoce que cuando no había energía 
existía, en el año 1992 un total de 283 per-
sonas que habitaban Isla Tac. Esta cifra se 
incrementó con la llegada de ER en el año 
2002 un 15,2%. Se hipotetiza que este fe-
nómeno fue consecuencia de contar con 
electricidad durante las 24 horas, escena-
rio que fomenta un imaginario en el que 
existen nuevas y mejores oportunidades 
laborales, educacionales, de salud, en-
tre otros. Además, es importante señalar 

que este fenómeno no ha sido exclusivo 
de  esta isla, sino también de otras, como 
Laitec (comuna de Quellón), la que tam-
bién experimentó un alza de pobladores 
una vez se instaló una red eléctrica, pero 
la población  rápidamente volvió a migrar,  
pues fue consciente de que este adelanto 
no bastó para satisfacer su imaginario de 
bienestar (levantamiento de aprendizajes 
Los lagos 2017).
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Sin embargo, el cambio de la fuente de 
generación (instalación de EC) elevó los 
precios de la electricidad, alejando las 
promesas de una energía asequible y 
fiable. Esto se tradujo en una emigración 
hacia otras islas, lo que hizo descender el 
número de  la población. Es así como la 
población que utilizó ER era mayor en un 
13,6% con respecto a la que utilizó EC.

Estas cifras demuestran la inestabilidad 
del crecimiento poblacional, por lo que 
no es posible establecer una tendencia, 
quedando la puerta abierta a especular 
un descenso lineal o que se produzca un 
crecimiento de la cantidad de población 
de acuerdo a las medidas que se tomen a 
futuro.

Cabe destacar la relevancia que adquiere 
el número de habitantes en los territo-
rios insulares, puesto que estos son los 
que mantienen la soberanía sobre el te-

rritorio. Esta acción permite fortalecer al 
Estado, mantener el patrimonio cultural 
y natural. Por otra parte, a mayor pobla-
ción, menores serán los precios unitarios 
de los servicios básicos, medida que afir-
ma el habitar en la isla. Sin embargo, es 
necesario regular la carga demográfica, 
puesto que la excesiva cantidad de per-
sonas degrada el territorio insular que se 
caracteriza por presentar un ecosistema 
especialmente frágil.

Medioambiente

En este ámbito se identifica que la ge-
neración eléctrica conlleva a la experi-
mentación de diferentes tipos de con-
taminación medioambiental, como: 
atmosférica, acústica y visual. La primera 
variable abordada es la contaminación 
atmosférica y se aprecia en el siguiente 
gráfico:

Gráfico 2. Variación de la contaminación atmosférica: Muestra los valores de la can-
tidad de contaminación atmosférica producida por la central eléctrica en Isla Tac

Fuente: elaboración propia..
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El primer dato tiene un valor nulo cons-
tante, esto se debe a que en el primer pe-
ríodo no existía la central eléctrica, cabe 
mencionar que solo se miden los conta-
minantes generados a partir de la instala-
ción eléctrica. 

Por esta razón, en el año 2000, produc-
to de la instalación del sistema híbrido 
eólico-diésel que genera un salto en la 
tendencia nula, apareciendo una leve 
contaminación atmosférica, debido a la 
utilización de un motor diésel de 12.5kVa 
que apoya al sistema eólico en caso de no 
haber viento. Finalmente, los gases con la 
instalación de EC, generan un incremento 
de un 316,7% con respecto a la etapa ante-
rior. Esto se debe al aumento del consumo 

y que la producción de energía eléctrica 
proviene en un 100% de dos generadores 
diésel de 65kVa y 44kVa de potencia.

La generación de electricidad a partir de 
EC desestabiliza el medio ambiente e in-
duce el cambio climático que genera el 
efecto invernadero que todos conocen; 
provocando problemas a la salud de las 
personas. En consecuencia, se vuelve 
indispensable realizar todos los esfuer-
zos para conseguir generar una ener-
gía limpia para revertir el deterioro del 
medioambiente.

En segundo lugar, se reconoce la contami-
nación acústica:

Gráfico 3. Variación contaminación acústica: Muestra de la variación de contami-
nación acústica a siete metros por la central eléctrica en la isla Tac en función del 
tiempo

Fuente: elaboración propia..
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La emisión de cero decibeles, en el inicio, 
se debe a la inexistencia de la central de 
generación eléctrica en la Isla Tac. Desde 
el segundo período, se produce el salto de 
un 100,0% producto de la instalación de 
ER.

El ruido producido por la ER en 2002 au-
menta en un 57,3% en relación a la utili-
zación de EC en 2016. Esto se debe a que 
en el segundo tramo el ruido lo producen 
las dos turbinas eólicas al rotar juntas, 
mientras que en el tercer tramo el rui-
do está compuesto por las dos turbinas 
eólicas abandonadas que aún rotan por 
efecto del viento más el motor diésel que 
alimenta permanentemente de energía a 
la comunidad. 

El impacto acústico, producto de la gene-
ración de electricidad, es un aspecto muy 
relevante que debe ser abordado desde el 
primer momento y durante todo el proce-
so, sobre todo considerando que los avan-
ces tecnológicos permiten acceder a me-
jores y más eficientes recursos en armonía 
con el medioambiente. Por ejemplo: los 
nuevos aerogeneradores han evoluciona-

do considerablemente bajando sus emi-
siones de ruido por debajo de la mitad de 
los que se producían hace veinte años.

Continuando con el enfoque de los distin-
tos contaminantes, es preciso referirse a la 
contaminación visual. En Isla Tac es pro-
ducida por las turbinas eólicas y por la red 
de transmisión eléctrica. La primera varia-
ble  se vincula con el tamaño físico de la 
turbina, con la distancia entre la turbina 
y el observador, el número, el diseño y la 
disposición espacial de las turbinas den-
tro del territorio. 

En Isla Tac, se instalaron dos turbinas eóli-
cas de 24m de altura, las cuales se pueden 
ver desde el centro cívico. Sin embargo, la 
imagen es muy vaga desde otros puntos 
de la isla o desde el mar. Tal como se pue-
de apreciar en la siguiente fotografía la 
sutileza del tamaño, la altura y la cantidad 
de las turbinas eólicas dentro del paisaje; 
asignando, incluso, un valor agregado, 
debido a que difunden un sello renova-
ble para la Isla Tac el cual puede utilizarse 
como marca turística. 

Imagen 1. Panorámica sistema eólico: Muestra el impacto visual y la relación de las 
turbinas eólicas con la Isla Tac desde el centro cívico en el año 2016

Imagen: Ericka Osses, 2016.
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Gráfico 4. Percepciones del estado de las turbinas: Muestra el nivel de información 
sobre el estado actual de las turbinas eólicas

Fuente: elaboración propia.

Sin embargo, en la actualidad estos aero-
generadores resultan ser una publicidad 
engañosa que confunde a los habitantes, 
porque cuando se les pregunta: ¿Usted 

sabe el estado del funcionamiento actual 
de los aerogeneradores o eólicos de la isla 
Tac?, las respuestas son:

Estas respuestas dejan entrever cierta 
confusión acerca del funcionamiento de 
los aerogeneradores. De esto se extrapo-
la, una contaminación visual de chatarra 
sin uso, que mezcla el orgullo de ser la pri-
mera isla menor con electricidad durante 
24 horas y el fracaso de un trabajo colecti-
vo que buscaba energía limpia.

Económico

Los principales indicadores económicos 
afectados en Isla Tac por el tipo de fuen-
te de generación son: el consumo y el 
precio tarifario de la electricidad para los 
habitantes. Al abordar el indicador del 
consumo, se está haciendo referencia 
al consumo estimado, incluyendo sólo 
los artefactos catastrados por los censos 
1992, 2002 y 2016, en los que se considera 
únicamente un artefacto por vivienda y en 
ningún caso se realiza proyección de cre-
cimiento, ya sea por variación en cantidad 
o por incorporación de otros tipos de arte-
factos electrónicos por vivienda. 

No sabe

Dos turbinas funcionan

Una turbina funciona

No funciona ninguna turbina

2,8%

27,8%

52,8%
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Gráfico 5. Consumo eléctrico anual: Muestra de las variaciones del consumo anual 
estimado y real de electricidad de toda la Isla Tac

Fuente: elaboración propia.

El primer dato relevante que arroja el grá-
fico es que en 1992 no hay electricidad. Sin 
embargo, el censo registró  diversos arte-
factos  eléctricos que permiten estimar un 
consumo de 18,4MWh.

Esta información no fue considerada al 
momento de instalar el sistema eléc-
trico, puesto que el consumo anual real 
está muy por debajo del consumo anual 
estimado. La producción anual real del 
2002 no es capaz de cubrir la demanda 
energética anual del grupo de artefactos 
censados en la Isla Tac ese mismo año. 
Es el caso de las 45 lavadoras o los 82 te-
levisores, los cuales poseen un consumo 
estimado anual de 53,4MWh y 35,8MWh, 
respectivamente, que están por sobre los 
16MWh generados en la red. Este fenó-
meno se debe a que la central eléctrica 
instalada no es capaz de abastecer la de-

manda creciente de la isla, por lo que se 
producen continuos cortes de electricidad 
por sobrecarga del sistema.

Las cifras del consumo anual real del 2016 
están por debajo del consumo anual es-
timado tanto en el segundo, como en el 
tercer período; además esta cantidad de 
energía consumida, apenas es suficiente 
para el funcionamiento anual estima-
do de 76 lavadoras, el cual consiste en 
90,1MWh. Si bien durante este período la 
central de energía eléctrica fue capaz de 
producir la energía necesaria para el con-
sumo anual estimado, las personas op-
taron por no ocupar todos sus artefactos 
eléctricos, esto debido al elevado costo 
que la electricidad posee. 

Cabe recordar que los resultados del con-
sumo durante el 2016, están condiciona-

[MWh]

200

150

100

50

0 [-]
1992 2002 2016

18,4

102,8

178,5

90

16

Co
ns

um
o 

an
ua

l t
ot

al

Consumo estimado Consumo real



297

Gráfico 6. Valor de la electricidad: Muestra la comparación del precio de una boleta 
promedio de 88,23kWh de electricidad en la Isla Tac, Isla Grande de Chiloé, Puerto 
Montt y Santiago

Fuente: elaboración propia en base a los datos obtenidos de la Superintendencia de Electricidad y Combus-
tible (SEC) y Saesa.

dos por diversas acciones al interior de las 
viviendas para disminuir el consumo, las 
que van más allá de lo racional en desme-
dro del propio confort, como es el hecho 
de mantener sin uso artefactos eléctricos, 
como ocurre con los refrigeradores. A pe-
sar de todos estos esfuerzos, estas accio-
nes no han ejercido el efecto esperado. 
Muy por el contrario, cada día aumenta el 

enfado de una comunidad que se siente 
discriminada al pagar una de las tarifas 
más caras del país.

En cuanto, al indicador que hace referen-
cia a los precios tarifarios eléctricos se 
estipula una boleta tipo que compara los 
precios de Isla Tac con la Isla Grande de 
Chiloé, Puerto Montt y Santiago. 

Las cifras expresadas en el grafico anterior 
evidencian que el precio de la electricidad 
en Isla Tac es hasta tres veces mayor al que 
se paga en Isla Grande de Chiloé, Puerto 
Montt y Santiago. Aquello demuestra  la 
inequidad del sistema, medida que difi-
culta y desmotiva el habitar insular.

Otro punto a destacar es que la empresa 
emite una boleta bimestral, por lo que al 
momento de cancelar la cuenta impacta 
aún más profundo en los ingresos de los 
isleños, obligando a la población de Tac a 
desembolsar por una factura como la des-
crita un 44% del sueldo promedio.

[$CLP]

35.000

30.000

25.000

20.000

15.000

10.000

0 [-]
años

Va
lo

r c
ar

go
 fi

jo
 m

en
su

al

30.943

10.710
12.285

9.219

Isla Tac Isla Grande de Chileoé SantiagoPuerto Montt

ericka marlene osses aravena



298

Ante este escenario, el Ministerio de 
Energía ha decretado una nueva tarifa 
de consumo eléctrico, en conformidad al 
acuerdo tarifario firmado entre la empre-
sa distribuidora de energía Saesa  y la Ilus-
tre Municipalidad de Quemchi, durante el 

año 2016. Esta tarifa comenzó a regir des-
de enero del 2017 y estipula un subsidio 
para un consumo máximo de 100 kWh 
mensual (Rebolledo, 2017). A continua-
ción, se presentan los precios para el 2017: 

Tabla 2. Tarifa para Isla Tac 2017: Muestra los precios fijados entre 27 diciembre 2016 
al 27 febrero 2017 para la Isla Tac

Fuente: elaboración propia en base a carta  Rebolledo, 2017.

De esta forma el Estado se ve obligado a 
inyectar anualmente más de 100 millo-
nes de pesos en subvención eléctrica para 
Isla Tac. Sin embargo, esta medida es un 
constante gasto que no soluciona el pro-
blema de raíz, sino que mantiene la ines-
tabilidad de la isla, quedando a merced 
del clima óptimo para transportar el dié-
sel, las variaciones diarias del precio del 
combustible, entre otros. Sumado a que 
el subsidio tiene un tope que 100kWh, 
cifra que está por debajo de lo plantea-
do por la Comisión Nacional de Energía 
del Gobierno de Chile, quien estipula un 
consumo promedio mensual de energía a 
nivel país, para una familia tipo de cuatro 
personas es de 180KWh mensual.

Conclusiones

La historia energética de la Isla Tac reve-
la la importancia que tiene la fuente de 
generación respecto al comportamiento 
que adquiere la comunidad. Del caso de 
estudio, se infiere que no es considerada 
la información previa (censo 1992) como 
base, ni que no se desarrolla un catastro 
de artefactos eléctricos o mediciones den-
tro de la isla. 

Tampoco se realizó una comparación con 
la media utilizada a nivel país, coyuntura 
que conduce a que la red eléctrica insta-
lada genere una cantidad de electricidad 
muy por debajo de lo esperado e incum-
pliendo con el consumo de la isla. Esto de-
muestra que estos territorios son aislados 
no solo por su geografía, sino principal-
mente por las decisiones arbitrarias que 
se toman lejanas de  la realidad local.

Precio energía
según consumo

Menor a 100kWh

Mayor a 100kWh

3.513

3.513

133,349

1382,408

Precio energía
$/kWh

Cargo fijo $
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La utilización de ER y EC en Isla Tac de-
muestran lo disímiles de las consecuen-
cias de estas fuentes. Por un lado, las EC 
han mostrado la tremenda dependencia 
que significa para la isla, el alto costo eco-
nómico, la contaminación del medioam-
biente y el individualismo que debilita los 
lazos comunitarios. Las cifras demuestran 
el decrecimiento en ámbitos sociales, 
medioambientales y económicos que 
motivan la emigración, debido al desme-
dro continuo de en la calidad de vida.

En contraposición las ER permiten la au-
tosuficiencia y sostenibilidad energética 
para Isla Tac, porque comprometen el de-
sarrollo de la industria, creando empleos 
en las etapas de estudio, instalación, 
mantenimiento y operación, activando el 
sector local en la construcción y explota-
ción de la instalación, ofreciendo la opor-
tunidad de invertir en el proyecto y obte-
ner retribuciones económicas. 

Satisfacen además, una demanda histó-
rica por contar con los mismos servicios 
que reciben quienes habitan zonas co-
nectadas y asumimos preliminarmente, a 

manera de hipótesis, que incluso pueden 
paliar la migración de isleños e isleñas, 
garantizando los derechos básicos de la 
comunidad. Elevan la calidad de vida y 
estabilizan el habitar insular. A su vez, 
disminuyen la contaminación del medio 
ambiente protegiendo la biosfera y  mejo-
rando la imagen del territorio, lo que fun-
ciona incluso como un recurso turístico 
potencial. 

Uno de los aspectos no considerados 
usualmente, es que al contar con luz eléc-
trica constante, los centros educacionales 
locales se ven reforzados notablemente. 
Incentivan la participación y el compro-
miso ciudadano, logrando el arraigo y 
apropiación colectiva del proyecto. Por 
otro lado, favorecen la seguridad del su-
ministro al diversificar la matriz ener-
gética, reduciendo la exposición a la vo-
latilidad de los precios de los mercados 
energéticos externos, y tienen un amplio 
rango de aplicación doméstica e indus-
trial produciendo energía a precios cada 
vez más competitivos. Son inagotables y 
abundantes. Los propios Taquinos reco-
nocen que se trata de una gran idea:

“ Era buena idea, una buena idea, pero  yo creo que con el tiempo se pudo 
haber hecho, sacado más provecho”. 
(Lagos, entrevista semi estructurada, isla Tac 2015).

Debemos entender que la solución a 
las carencias de electricidad y su precio, 
deben ser trabajadas a largo plazo, por 
medio de una planificación que estipule 
acciones permanentes para el corto, me-
diano y largo plazo, pero conservando el 
medioambiente, integrando a la sociedad 
y respondiendo de manera acertada a los 
requerimientos económicos, encaminan-

do a estas tres dimensiones hacia el desa-
rrollo equilibrado y renovable de Isla Tac.
Por consiguiente, entender el territorio 
supone responsabilidad frente a los re-
cursos que no deben ser despilfarrados, 
ya sea al hablar de recursos naturales, su-
ministro de servicios, subvenciones, parti-
cipación de la población, entre otros. 

ericka marlene osses aravena
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Velar por una adecuada intervención en 
el territorio de Isla Tac requiere del com-
promiso de todos los sectores en forma 
conjunta y cooperativa, de manera de 
marchar hacia una misma dirección que 
permita el desarrollo de la Isla.

Se espera que en un futuro encender la 
luz de en Isla Tac deje de ser un gasto para 
los habitantes y el Estado; y de una vez 

por todas la energía se transforme en una 
inversión que materialice el desarrollo 
sustentable, restaurando el compromiso 
con los territorios insulares, los que pre-
sentan una gran oportunidad al momen-
to de intervenir, donde la comunidad es la 
más agradecida, y que hoy aún no olvida 
lo que representa la electricidad para la 
isla:

“Fue un gran paso porque ahí nació. Sí  pueh, claro fue la primera isla que tuvo 
el proyecto, eso, yo, nos marcó, o sea diferencia a todas las otras islas. Porque 
en realidad hay islas que todavía no cuentan con luz eléctrica. Hicimos noticias 
porque recibimos el beneficio”. 
(Cárcamo, entrevista semi estructurada, isla Tac 2015).
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SOMOS una institución privada, sin fines de lucro y con intereses públicos, 
cuyos orígenes se remontan a 1994.
CREEMOS que superar la pobreza que experimentan millones de chilenos 
y chilenas en nuestro país es un desafío de equidad, integración y justicia 
social. 
CONTRIBUIMOS a la superación de la pobreza promoviendo mayores grados 
de equidad e integración social en el país, que aseguren el desarrollo huma-
no sustentable de las personas que hoy viven en situación de pobreza.
DESARROLLAMOS nuestro quehacer en dos líneas de trabajo: por una parte, 
desarrollamos intervenciones sociales a través de nuestro programa SERVI-
CIO PAÍS, que pone a prueba modelos innovadores y replicables para resolver 
problemáticas específicas de pobreza y, por otra, elaboramos propuestas 
para el perfeccionamiento de las políticas públicas orientadas a la supera-
ción de este problema, tanto a nivel nacional como local. Así desde nuestros 
orígenes hemos buscado complementar, desde la sociedad civil, la labor de 
las políticas sociales impulsadas por el Estado de Chile.
Desde nuestros inicios trabajamos en alianza con el Estado de Chile y munici-
pios de las 16 regiones del país. Contamos con financiamiento de entidades 
privadas y fondos públicos provenientes de los ministerios de Desarrollo 
Social, Vivienda y Urbanismo y de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


